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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron las señoras y los señores:

--Allamand Zavala, Andrés

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--García Ruminot, José
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrió, además, la Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia Salas.
Actuó de Secretario General el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:17, en presencia de 13 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 7ª y 8ª, ordinarias, en 11 y 12 de abril del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas (Véanse en los Anexos las actas aprobadas).




Las actas de las sesiones 9ª, especial, y 10ª, ordinaria, ambas en 18 de abril de 2017, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores hasta la sesión próxima para su aprobación.
IV. CUENTA

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).-  Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensaje



De Su Excelencia la Presidenta de la República, con el que retira la urgencia y la hace presente nuevamente, calificándola de “simple”, para la tramitación del proyecto de ley que regula la despenalización de la interrupción voluntaria del embarazo en tres causales (boletín N° 9.895-11).



--Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Expide copia de la sentencia definitiva pronunciada en el control de constitucionalidad del proyecto que modifica el Código Penal; el decreto ley N° 645, de 1925, sobre el Registro General de Condenas, y la ley N° 20.066, de violencia intrafamiliar, destinado a aumentar la penalidad y demás sanciones aplicables a delitos cometidos en contra de menores y otras personas en estado vulnerable (boletines números 9.279-07, 9.435-18, 9.849-07, 9.877-07, 9.904-07 y 9.908-07, refundidos).



Remite copia de las sentencias dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de los artículos 102 A a 102 M de la ley N° 19.968, que crea los tribunales de familia.



--Se manda archivar los documentos.



Adjunta resoluciones dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad referentes a las siguientes disposiciones:



-Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas de las penas privativas o restrictivas de libertad, y artículo 17 B, inciso segundo, de la ley N° 17.798, sobre control de armas.



-Inciso primero del artículo transitorio de la ley N° 20.281, que modifica el Código del Trabajo en materia de salarios base.



-Artículo 75, inciso primero, de la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.



-Inciso final del artículo 18 del Código Penal.



-Artículo 449, N° 1, del Código Penal.



-Inciso noveno del artículo 12 de la ley N° 20.179, que establece un marco legal para la constitución y operación de sociedades de garantía recíproca.



-Incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 773 del Código de Procedimiento Civil.



-Artículos 195, inciso tercero, y 196 ter de la ley N° 18.290, de Tránsito.



-Letra a) del número 11 del artículo 24 transitorio de la ley              N° 20.780, de reforma tributaria que modifica el sistema de tributación de la renta e introduce diversos ajustes en el sistema tributario.



-Inciso primero del artículo 58 del Código del Trabajo e inciso primero del artículo 17 del decreto ley N° 3.500, de 1980, que establece nuevo sistema de pensiones.



-Artículo 167 del Código de Procedimiento Civil.



--Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social:


Remite respuesta a solicitud de información, expedida en nombre del Honorable señor Navarro, acerca del número de contratos de trabajo de extranjeros y de la estimación del desempeño informal, en los últimos cinco años.



Del señor Ministro de Obras Públicas:


Responde inquietud, planteada en nombre del Honorable señor De Urresti, sobre el Estudio de Diagnóstico de Puentes e Implementación de un Sistema de Gestión para su Conservación, con indicación de su cronograma de desarrollo y objetivos.



Envía respuestas a solicitudes, remitidas en nombre del Honorable señor Matta, para informar con relación a los siguientes asuntos:



-Realización del Programa Nacional de Pasarelas, para entregar una solución de conectividad en la ribera sur del río Achibueno, entre las pasarelas El Peñasco y Vega de Salas, en Linares.



-Posibilidad de considerar, durante el año 2017, los proyectos de mejoramiento de caminos individualizados en la comuna del Maule.



De la señora Ministra de Minería:


Adjunta respuesta a preocupación, manifestada en nombre del Honorable señor Navarro, atinente a los incendios forestales ocurridos en el último tiempo en distintas regiones y su relación con un proyecto de su autoría sobre construcción en lugares de riesgo geológico o forestal.



Del señor Ministro de Energía:


Responde inquietud, expuesta en nombre del Honorable señor De Urresti, en cuanto al taller de capacitación “La información como piedra angular de la mitigación y los instrumentos de precios al carbono en Chile”, en el marco del proyecto “Precio al Carbono Chile”.



Anexa copia de informe sobre la emisión de gases de efecto invernadero en el país y políticas para enfrentar impactos del cambio climático, conforme a solicitud expresada en nombre del Honorable señor Navarro.



Del señor Ministro del Medio Ambiente:


Contesta peticiones de antecedentes, enviadas en nombre del Honorable señor De Urresti, respecto de las siguientes materias:



-Taller de capacitación “La información como piedra angular de la mitigación y los instrumentos de precios al carbono en Chile”, en el marco del proyecto “Precio al Carbono Chile”.



-Proyecto de bioingeniería que pretende repoblar las riberas de la laguna principal del humedal Campiche, en la comuna de Puchuncaví.



De la señora Subsecretaria de Educación:


Contesta petición de información, formulada en nombre de la Honorable señora Allende, tocante a las razones que fundamentan la resolución exenta que termina con aportes y subvenciones dispuestos en la ley N° 20.248 para veintiún establecimientos educacionales de la Región de Atacama.


Del señor Subsecretario de Pesca y Acuicultura:


Anexa datos sobre las medidas adoptadas para la protección del recurso huiro en la comuna de Tocopilla, materia consultada en nombre del Honorable señor Guillier.



Del señor Superintendente de Salud:


Atiende las siguientes peticiones de antecedentes, manifestadas en nombre del Honorable señor Navarro:



-Razones de la falta de advertencia a la población de las marcas de carnes en mal estado importadas desde Brasil.



-Informe de fiscalización sobre la comercialización de pescados y mariscos a nivel nacional.



Del señor Secretario Regional Ministerial de Educación del Maule:


Da respuesta a solicitud, formulada en nombre del Honorable señor Matta, para informar si se ajustan a las políticas de esa Cartera las listas de útiles escolares y de aseo requeridas a ciertos cursos de la Escuela Alfredo Noguera Prieto, de Peñuelas, comuna de Villa Alegre, en el año académico 2017.


Del señor Secretario Regional Ministerial (s) del Medio Ambiente de Valparaíso:


Envía datos sobre autorizaciones otorgadas a empresas industriales para funcionar en la zona cercana al complejo educacional Sargento Aldea, de Ventanas, comuna de Puchuncaví, y denuncias presentadas en los últimos cinco años por daños medioambientales y de salud en esa zona, ante consulta formulada en nombre del Honorable señor Navarro.



De la señora Directora del Servicio de Vivienda y Urbanización de la  Región de Antofagasta:


Da respuesta a petición de informar, expresada en nombre del Honorable señor Araya, acerca de la solicitud de saneamiento de título gratuito de propiedad para inmueble en la comuna de Taltal, presentada por la persona que se individualiza.


Del señor Director (t y p) del Servicio de Salud Araucanía Sur:


Atiende preocupaciones, manifestadas en nombre del Honorable señor García, relativas a los siguientes asuntos:



-Estado de avance del proyecto de recuperación de siete pabellones del hospital Hernán Henríquez Aravena.



-Consideración de un Centro de Diálisis en el nuevo hospital Doctor Eduardo González Galeno.



Del señor Director del Servicio de Salud de Talcahuano:


Informa respecto de la toma de muestras de sangre para detectar la presencia de metales pesados en los habitantes de los sectores de Medio Camino, San Vicente, Diego Portales y Libertad, consulta realizada en nombre del Honorable señor Navarro.



De la señora Directora Ejecutiva Nacional del Ministerio Público:


Envía información, pedida en nombre del Honorable señor Pérez Varela, referente al presupuesto asignado por ese servicio a las fiscalías.



Del señor Secretario Ejecutivo de la Asociación de Municipalidades de la Región de Los Ríos para el Manejo Sustentable de Residuos y la Gestión Ambiental:


Adjunta antecedentes relativos al proyecto “Planta Regional de Reciclaje Los Ríos”, en la salida sur de la ciudad de Valdivia, solicitados en nombre del Honorable señor De Urresti.



Del señor Secretario General de Carabineros:


Da respuesta sobre el número de denuncias presentadas por el delito de abigeato en la provincia de Curicó, en los últimos cinco años, y destino que han corrido, conforme a consulta en nombre del Honorable señor Coloma.



Del señor Rector de la Universidad Católica de la Santísima Concepción:


Contesta petición, manifestada en nombre del Honorable señor Navarro, con relación a los estudios efectuados para detectar la presencia de metales pesados en suelos de los sectores de Medio Camino, San Vicente, Diego Portales y Libertad, en la ciudad de Talcahuano.



De la señora Administradora del Juzgado de Garantía de Antofagasta:


Atiende preocupación, manifestada en nombre del Honorable señor Araya, en cuanto a causas falladas y audiencias de formalización realizadas desde el año 2015 a la fecha por el delito de usura.



Se ha recibido, además, en cumplimiento del artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, el Balance de Gestión Integral del año 2016 de la Subsecretaría de Servicios Sociales y servicios relacionados.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



Segundo informe de la Comisión Especial encargada de tramitar proyectos relacionados con niños, niñas y adolescentes, e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea la Defensoría de los Derechos de la Niñez (boletín N° 10.584-07) (con urgencia calificada de “simple”) (Véanse en los Anexos, documentos 1 y 2).



De las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fortalece la composición de los tribunales que indica asignando una dotación adicional de 110 jueces (boletín N° 10.611-07) (con urgencia calificada de “simple”) (Véanse en los Anexos, documentos 3 y 4).



--Quedan para tabla.

Mociones



De los Honorables señor Chahuán, señora Van Rysselberghe y señores Araya, Letelier y Navarro, con la que inician un proyecto de ley que concede la nacionalidad por gracia al ciudadano estadounidense señor Steven Colon Santos (boletín Nº 11.201-17) (Véase en los Anexos, documento 5).



--Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.



Del Honorable señor Quinteros, con la que da inicio a un proyecto para interpretar el artículo 4° de la ley N° 20.825, que amplía el plazo de cierre para otorgar nuevas concesiones en acuicultura, en lo relativo a la expresión “acuicultura de pequeña escala” (boletín Nº 11.203-21) (Véase en los Anexos, documento 6).



--Pasa a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.



Del Honorable señor Chahuán, con la que inicia un proyecto de ley que modifica el Código Civil en lo relativo a la revisión judicial de contratos civiles y mercantiles en los casos que indica (boletín Nº 11.204-07) (Véase en los Anexos, documento 7).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Carta Fundamental.



De los Honorables señor Tuma y señora Muñoz, con la que inician un proyecto de ley sobre protección de los derechos de los trabajadores en la era digital (boletín Nº 11.208-13) (Véase en los Anexos, documento 8).



--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento han llegado a la Mesa los siguientes documentos:

Acuerdo



De la Comisión Bicameral del Artículo 66 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, relativo a la designación de los integrantes del Comité de Auditoría Parlamentaria (Véase en los Anexos, documento 10).



--Queda para tabla.

Solicitud de permiso constitucional



Del Honorable señor Pizarro, para ausentarse del país a contar de esta fecha.



--Se accede.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, ya que el Ejecutivo ha anunciado que el proyecto de modernización de la Cancillería va a ser enviado próximamente a tramitación en esta Corporación, el cual incluye una indicación sustitutiva respecto de otro radicado en la Comisión de Relaciones Exteriores, solicito que pueda ser discutido en general y en particular por el órgano técnico a partir de la fecha en que ingrese.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo de la Sala para ello?
El señor PROKURICA.- No hay problema.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Acordado.



Tiene la palabra el señor Secretario.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor LABBÉ (Secretario General).- En reunión celebrada hoy, los Comités adoptaron los siguientes acuerdos:



1.- Analizar en el segundo lugar del Orden del Día de la presente sesión ordinaria el proyecto signado con el número 8, que modifica el decreto ley N° 3.500, de 1980, que establece Nuevo Sistema de Pensiones, con el objeto de eliminar el beneficio de que gozan las AFP en materia de intereses de las cotizaciones previsionales adeudadas (boletín N° 10.708-13).



2.- Tratar en la tabla de Fácil Despacho de la sesión ordinaria de mañana, miércoles 3, los siguientes asuntos, si no se alcanzaran a despachar hoy día:



-Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Protocolo de Asunción sobre Compromiso con la Promoción y Protección de los Derechos Humanos del MERCOSUR”, suscrito en Asunción, República del Paraguay, el 20 de junio de 2005 (boletín N° 10.994-10).



-Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Protocolo de Enmienda al Convenio de Integración Cinematográfica Iberoamericana”, suscrito en Córdoba, España (boletín N° 10.996-10).



-Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Acuerdo Latinoamericano de Coproducción Cinematográfica, adoptado en Caracas, Venezuela, el 11 de noviembre de 1989, y su Protocolo de Enmienda”, suscrito en la ciudad de Bogotá, Colombia, el 14 de julio de 2006 (boletín N° 10.997-10).



3.- Adelantar la semana regional de mayo a aquella comprendida entre el lunes 22 y el viernes 26 del mismo mes.



4.- Rendir homenaje en memoria del señor Agustín Edwards Eastman a las 18 de la sesión del martes 16 de mayo próximo.

V. ORDEN DEL DÍA

ESTABLECIMIENTO DE PROCEDIMIENTO SIMPLIFICADO PARA REGULARIZACIÓN DE EDIFICACIONES DE BOMBEROS DE CHILE

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Corresponde ocuparse en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que establece un procedimiento simplificado para la regularización de edificaciones de Bomberos de Chile, con segundo informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.990-14) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señores Quintana, García, Lagos, Montes y Patricio Walker):


En primer trámite: sesión 70ª, en 24 de noviembre de 2016 (se da cuenta).


Informes de Comisión:



Vivienda y Urbanismo: sesión 4ª, en 22 de marzo de 2017.


Vivienda y Urbanismo (segundo): sesión 10ª, en 18 de abril de 2017.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones ni de modificaciones.



El órgano técnico le efectuó una enmienda al proyecto aprobado en general, la que fue acordada por unanimidad, por lo que debe ser votada sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador manifieste su intención de impugnar la proposición respectiva o existan indicaciones renovadas.



Se acaba de formular una de estas últimas, que será preciso votar a continuación.



Sus Señorías tienen en sus escritorios un boletín comparado, en el que se consigna la modificación introducida y el texto que quedaría al acogerla.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión particular.



Puede intervenir el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, primero que nada, felicito a los Senadores señores García, Lagos, Montes, Quintana y Patricio Walker por la presentación de la iniciativa, porque debe de haber pocas instituciones más nobles que aquella de la cual se trata.



Una gran proporción de los cuerpos de Bomberos en el mundo han surgido a raíz de grandes catástrofes: incendios e inundaciones y otros fenómenos naturales. Sus miembros, mayoritariamente voluntarios en Chile, arriesgan su vida para poder salvar la existencia y los bienes de otros. En Valparaíso se creó la primera de estas entidades en el país, como consecuencia de un importante siniestro en diciembre de 1850. El 30 de junio de 1851, ante la precariedad de los mecanismos con que contaba en ese entonces la ciudad para combatir una emergencia como esa, se conformó el Cuerpo de Bomberos de Valparaíso, que comenzó a operar oficialmente con cuatro compañías.



Este último realizaría una heroica labor 163 años después, una vez más, para contener las llamas extendidas por los cerros del puerto, en el mayor incendio en la historia de la comuna, que se tradujo en dos mil 500 casas destruidas y 15 fallecidos. Ese esfuerzo, enorme y encomiable, fue llevado a cabo por voluntarios no solo de Valparaíso, sino también de toda la Región, quienes vinieron a apoyar.



Los bomberos asimismo tuvieron una gran participación durante el terremoto del 27 de febrero de 2010, al igual que con motivo de los aluviones que afectaron a la Región que represento, adonde concurrieron incluso de otras regiones. Uno de ellos, de la Quinta Región, entregó su vida por ayudar a sus semejantes.



En la actualidad ascienden aproximadamente a cuarenta mil, veinticinco mil de ellos activos, y los demás cumplen funciones diferentes debido a su edad o condición. Varios Honorables colegas son bomberos.



La voluntariedad no es una característica exclusiva de los chilenos. Igualmente la presenta una parte de los integrantes de los cuerpos en otros países, como Australia, Alemania, Argentina y Estados Unidos. Sin embargo, lo que destaca a los nuestros es su capacidad y preparación para todo tipo de emergencias: antes se trataba únicamente de incendios; hoy día, la ayuda dice relación con tsunamis, terremotos, accidentes de tránsito con personas atrampadas, emergencias químicas y otras funciones que se han ido agregando con el tiempo.



El objetivo del proyecto es permitirle a Bomberos de Chile acoger a un sistema especial de regularización las edificaciones que no cuenten con permiso de construcción o con recepción definitiva. Ello va en la línea correcta, al establecerse un procedimiento simplificado para tal efecto con relación a instalaciones destinadas al ejercicio de sus funciones propias, tales como cuarteles, centros o campos de entrenamiento y casas de cuarteleros, y que los Cuerpos de Bomberos o la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile posean en calidad de propietarios o de comodatarios. Podrán acogerse al mecanismo dentro de los tres años siguientes al de la publicación del proyecto como ley.



Creo que nos hallamos ante una buena iniciativa. La institución es muy bien valorada por los chilenos ante la labor destacable y desinteresada que sus miembros realizan a diario. Son aproximadamente dos mil los cuarteles o inmuebles cuya situación no se ha podido regularizar, ya que, por ejemplo, no cuentan con permiso de construcción o no existe informe sobre la inundabilidad del terreno o median razones generalmente ajenas a la voluntad.



La Región que represento en el Senado se encuentra en este caso producto de los aluviones de 2015, pues no han aparecido todavía dichos informes.



Por eso, la bancada de Renovación Nacional va a votar a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, deseo referirme, en primer lugar, a la indicación renovada.



Durante la tramitación del proyecto en la Comisión de Hacienda, junto al Senador señor Tuma presentamos una indicación con el propósito de que el período durante el cual se podrá materializar la regularización de construcciones como la de cuarteles de bomberos sea de cinco años, en lugar de solo tres.



Los propios dirigentes de la institución, cuando estuvieron en la Comisión de Vivienda, explicaron que tienen que hacer una programación y elaborar las carpetas respectivas. Seguramente necesitarán contratar arquitectos, constructores civiles e incluso ingenieros, en algunos casos, de tal manera que la regularización de las propiedades se ajuste a las más altas exigencias, que no haya problemas y que se cumpla con la mayor cantidad de normas posibles.



Por eso mismo, nos han dicho: “Valoramos la iniciativa, pero tres años es muy poco. Ello no nos da tiempo para cubrir todo el territorio nacional. Esta es la razón por la que queremos que sean cinco años”.



En consecuencia, hemos renovado la indicación y esperamos y pedimos el apoyo de las señoras y los señores Senadores para que el período excepcional de regularización de las instalaciones de bomberos sea de cinco años y no solo de tres.



Hemos presentado otra indicación respecto de la cual solicitamos la unanimidad de la Sala para poder tramitar.



Se trata de lo siguiente. Hoy día, toda persona tiene derecho a solicitar al concejo municipal la rebaja de los derechos de construcción. Lo que hacemos es tomar esa misma norma, ya existente en la Ley de Rentas Municipales, e incorporarla al texto, a fin de que se sepa, de manera ilustrada, informada, que a los cuerpos de Bomberos se les abre igual posibilidad.



No estamos creando un derecho nuevo, por lo que no se requiere patrocinio del Ejecutivo, sino que simplemente buscamos incluir lo ya dicho en el cuerpo legal citado.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Consulto si existe unanimidad para poder ocuparse en la indicación a que se ha referido el Honorable señor García.

El señor LAGOS.- Conforme.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Acordado.



Puede intervenir el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, Bomberos de Chile es acaso nuestra institución más señera y de reconocida dedicación al servicio público, y su base ética y compromiso moral constituyen los pilares fundamentales de su existencia.



Se trata de una entidad querida y respetada, no solo por la utilidad permanente que le presta a la comunidad, sino también porque su labor la realiza con altruismo, sin esperar contraprestación alguna a cambio. Así, sus miembros exponen su vida, arriesgan su integridad física y psíquica, solo motivados por ayudar, rescatando personas, recuperando bienes, apagando incendios en bienes públicos o privados, sirviendo a Chile en los momentos más duros -no son pocos- y sin distinción alguna: prestan sus servicios a quienes lo requieran, ya sea en la comuna más acomodada o en la localidad más remota de nuestro país. Bomberos de Chile es un ejemplo democrático.



Lo anterior implica una tremenda responsabilidad de la comunidad hacia los bomberos. Más aún si, según cifras de la propia institución, en el terremoto del 27F alrededor de 300 cuarteles sufrieron daño estructural y 70 de ellos fueron completamente destruidos. Ello implica que el Estado debe asumir un rol protagónico no solo en el financiamiento, sino también en el desarrollo de políticas públicas tendientes a fortalecer a Bomberos, lo cual inevitablemente pasa por mejorar su infraestructura.



En tal sentido, se han dado pasos importantes en materia institucional. Así, ya hace unos años se publicó la ley N° 20.564, Ley Marco de Bomberos, que ha dotado a la institución de una regulación sistémica y coherente. Pero más importante aún fue la creación, en la Ley de Presupuestos, de un programa específico dentro de la Partida Ministerio del Interior, lo cual garantiza una inyección permanente de recursos públicos, mejorando el sistema mixto de financiamiento que posee la entidad.



Asimismo, durante la discusión del Presupuesto de 2017, presentamos en esta Sala una indicación -aprobada por el Congreso y que hoy es ley- que incorpora un inciso final a la Glosa 02 del Programa 04, Capítulo 10, Partida 05, que se orienta al diseño de programas especiales para “facilitar a los Cuerpos de Bomberos de Chile, propietarios o comodatarios de bienes raíces urbanos o rurales, que hayan construido con o sin permiso de edificación y que no cuenten con recepción definitiva o que hayan materializado de hecho el cambio de destino de las edificaciones existentes en forma no concordante con los usos del suelo permitidos por los planes reguladores, regularizar” dichas construcciones.



El diálogo franco y permanente con Bomberos, especialmente de mi Región -quiero destacar al actual Superintendente, Leonel Nualart; a Gustavo Rocha, exdirector de la Primera Compañía de Bomberos de Temuco, entre otros directivos y profesionales de los cuerpos de bomberos de La Araucanía-, me motivó a presentar una moción que permitiera a través de una modificación legal precisa acceder a un procedimiento simplificado para la regularización de aquellas construcciones (ampliaciones, nuevas construcciones, etcétera) que se han efectuado sin los permisos de edificación o de obras municipales correspondientes como lo exige la Ley General de Urbanismo y Construcciones. Se trata, pues, de aplicar las normas previstas en la última “Ley del mono”, N° 20.898, que establece un procedimiento simplificado para la regularización de viviendas de autoconstrucción, a aquellas edificaciones de Bomberos que requieren ser regularizadas.



La idea es simplificar el cumplimiento de esta obligación a partir de un procedimiento expedito, fácil y eficaz. A mayor abundamiento, debemos recordar que, según cifras de Bomberos reveladas en la Comisión de Bomberos de la Cámara de Diputados, un 55 por ciento de los bomberos mantiene un nivel medio de satisfacción en relación con la infraestructura de su compañía.



El proyecto de ley se hace cargo de una realidad concreta y una demanda añorada por los cuerpos de bomberos. Prueba de ello ha sido el cerrado respaldo que la moción recibió en la Comisión de Vivienda y en la Sala del Senado, y, ¡cómo no!, de la propia institución. En resumen, los Bomberos podrán someterse dentro del plazo de tres años, a partir de la publicación de la ley en proyecto, a las normas de la referida “Ley del mono”, sin que se les apliquen los topes de metraje u otros trámites administrativos, para que puedan regularizar su infraestructura que está en las condiciones previstas por la ley.



Como he señalado, esta es una modificación precisa, y bajo ningún respecto busca establecer las bases fundamentales de un ordenamiento jurídico en términos del artículo 63, número 20, de nuestra Carta Fundamental. Por ello, algunos temas surgidos al fragor de la discusión desafortunadamente no han sido incorporados en el proyecto, abriéndose una puerta para seguir mejorando la legislación de cara al futuro.



En efecto, se trata de tres materias fundamentales -algunas han sido abordadas en la indicación- que aún quedan pendientes.



La primera dice relación con la posibilidad de elevar a Bomberos al estatus que tienen las Fuerzas Armadas, en términos de que estas últimas están exentas de la obligación de obtener permisos de construcción por tratarse de servicios de utilidad pública, conforme a lo que dispone el artículo 116, inciso quinto, de la Ley General de Urbanismo y Construcciones...

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ha concluido su tiempo, señor Senador.



Tiene un minuto adicional.

El señor QUINTANA.- En efecto, durante la discusión se propuso incorporar a Bomberos dentro de aquellas instituciones exentas de solicitar dichos permisos. Sin embargo, ello no ha sido acogido.



Un segundo aspecto que quedó pendiente se refiere a la posibilidad de que Bomberos sea acreedor de una rebaja o exención del pago de derechos o aranceles municipales. Se adujo que existe en la Ley de Rentas Municipales la facultad para establecer esta rebaja o exención. Pero como se trata de una facultad y no de una obligación, ello quedará al arbitrio de cada municipalidad. Lo ideal hubiera sido que se expresara claramente en la ley en proyecto.



Un tercer tópico debatido en la Comisión se refiere a la regularización de los títulos de dominio de Bomberos sobre terrenos donde está asentada su infraestructura. Si bien el proyecto busca la regularización de construcciones y no de títulos, es importante que el Ejecutivo avance en esa línea, ya que entre un 35 y un 40 por ciento de la infraestructura de la institución aún no tiene títulos de dominio, lo cual es preocupante.



Señor Presidente, esta iniciativa goza de sustento técnico y apoyo transversal. Agradezco a los miembros de la Comisión de Vivienda, ya que sin su labor dedicada y prolija no hubiera sido posible aprobar este proyecto. Pero con más fuerza quiero agradecer a Bomberos y a sus cuerpos, ya que sin sus prevenciones, diálogo y cercanía no sería posible mejorar la ley, la que requieren sea mejorada para seguir sirviendo desinteresadamente.



Anuncio mi voto a favor.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, tuve la satisfacción y el honor de presidir la Comisión de Vivienda para dar tratamiento a este proyecto tan importante no solo para los cuerpos de bomberos, sino también para que los ciudadanos de Chile entiendan que nos encontramos ante una institución cuyos integrantes desinteresadamente y de manera generosa arriesgan sus vidas para ayudar y apoyar a quienes lo necesiten en situaciones de siniestros o de catástrofes.



Conocemos los riesgosos episodios que hemos vivido en Chile y los testimonios sin límites que Bomberos ha estado entregando permanentemente. De manera que este proyecto de ley tiene mérito propio.



Quiero saludar a los autores de la moción, ya que apunta en la dirección correcta en orden a darle las facilidades a esta institución para que siga sirviendo como lo ha hecho hasta ahora.



El objetivo de la iniciativa es establecer un procedimiento para facilitar que los cuarteles de Bomberos de Chile cumplan con las normas establecidas en la Ley General de Urbanismo y Construcciones, que es muy exigente en materia de regularización, de manera que los cuerpos de bomberos no caigan en irregularidades causadas por distintas razones: por no realizar el trámite oportunamente; por desconocimiento; por falta de recursos; por emergencias, o por diversos motivos.



Así como está dispuesto para las casas-habitación, el objetivo es establecer un sistema que permita que estos inmuebles sean regularizados de manera simple. De esta forma, les será posible optar a subsidios para la ampliación o mejoramiento térmico.



Queremos darle la oportunidad a la institución para que regularice toda su infraestructura que aún no está regularizada, lo cual le permitirá postular a otro tipo de financiamiento.



La iniciativa en análisis beneficiará a 321 cuerpos de bomberos de nuestro país, a mil 180 compañías y a una cantidad cercana a los mil cuarteles que han hecho modificaciones en su estructura y que por distintas circunstancias no han sido regularizadas.



Formulamos una indicación para que esta iniciativa permitiera acogerse a la última ley de regularización, y no a la primera, pues aquella viene bastante más perfeccionada y entrega mayores facilidades a quienes la utilicen.



Por esa razón, comparto que Bomberos no solo no tenga la limitación de los metros cuadrados que contempla la ley de regularización respecto de viviendas o microempresas, sino que además se extienda el plazo para acogerse al beneficio (en un momento se establecieron tres años, al igual que en la ley de regularización). Hemos conversado con varios Senadores, entre ellos, los autores del proyecto, para que la institución cuente con un plazo mayor a los tres años. La idea es que sean cinco.



Si bien en la legislación en análisis no se entregan facultades extraordinarias, vamos a hacer presente en una indicación -se ha logrado la unanimidad para su tratamiento- una facultad que posee el municipio, a fin de que Bomberos pueda hacer uso del derecho a petición para solicitar la rebaja o exención del permiso municipal.



Al mismo tiempo, comparto la opinión en cuanto a que en este proyecto de ley quedaron aspectos pendientes, que tendrán que abordarse en otro instrumento, que deberá ser iniciativa del Ejecutivo, y que dicen relación con un gran plan de saneamiento de títulos para Bomberos y también con la exención, por ley, del pago derivado de modificaciones o construcciones de inmuebles, sumamente necesarios para cumplir esa labor tan generosa que Bomberos de Chile realiza.



Anuncio mi voto a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, trabajar, aprobar y despachar un proyecto que resuelve ciertas dificultades que enfrentan nuestros bomberos es verdaderamente un buen ejercicio, toda vez que en la Región uno se da cuenta de que los cuarteles, en muchos casos, se encuentran en una situación irregular en términos de la propiedad en que ellos se ubican.



Por lo tanto, se hace necesario buscar una salida, un camino de regularización, a través de procedimientos simplificados como el que establece el proyecto, pero que también reconozca la realidad que vive Bomberos y que se ve reflejada en las indicaciones que nos ha dado a conocer el Senador José García, una de las cuales se relaciona con los plazos para realizar tales regularizaciones.



El terremoto del 27 de febrero de 2010 generó una importante destrucción de cuarteles, y recién en el último tiempo ha venido concluyendo la reparación y la reconstrucción de esos recintos. En la mayoría de los casos, el problema radicaba en la propiedad del terreno, en la falta de regularización del dominio de esos cuarteles.



Por consiguiente, todos nos dimos cuenta de que en ese proceso, en el cual todos estaban colaborando y ayudando, el tiempo es un elemento fundamental.



Por eso, me parece correcta la indicación tendiente a subir de tres a cinco años el plazo de regularización. Y me alegra que la Sala resuelva esa materia mediante la incorporación de una indicación en esta misma sesión, puesto que no solo se hace necesario establecer un procedimiento que sea lo más simplificado posible, sino también que el instrumento tenga amplitud en el tiempo para que pueda ser presentado por una institución conformada por voluntarios, por personas que quieren servir y cuya principal vocación es contribuir adecuadamente a salvar la vida y la propiedad de todos los chilenos.



El Senador Moreira, quien me pidió participar en su nombre en la presente sesión, me manifestó otra aprensión relacionada con una duda y una indicación que presentó el Senador señor De Urresti -en la Región que represento también existe tal situación-, cuyo fundamento es que en muchas ocasiones se ha autorizado a Bomberos a construir sus cuarteles en terrenos fiscales y, por lo tanto, la regularización ante Bienes Nacionales es un camino correcto.



Veía que en la discusión sostenida al interior de la Comisión de Vivienda la propia Ministra de Bienes Nacionales señaló que eso era efectivo y real, pero que el procedimiento para la regularización se encontraba en otro proyecto de ley: el correspondiente al boletín N° 8.741-22.



Por lo tanto, me parece bien que no abordemos esa materia en esta iniciativa, aun cuando es un problema al cual hay que darle solución, puesto que en todas las regiones existen inmuebles de cuerpos de bomberos que se han construido en bienes nacionales de uso público, en bienes fiscales, en bienes municipales, etcétera, ya que hay una actitud permanente de contribuir y de cooperar con Bomberos.



En consecuencia, señor Presidente, este es un proyecto que verdaderamente tenemos que respaldar, que debe salir lo más pronto posible. Es preciso que se establezcan estos procedimientos simplificados; que se eleve de tres a cinco años el tiempo para que Bomberos pueda requerir estas regularizaciones, y, sin duda, que los permisos de construcción que sean necesarios para llevar adelante estos procesos cuenten con las rebajas de que gozan otras instituciones.



Asimismo, espero que también podamos avanzar en el proyecto al que he hecho referencia, para regularizar aquellos cuarteles de bomberos que han sido construidos en bienes fiscales.



Si se resuelven adecuadamente todos estos problemas, que son más bien prácticos, creo que vamos a contribuir y ayudar a una institución que verdaderamente lo requiere y lo necesita. Y poder hacerlo será un orgullo.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Solicito el acuerdo de la Sala para abrir la votación, manteniendo los tiempos de intervención...

El señor LAGOS.- ¿Y las indicaciones, señor Presidente?

El señor PÉREZ VARELA.- ¿Y las dos indicaciones?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Vamos a votarlas por separado, Sus Señorías.



Primero nos pronunciaremos sobre la enmienda que nos propone la Comisión. Después, votaremos las indicaciones respectivas.



Entonces, ¿habría acuerdo para abrir la votación en los términos sugeridos?



Acordado.



En votación la modificación sugerida por la Comisión de Vivienda.



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, seré muy breve, pues las exposiciones del Senador Prokurica, del Senador García y particularmente del Senador Quintana describieron en detalle el contenido del proyecto.



Debo recordar que esta es una moción de los Senadores Quintana, García, Patricio Walker, Montes y de quien habla.



Lo que persigue esta iniciativa, para no confundir, es básicamente dar la posibilidad de regularizar las construcciones que se han efectuado en los diferentes cuarteles de bomberos a lo largo de Chile. En consecuencia, no se hace cargo de la regularización de los títulos de dominio, que, como bien puntualizó el Senador Víctor Pérez, corresponde a otro proyecto de ley, con un boletín distinto, que hoy día se encuentra en la Cámara de Diputados.



En consecuencia, el objetivo del proyecto es dar un plazo para que, así como se hizo con la ley N° 20.898 -la llamada “Ley del mono”-, se puedan regularizar las recepciones municipales y reconocer aquellas construcciones de hecho que se han levantado en los distintos cuarteles de nuestro país, ya sea a través de ampliaciones o, derechamente, de edificaciones nuevas.



El requisito esencial para ello es que dicho inmueble se haya construido sobre bienes propios o en comodato que tengan los diferentes cuerpos de bomberos.



La extensión a cinco años es una indicación que vamos a aprobar entusiastamente, no solo para generar mayor plazo, sino también porque hoy día existe una iniciativa paralela orientada a resolver el problema de la regularización de los títulos de dominio.



Si dicho proyecto de ley se aprobase durante el transcurso del presente año, podría ocurrir que los procesos de regularización de títulos de dominio se cumplieran en su forma, pero que se hubiere vencido el plazo para regularizar las construcciones emplazadas sobre los terrenos que van a ser potencialmente regularizados.



Por esa razón, creemos importante la extensión de tres a cinco años, para que cuando se regularicen los títulos de dominio aún esté vigente la ley en proyecto, que permitirá regularizar las construcciones que hoy día se encuentran en terrenos cuyos dominios no están regularizados.



Si bien esta moción perseguía el fin concreto que he señalado, Bomberos de Chile planteó una serie de temas, respecto de los cuales se explayó en detalle el Senador Quintana. Uno de ellos es la posibilidad de eximir a esta institución del pago de ciertos derechos municipales. Hoy día existe esa alternativa, pero, lamentablemente, depende de los municipios. Habría sido importante incorporar ese aspecto en esta legislación, aunque hoy día nuestro ordenamiento legal contempla la autorización para que los municipios, por sí y ante sí, puedan rebajar o eximir del pago de determinados derechos municipales.



Sin embargo, creo que en lo pertinente, en lo medular, este proyecto de ley viene a facilitar algo que puede ser oscuro, gris, aburrido desde cierto punto de vista, pero que es tremendamente importante para Bomberos de Chile, como es la regularización de las construcciones donde están los cuarteles, donde hacen sus entrenamientos o donde se ubican las casas de los cuarteleros.



En resumen, voy a concurrir con mi voto favorable, además de aprobar las indicaciones respectivas.



Muchas gracias, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, me quiero sumar a todos los colegas que me han antecedido en el uso de la palabra, sobre todo al Senador Quintana, quien recordaba la ley N° 20.564, que nosotros aprobamos hace un tiempo y que da muchas más facilidades a Bomberos.



Sin embargo, creo que es muy insuficiente todo lo que hemos hecho. Y eso obedece a que no tenemos autonomía, no tenemos constitucionalmente la posibilidad de asignar recursos adicionales para sus cuarteles. Aquí mismo, en nuestra Región de Valparaíso, hay muchas compañías de bomberos que, por ejemplo, necesitan instalarse en locales más grandes porque los nuevos carros bombas que han recibido son muy altos, no caben en los techos de los antiguos cuarteles. Bomberos hace un tremendo esfuerzo consiguiendo que privados les donen o les bajen el precio de terrenos; pero, al final, todo esto es un esfuerzo adicional gigantesco que deben hacer para conseguir alguna facilidad y tener sus cuarteles como corresponde.



Por eso este proyecto de ley de artículo único es muy relevante porque permite que la llamada “ley del mono”, que nació en la Comisión de Vivienda y que el Senador Montes trabajó arduamente años atrás, la utilicen también los cuerpos de bomberos para prescindir de un profesional que muchas veces cobra muy caro o es imposible conseguir. Me refiero a un arquitecto que haga los croquis, las dimensiones de los planos, los cambios necesarios y que vaya a la Dirección de Obras.



Estoy muy contenta de haberme sumado a la indicación que promueve el Senador García para que el plazo sea de cinco años, pues me parece que tres es muy poco tiempo para entregar esta facilidad a las compañías de bomberos.



También me siento orgullosa porque somos muy pocas las bomberas mujeres en el Senado. Como bombera honoraria de la Cuarta Compañía de Villa Alemana y madrina de varias otras, estoy muy feliz de poder apoyar este proyecto.



Me parece que debemos hacer todo lo que esté a nuestro alcance, de manera legislativa y constitucional, para ir ayudando cada día más a Bomberos de Chile.



Ojalá también tengamos iniciativas desde el Ejecutivo que contemplen muchos más recursos para la institución (para carros de rescate, etcétera). Alguien que me precedió en el uso de la palabra ya lo dijo: Bomberos no solamente apaga incendios; está presente igualmente en rescates, en accidentes automovilísticos, en alertas de tsunami y cuando existen problemas por terremotos o grandes sismos. Tiene un rol demasiado importante en cada una de las comunas de nuestro país y no todos le dan la relevancia que se merece ni lo apoyan como debieran hacerlo.



Por todo eso, señor Presidente, voto a favor.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, está claro que esta iniciativa va a ser ley de la república. Cabe concordar cuál va a ser la indicación, porque el texto que tenemos aquí habla de un plazo de tres años. ¿Se va a votar dicha propuesta ahora, o después de aprobar el texto en general? Comoquiera que sea, anticipo desde ya mi aprobación a la sustitución de la palabra “tres” por “cinco” años. 



Uno se plantea por qué es necesario poner fecha si en definitiva lo que hay que hacer es regularizar todo en el menor tiempo posible. Algunos dicen que las leyes deben tener plazos para que ellas se cumplan. Hay leyes y reglamentos que no se cumplen nunca. Yo espero que cinco años sean suficientes. 



Pero el tema de fondo es la regularización de los cuarteles de bomberos. Todavía existen muchos que se encuentran en condiciones precarias y otros que simplemente no tienen local. Por lo tanto, nuevamente apelo al tema de los recursos. 



Está claro que son bomberos voluntarios y quieren seguir siéndolo. Eso es algo noble, digno y honorable. Por ende, lo que los bomberos quieren no es un sueldo, sino recursos para poder realizar bien su gestión. Y creo que este año, el último de este Gobierno, tiene que haber una conversación muy transversal para pedirle al Ministro de Hacienda (quien no se caracteriza por ser de mano muy ancha y generosa; más bien es “manito de guagua”) que podamos contar con más recursos para la institución y así atender sus necesidades. Eso significa regularizar cuarteles y crear y reparar otros. Esto último se hace en base a los esfuerzos de los propios voluntarios. 



Por cierto, aprobar este proyecto -es lo que vamos a hacer- debe suponer la continuidad de recursos, frescos, nuevos y en aumento, para la construcción y reparación de cuarteles en todo Chile. Confío en que los cuerpos de bomberos y el Presidente de la institución mantengan la objetividad que han mostrado hasta ahora para asignar los recursos de modo preferente a los que los necesitan en forma más urgente y de una manera amplia. 



Igualmente, yo esperaría que la institución -ya lo hemos dicho- permita la creación de cuerpos de bomberos en lugares que están postulando hace tiempo. En San Carlitos, Tomé, y en Cosmito, Penco, hay gente esforzada que está construyendo a pulso su cuartel. Por eso espero que también exista capacidad para generar nuevos cuerpos de bomberos. Después de los últimos incendios, quedó muy claro en mi región, la Octava, que cuando hay una crisis potente se requieren muchas manos. Las personas pueden defenderse solas las primeras horas. Es decir, pueden generar una acción contra el fuego. Pero para eso requieren capacitación y una implementación mínima. Es lo que ocurre en San Carlitos, en Cosmito y en otros lugares del Biobío.



Voto a favor de esta moción parlamentaria, señor Presidente,  que habla muy bien de la preocupación de los Senadores que la presentaron respecto del Cuerpo de Bomberos de Chile, con el cual seguimos estando en deuda.



¡Patagonia sin represas! 



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, hemos escuchado que hay absoluta unanimidad en relación con este proyecto y no cabe duda de que va a ser aprobado. Sin embargo, quisiera hacer dos precisiones. 



A la Comisión de Vivienda y Urbanismo, donde se analizó la iniciativa, llevamos una inquietud discutida con la señora Ministra de Bienes Nacionales sobre la regularización de los terrenos donde se encuentran asentados muchas veces los cuarteles.



A través de esta ley, nosotros vamos a regularizar la edificación, la construcción, el edificio, con distintas normas, con un procedimiento adecuado que facilite el proceso. Pero seamos claros: existen numerosos cuarteles construidos sobre terrenos que son de Bienes Nacionales o de particulares o que son sucesiones. Antiguamente, en distintas localidades, especialmente rurales, era un particular quien los donaba. No obstante, muchas veces no se completaba el trámite y simplemente se entregaba el predio donde se asentaba el cuartel.



Entonces, el compromiso que se contrajo en dicha Comisión, en la que se encontraban varios de los autores de la moción -veo acá presente al Senador García-, fue que, para no complicar este proyecto, muy puntual, relacionado con la “ley del mono” y que tiene por objeto regularizar las edificaciones de Bomberos, se le diera urgencia a otra iniciativa que está en la Cámara de Diputados. 



Además, la Ministra de Bienes Nacionales nos informó acerca de un convenio suscrito con la Junta Nacional de la institución para los efectos de poder llevar adelante esta normalización a través de un inventario de los distintos terrenos donde se hallan ubicados los cuarteles de bomberos.



Por eso, es importante clarificar que aquí vamos a tener una ley que va a facilitar, sin lugar a dudas, la regularización de las construcciones, pero nos quedará pendiente la tenencia de los terrenos, toda vez que es sobre ellos que se sanean y regularizan las diversas edificaciones y sobre los cuales se van a levantar a futuro nuevas infraestructuras. 



Con todo, valoro lo asertivo de este proyecto. Sin lugar a dudas, es una buena noticia para Bomberos de Chile y para cada una de las compañías que existen a lo largo del país.



Voto a favor, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, a mí me parece que este es un proyecto ciudadano, que obviamente beneficia a la gente. Y me alegro mucho de que se haya presentado de manera transversal, sobre todo en un ámbito de acción que implica hacerles más fácil la vida a las personas.



Efectivamente, su fundamento es generar mecanismos para que aquellos cuarteles que están postulando a proyectos de inversión social para poder mejorar sus dependencias no se vean rechazados porque existen reparos sobre su edificación o porque falta la recepción definitiva.



Le consulté al Departamento de Infraestructura de la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos cuál era el número de edificaciones que se hallaba en tal situación. Y quedé bastante impactado, porque son alrededor de setecientos cuarteles los que hoy día presentan alguna irregularidad, particularmente con el tema de las ampliaciones. 



Y hay que entenderlo. 



Muchas veces -alguien ya lo dijo- se cambian los carros en localidades rurales. La gente, a propósito de los últimos incendios forestales, ha podido ver que los que se entregan ahora son más anchos y más altos que los de antes, porque traen incorporados sistemas de agua que son bien impresionantes y que fueron clave en el combate de los siniestros registrados en febrero. Son máquinas completamente nuevas, con una infraestructura algo diferente, que por supuesto hay que mantener y cuidar. Y su incorporación ha supuesto inversiones que,  en especial en sectores rurales, ha debido hacerse con fuerza propia, de los propios voluntarios, a fin de generar una mejor convivencia y brindar una óptima atención a los vecinos.



Pero, como digo, hay una enorme cantidad de edificaciones de Bomberos que deben ser regularizadas. Generalmente -insisto en este aspecto-, no se trata de cuestiones estructurales muy profundas, sino, básicamente, de ampliaciones. Pero resulta obvio que cuando se opta a un mejoramiento de la infraestructura a través de una inversión estatal -puede ser un subsidio-, en el momento de pedirse los papeles para efectuar dicha regularización saltan a la vista estos elementos, que retrasan, complican o finalmente impiden obtener el financiamiento requerido para optimizar las dependencias de un cuartel.



Por eso, señor Presidente,  a mí me gustan estos proyectos, que son de sentido común y que nacen de oír a la gente. 



A mí me tocó -no soy autor de la iniciativa- escuchar a bomberos que luchaban contra los últimos incendios forestales señalar las dificultades que muchas veces enfrentan para lograr ampliar sus locales. Por lo tanto, si el proyecto ayuda a solucionar este problema con rapidez, obviamente que será una muy buena noticia para ellos.



Yo sé que tal vez -y esta es una reflexión más profunda- el día de mañana los cuarteles de bomberos deberán asemejarse más a las instalaciones que en la actualidad tiene Carabineros, institución que, como sabemos, cuenta con otro procedimiento que no requiere un estudio municipal. Es un sistema distinto, muy ordenado, para implementar este tipo de construcciones, que quizás es una aspiración que sea posible concretar más adelante.



En la Región del Maule, este proyecto va a beneficiar a muchos cuarteles rurales que han ampliado sus espacios a fuerza de ñeque para poder entregar un mejor servicio, ya sea por la mayor estructura de los nuevos carros o por el aumento de estos. 



Hoy día tener camiones aljibes en los sistemas de bomberos resulta esencial en algunos lugares, particularmente en el sector rural. Ahí se puede declarar un incendio a 50 o 100 kilómetros de distancia, donde solo hay una fuente de agua u otro aljibe de naturaleza regional que se demora mucho en llegar. 



Estamos en un mundo que va cambiando, que va evolucionando, y por eso tenemos que dar facilidades. Esto no significa que no haya que hacer las cosas bien. Me refiero a dar facilidades para poder regularizar de mejor manera. 



Así que yo, por lo menos, comparto el proyecto. Ahora habrá un procedimiento simplificado para regularizar las edificaciones de Bomberos. Estamos hablando de setecientos cuarteles a lo largo de Chile. Por lo tanto, se aplica a muchos sectores -no a uno o dos- que de esta manera tendrán acceso a otro tipo de inversiones que obviamente irán en beneficio de la gente.



Por eso, señor Presidente, voto con gusto y con decisión a favor de la iniciativa, que creo que va en la línea correcta de hacer un Chile más justo hasta el último rincón del país.



He dicho.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la enmienda propuesta por la Comisión de Vivienda y Urbanismo (27 votos a favor).


Votaron las señoras Goic, Muñoz, Lily Pérez y Van Rysselberghe y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Coloma, De Urresti, García, Girardi, Guillier, Horvath, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker y Andrés Zaldívar.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Además, se deja constancia de la intención de voto favorable de los Senadores señora Von Baer y señor Chahuán.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación, siguiendo el orden del proyecto, correspondería votar la indicación renovada que se ha presentado, la cual tiene por objeto sustituir, en el inciso primero del artículo único, el plazo de regularización que ahí figura, de “tres años” por “cinco años”.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la indicación renovada (18 votos a favor).



Votaron las señoras Goic, Muñoz y Lily Pérez y los señores Araya, Bianchi, Coloma, De Urresti, García, Girardi, Horvath, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Rossi e Ignacio Walker. 

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Asimismo, se deja constancia de la intención de voto favorable de los Senadores señores Quintana, Quinteros, Chahuán y Tuma. 



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Ahora correspondería poner en votación la indicación que unánimemente se autorizó para ser presentada, la cual tiene por propósito incorporar al artículo único un inciso final del siguiente tenor: “Además, en esta materia regirá lo establecido en el número 1 del artículo 41 del decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre rentas municipales, en lo relativo a rebaja de derechos.”.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, durante la tramitación de este proyecto en la Comisión de Vivienda del Senado le solicitamos a la titular del ramo que incorporara una norma que estableciera una exención de derechos municipales por la construcción de edificaciones para Bomberos. Ella, naturalmente, dijo que lo debía consultar con el Ministerio de Hacienda, y probablemente fue lo que impidió que dicha indicación llegara. 



En reemplazo de tal exención, que realmente sería lo mejor y que fue lo que la institución nos pidió, estimamos que a lo menos debiera quedar la referencia que figura en el texto propuesto, para que los cuerpos de bomberos puedan solicitar a los respectivos concejos municipales que se aplique la norma ya vigente y así lograr una rebaja en el pago de los derechos municipales. Naturalmente, cada concejo estará facultado para resolver si acepta o no la petición que se le haga.



Nos parece bueno que de manera ilustrativa, de manera informativa, esta norma, que ya existe en la Ley de Rentas Municipales, quede incorporada en esta iniciativa, que beneficia a Bomberos de Chile.



Voto a favor.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, entendiendo el objetivo de la indicación, me gustaría tener clara su admisibilidad. Y no lo planteo porque esté en desacuerdo con el tema de fondo. 



Los municipios, si quieren, pueden darles una subvención a los bomberos para que estos paguen derechos que les permitan regularizar sus construcciones y así evitar que este trámite resulte algo oneroso para ellos. Entiendo que ese es el espíritu de la norma. Sin embargo, no creo que tengamos atribución para proponer lo que señala la indicación y que esta sea estimada admisible. Porque, si pudiéramos hacerlo acá, también podríamos hacerlo en varias otras disposiciones. 



Aquí se hace referencia al número 1 del artículo 41 del decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre rentas municipales, en lo relativo a rebaja de derechos, pero yo entiendo que no tenemos una atribución de tal naturaleza, señor Presidente.



Por lo tanto, me gustaría que la Mesa o los autores de la indicación se pronunciaran al respecto, porque en esta materia tenemos que ser del todo rigurosos, más allá de la simpatía que le tengamos a la causa.



Entonces, le pido un pronunciamiento a la Mesa.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, por su intermedio, quiero señalar al Senador señor Letelier que esta norma ya existe, ya rige. Toda persona o institución puede recurrir al respectivo concejo municipal a fin de solicitar la rebaja de los derechos municipales correspondientes.



Simplemente queremos ponerlo en esta ley en proyecto, de manera informativa, de manera ilustrativa.



Lo ideal sería que durante la tramitación de esta iniciativa en la Cámara de Diputados fuera posible lograr -como lo hicimos para la regularización de las propiedades- la exención por ley. Porque se puede producir la siguiente situación: que un concejo municipal resuelva rebajar los derechos en 50 por ciento; otro en 80 por ciento; otro en 90 por ciento. Al final, se podrían generar una serie de situaciones difíciles.



No tenemos una norma que exima de derechos, para cuya existencia sí se requiere patrocinio del Ejecutivo. En este caso no se necesita, pues ya se contempla en la Ley de Rentas Municipales.



Hoy día toda persona puede pedirle al concejo municipal la rebaja de derechos. En esta iniciativa simplemente proponemos que Bomberos, asimilándose a lo que ya existe, también pueda hacerlo.

El señor BIANCHI.- ¡En votación, señor Presidente!

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- En votación la indicación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la indicación que incorpora un inciso final, nuevo, al artículo único (20 votos a favor), quedando el proyecto aprobado en particular y despachado en este trámite. 
 

Votaron las señoras Goic, Muñoz, Lily Pérez y Von Baer y los señores Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, García, Girardi, Horvath, Hernán Larraín, Letelier, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros e Ignacio Walker.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Senador señor Letelier, ¿pidió la palabra?

El señor LETELIER.- Señor Presidente, disculpe, quiero dejar una constancia sobre una consulta que formule en forma previa.



Debo decir que la referencia a que aludí se hace al Título VII de la Ley de Rentas Municipales, en cuanto a los recursos obtenidos por concesiones de permisos o pago de servicios, y en su artículo 41 no se establece el derecho a petición.



Hago presente lo anterior, porque nosotros prometimos -o juramos, según la opción de cada uno- respetar las leyes y la Constitución. Y aquí no se hace una referencia al derecho a petición.



Si bien acepté la argumentación del colega García Ruminot -por su intermedio, señor Presidente-, porque entendía que era como él lo indicaba, el texto que me han pasado dice otra cosa. 



Por ello, a menos que se me pueda clarificar el punto, pido el pronunciamiento de la Mesa.



Por muy votado que esté, como dicen algunos, yo entiendo que todos deberíamos respetar con altura lo que dice la Constitución y la ley. Es nuestra obligación.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Gracias por permitirme hacer la aclaración, señor Presidente.



El artículo 41 de la Ley de Rentas Municipales, numeral 1, señala en lo pertinente: “Las tasas de los derechos establecidas en el primero de los textos citados -se refiere a cobrar derechos- son las máximas que pueden cobrarse pudiendo las municipalidades rebajarlas.”.



Naturalmente, para rebajarlas se debe presentar una solicitud. Se puede hacer motu proprio, pero el derecho a petición está consagrado en nuestra Constitución Política y este mecanismo tiene que operar a través de que alguien pida la respectiva rebaja.



Aquí está la facultad para que las municipalidades puedan rebajar estos derechos de construcción, señor Presidente, y a eso me refería.

ELIMINACIÓN DE BENEFICIO DE LAS AFP EN MATERIA DE INTERESES DE COTIZACIONES PREVISIONALES ADEUDADAS

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Conforme al acuerdo de los Comités, corresponde poner en discusión el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto ley N° 3.500, de 1980, que establece nuevo sistema de pensiones, con el objeto de eliminar el beneficio de que gozan las AFP en materia de intereses de las cotizaciones previsionales adeudadas.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.708-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite: sesión 44ª, en 31 de agosto de 2016 (se da cuenta).



Informe de Comisión:



Trabajo y Previsión Social: sesión 10ª, en 18 de abril de 2017. 

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es establecer que los reajustes e intereses que derivan del cobro de cotizaciones previsionales adeudadas, incluidos sus recargos, serán abonados conjuntamente con el valor de las cotizaciones en la cuenta de capitalización individual del afiliado. Asimismo, se propone que solo serán de beneficio de la respectiva administradora de fondos de pensiones las costas de cobranza que hubieren obtenido.



La Comisión de Trabajo y Previsión Social discutió este proyecto en general y en particular por tratarse de aquellos de artículo único, y lo aprobó en general y en particular, con las modificaciones que consigna en su informe, por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.



El texto que se propone aprobar se consigna en la página 15 del informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- En la discusión general, tiene la palabra la Senadora señora Goic.

La señora GOIC.- Señor Presidente, quiero destacar que el presente proyecto se originó en una moción presentada por la Diputada Sepúlveda, quien la encabezó, así como por las Diputadas Girardi, Pascal y los Diputados Alvarado, Andrade, Boric, Fuentes, Mirosevic, Pérez y Vallespín.



Lo hemos tramitado con celeridad en la Comisión de Trabajo porque beneficia a los cotizantes mediante la modificación del decreto ley N° 3.500, de 1980, que establece el sistema actual de pensiones, con el objeto de eliminar el beneficio de que gozan hoy día las AFP en materia de intereses de cotizaciones previsionales adeudadas.



Como ese objetivo tiene relación con el no pago del empleador de las cotizaciones previsionales y, a su vez, con la obligación de las administradoras de fondos de pensiones de ejercer las acciones necesarias para el cobro de tales cotizaciones, así como con el abono de los intereses que se devenguen en la cuenta del afiliado y con los que son en beneficio de la administradora, es importante resaltar que el inciso vigésimo del artículo 19 del decreto ley N° 3.500 es modificado en el proyecto que despachó la Cámara de Diputados.



Se propone que los reajustes e intereses que deriven del cobro de cotizaciones previsionales adeudadas, incluidos sus recargos, sean abonados, conjuntamente con el valor de las cotizaciones, en la cuenta de capitalización individual del afiliado. Es decir, que sean de beneficio del trabajador, en este caso, no solamente la cotización adeudada, sino también los intereses que se generaron en el tiempo en que estuvo en mora el empleador.



En la actualidad, el 20 por ciento de la parte del recargo de los intereses y las costas de cobranza son de beneficio de las AFP. En este punto conviene tener presente que el recargo de esos intereses alcanza a 50 por ciento -no es una cifra menor-, según lo disponen los incisos decimoprimero y decimosegundo del mismo artículo 19 del decreto ley Nº 3.500.



En la Comisión de Trabajo y Previsión Social se tomó conocimiento de que la versión original del referido cuerpo legal no contemplaba tal beneficio para las AFP, el que fue agregado por la ley Nº 18.646, publicada el 28 de agosto de 1987.



Además, y como lo suscribió la Ministra del Trabajo y Previsión Social en el informe de productividad que envió a la Comisión, los recargos a favor de las administradoras representan aproximadamente el 4 por ciento de la deuda previsional recuperada por mes, lo que equivale a 560 millones de pesos, cifra no menor.



Teniendo a la vista toda esa información y otros datos entregados por distintas autoridades -incluida la propia Diputada Alejandra Sepúlveda, quien nos acompañó en la tramitación de este proyecto en el Senado-, la Comisión acordó, por la unanimidad de sus integrantes presentes (Senadora Muñoz, Senadores Larraín y Letelier y quien habla), aprobar el texto despachado por la Cámara Baja, con modificaciones, algunas de carácter formal y otras que implican la incorporación de dos normas transitorias.


En consecuencia, la redacción que se propone hoy a la Sala señala que los reajustes e intereses, incluidos los recargos, serán abonados conjuntamente con el valor de las cotizaciones en la cuenta individual del afiliado. Las AFP percibirán solo las costas de cobranza, que, según explicó el Superintendente de Pensiones, equivalen a cifras de bajo monto.



Asimismo, en las disposiciones transitorias se contempla que la ley entrará en vigencia el día primero del mes posterior a su publicación en el Diario Oficial y que no será aplicable a los intereses, incluidos los recargos devengados y no pagados, respecto de los cuales las AFP hayan iniciado la cobranza antes del 1º de abril de 2017.



Eso es parte de lo que incorporamos en la Comisión de Trabajo.



Señor Presidente, este proyecto es una primera forma de paliar el déficit que presentan los montos de las pensiones entregadas por el sistema de capitalización individual, por lo que solicito a la Sala que se pronuncie de manera favorable, igual como lo hizo el órgano técnico. De esa forma, en un corto tiempo podrá ser una realidad que irá en beneficio de muchos compatriotas que hoy día cotizan en el sistema de AFP. 



En consecuencia, pedimos a nuestros colegas la aprobación de esta iniciativa.



Y, si es posible, solicito que se abra la votación de inmediato.
El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

La señora MUÑOZ.- Votemos, señor Presidente.

El señor LARRAÍN.- ¿Hay algún problema en abrir la votación, señor Presidente?

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- No, Su señoría, si están todos de acuerdo, procederemos a votar.



Acordado.



En votación general.



--(Durante la votación).
El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, tal cual lo ha manifestado la Presidenta de la Comisión de Trabajo, el proyecto que nos ocupa se originó en una moción presentada por una serie de Diputados.



Creo que lo propuesto viene a hacer justicia respecto de una situación puntual.



Los empleadores, gracias a una ley que se dictó en un momento de mucha aflicción económica, pueden postergar el pago de las cotizaciones previsionales. Ello implica que las administradoras de fondos de pensiones deben preocuparse de que se entere el monto adeudado.



Sin embargo, los plazos de recuperación son variables. De hecho, el 46 por ciento de las cotizaciones declaradas y no pagadas es cubierto por los empleadores dentro del primer mes luego de la declaración y el no pago, y el 84 por ciento es pagado durante la etapa prejudicial, léase dentro de los primeros seis meses, porque solo entonces procede la cobranza judicial.



Se juntan recursos en esta materia. Son muchos los fondos albergados en tierra de nadie. 



Pero cuando los tribunales decretan el pago -o antes si hay acuerdo-, también se tienen que cancelar los reajustes e intereses correspondientes, más las costas de cobranza, que deben ser de cargo de la entidad responsable en este ámbito.



Cabe preguntarse: ¿a quién benefician esos fondos? ¿A quién benefician los reajustes e intereses? ¿A quién benefician los costos de cobranza?


Hoy día el grueso de todo ello va a manos de las AFP.



El proyecto en análisis propone que sean de los afiliados los recursos provenientes de las cotizaciones adeudadas y de sus reajustes e intereses. Esos fondos son los que correspondería haber abonado a las cuentas individuales, de haberse enterado a tiempo.



Por cierto, los costos de cobranza, que han sido de cargo de las AFP, deben ser recuperados por estas.



Me parece que de esa manera los cotizantes no sufren ningún perjuicio. Se recuperan recursos que les pertenecen -¡les debieron pertenecer siempre!- y se les devuelve a las administradoras los montos de los gastos en que incurrieron para lograr que se enteren las cotizaciones previsionales que algunos empleadores no pagaron oportunamente.



Por esa razón y luego de introducir algunos cambios relativos a la entrada en vigencia de la ley y al efecto de retroactividad, que no debe establecerse para no generar problemas respecto de lo obrado en el pasado, hemos aprobado esta iniciativa en la Comisión. 



Espero que el Senado proceda de la misma forma, porque es de toda justicia que los reajustes e intereses de las cotizaciones no pagadas, cuando se enteren, sean abonados a las cuentas de los afiliados y que las AFP recuperen las costas de cobranza. 



Por ello, votamos a favor.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Muñoz.

La señora MUÑOZ.- Señor Presidente, en la misma línea de lo señalado por el Senador y la Senadora que me han antecedido, creo sumamente oportuno este proyecto. Por eso felicito a la Diputada Alejandra Sepúlveda, quien presentó la moción que le dio origen.



Digo que es oportuno porque -¡qué duda cabe!- el sistema previsional, sustentado en las administradoras de fondos de pensiones, está en una crisis evidente. Hay un fracaso del sistema, cuyo propósito central debiera ser pagar pensiones justas y dignas.



La promesa inicial del decreto ley Nº 3.500, del año 81, fue entregar una tasa de reemplazo de 70 por ciento. ¡Hoy día no alcanza a 30 por ciento!



La preocupación, entonces, radica en cómo avanzar hacia la construcción de un sistema distinto, más justo. 



Mientras buscamos la fórmula adecuada y reunimos voluntad política para superar la modalidad actual, que solo se basa en la capitalización individual, y avanzar hacia un sistema mixto de pensiones, como lo han hecho otros países del mundo; mientras no tengamos la opción de decidir dónde depositar nuestros ahorros previsionales, creo que este proyecto viene a corregir una irregularidad que se ha producido desde hace bastantes años. 



Cabe recordar que la disposición legal que la hacía posible no estaba incluida en el texto original del decreto ley Nº 3.500, del año 81. Se incorporó recién en 1987, en dictadura, mediante una ley miscelánea que introdujo numerosas modificaciones al referido decreto.



Ahí se estableció que el 20 por ciento de los intereses que devenguen las cotizaciones adeudadas, en vez de ir a las cuentas de los trabajadores, fuese a las AFP.



La encuesta de opinión encargada por la denominada “Comisión Bravo” señala que existe una muy baja legitimidad del sistema: 72 por ciento de las personas consultadas manifiestan querer un cambio total de sistema; 66 por ciento considera que las bajas pensiones son responsabilidad de las AFP, y 60 por ciento está muy en desacuerdo con la expresión “Me da tranquilidad que las AFP administren los ahorros de pensión”.



O sea, la situación es compleja, señor Presidente.



A mi juicio, los casi 600 millones de pesos que recaudan mensualmente las administradoras por concepto del 20 por ciento de los intereses devengados deberían ir a las cuentas de los afiliados y no a manos de las AFP. Mientras debatimos y buscamos construir voluntad política para impulsar un cambio estructural y de fondo al actual sistema, tales recursos irán a engrosar las menguadas cuentas individuales de los cotizantes chilenos.



Por eso, señor Presidente, así como la Comisión de Trabajo dio su apoyo transversal a esta iniciativa, sería muy importante que la Sala se pronunciara afirmativamente. De esta forma, de una vez por todas se haría justicia ante el problema que afecta a las cuentas individuales de ahorro, que en realidad se origina en las cobranzas que deben hacer las AFP, debido a un ilícito existente en nuestro país que no hemos logrado resolver: la declaración y el no pago de cotizaciones. Aquí hay apropiación indebida de recursos de los trabajadores -recordemos que se les retiene el 20 por ciento de su remuneración-, que muchas veces no llegan a sus cuentas de capitalización individual. 



En consecuencia, señor Presidente, voto a favor con mucho entusiasmo, pues considero que el proyecto resulta muy oportuno. 

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Senador señor Bianchi, tiene la palabra. 

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, aquí estamos frente a otro de los tantos abusos que deben sufrir los cotizantes de las administradoras de fondos de pensiones. Y en realidad es doble, pues por un lado tenemos los dineros generados por concepto de intereses de cotizaciones adeudadas que las AFP se quedan, y por otro, el incumplimiento del empleador que declara la cotización, no la paga oportunamente y luego lo hace de manera desfasada, lo cual provoca esta situación por completo abusiva e injusta para el cotizante. 



Voy a apoyar este proyecto de ley -aunque aquí casi estamos legalizando el incumplimiento de parte del empleador que no paga a tiempo las cotizaciones-, porque impide a las AFP, que ya realizan el cobro de intereses por cotizaciones adeudadas, producto del seguimiento judicial que hacen de tal incumplimiento, quedarse con esos recursos. Sin embargo, tal como señaló la Senadora Muñoz, que me antecedió en el uso de la palabra, quiero expresar que no hemos sido capaces de abordar en el país la situación anómala, permanente, en la que muchos empleadores, algunos por obligación y otros por malos hábitos o malas costumbres, faltan a su deber con sus trabajadores; y ni hablar -como bien lo hizo ver el Senador Prokurica- de los municipios, de las corporaciones municipales, del propio Estado en materia de incumplimientos relativos a la situación previsional de sus funcionarios. 



No obstante, hay otros abusos que son bastante más groseros, o tan groseros como este, señor Presidente. 



Por ejemplo, las AFP cobran por administrar y colocar los dineros de sus afiliados, pero el abuso mayor ocurrió cuando en cierto momento se crean los multifondos -categorizándolos en A, B, C, D y E- y se permite su movilidad, pues lo que se hizo no fue otra cosa que traspasar al cotizante toda la responsabilidad en las pérdidas que experimentan las AFP producto de la administración de dichos fondos. 



Antes de tal modificación, las propias AFP tenían que asumir -¡como debe ser!- la carga por su irresponsabilidad en materia de administración de los fondos del cotizante. Sin embargo, luego de permitirse la movilidad de los multifondos, en definitiva quien asume los costos y los perjuicios es el afiliado. 



Reitero que votaré favorablemente este proyecto de ley, no sin antes reclamar que en el país se debe discutir en serio, de una buena vez, la posibilidad de contar con un sistema previsional distinto del que hoy nos rige. 



Ello es urgente, responde al clamor ciudadano, a una necesidad humana. Por lo tanto, nosotros, como Congreso, debemos informarle al país lo antes posible que abordaremos el debate respectivo, el cual no se ha podido llevar a cabo en los últimos años por los múltiples intereses que la materia involucra. 



Por mi parte, insisto, una vez más, en que debemos ser capaces de discutir, zanjar y resolver el reclamo que nos hacen los cotizantes de nuestro país en el sentido de que debe haber una transformación del sistema previsional. 

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica. 

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, está muy claro que lo planteado por el Senador Carlos Bianchi, quien me antecedió en el uso de la palabra, es la verdad: la gran discusión de estos tiempos -no cabe ninguna duda- es cómo mejorar las pensiones de los chilenos, especialmente las más bajas. 



No hay ningún candidato presidencial, no hay ningún partido político, no hay ningún centro de pensamiento que no esté en este minuto tratando de generar ideas nuevas para mejorar la condición de las chilenas y los chilenos que perciben las pensiones más bajas. 



Este proyecto de ley va en la línea correcta: mejorar las pensiones de las personas, sustituyendo la disposición que estableció que los intereses por no pago o por pago atrasado de las cotizaciones previsionales fueran en beneficio de las AFP. 



No hay duda alguna de que se trata de un paso importante. 



Por eso hay que felicitar a los autores de la presente moción, porque nadie había planteado este tema. Poco a poco, se van generando las condiciones para que ese grupo de chilenos y chilenas que recibe pensiones bajas pueda ir mejorando. 



Sin embargo, quiero llamar la atención de los Senadores y las Senadoras presentes respecto de una situación que está ocurriendo día a día y que afecta a las personas que perciben las más bajas pensiones de nuestro país. Se trata, nada más ni nada menos, que del caso de 60 mil chilenos que, teniendo derecho a recibir un beneficio que responde al esfuerzo de todo el país, que se aprobó en algún minuto del Gobierno anterior de la Presidenta Bachelet, y para lo cual se hizo una reforma tributaria, hoy día no lo están percibiendo. 



Me refiero al denominado “Pilar Solidario”, que es una ayuda que todos los chilenos, a través de la recaudación fiscal, entregan a las personas que reciben pensiones bajas, las cuales pueden llegar hasta los 300 mil pesos con dicho apoyo. 



Sin embargo, en la actualidad, de acuerdo a la información oficial del IPS, hay 60 mil chilenos que, pudiendo tener acceso al Pilar Solidario, este beneficio aprobado por ley, cuyos recursos además están contemplados en la Ley de Presupuestos de la Nación, no lo reciben, porque hoy día se halla establecido que solo lo percibirán quienes lo reclamen, si cumplen las condiciones que se exigen. 



Entonces, estamos francamente ante una realidad increíble, porque el Gobierno se halla en conocimiento de la situación de estos ¡60 mil chilenos! pertenecientes a las familias más vulnerables del país, los cuales reciben las pensiones más bajas, quienes no tienen acceso al Pilar Solidario, porque ignoran su derecho a percibirlo. 



Cabe preguntar: ¿existe realmente preocupación por las personas de más escasos recursos? Pareciera que no. 



El problema se lo denuncié a la Ministra del Trabajo en enero de este año. 



¿Y qué planteo yo? Que aquellas personas que reúnan los requisitos establecidos por ley para acceder a dicho beneficio automáticamente empiecen a recibirlo. 



Fíjese, señor Presidente, que incluso algunas de las personas que se han dado cuenta de que tenían tal beneficio, al ir a reclamarlo y hacer presente que debían recibirlo hace tres años, se les responde que no se paga con efecto retroactivo. 



Entonces, se debe hacer el esfuerzo para que esos 60 mil chilenos empiecen a recibir este aporte, de manera automática. 



Yo presenté un proyecto de ley al respecto, que por supuesto necesita el patrocinio del Ejecutivo. No obstante, espero que el Gobierno envíe una iniciativa igual o parecida, o patrocine la mía, porque me parece una vergüenza y una total insensatez que, habiéndose establecido por ley este beneficio, que habiéndose consignado los recursos pertinentes en la Ley de Presupuestos, hoy día haya 60 mil chilenos que no lo reciban solo porque desconocen su derecho a obtenerlo. 

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier. 

El señor LETELIER.- Señor Presidente, la declaración y el no pago de las cotizaciones a las AFP se han discutido en el Congreso durante más de 20 años. 



En reiteradas ocasiones, varios parlamentarios -algunos desde la época en que fuimos Diputados- presentamos iniciativas para que se entienda como “apropiación indebida” o se prohíba la declaración y no pago. Por desgracia, desde las bancas de la Derecha siempre se ha encontrado una razón o un fundamento para votar en contra.

El señor MONTES.- ¡Desde 1992!

El señor LETELIER.- ¡Desde el año 1992 venimos planteando esto!



Y lo señalo, señor Presidente, porque aquí se realiza el robo de una parte de la remuneración de los trabajadores, quienes por ley están obligados a ahorrar para sus pensiones.



El proyecto en discusión pretende subsanar la agravante de esta situación abusiva, donde se permite declarar y no pagar las cotizaciones de los trabajadores. Esto ocurre tanto en el sector público como en el privado. 



Es más. Diría que este proyecto de ley surgió porque los municipios no pagan las remuneraciones a tiempo. Tampoco las cotizaciones. Al no pagar las cotizaciones, el Ministerio de Educación retiene las transferencias de las subvenciones. Y, finalmente, terminamos constatando que miles de millones de pesos que esa Cartera transfiere a los municipios para pagar la subvención escolar, que es la principal fuente de pago de remuneraciones de los profesores, estaban llegando directamente a los bolsillos de las AFP. 



Por tanto, existe una doble perversión.



Este mecanismo de declaración y no pago se mantiene. ¡Debería quedar absolutamente erradicado! Uno no se explica por qué a finales de la dictadura se les regaló esta caluga adicional a las AFP. 



En varias ocasiones se ha tratado de eliminar esta situación abusiva. Hoy existe un debate de otra naturaleza respecto al sistema previsional de nuestro país, el cual está cuestionado no solo por el monto de las pensiones que entrega, no solo por el incumplimiento de su promesa inicial; sino también porque privados con fines de lucro están administrando la plata de los trabajadores, una masa de riqueza gigantesca: más de 181 mil billones de pesos. Además, ello condiciona el funcionamiento del mercado de capitales de nuestro país, que es muy pequeño, lo que lleva al absurdo de que las platas de los trabajadores de Chile sean las que muchas veces financien empresas que están en la bolsa, a la cual acceden para hacer sus inversiones, y que obtienen por esa vía utilidades bastante más grandes que lo que reciben los trabajadores por estos ahorros.



Señor Presidente, esta norma es básica y simple: cuestiona dónde va un porcentaje de las multas que se cobran por este mecanismo tan perverso de la declaración y no pago, cuando las AFP son las encargadas de cobrar. Recordemos que se les tuvo que obligar por ley a cobrar las cuotas atrasadas. 



Creemos que es de toda justicia aprobar este proyecto.



Espero que los votos que existen hoy también estén disponibles mañana para abrir un debate previsional serio. 



A uno de los Senadores que me antecedió en el uso de la palabra le gusta hablar del tema de las platas del Estado… 



Le pido solo un minuto para redondear, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Continúe, señor Senador.

El señor LETELIER.- Él señaló que el APS -es decir, la cuota adicional que el Estado aporta para las pensiones más bajas- debería ser automático.



Yo creo que es cierto: el pago debería ser automático -lo hemos hecho en otros casos-, sin que las personas tengan que solicitarlo.



Espero que dicho colega esté de acuerdo también en que el Estado debe contar con mayores atribuciones en previsión. En particular, para lograr suficiencia, equidad y solidaridad, tres principios básicos de la seguridad social de los que nuestro país carece y que serán parte del tema de fondo que se abrirá con la presentación que hará la Presidenta Bachelet dentro de poco, consistente en aumentar el ahorro del 10 al 15 por ciento. 



Probablemente, nosotros vamos a pedir que pasemos de ese 15 a 18 por ciento, pero siempre que se administre sin fines de lucro.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, los argumentos a favor de este proyecto ya han sido expuestos.



En primer lugar, quiero felicitar a sus autores y autoras, miembros de la Cámara de Diputados, porque buscaron el punto exacto en que el Parlamento sí tiene atribuciones, ya que se regula el cobro de una deuda y sus intereses -como dice el propio informe-, lo que no está previsto en las restricciones que establece la Carta Fundamental.



En segundo lugar, también se hacen cargo de que este sistema requiere una reforma mayor. Y, como recién analizamos aquí con mi colega el Senador Prokurica, hay que hacer una reforma urgente para los sectores más desposeídos, que reciben jubilaciones mínimas.



Desde luego, esta iniciativa es de toda justicia, pues la integridad de los intereses debe ser del afiliado y no del órgano administrador.



En esta materia, los parlamentarios, dentro de sus posibilidades, han sido particularmente propositivos hacia el Ejecutivo. Una de las sugerencias -hay ejemplos buenos y malos en otros países- es que los afiliados puedan acceder a determinados montos de su cuenta de previsión individual. Cuando hay problemas de salud importantes, cuando no se dispone de una vivienda o cuando sí se tiene la alternativa de hacer un negocio que genere más rentabilidad que la propia previsión, no veo por qué nosotros deberíamos coartar esa posibilidad.



Así que estamos a la espera de que el Gobierno, conforme a sus atribuciones, envíe pronto esta reforma que tanto requiere el país.



Gracias, señor Presidente.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba en general el proyecto (20 votos a favor) y, por no haber sido objeto de indicaciones ni haberse pedido plazo para tal efecto, queda aprobado también en particular y despachado en este trámite. 


Votaron las señoras Goic, Muñoz y Von Baer y los señores Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Girardi, Horvath, Hernán Larraín, Letelier, Montes, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros, Ignacio Walker y Patricio Walker.
El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable del Senador señor Guillier. 

REGULACIÓN DE GARANTÍA DE BIENES MUEBLES DURABLES
El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en moción de los Senadores señoras Van Rysselberghe y Von Baer y señores Pérez Varela y Tuma, que modifica la ley N° 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, disponiendo garantías para los bienes durables, con informe de la Comisión de Economía.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.452-03) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señoras Van Rysselberghe y Von Baer, y señores Pérez Varela y Tuma):



En primer trámite: sesión 84ª, en 22 de diciembre de 2015 (se da cuenta).



Informe de Comisión:



Economía: sesión 78ª, en 4 de enero de 2017. 

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal del proyecto es regular la garantía de los bienes muebles durables que por su esencia han de tener larga vida útil en manos del consumidor, como los electrodomésticos, los productos tecnológicos y los vehículos.



La Comisión de Economía discutió la iniciativa solamente en general, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Senadores señora Lily Pérez y señores Moreira, Pizarro, Quinteros y Tuma.



El texto que se propone aprobar en general se transcribe en las páginas 80 a 82 del primer informe de la Comisión y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.



Nada más, señor Presidente. 

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, este proyecto de ley busca resguardar los derechos de los consumidores ampliándolos. 



Hoy día la ley N° 19.496, sobre protección de derechos de los consumidores, al regular en el artículo 21 la garantía del comprador no distingue si el bien adquirido es durable en el tiempo o no -o sea, no hay diferencia entre, por ejemplo, una prenda de vestir y un electrodoméstico- y, por tanto, fija un plazo común de tres meses.



Dicha garantía le otorga al consumidor el derecho de solicitar, a su elección, la reparación gratuita del bien, su reposición o la devolución de la cantidad pagada en caso de que falle o no sea apto para el uso para el que se adquirió, siempre y cuando ello no se deba a un hecho imputable al comprador.



La condición para ejercer el derecho de garantía legal, que puede exigirse ante el vendedor, el fabricante o el importador, es la presentación del producto con la boleta o con el medio de pago que acredite la compra.



Debido a que existen bienes cuya duración excede con mucho el plazo de tres meses estipulado para la vigencia de la garantía legal, se genera un problema.



En efecto, es posible que un bien muy duradero -por ejemplo, un electrodoméstico- no presente ninguna dificultad dentro de los tres meses posteriores a la compra, pero que sí falle durante el primer semestre, no obstante que se adquirió en el entendido de que iba a durar más.



Hay una diferencia entre comprar un producto que puede echarse a perder antes de los tres meses y, por ejemplo, un electrodoméstico o un auto, respecto de los cuales se considera una duración bastante mayor y su aptitud para el uso previsto.



Tan así es que las mismas empresas han comenzado a generar las llamadas “garantías comerciales”, que permiten extender tanto el plazo de la garantía legal cuanto su cobertura, pero sobre la base del pago de determinado monto por parte del consumidor. Por ejemplo, uno va a comprar un bien y le dicen: “Si cancela esta cantidad adicional, podrá extender la garantía por mucho tiempo más”.



El problema radica en que aquel mecanismo, como dije, se basa en el pago de un monto adicional de cargo del consumidor.



En consecuencia, las condiciones de esa garantía son fijadas unilateralmente por las empresas. ¿Por qué? Porque la ley vigente no exige un tiempo mayor y no distingue en cuanto a los bienes que debieran tener una garantía más larga.



Por eso presentamos este proyecto, que va en la línea de lo que sucede actualmente, por ejemplo, en la Unión Europea, donde se ha establecido una garantía legal libre de costo y que debe tener un mínimo de dos años de vigencia, plazo que no puede reducirse. Incluso, es factible que las legislaciones internas contemplen plazos mayores, siempre que la modificación vaya en beneficio del consumidor.



Acá estamos planteando que debe existir una diferenciación entre los bienes de menor duración y los de vida útil más prolongada (por ejemplo, un electrodoméstico, un auto), y que respecto de estos últimos la garantía para el comprador sea de dos años. Sin duda, en este caso el plazo tiene que ser superior, porque partimos de la base de que cuando compramos un bien durable él no es desechable. Por ejemplo, si adquirimos un electrodoméstico suponemos que podrá usarse por un tiempo extenso y que, en consecuencia, la garantía ha de ser por un lapso mayor que el establecido en la ley vigente, que llega a tres meses.



En tal sentido se presentó este proyecto, el que fue aprobado por unanimidad en la Comisión de Economía.



Ojalá que Sus Señorías apoyen la idea de legislar, pues, a nuestro juicio, implica un avance muy importante, ya que se les dará mayor resguardo a los consumidores, quienes, cuando compran un bien durable, esperan que tenga una vida útil mayor y, por consiguiente, que la garantía esté en línea con ello.



Esta iniciativa contó también con el respaldo del Gobierno.



Entendemos que durante la discusión particular deberemos introducirle modificaciones para hacerla más específica.



Creemos -repito- que la ley en proyecto avanza en la dirección correcta de proteger en mejor forma a los consumidores cuando compren bienes durables.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Les pido a los Comités que llamen a sus Senadores, para evitar problemas con el quorum.



Se solicitó abrir la votación.



¿Les parece a Sus Señorías?



Acordado.



Recabo la autorización de la Sala para que, por algunos minutos, me remplace en la testera la Honorable señora Muñoz.



Acordado.



--Pasa a presidir la sesión la Senadora señora Muñoz, en calidad de Presidenta accidental.

La señora MUÑOZ (Presidenta accidental).- En votación general el proyecto.



--(Durante la votación).
La señora MUÑOZ (Presidenta accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros 

El señor QUINTEROS.- Señora Presidenta, tal como se ha dicho acá, en toda compra va envuelta una garantía legal de tres meses en caso de disconformidad entre el producto y lo estipulado en el contrato.



La iniciativa que estamos votando se relaciona con el aumento del plazo de la garantía legal tratándose de los bienes durables.



Ese tipo de bienes constituye una nueva categoría que propone la ley en proyecto. Ella no se encuentra recogida en nuestra legislación, pero sí en la doctrina, que la ha considerado una categoría especial.



Entre los bienes durables hallamos productos que no se desgastan con poco uso, como los automóviles, los artículos tecnológicos, los electrodomésticos, en fin.



La Ley del Consumidor, si bien a lo largo de los años ha avanzado enormemente en ciertos aspectos en materia de garantías, en este caso específico adolece de una falencia.



Se ha advertido que todos los bienes existentes en el mercado, sin distinción, tienen una garantía legal de tres meses, durante los cuales el consumidor puede devolver el producto adquirido, pedir de vuelta el dinero pagado por él o cambiar por otro el artículo comprado.



En la Comisión de Economía, de la que formo parte, al analizar este proyecto nos preguntamos qué efectos tenía la normativa vigente y si era necesario cambiarla.



La respuesta fue que sí debía modificarse, por las siguientes razones.



Primero, los bienes no son todos iguales; por tanto, podrán fallar en distintos momentos de su vida útil.



Segundo, existen algunos bienes, como los automóviles nuevos, que rara vez podrán fallar dentro de los tres primeros meses, precisamente porque tienen la calidad de durables.



Tercero, hay otros bienes, como ciertos tipos de electrodomésticos (por ejemplo, los refrigeradores nuevos), que probablemente tampoco fallarán en el curso de los tres primeros meses.



Este proyecto, señora Presidenta, se hace cargo de una realidad actual. Y, en tal virtud, en la Comisión hemos escuchado a varios expositores, quienes en su totalidad han concordado en la necesidad de establecer normas que resguarden realmente a los consumidores frente a los problemas que puedan surgir de la adquisición de un producto y, por tanto, en que tratándose de bienes distintos deberían fijarse también plazos de garantía legal diferentes.



Reafirmamos que los derechos de los consumidores son importantes para el correcto funcionamiento del mercado. Sin embargo, tenemos presente asimismo el justo equilibrio que debe existir con los demás actores. 



Por eso, hemos de buscar las fórmulas más correctas para perfeccionar el proyecto que estamos votando, mediante el cual se plantea la extensión a dos años del plazo de la garantía en el caso de los bienes durables.



En virtud de las razones expuestas, voto a favor de la idea de legislar.

La señora MUÑOZ (Presidenta accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Ante todo, Su Señoría, la felicito por haber vuelto a la Mesa del Senado. Y ojalá se quede mucho tiempo más: lo ha hecho muy bien.



Señora Presidenta, en el camino de la defensa de los derechos de los consumidores, este es, sin duda, un paso adelante -no un paso abusivo como han planteado algunos- en la línea de hacer una diferencia con respecto a la garantía de los bienes hechos para durar un período largo, que no se deterioran o no se consumen rápidamente.



Como muy bien acaba de señalarlo el Senador Quinteros, los productos de larga duración fallan muy raramente con el transcurso del tiempo. Y si tienen algún problema, se manifiesta con rapidez en el origen.



En este proyecto se está planteando que el plazo de la garantía para responderle al consumidor se extienda a dos años en el caso de los bienes durables.



A mi entender, lo que acabo de señalar constituye un paso relevante en la defensa de los derechos de los consumidores de aquel tipo de bienes.



Además, señora Presidenta, la iniciativa que nos ocupa incorpora una disposición bastante significativa, de cuyas bondades podrán darse cuenta quienes están viendo el Canal del Senado.



Esa norma aborda la situación que vive el ciudadano común y corriente que adquiere, por ejemplo, un vehículo motorizado.



Se ha hecho una práctica que los vendedores de esa clase de bienes no respondan con la garantía, incluso en el corto plazo, si el comprador no realiza las revisiones del vehículo en su taller.



Ello da origen a varios problemas, a alguno de los cuales me voy a referir.



Quienes representamos a zonas rurales o a comunidades donde no necesariamente hay distribuidores de algunas marcas de vehículos sabemos que los compradores están obligados a viajar 200, 300 y más kilómetros para efectuar las revisiones de 1.000, de 5.000, de 10.000, de 20.000 kilómetros en el taller del vendedor, pues de lo contrario este se lava las manos y dice: “Yo no respondo por la garantía del vehículo si usted no hace las revisiones conmigo”.



Ese es el primer problema.



El segundo se relaciona con el elevadísimo cobro que realiza el vendedor por dar el servicio correspondiente. Ello, porque sobre el comprador pende una verdadera amenaza o coerción en el sentido de que si no efectúa las revisiones en el taller del distribuidor perderá la garantía.



Tal situación me parece injusta para las personas que viven en la ruralidad, lejos de los locales comerciales pertinentes.



A decir verdad, un gran número de distribuidores -no todos- cobran precios exorbitantes por revisiones que en la práctica significan no hacerles nada a los vehículos.



Incluso, algunos dan gratis la primera revisión, la de los 1.000 kilómetros. ¡Y qué podrían cobrar por no hacer nada...!



Pero las revisiones siguientes para los vehículos medianos o de mayor valor llegan a ¡precios insostenibles!



Como expresé, pende sobre el comprador la amenaza de que si no realiza las revisiones en el taller del vendedor pierde la garantía del vehículo.



Este proyecto de ley procura resolver esos problemas por la vía de extender el plazo de la garantía de los bienes durables.



De paso, pone término a la referida práctica, que se ha ido transformando en un abuso que no debe permitirse.



Tal situación no se registra en otros países del mundo: en ellos se responde por la garantía.



Ahora, para ser veraz, debo reconocer que en Chile se usa el gen de la pillería para ver de qué manera se engaña al vendedor. Sin embargo, no es bueno este mecanismo, ni tampoco el otro que describí, que en la práctica libera al vendedor de la obligación de hacer efectiva la garantía por la mera circunstancia de que el comprador no realiza las revisiones del vehículo en su taller.



En mi concepto, esta iniciativa significa un paso adelante en cuanto a la garantía adecuada de los derechos de los consumidores, materia en la que todavía nos falta mucho camino por recorrer.

La señora MUÑOZ (Presidenta accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora MUÑOZ (Presidenta accidental).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (16 votos a favor).


Votaron las señoras Goic, Muñoz y Von Baer y los señores Bianchi, Chahuán, Hernán Larraín, Letelier, Montes, Navarro, Ossandón, Prokurica, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.
La señora MUÑOZ (Presidenta accidental).- Se deja constancia de la intención de voto favorable del Senador señor Guillier.
ESPECIFICACIÓN EN PUBLICIDAD DE VENTA DE METRAJE DE BIENES RAÍCES Y DE TERRAZAS, BODEGAS Y ESTACIONAMIENTOS
La señora MUÑOZ (Presidenta accidental).- La Sala debe discutir el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones con el objeto de que en la publicidad de venta de bienes raíces se especifique el metraje correspondiente a terrazas, bodegas y estacionamientos, con informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo.


--Los antecedentes sobre el proyecto (6.056-14) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite: sesión 59ª, en 27 de octubre de 2009 (se da cuenta).



Informe de Comisión:



Vivienda y Urbanismo: sesión 87ª, en 7 de marzo de 2017.
La señora MUÑOZ (Presidenta accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El principal objetivo de esta iniciativa es que la información entregada al comprador de un inmueble se entienda incorporada al contrato de compraventa y exprese claramente la superficie de aquel y de sus terrazas, bodegas y estacionamientos.



La Comisión de Vivienda y Urbanismo discutió el proyecto en general y en particular, por ser de artículo único, y lo aprobó con enmiendas formales y de redacción por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Montes, Moreira, Ossandón y Tuma.



El texto que se propone aprobar se consigna en las páginas 9 y 10 del informe de la Comisión y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.


Nada más, señora Presidenta.

La señora MUÑOZ (Presidenta accidental).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Honorable señor Montes, quien va a dar cuenta del informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo.

El señor MONTES.- Señora Presidenta, este proyecto se originó en una moción presentada en la Cámara Baja por los Diputados señoras Claudia Nogueira, Marisol Turres, María Angélica Cristi y Marta Isasi y señores José Antonio Kast, Ignacio Urrutia, Felipe Ward, Sergio Correa, Juan Lobos y Darío Paya.


En primer término, cabe señalar que se tuvo en cuenta que, desde la presentación de la moción, el artículo 18 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, que aquella modifica, ha sido objeto de enmiendas, por lo cual el inciso quinto, al que la iniciativa se refería primitivamente, en la actualidad es el inciso séptimo.


También, en dicho lapso esa norma fue modificada a fin de detallar las responsabilidades de los profesionales que participan en el proceso constructivo, materia que no se trata en esta oportunidad.


El proyecto introduce enmiendas al aludido artículo 18, proponiéndose, en lo sustantivo, que la información entregada al comprador de un inmueble se entienda incorporada al contrato de compraventa y exprese claramente la superficie total y útil de aquel y de sus terrazas, bodegas y estacionamientos.


Durante el debate, la asesora de la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, doña Jeannette Tapia, manifestó que la iniciativa se originó por las diferencias que surgieron entre compradores y vendedores de departamentos principalmente con respecto a la superficie útil de las unidades transadas, añadiendo que precisamente se pretende evitar la confusión entre superficie total y superficie útil.



En la discusión se consignó que el hecho de exigirse que el vendedor informe por separado acerca de una y otra contribuirá a que el comprador obtenga certeza respecto de lo que va a adquirir.


Sin perjuicio de lo anterior, se consultó si es posible, con la redacción actual del proyecto, demandar la especificación de ellas aun respecto de bienes raíces que no formen parte de un condominio.



Los representantes del Ejecutivo expresaron que la redacción puede ser aplicada tanto a propiedades insertas en un condominio como individuales, pese a que ello no se advierta como necesario en el último caso, por los estacionamientos y las bodegas. Pero igualmente no sería complejo abarcar toda la información.



Más aún, agregaron que la diferenciación puede ser reglamentada en la Ordenanza General, del mismo modo que la forma de cálculo de una y otra superficie.



En consideración a todo lo expuesto, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, aprobó el proyecto en general y en particular, con las enmiendas formales y de redacción pertinentes.



Es todo cuanto puedo informar.

La señora MUÑOZ (Presidenta accidental).- Puede intervenir el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señora Presidenta, creo que esta es una iniciativa necesaria, pues los que alguna vez han comprado un inmueble pueden haber tenido la experiencia de que, cuando se visita el departamento o la casa pilotos o se obtiene algún indicio de lo que se adquirirá, nunca queda bien claro cuáles son los espacios comunes y los metrajes.



Además, las empresas constructoras han hecho departamentos, históricamente, que reúnen las condiciones del DFL 2, pero dejando una terraza que se puede cerrar después o se presta para una ampliación, o espacios cuyo fin es que la propiedad permita un mejoramiento posterior.



Los que hemos pasado por la experiencia descrita nos damos cuenta de que el contenido de algunos documentos que se presentan no es lo suficientemente preciso. El comprador no es un experto adquirente de bienes raíces todas las semanas, sino que a lo mejor lo hace una vez en su vida, por lo que necesita que la información sea lo más completa posible y se entienda incorporada al contrato de compraventa, en el que se deberá expresar claramente la superficie de la unidad, así como la de sus terrazas, bodegas y estacionamientos.



Voy a aprobar el proyecto de ley, ya que apunta, primero, a una mayor claridad de los antecedentes que se le entreguen al cliente, y segundo, a que se incluyan en el contrato. Además, esta es la única manera de hacerlos exigibles después. El comprador no lleva una huincha en el mismo minuto y mide, sino que se da cuenta de la diferencia con posterioridad. Juzgo que se da un paso adelante.



Como dije anteriormente, se busca explicitar la información que debe contemplarse en la escritura pública que suscribirán las partes contratantes. Porque además hay gente que, producto de la movilidad del mercado inmobiliario, compra o “en verde” o “en blanco”. El primer caso dice relación con un edificio que por lo menos presenta una parte de la construcción, y ahora hay una modalidad en la que ni siquiera está comenzado.



Las disposiciones tienen que resultar claras con mayor razón, entonces, para el efecto de que quienes compren un bien raíz queden con la posibilidad de reclamar y de que se les garantice que todos los espacios que eventualmente vayan a mejorar la propiedad se incluirán al momento de construir.



Existen casos en que una empresa levanta un edificio y deja una terraza, pero no la declara en la escritura, y un señor equis compra el departamento que da justo ahí, pero no puede ocuparla, porque constituye un bien común. O viceversa: la misma constructora se adjudica departamentos y destina esos bienes comunes a algunos de ellos.



Eso ha ocurrido. El Senador que habla, por lo menos, conoció una de esas situaciones por vía directa.



En seguida, quiero aprovechar la discusión -ya que en la Sala hay algunos candidatos presidenciales, a lo mejor alguno de ellos puede recoger…

El señor WALKER (don Ignacio).- ¡Se ven varios…!

El señor PROKURICA.- ¡No sé si Su Señoría levantará todavía su candidatura…!

El señor MONTES.- ¡No lo diga ni en broma…!

El señor PROKURICA.- Me dirigiré a ellos, porque quizás alguno puede recoger el punto. Se trata de la delimitación de una propiedad en venta. Especialmente en el ámbito rural, pero también en el urbano, el abogado se encuentra con deslindes francamente increíbles al analizar una escritura. Por ejemplo, se expresa que “Al fondo limita con la propiedad de don Pedro Pérez”, o bien, en el caso de una parcela, que “Al norte limita con la quebrada La Verbena”. Ello no puede ser, porque se presta para discusiones infinitas y para que el vecino diga: “No. Esto es para acá” o “Eso está más allá”.



Por mi parte, presenté un proyecto de ley -incluso se podría incorporar al que nos ocupa, porque creo que se encuentra contenido en sus ideas matrices- tendiente a no generar un verdadero “tsunami” de gastos y de trámites hacia atrás y a que en la venta se incluyan las coordenadas UTM, con la finalidad de que un GPS permita clarificar con exactitud hasta dónde llega la propiedad.



De ese modo se evitará la problemática que presentan hoy día muchos predios agrícolas y a veces incluso casas en las ciudades. La ley no exige que los límites se hallen establecidos, porque no había GPS cuando se creó nuestro sistema registral. Andrés Bello no pudo siquiera imaginar que fuera posible su existencia.



Pero esa es una tecnología disponible. Y a mí me parece que debiera incorporarse para el efecto de evitar que propiedades que se compran, se heredan o se venden generen una problemática que termina, muchas veces, con vecinos o familiares enfrascados en peleas infinitas en los tribunales, en circunstancias de que se podrían evitar si se recurriera a las coordenadas UTM.


Finalmente, cabe consignar que la iniciativa va en la línea correcta. Repito que votaré a favor, porque me parece que se traducirá en lo mejor que puede pasarles especialmente a aquellos que no se dedican a comprar y vender propiedades, sino que lo hacen solo algunas veces en la vida y se encuentran con que el inmueble no reúne las condiciones que se requieren o que una parte no mide los metros que decía originalmente el folleto publicitario o el departamento piloto.

La señora MUÑOZ (Presidenta accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señora Presidenta, son múltiples los reclamos que los compradores de vivienda le formulan de manera permanente al Servicio Nacional del Consumidor o las acciones legales que entablan en contra de empresas constructoras.



Una casa es un bien que se compra para toda la vida y no todos los días, por cierto. Y existe cero asesoría. En definitiva, un adquirente no tiene por qué saber ni de construcción ni de ingeniería. Lo que quiere es una vivienda cómoda, de buena calidad, y para eso paga un precio. Y el banco, cuando cursa el crédito, no revisa exactamente lo que aquí se pide.



Hemos registrado suficientes casos de faltas a la información y de publicidad engañosa. El proyecto viene a regular lo que debiera ser una norma estricta: que los antecedentes que se dan a conocer para la venta de un departamento o una casa sean exactamente los que queden incorporados al contrato, incluidos, en este caso especial, las terrazas y los estacionamientos, por los aspectos a los cuales se ha hecho referencia.



Solo quiero destacar que esta es una iniciativa extraordinaria. Uno de sus autores fue Juan Lobos, Diputado por Los Ángeles, Región del Biobío, ya fallecido, de quien guardo el mejor de los recuerdos. Eso demuestra que a veces tienen que pasar muchos años para que una moción pueda ser tramitada en el Senado y convertirse en ley.



A mi juicio, el texto es asertivo. Y valga decir que el SERNAC no funciona en la materia. Es decir, o despachamos el proyecto para garantizar el derecho del comprador, cuya posición es más débil frente a la empresa constructora o la sociedad inmobiliaria, o no tenemos cómo lograr ese objetivo.



Muchas veces, la cuestión termina en una crítica muy dura al Legislativo: ¿por qué no se dictan leyes protectoras de los compradores? ¿Por qué la ley favorece siempre a la constructora o a la inmobiliaria?



Espero que la iniciativa en examen tenga un rápido despacho.



Por mi parte, voy a votar a favor.



Solo deseo consignar, en relación con el ámbito de la medida, que se requieren definiciones para saber qué es el espacio común, qué es el espacio colectivo, como también qué es el espacio propio -en este caso, los pasillos, las terrazas-, a fin de saber exactamente lo que se puede ocupar, sobre todo en departamentos sujetos a la ley de condominios, donde se enfrenta una dura convivencia.



Una constructora incorporó una plaza a su conjunto habitacional, y, como lo presencié en La Florida -debe saberlo también el Senador señor Montes-, ¡se la vendió a una inmobiliaria pasados diez años! Y la gente perdió un elemento central al momento de decidir la compra: las áreas verdes del condominio, población o villa.



Lo anterior no se incluye, por tratarse de un espacio más bien de carácter público. Hacemos referencia estrictamente al metraje de la casa o del departamento en áreas que pueden ser parte de la oferta publicitaria. Establecer que la publicidad es una parte fundamental de la información y que se incorpore al contrato de compraventa, y, por lo tanto, que se haga exigible el cumplimiento de la obligación, me parece un paso extraordinario y un avance en la defensa de los derechos de los consumidores.



Mas ello resulta relevante, en particular, por garantizar. Porque está el SERNAC, efectivamente, y se puede ir a reclamar. ¡Pero, por favor! Lo que debe existir es la garantía de que lo que pague el comprador, en este caso, diga relación con lo que le entregue el vendedor. Y, lamentablemente, eso no ocurre, en especial con las inmobiliarias o las constructoras.



Solo quiero exponer dos elementos, señora Presidenta.



Es preciso contemplar estacionamientos en las casas con subsidio SERVIU. El que cree que se pueden seguir construyendo sin ellos se equivoca, porque las poblaciones que no los incluyen enfrentan el problema de que son utilizadas para tal efecto sus veredas y calles, lo que las vuelve altamente riesgosas. ¡Las viviendas sociales tienen que incluirlos!



En seguida, es necesario revisar el sistema de asesoría de las OTEC para la compra de viviendas y, en este caso, también para la contratación. Debiera haber, para tal efecto, un servicio público dirigido a los usuarios. Los comités de allegados obtienen apoyo en tal sentido a través de las OTEC, pero resulta absolutamente insuficiente. El Estado debiera comprar terrenos y llevar de la mano, en forma permanente, confiable, segura, responsable, a quienes van a adquirirlas, lo que a veces no se concreta, lamentablemente, por la vía de las OTEC.



Voto a favor.



Espero que el proyecto vea la luz y que no surjan indicaciones, porque está acotado a lo que estrictamente se ha expuesto aquí.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

La señora MUÑOZ (Presidenta accidental).- En votación.



Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora MUÑOZ (Presidenta accidental).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (15 votos a favor), y, por no haber sido objeto de indicaciones, queda aprobado también en particular y despachado en este trámite.



Votaron la señora Muñoz y los señores Chahuán, Coloma, De Urresti, Guillier, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Montes, Navarro, Ossandón, Prokurica, Quintana, Tuma e Ignacio Walker.

La señora MUÑOZ (Presidenta accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Hago presente que, por acuerdo de los Comités, los proyectos signados con los números 5, 6 y 7 del Orden del Día quedaron para la tabla de Fácil Despacho de la sesión ordinaria de mañana.
La señora MUÑOZ (Presidenta accidental).- Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión, sin perjuicio de dar curso reglamentario a las peticiones de oficios que han llegado a la Secretaría.
PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:


Del señor CHAHUÁN:


Al señor Alcalde de Valparaíso, para que se informe acerca de MEDIDAS PARA ELIMINACIÓN DE MICROBASURAL EN CALLE ROBERTO HERNÁNDEZ ESQUINA DE ESCUELA REPÚBLICA ÁRABE SIRIA, PLAYA ANCHA.



Al señor Jefe del Departamento de Derechos Intelectuales, dependiente de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos, a fin de consultar respecto de FACULTAD DE EGEDA CHILE PARA COBRO DE DERECHOS, POR SÍ O POR INTERMEDIARIO, DE COMUNICACIÓN PÚBLICA DE OBRAS AUDIOVISUALES.



Del señor DE URRESTI:



Al señor Ministro de Relaciones Exteriores, para que se remitan antecedentes de CONCURSO INTERNACIONAL DE ARQUITECTURA Y CONSTRUCCIÓN DE CENTRO ANTÁRTICO INTERNACIONAL EN PUNTA ARENAS.



Al señor Ministro de Relaciones Exteriores y al señor Ministro de Agricultura, con el objeto de que se informe respecto de ACUERDO ENTRE CHILE Y UNIÓN EUROPEA PARA ARMONIZACIÓN DE PRODUCCIÓN DE ALIMENTOS ORGÁNICOS Y DE SISTEMAS FITOSANITARIOS.



Al señor Ministro de Agricultura, al señor Ministro del Medio Ambiente y al señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal, a fin de pedir antecedentes de IMPLEMENTACIÓN DE PROYECTO PILOTO PARA CONSERVACIÓN Y RECUPERACIÓN DE ECOSISTEMAS FORESTALES NATIVOS DE PINTO Y EL CARMEN, REGIÓN DEL BIOBÍO.


A los señores Ministro de Agricultura y Director Nacional del Instituto de Investigaciones Agropecuarias, requiriéndoles antecedentes acerca de CAPACITACIÓN EN ALMACENAMIENTO Y CONSERVACIÓN DE SEMILLAS A PEQUEÑOS PRODUCTORES DE REGIÓN DE LOS RÍOS.



Al señor Ministro del Medio Ambiente, solicitando información sobre PROYECTO “HABILITACIÓN DE MIRADORES Y SENDERO INTERPRETATIVO PARA RE-VALORAR PATRIMONIO HISTÓRICO Y NATURAL DE LA COMUNIDAD DE MAULE EN CORONEL”.



Al señor Alcalde de Valdivia, consultándole por RETIRO DE SEÑALÉTICA ANTE ERROR POR CAMBIOS EN PLANOS DE PROYECTO SOBRE TRAMO ENTRE BUERAS Y PEDRO MONTT, EN EJE ERRÁZURIZ.



A los señores Alcalde de Padre Las Casas, Director Nacional del Instituto de Desarrollo Agropecuario y Gerente del Servicio de Cooperación Técnica, pidiendo antecedentes de PUESTA EN MARCHA DE COOPERATIVA “ABEJAS DEL CAUTÍN”.



Al señor Rector de la Universidad Católica del Norte y a la señora Directora Ejecutiva de la Fundación para la Innovación Agraria, requiriendo información acerca de FACTIBILIDAD TÉCNICA PARA CULTIVO DE ACELGA Y TOMATE CHERRY CON AGUA DE MAR Y PROYECCIONES PARA PRODUCCIÓN DE HORTALIZAS EN CALETA CONSTITUCIÓN, PENÍNSULA DE MEJILLONES.


Del señor ESPINA:



Al señor General Director de Carabineros de Chile y al señor Director General de la Policía de Investigaciones de Chile, a fin de que informen respecto de UTILIZACIÓN DE CONTROL PREVENTIVO DE IDENTIDAD.


Del señor GARCÍA:



Al señor Fiscal Nacional del Ministerio Público, con el propósito de que indique TOTAL DE PAGO DE FIANZA POR IMPUTADOS EN ASESINATO DE MATRIMONIO LUCHSINGER-MACKAY.



Al señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, consultándole respecto de DEMORA EN ENTREGA DE SEDE COMUNITARIA EN SECTOR DE HUIRILIL, REGIÓN DE LA ARAUCANÍA.



Al señor Tesorero General de la República, para que informe RECAUDACIÓN DE IMPUESTO TERRITORIAL DURANTE 2016, COMUNA POR COMUNA, DE PREDIOS DE EXPLOTACIÓN FORESTAL.



Al señor Director de Salud Araucanía Sur, con el objeto de consultarle respecto de PROYECTO DE NUEVO HOSPITAL DE TOLTÉN.


Del señor GUILLIER:



A la señora Ministra de Salud, solicitándole informar en cuanto a ACCIONES PARA PROTECCIÓN DE SALUD DE ESTUDIANTES, PÁRVULOS Y DIRECTIVOS DE LICEO INDUSTRIAL A-16 Y DE JARDÍN CARACOLITO, ANTOFAGASTA, POR EMANACIÓN DE GAS.



A la señora Secretaria Regional Ministerial de Salud de Antofagasta, pidiéndole antecedentes referidos a COMBATE DE RIESGO SANITARIO POR BASURAL CLANDESTINO EN POBLACIÓN PAPIC, ANTOFAGASTA.



Del señor HORVATH:



Al señor Ministro de Justicia y Derechos Humanos, pidiéndole constituir MESA DE TRABAJO REGIONAL PARA CONSTRUCCIÓN DE RECINTO PENITENCIARIO MODELO EN COIHAIQUE.



Al señor Secretario Regional Ministerial de Bienes Nacionales de Aisén, requiriéndole REVISIÓN DE PETICIÓN DE SEÑOR SANTOS ALTAMIRANO MONJE PARA DESARROLLO DE PROYECTO TURÍSTICO Y DE REACTIVACIÓN RURAL EN PREDIO FISCAL EN SECTOR OESTE DE LAGO RISOPATRÓN.



A los señores Directores Nacional de Vialidad y Director Regional de Vialidad de Aisén, solicitándoles INCLUSIÓN DE REUTILIZACIÓN DE ALCANTARILLAS Y OTROS ELEMENTOS EN BASES DE LICITACIÓN.


Del señor NAVARRO:



Al señor Ministro del Interior y Seguridad Pública; al señor Ministro de Obras Públicas; al señor Intendente de la Región del Biobío; al señor Alcalde de Tomé y al señor Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas del Biobío, pidiéndoles OPINIÓN RESPECTO A POSIBILIDAD DE CONSTRUCCIÓN DE COMPAÑÍA DE BOMBEROS EN POBLADO DE RANCHO GRANDE, COMUNA DE TOMÉ.



A los señores Ministro de Obras Públicas, Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas del Biobío y Director de Obras Hidráulicas del Ministerio de Obras Públicas, con el objeto de que informen sobre ESTUDIO DE INGENIERÍA DE PROYECTO DE TOMA DE AGUAS A TRAVÉS DE PUNTERAS PARA POBLADO DE RANCHO GRANDE, SECTOR SAN CARLITOS, COMUNA DE TOMÉ.


Al señor Ministro del Interior y Seguridad Pública, al señor Ministro de Obras Públicas y al señor Intendente del Biobío, solicitándoles antecedentes sobre DESARROLLO Y PRESUPUESTO DE PROYECTO DE LUMINARIA PÚBLICA DE CAMINO RURAL SECTOR DE SAN CARLITOS HACIA RANCHO GRANDE, COMUNA DE TOMÉ, Y DENUNCIAS POR HECHOS DELICTUALES EN SECTOR.


Al señor Alcalde de Tomé, para que se informe respecto de DESARROLLO, PRESUPUESTO Y APORTADOR DE RECURSOS PARA PROYECTO DE LUMINARIA PÚBLICA DE CAMINO RURAL SECTOR DE SAN CARLITOS HACIA RANCHO GRANDE, COMUNA DE TOMÉ; DENUNCIAS POR HECHOS DELICTUALES EN SECTOR, Y DISPONIBILIDAD DE FONDOS PARA TAL EFECTO POR MUNICIPALIDAD.



Al señor Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas del Biobío, a fin de que informe respecto de DESARROLLO, PRESUPUESTO Y APORTADOR DE RECURSOS PARA PROYECTO DE LUMINARIA PÚBLICA DE CAMINO RURAL SECTOR DE SAN CARLITOS HACIA RANCHO GRANDE, COMUNA DE TOMÉ, Y DISPONIBILIDAD DE FONDOS PARA TAL EFECTO POR MUNICIPALIDAD.


Al señor Subsecretario de Telecomunicaciones, pidiéndole informar en cuanto a USO DE ESPECTRO POR TELEVISIÓN NACIONAL DE CHILE PARA TRANSMISIÓN EN FORMATO DIGITAL Y CAPACIDAD DISPONIBLE POSTERIOR.



Al señor Intendente del Biobío y al señor Alcalde de Tomé, solicitándoles informe sobre ESTUDIO DE INGENIERÍA DE PROYECTO DE TOMA DE AGUAS A TRAVÉS DE PUNTERAS PARA POBLADO DE RANCHO GRANDE, SECTOR SAN CARLITOS, COMUNA DE TOMÉ.



Al señor Director del Servicio Nacional de Aduanas (s) y al señor Director Nacional del Servicio Civil, pidiéndoles dar a conocer ANTECEDENTES DE ÚLTIMOS CUATRO CONCURSOS PÚBLICOS PARA CARGOS EN CADA INSTITUCIÓN.


Al señor Director Nacional del Servicio Civil, solicitándole remitir detalle sobre CONCURSOS PÚBLICOS EN ÚLTIMOS CINCO AÑOS, DESAGREGADOS POR ÁREAS E INSTITUCIONES SOLICITANTES.


Del señor PROKURICA:



Al señor Alcalde de Puerto Montt, requiriéndole informar sobre MEDIDAS PARA MITIGACIÓN DE CRECIMIENTO DE ESTERO CHINCHIHUAPI Y DE SOCAVONES, ANTE EVENTUAL DAÑO A SITIO ARQUEOLÓGICO DE MONTE VERDE.



A la señora Secretaria Regional Ministerial de Bienes Nacionales de Atacama, a fin de consultarle respecto de TRAMITACIÓN DE REGULARIZACIÓN DE PROPIEDAD DE SEÑORA GLADYS FLORES CORTÉS.



De la señora VON BAER:



A la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social, solicitándole pronunciamiento acerca de EFECTIVIDAD DE PÉRDIDA DE DERECHO A NEGOCIACIÓN COLECTIVA Y BENEFICIOS AFINES DE SINDICATOS DE ASISTENTES DE LA EDUCACIÓN DEPENDIENTES DE CORPORACIONES MUNICIPALES. 



Al señor Ministro Presidente del Consejo de la Cultura y las Artes, pidiéndole información de NORMATIVA PARA INSTALACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DE CIRCOS A NIVELES NACIONAL, REGIONAL Y COMUNAL.
)------------(


--Se levantó a las 18:31.
Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción

ANEXOS

SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA NÚMERO 365ª 

ACTAS APROBADAS

SESIÓN 7ª, ORDINARIA, EN MARTES 11 DE ABRIL DE 2017


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Andrés Zaldívar y del Vicepresidente Honorable Senador señor Guido Girardi.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Guillier, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio y Walker, don Patricio.

Concurre, asimismo, la Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Tapia.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende, respectivamente.

- - -


Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 37.
- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 5ª y 6ª, ambas ordinarias, de los días 4 y 5 de abril, respectivamente; se encuentran en Secretaría a disposición de Sus Señorías, hasta la sesión próxima para su aprobación.
- - -

CUENTA

Mensaje


De S.E. la Presidenta de la República


Con el que retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación del proyecto de ley sobre tenencia responsable de mascotas y animales de compañía (Boletín N° 6.499-11).


-- Se tiene presente el retiro y la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios

Dos de S. E. la Presidenta de la República


Con el primero, solicita el acuerdo del Senado para nombrar como Ministro Titular del Segundo Tribunal Ambiental, con sede en Santiago, al señor Felipe Sabando del Castillo, haciendo presente para el despacho de este asunto la urgencia contemplada en el inciso segundo del N°5 del artículo 53 de la Carta Fundamental (Boletín N° S 1.927-05).


Con el segundo, solicita el acuerdo del Senado para nombrar como Ministros Titulares del Primer Tribunal Ambiental, con sede en Antofagasta, a los señores Daniel Guevara Cortés, Mauricio Oviedo Gutiérrez y Marcelo Hernández Rojas; y como Ministros Suplentes del mismo Tribunal a la señora Moyra Rojas Tamborino y al señor Fabrizio Queirolo Pellerano, haciendo presente para el despacho de este asunto la urgencia contemplada en el inciso segundo del N°5 del artículo 53 de la Carta Fundamental (Boletín N° S 1.928-05).


-- Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

De la Honorable Cámara de Diputados


Con el que comunica que ha aprobado el proyecto de ley que posterga la entrada en vigencia de la nueva estructura curricular establecida en la ley N° 20.370 (Boletín N° 11.132-04) (con urgencia calificada de “suma”).


-- Pasa a la Comisión de Educación y Cultura.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Expide copia de las sentencias definitivas pronunciadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de las siguientes normas:


- Artículo 61 del decreto con fuerza de ley N° 1, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.


- Letra H del artículo 72 de la ley N° 19.070, que aprueba el estatuto de los profesionales de la educación, y de las leyes que la complementan y modifican.


-- Se manda archivar el documento.


Adjunta resoluciones dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de las siguientes disposiciones:


- Artículo 1°, inciso segundo de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y del inciso segundo del artículo 17 B de la ley N° 17.798, sobre control de armas.


- Artículos 129 bis 4, N°s 1 y 3; 129 bis 7; 129 bis 8; 129 bis 11, inciso 1°; 129 bis 12, inciso 1°; 129 bis 13; 129 bis 14; 129 bis 15, incisos 1°, 2° y 3°; y 129 bis 16, inciso 1°, todos del Código de Aguas.


- Artículos 235, regla 3a, y 488 del Código de Procedimiento Civil.


-- Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Del señor Contralor General de la República

Remite informe final de investigación especial sobre la explotación de máquinas de juego de azar.

Del señor Ministro Secretario General de la Presidencia


Responde inquietud, requerida en nombre del Honorable Senador señor Guillier, acerca de un proyecto de acuerdo aprobado por la Cámara de Diputados, el 5 de agosto de 2015, por el que se solicitó a S.E. la Presidenta de la República enviar un proyecto de ley para modificar la situación laboral de los funcionarios de los tribunales electorales regionales.

Del señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo


Atiende preocupación, manifestada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre los planes y acciones implementados por la crisis socioambiental que afecta a la isla de Chiloé.

Del señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal


Envía respuesta a solicitud, enviada en nombre del Honorable Senador señor Matta, para informar acerca de los procedimientos y protocolos contra incendios forestales ocurridos en la Región del Maule, especialmente, en la comuna de Vichuquén, sector Las Cardillas, el 15 de enero pasado.

Del señor Director del Instituto de Salud Pública de Chile


Informa sobre diversos aspectos relativos a las aguas envasadas en Chile; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor Navarro.

Del señor Director Ejecutivo de la 
Agencia de Sustentabilidad y Cambio Climático


Remite información, consultada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, acerca de los siguientes asuntos:


- Antecedentes de los Acuerdos de Producción Limpia (APL) de Sector Industria de Alimentos Procesados; sobre Leña de Calidad y Sustentable de Osorno y  del Sector Galvanizado.


- Objetivos y cronograma del proyecto denominado “Programa de Producción Limpia y Cambio Climático 2017-2018”.

Del señor Jefe de Gabinete del Contralor General de la República


Adjunta reporte mensual de informes publicados por el órgano contralor en el mes de marzo del presente año.


Se han recibido, además, en cumplimiento del artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, los Balances de Gestión Integral correspondientes al año 2016, de los siguientes organismos:


- Subsecretaría de Relaciones Exteriores.


- Instituto Nacional de Deportes de Chile. 


- Agencia de Cooperación Internacional de Chile 


-- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informe


De la Comisión de Vivienda y Urbanismo, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre transparencia del mercado del suelo e incrementos de valor por ampliaciones del límite urbano (Boletín N° 10.163-14) (con urgencia calificada de “suma”).


-- Queda para Tabla. 

Moción


De los Honorables Senadores señores Horvath y Walker, don Patricio, con la que dan inicio a un proyecto de ley para denominar al aeródromo de Cochrane con el nombre de “Ernesto Hein Águila” (Boletín Nº 11.184-04).


-- Pasa a la Comisión de Educación y Cultura.

Declaración de inadmisibilidad


Moción de los Honorables Senadores señor Bianchi, señora Pérez San Martín y señores Lagos, Prokurica y Tuma con la que proponen un proyecto de ley que modifica la ley N° 19.539, que otorga reajuste extraordinario, bonificaciones y beneficios que indica a pensionados que señala, en lo relativo a los aportes de los afiliados a una caja de compensación y a las facultades de descuento en las pensiones que tienen esas entidades en materia de créditos.


-- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, conforme lo dispone el inciso cuarto, número 6°, del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

- - -


Terminada la Cuenta llega a la Mesa el siguiente documento:

Proyecto de acuerdo


De los Honorables Senadores señoras Muñoz, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, García, García Huidobro, Horvath, Larraín, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Walker, don Patricio y Zaldívar, por medio del cual reconocen el derecho del pueblo cubano a decidir el futuro de sus instituciones y de su sistema político en forma democrática, invitando al Gobierno de Cuba a respetar la participación ciudadana en estas decisiones, y solicitan a S.E. la Presidenta de la República que, si lo tiene a bien, promueva estos principios democráticos en los foros internacionales (Boletín N° S 1.929 -12).


-- Queda para ser votado en esta sesión.
- - -


La Sala acuerda, a petición del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, que el proyecto de ley que previene y sanciona los conflictos de intereses, y modifica normas sobre inhabilidades e incompatibilidades en el ejercicio de la función pública (Boletín Nº 10.140-07), sea considerado en general y en particular en su primer trámite reglamentario.

- - -

ACUERDOS DE COMITÉS


El Secretario General informa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos:

1.- Tratar en primer y segundo lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana miércoles 12, los siguientes asuntos:


- Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite constitucional, que modifica la Constitución Política de la República en lo que respecta a la fecha en que el Presidente de la República rinde cuenta al país del estado administrativo y político de la Nación ante el Congreso Pleno. (Boletines 9.741-07; 10.728-07 y 10.951-07, refundidos).


2.- Oficio de la señora Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar como miembros del Consejo Directivo del Servicio Electoral, a los señores Alfredo Roberto Joignant Rondón y Carlos Andrés Melchor Tagle Domínguez, por los períodos que indica. (Boletín Nº 1.920-05).


3.- Autorizar a la Comisión Bicameral del artículo 66 A, de la Ley Orgánica del Congreso Nacional, para sesionar en forma paralela a la Sala, a contar de las 18:00 horas, los días martes y miércoles de la semana en curso.


4.- Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el Código Sanitario para regular los medicamentos bioequivalentes genéricos y evitar la integración vertical de laboratorios y farmacias (Boletín N° 9.914-11), hasta las 12:00 horas del día el viernes 28 de abril del presente, en la Secretaría de la Comisión.


5.- Citar a sesión especial el martes 18 de abril del presente, de 15:30 a 16:00 horas, para ocuparse de los oficios de S.E. la Presidenta de la República, mediante los cuales solicita el acuerdo del Senado para nombrar como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema al señor Arturo José Prado Puga, y para nombrar como Fiscal Judicial del mismo tribunal a la señora Lya Graciela Cabello Abdala. (Boletines S 1.926-05 y 1.925-06), autorizando a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para informar mediante certificado.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -

ORDEN DEL DÍA

Oficio de S.E. la Presidenta de la República,  mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar como Ministra Suplente del Segundo Tribunal Ambiental a la señora Ximena Insunza Corvalán.

  (Boletín N° S 1.919-05).


El Presidente pone en discusión el asunto de la referencia.


El Secretario General informa que el Ejecutivo ha hecho presente la urgencia en los términos del párrafo segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.


Agrega que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento deja constancia, por la unanimidad de sus miembros presentes Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina y Harboe, que la proposición de S. E. la Presidenta de la República para designar como Ministra Suplente del Segundo Tribunal Ambiental, con sede en Santiago, a la señora Ximena Insunza Corvalán, en el cupo de abogado, cumple con los requisitos, formalidades y procedimientos previstos por el ordenamiento jurídico.


Hace presente que el acuerdo para nombrar a la Ministra Suplente requiere el voto favorable de tres quintos de los señores senadores en ejercicio, esto es, 22 votos.


El Presidente ofrece la palabra y hace uso de ella el Honorable Senador señor Araya quien da cuenta del informe de la Comisión.


Enseguida pone en votación la proposición del Ejecutivo.


El resultado es de 31 votos favorables.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Girardi, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.


Fundan su voto aprobatorio los Honorables Senadores señores Larraín, De Urresti y Espina.

- - -


El Presidente declara aprobada la proposición ya individualizada.

- - -


Se deja constancia de haber alcanzado el quórum exigido por el inciso sexto del artículo 2° de la ley N° 20.600, sobre un universo de 37 señadores en ejercicio.

- - -


Queda terminada la tramitación de este asunto.


El texto despachado por el Senado es el que sigue:


“Tengo a honra comunicar a Vuestra Excelencia que el Senado, en sesión del día de hoy, ha dado su acuerdo a vuestra proposición de designar a la señora Ximena Insunza Corvalán como Ministra suplente abogada del Segundo Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Santiago.”.

- - -

Proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señoras Muñoz, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, García, García Huidobro, Horvath, Larraín, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Walker, don Patricio y Zaldívar, por medio del cual reconocen el derecho del pueblo cubano a decidir el futuro de sus instituciones y de su sistema político en forma democrática, invitando al Gobierno de Cuba a respetar la participación ciudadana en estas decisiones, y solicitan a S.E. la Presidenta de la República que, si lo tiene a bien, promueva estos principios democráticos en los foros internacionales.
(Boletín N° S 1.929 -12)

El Presidente, con el acuerdo previo de la Sala, pone en votación el proyecto de acuerdo de la referencia.


El resultado de la votación es de 21 votos a favor y 1 abstención.


Votan por de modo favorable los Honorables Senadores señoras Muñoz, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, García, García Huidobro, Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Rossi; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.


Se abstiene el Honorable Senador señor Girardi.

- - -


El Presidente declara aprobado el proyecto de acuerdo.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto despachado por el Senado es el que sigue:


“Reconocer el derecho del pueblo cubano a decidir soberanamente, en plebiscito vinculante, sobre el porvenir de sus instituciones y su sistema político, económico y social, siendo este un principio básico de la democracia.


Instar a la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet Jeria, y al Ministro de Relaciones Exteriores, señor Heraldo Muñoz, a promover en todos los foros internacionales el derecho inalienable del pueblo cubano a elegir su futuro y, con este fin, apoyar la realización en Cuba de un plebiscito vinculante.


Invitar al gobierno cubano a respetar y proveer las condiciones que garanticen la oportunidad de participación y la soberanía ciudadana en el proceso plebiscitario, asegurando: la independencia e imparcialidad del organismo electoral encargado de la organización del proceso, para que todos los votos sean contados de manera precisa, justa, igualitaria y transparente; la presencia de observadores nacionales e internacionales en todas las etapas; la libertad para hacer campaña con pleno uso de la libertad de expresión y asociación, así como el acceso igualitario al censo, al electorado y a los medios de comunicación, incluso en los que son de propiedad pública o son controlados por el Estado.”.

- - -

Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica las leyes Nos 19.968 y 20.066 para incorporar una medida cautelar especial en favor de las víctimas de violencia intrafamiliar y facultar al tribunal, en casos calificados, a controlar su cumplimiento por medio del monitoreo telemático.

(Boletín N° 9.715-07)


El Presidente pone en discusión en particular el proyecto de la referencia.


El Secretario General informa que la iniciativa en discusión fue aprobada en general en sesión de 19 de julio de 2016 y cuenta con un segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, que deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que el artículo 2º del proyecto no fue objeto de indicaciones ni de modificaciones, por lo que debe darse por aprobado, salvo que algún senador, con el acuerdo unánime de los presentes, solicite su votación o discusión.

Agrega que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento efectuó dos enmiendas al proyecto de ley aprobado en general, las cuales aprobó por unanimidad, por lo que deben ser votadas sin debate, salvo que algún senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión respecto de alguna de ellas o existieren indicaciones renovadas.

- - -

Modificaciones propuestas por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento al proyecto de ley aprobado en general por el Senado:

Artículo 1º

Incorporar la siguiente letra a), nueva:

“a) Agrégase el siguiente inciso final, al artículo 92:


“El juez podrá determinar que se controle el cumplimiento de la medida referida en el numeral 1 mediante un sistema de supervisión electrónica, que podrá consistir en el monitoreo telemático, una aplicación para teléfono móvil, una plataforma web u otra tecnología análoga, que permita tomar conocimiento de su quebrantamiento y otorgar auxilio inmediato a la víctima.

Letra a)

Pasa a ser letra b)

Sustituirla por la siguiente:


“b) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, al artículo 93 de la ley Nº 19.968:


"La resolución judicial que imponga la medida cautelar establecida en el número 1 del artículo 92 precisará la unidad de Gendarmería de Chile, de Carabineros de Chile o de la Policía de Investigaciones de Chile que deberá velar por su cumplimiento. Si el juez estimare conveniente la aplicación de la medida de monitoreo telemático, deberá determinar, en el menor tiempo posible, la factibilidad de su aplicación, de acuerdo a lo establecido en el reglamento respectivo.”.

Letra b)

Pasa a ser letra c),

sin enmiendas.

- - -


El Presidente ofrece la palabra y hace uso de ella el Honorable Senador señor Araya, quien da cuenta del informe de la Comisión.


Enseguida pone en votación el conjunto de las enmiendas.


El resultado es de 26 votos de aprobación.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Muñoz, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Guillier, Larraín, Letelier, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.


Fundan su voto favorable los Honorables Senadores señora Muñoz, señores Prokurica, Espina, Coloma, Letelier, señora Allende y señores Larraín y Guillier.

- - -


El Presidente declara aprobadas las modificaciones.

- - -


Terminada la votación manifiesta su intención de voto favorable la Honorable Senadora señora Goic.

- - -


Queda terminada la tramitación de este proyecto.


El texto despachado por el Senado es el que sigue:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.968:


a) Agrégase, en el artículo 92, el siguiente inciso final:


“El juez podrá determinar que se controle el cumplimiento de la medida referida en el numeral 1 mediante un sistema de supervisión electrónica, que podrá consistir en el monitoreo telemático, una aplicación para teléfono móvil, una plataforma web u otra tecnología análoga, que permita tomar conocimiento de su quebrantamiento y otorgar auxilio inmediato a la víctima.”.


b) Intercálase, en el artículo 93, el siguiente inciso segundo:


“La resolución judicial que imponga la medida cautelar establecida en el número 1 del inciso primero del artículo 92 precisará la unidad de Gendarmería de Chile, de Carabineros de Chile o de la Policía de Investigaciones de Chile que deberá velar por su cumplimiento. Si el juez estimare conveniente la aplicación de la medida de monitoreo telemático, deberá determinar, en el menor tiempo posible, la factibilidad de su aplicación, de acuerdo a lo dispuesto en el reglamento respectivo.”.


c) Agrégase, a continuación del artículo 101 y antes del epígrafe correspondiente al Párrafo tercero, el siguiente artículo 101 bis:


“Artículo 101 bis.- Para los efectos del cumplimiento de las normas establecidas en el presente Párrafo, las instituciones policiales, el Ministerio Público y Gendarmería de Chile celebrarán protocolos de actuación interinstitucionales, los cuales deberán ser comunicados a cada Corte de Apelaciones, a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.”.


Artículo 2°.- Incorpórase, en la letra b) del inciso primero del artículo 15 bis de la ley Nº 18.216, la siguiente oración final: “También procederá tratándose del delito establecido en el artículo 14 de la ley Nº 20.066.”.”.

- - -

Informe de la Comisión Mixta, constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley sobre tenencia responsable de mascotas y animales de compañía.

(Boletín N° 6.499-11).


El Presidente pone en discusión el proyecto de la referencia.


El Secretario General informa que el Ejecutivo hizo presente la urgencia para su despacho y la calificó de “suma”.

Agrega que las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras derivan del rechazo por parte de la Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, de más de veinte enmiendas efectuadas por el Senado.


Añade que la Comisión Mixta, como forma de resolver las divergencias entre ambas Cámaras, efectúa una proposición que comprende las normas en controversia y los ajustes formales requeridos por el texto contenido en la proposición, la cual aprobó sobre la base de un conjunto de proposiciones de textos formuladas por S. E. la Presidenta de la República, las que se extienden a otros puntos del proyecto, como consecuencia de la reordenación del articulado que en ellas se propone.


Señala que la Comisión Mixta acordó por unanimidad que las referidas propuestas son admisibles y, en virtud de ello, introdujo enmiendas en otros preceptos del proyecto, que no fueron objeto de discrepancia, porque lo consideró necesario para alcanzar los consensos que hicieran posible aprobar el proyecto de acuerdo que zanja las divergencias, conservando la coherencia e integridad de la iniciativa. Por igual razón incorporó al texto una materia nueva, como es el Registro de centros de mantención temporal de mascotas o animales de compañía.


Hace presente que la Comisión acordó la proposición con las votaciones que consigna en cada caso en su informe.


Por último indica que el inciso segundo del artículo 6°, el inciso segundo del artículo 30 y el artículo 33 contenidos en la proposición tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación 21 votos favorables.

- - -

Las proposiciones de la Comisión Mixta son las que a continuación se indican:


1. Aprobar los siguientes numerales 9) y 10) del artículo 2°:


“9) Criador: Es el propietario de la hembra al momento del parto de ésta. El criador deberá prestar los cuidados y atención médico veterinaria necesaria a la madre y su camada hasta el momento en que los cachorros sean entregados a sus nuevos propietarios. La edad mínima de entrega de estos cachorros no será antes de los dos meses de edad. Corresponderá al criador entregar una pauta de cuidados y tenencia responsable a los nuevos dueños del animal.


10) Criadero: Corresponde al domicilio particular o lugar con la infraestructura adecuada para criar, donde el criador posee tres o más hembras con fines reproductivos. La infraestructura requerida dependerá de la cantidad y tipo de animales destinados a la reproducción.”.


2. Aprobar el siguiente artículo 3°:


“Artículo 3°.- Los órganos de la Administración del Estado y, en especial, los Ministerios del Interior y Seguridad Pública, de Salud y de Educación, dentro de sus respectivas competencias, con la colaboración de las respectivas Municipalidades, promoverán la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía, a fin de asegurar su bienestar y la salud de las personas y el medio ambiente.


Para esto, el Ministerio de Educación podrá entregar orientaciones a los establecimientos educacionales de todos los niveles sobre temas relacionados con el cuidado de los animales de compañía, el compromiso de las personas con ellos, con el medio ambiente, con la higiene y con la salud tanto de las personas como de los animales, pudiendo además desarrollar programas de promoción relativos a estos temas, en cooperación con otras instituciones públicas y privadas.


Asimismo, el Ministerio de Educación, en cumplimiento de sus funciones, podrá crear instancias de coordinación entre las universidades que impartan la carrera de medicina veterinaria y las comunidades locales o regionales en que se encuentren insertas, a fin de facilitar la realización de acciones conjuntas que promuevan la tenencia responsable de mascotas, tales como campañas de información a la comunidad, esterilización gratuita de caninos y felinos, entre otras.”.


3. Intercalar a continuación el siguiente Título nuevo, adecuando la numeración de los que siguen:

“TÍTULO III

Del reglamento y la ordenanza municipal”


4. Aprobar los siguientes artículos 4°, 5°, 6° y 7°:


“Artículo 4°.- Mediante un reglamento dictado a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, suscrito además por el Ministro de Salud, se establecerá la forma y condiciones en que se aplicarán las normas sobre tenencia responsable de mascotas y animales de compañía. Además, dicho reglamento determinará las normas que permitirán calificar a ciertos especímenes caninos como potencialmente peligrosos.


Artículo 5°.- Con el fin de controlar y proteger a la población animal, el reglamento deberá establecer lo siguiente:


1) Requisitos de las campañas de educación en tenencia responsable de animales para toda la comunidad.


2) Condiciones para el desarrollo de programas para prevenir el abandono de animales e incentivar la reubicación y cuidado responsable de estos.


3) Condiciones para el desarrollo de programas de esterilización masiva y obligatoria de animales, con el objeto de promover su bienestar y salud, y evitar consecuencias dañinas para la salud y seguridad de las personas y del medio ambiente.


4) Sistemas de registro e identificación de animales.


5) Sistemas para desincentivar la crianza y reproducción indiscriminada de animales.”.


Artículo 6°.- Asimismo, el reglamento deberá calificar a ciertos especímenes caninos como potencialmente peligrosos en base a las siguientes características:


a) Pertenencia a ciertas razas y sus cruces o híbridos. 


b) Características físicas tales como el tamaño o la potencia de la mandíbula, las cuales puedan causar lesiones a personas o daños de consideración a otros animales de su misma especie. 


Quedarán exceptuados de la calificación de caninos potencialmente peligrosos, bajo las características establecidas en esta letra, los perros de asistencia para personas con discapacidad.


c) Existencia de conducta agresiva o de episodios anteriores de agresión.


El juez competente podrá calificar como potencialmente peligroso a aquel ejemplar de la especie canina que haya causado, al menos, lesiones leves a una persona o daños de consideración a otro ejemplar de su misma especie.


El responsable de un animal calificado como potencialmente peligroso, conforme a lo dispuesto en este artículo, deberá adoptar las medidas especiales de seguridad y protección que determine el reglamento respecto del ejemplar, tales como circulación de éste con bozal o arnés, esterilización del mismo, restricción de la circulación del animal en lugares de libre acceso al público o en bienes nacionales de uso público, prohibición de dejarlo al cuidado de menores de 18 años de edad, según corresponda.


El reglamento fijará condiciones de tenencia especiales respecto de estos animales, tales como la prohibición de adiestramiento para la agresión, obligación de mantener a los animales en un espacio dotado de cerco seguro y adecuado a sus características fisiológicas y etológicas, contratación de un seguro de responsabilidad civil, esterilización obligatoria, y, en caso de ser necesario, evaluaciones sicológicas de los dueños de dichos animales, con el fin de determinar si la tenencia pudiera representar un riesgo para la seguridad de las personas o el bienestar de los animales. 


El animal que sea calificado como potencialmente peligroso será considerado un animal fiero para todos los efectos legales.


Los dueños o tenedores de los especímenes caninos potencialmente peligrosos tendrán la obligación de someterlos a adiestramiento de obediencia.


Artículo 7°.- Las municipalidades deberán dictar una ordenanza sobre la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía en el territorio comunal, la que deberá ajustarse a la normativa legal que regula la materia y al reglamento mencionado en el artículo 4°, estableciendo como contenidos mínimos los determinados en el artículo 5° de esta ley.


Sin perjuicio de lo anterior, las ordenanzas municipales no podrán permitir la utilización de métodos que admitan el sacrificio de animales como sistema de control de la población animal. Esta prohibición se extiende a todos los servicios públicos, así como también a todas las organizaciones de protección animal.”.


5. Intercalar a continuación el siguiente Título nuevo, adecuando la numeración de los que siguen:

“TÍTULO IV

Estrategia de protección y control de población animal”


6. Aprobar los siguientes artículos 8° y 9°:


“Artículo 8°.- El Ministerio del Interior y Seguridad Pública podrá priorizar la educación para la tenencia responsable de animales, a fin de controlar especialmente la población canina y felina, procurando, además, que para este efecto se apliquen otras medidas integrales de prevención, como el control sistemático de fertilidad de los mismos y de factores ambientales relacionados, y el registro e identificación de estos animales domésticos.


Artículo 9°.- Para los fines indicados en el artículo anterior, las municipalidades podrán establecer, en el marco de su disponibilidad presupuestaria, fondos concursables a los cuales podrán postular las personas jurídicas sin fines de lucro, entre cuyos objetivos esté la protección de los animales y la promoción de la tenencia responsable.”.


7. Aprobar el siguiente inciso cuarto del artículo que pasa a ser 10:


“Corresponderá a las municipalidades velar por el cumplimiento de lo señalado en los incisos segundo y tercero precedentes. Para tales efectos, el Ministerio del Interior y Seguridad Pública deberá proporcionarles una plataforma informática de registro e identificación de mascotas y animales de compañía, a la que accederán las municipalidades.”.


8. Aprobar el siguiente inciso segundo del artículo que pasa a ser 11, pasando el actual a ser tercero:


“La infracción a lo dispuesto en el inciso anterior será sancionada con la multa a que se refiere el artículo 30 y con la pena accesoria de inhabilidad absoluta perpetua para la tenencia de animales.”.


9. Aprobar el siguiente artículo 12:


“Artículo 12.- Se prohíbe el abandono de animales. El abandono de animales será considerado maltrato y crueldad animal y será sancionado de acuerdo a lo establecido en el artículo 291 bis del Código Penal.


Las municipalidades estarán facultadas para rescatar a todo animal que no tenga identificación, encontrado en bienes nacionales de uso público, parques, plazas y sitios eriazos o baldíos, pudiendo entregarlo a una de las entidades sin fines de lucro inscritas en los Registros a que se refieren los ordinales 3° y 6° del artículo 15, para sanitizarlo, esterilizarlo y reubicarlo al cuidado de alguna persona u organización que asuma su tenencia responsable. Para esto, la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública podrá proveer los recursos necesarios para que las municipalidades puedan realizar estas acciones por sí mismas, o encomendar su ejecución a terceros, mediante la celebración de contratos.”.


10. Aprobar el siguiente inciso segundo del artículo que pasa a ser 13:


“No se aplicará lo dispuesto en el inciso anterior en el caso de que un ejemplar canino causare lesiones graves o diere muerte al que se encontrare en la situación descrita y sancionada por el artículo 144 del Código Penal, así como al que se introdujere en un domicilio, residencia o morada sin autorización de los moradores ni justificación alguna o con el propósito de cometer delito.”.


11. Aprobar el siguiente inciso segundo del artículo que pasa a ser 14:


“Lo anterior, sin perjuicio de lo establecido en la ley de caza.”.


12. Aprobar el siguiente encabezado del inciso primero del artículo que pasa a ser 15:


“Artículo 15.- Corresponderá al Ministerio del Interior y Seguridad Pública mantener y administrar:”.


13. Aprobar los siguientes ordinales 3°, 5° y 6° del artículo que pasa a ser 15:


“3°. Un registro de personas jurídicas sin fines de lucro promotoras de la tenencia responsable de mascotas y animales de compañía.”


“5°. Un registro de criadores y vendedores de animales potencialmente peligrosos de la especie canina.”.


“6°. Un registro de centros de mantención temporal de mascotas o animales de compañía.”.


14. Aprobar el siguiente inciso segundo del artículo que pasa a ser 15:


“Para estos efectos, el Ministerio del Interior y Seguridad Pública podrá contratar con terceros la provisión de los sistemas informáticos para la elaboración, administración y mantención de dichos registros.”.


15. Insertar en el artículo que pasa a ser 16, a continuación de las palabras “potencialmente peligrosos”, las siguientes: “de la especie canina”.


16. Aprobar el siguiente numeral 2 del artículo que pasa a ser 17:


“2. El nombre del animal, género, especie, color y raza animal, si la tuviere.”.


17. Aprobar el siguiente inciso primero del artículo que pasa a ser 18:


“Artículo 18.- El Ministerio del Interior y Seguridad Pública podrá establecer, en el marco de su disponibilidad presupuestaria, fondos concursables para fines de seguridad, orden público, bienestar animal y prevención de transmisión de enfermedades zoonóticas, a los cuales podrán postular personas jurídicas sin fines de lucro, cuyo objetivo principal sea la protección de animales y la promoción de la tenencia responsable de mascotas.”.


18. En la letra c) del numeral 3 del inciso tercero del artículo que pasa a ser 18, reemplazar el vocablo “adopción” por “reubicación”.


19. Aprobar el siguiente título del párrafo § 3 del Título que pasa a ser VI:

“§ 3. De los Registros Nacionales de Criadores y Vendedores de Mascotas o Animales de Compañía y de Criadores y Vendedores de Animales Potencialmente Peligrosos de la Especie Canina”.


20. Intercalar en el inciso segundo del artículo que pasa a ser 20, a continuación de las palabras “animales de compañía”, el sintagma “de la especie canina”.


21. Confirmar la supresión del Título V y los artículos 20 y 21 del Senado.


22. Insertar el siguiente párrafo § 4 y artículo 22 en el Título que pasa a ser VI:

“§ 4. Del Registro Nacional de Centros de Mantención Temporal de Mascotas o Animales de Compañía


Artículo 22.- Los dueños o administradores de los centros de mantención temporal de mascotas o animales de compañía deberán inscribirse en el registro respectivo, en la forma y plazo que determine el reglamento a que se refiere el artículo 4°.


Este registro contendrá, a lo menos, las siguientes menciones:


1. Nombre del centro de mantención temporal de mascotas o animales de compañía.


2. El nombre completo, cédula de identidad y domicilio del dueño del centro de mantención temporal o del representante legal de la persona jurídica propietaria del establecimiento. En este último caso, además, se deberá indicar el nombre o razón social, rol único tributario y domicilio de la entidad propietaria, y proporcionar un certificado de vigencia de la misma.


3. Dirección en donde está ubicado el centro de mantención temporal.


4. Número de cupos totales disponibles por especie.”.


23. Agregar al final del inciso primero del artículo que pasa a ser 23, la siguiente frase, en punto seguido: “Para ello deberá contar con el apoyo profesional adecuado.”.


24. Aprobar el siguiente inciso segundo del artículo que pasa a ser 23:


“Un reglamento dictado a través de los ministerios del Interior y Seguridad Pública y de Salud establecerá las normas para dar cumplimiento a lo dispuesto en el inciso primero de este artículo.”.


25. Aprobar los siguientes incisos quinto y sexto del artículo que pasa a ser 23:


“Las especificaciones establecidas en los incisos tercero y cuarto se incorporarán en los reglamentos respectivos de la ley N° 20.380.


La contravención a lo establecido en dichos incisos se sancionará de acuerdo a lo establecido en el Título IX.”.


26. Aprobar el siguiente texto para el artículo que pasa a ser 24:


“Artículo 24.- En caso de cierre o abandono de un centro de mantención temporal de mascotas o animales de compañía, su dueño o representante legal deberá notificar el cierre al registro respectivo. Asimismo, sus responsables estarán obligados a entregar la tenencia responsable de los animales que alberguen a quien la asuma o, en su defecto, a trasladarlos a otro centro. En cualquier caso, junto con los animales deberán entregar todos sus antecedentes sanitarios.”.


27. Aprobar los siguientes incisos tercero y quinto del artículo que pasa a ser 25:


“Los dueños de criaderos y los vendedores de mascotas o animales de compañía de la especie canina que sean considerados como potencialmente peligrosos, deberán inscribirse en el Registro Nacional de Criadores y Vendedores de Animales Potencialmente Peligrosos a que se refiere el artículo 15.”.


“Los dueños de criaderos y los vendedores de mascotas o animales de compañía, de la especie canina y felina, deberán esterilizarlos antes de su entrega a cualquier título, a menos que el adquiriente sea otro criadero debidamente establecido e inscrito en el registro pertinente.”.


28. En el artículo que pasa a ser 26, reemplazar la palabra “aerosoles” por la expresión “malos olores”.


29. Confirmar el rechazo del Título VII y los artículos 24 a 26 de la Cámara de Diputados.


30. Aprobar el siguiente inciso primero del artículo que pasa a ser 28 y suprimir su inciso tercero:


“Artículo 28.- La fiscalización del cumplimiento de las disposiciones de esta ley y sus reglamentos corresponderá a las municipalidades, en las materias de su competencia, y a la autoridad sanitaria, que las ejercerá de conformidad a lo establecido en el Código Sanitario, especialmente en lo estipulado en su Libro X. Esto sin perjuicio de las facultades y atribuciones del Ministerio Público y de Carabineros de Chile.”.


31. Aprobar el siguiente artículo que pasa a ser 29, en reemplazo del 35 de la Cámara de Diputados:


“Artículo 29.- En el caso del delito de maltrato o crueldad animal podrán querellarse las organizaciones promotoras de la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía, cualquiera sea su domicilio dentro del país.”.


32. Reemplazar la oración inicial del artículo que pasa a ser 30, antes de las palabras “con multa”, por la que sigue: “Toda otra contravención a las disposiciones de esta ley se sancionará”.


33. Aprobar el siguiente inciso segundo del artículo que pasa a ser 30:


“En caso de reincidencia, podrá imponerse hasta el doble de la multa, quedando además el juez de policía local facultado para disponer el comiso del animal y su ingreso a un refugio de animales o a un centro de mantención temporal o su entrega a la persona que designe para tal efecto y que acepte el encargo, por el plazo que determine. Serán de cargo del infractor los gastos por los cuidados, alimentación y tratamientos médico veterinarios, si los hubiere.”.


34. Aprobar el siguiente artículo que pasa a ser 31:


“Artículo 31.- En los casos en que las infracciones se cometan por centros de mantención temporal o en los lugares de venta, crianza y exposición de mascotas o animales de compañía, se podrán aplicar multas de hasta cincuenta unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia la multa se elevará al doble. Además de ello, se podrá imponer la clausura temporal, hasta por tres meses, o la clausura definitiva del establecimiento.”.


35. Aprobar el siguiente artículo que pasa a ser 32:


“Artículo 32.- Los órganos públicos competentes y las municipalidades podrán celebrar convenios entre sí, o suscribir contratos con personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, que realicen actividades de protección animal, sean de carácter académico, gremial, científico u otras, con el fin de encomendar la ejecución de las acciones establecidas en esta ley.”.


36. En el artículo que pasa a ser 35, suprimir la frase final del inciso primero “así como disponer de los espacios para campañas de educación sobre tenencia responsable que el Ministerio de Salud implemente, según el respectivo reglamento”, que figura a continuación de la expresión “en el artículo 2°”, lo mismo que la coma que la precede, y confirmar el rechazo del inciso segundo.


37. Aprobar los siguientes numerales 3) y 4) del artículo que pasa a ser 36:


“3) Agrégase al artículo 291 bis, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:


“Si como resultado de una acción u omisión se causare al animal daño, la pena será presidio menor en sus grados mínimo a medio y multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, además de la accesoria de inhabilidad absoluta perpetua para la tenencia de cualquier tipo de animales.


Si como resultado de las referidas acción u omisión se causaren lesiones que menoscaben gravemente la integridad física o provocaren la muerte del animal se impondrá la pena de presidio menor en su grado medio y multa de veinte a treinta unidades tributarias mensuales, además de la accesoria de inhabilidad absoluta perpetua para la tenencia de animales.”.


4) Intercálase el siguiente artículo 291 ter:


“Artículo 291 ter.- Para los efectos del artículo anterior se entenderá por acto de maltrato o crueldad con animales toda acción u omisión, ocasional o reiterada, que injustificadamente causare daño, dolor o sufrimiento al animal.”.”.

38. Intercalar el siguiente Artículo primero transitorio, nuevo, en reemplazo del 38 de la Cámara de Diputados:


“Artículo primero.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley durante el primer año presupuestario de su vigencia se financiará con cargo a la Partida 05 Ministerio del Interior y Seguridad Pública y, en lo que faltase, con cargo a la Partida Presupuestaria Tesoro Público. En los años siguientes, se financiará con cargo a los recursos que se establezcan en las respectivas leyes de presupuestos del sector público.”.


39. Insertar en el artículo que pasa a ser tercero transitorio, el siguiente inciso primero, nuevo:


“Artículo tercero.- Los registros señalados en el artículo 15 deberán estar disponibles para su utilización por los usuarios en el plazo de noventa días, contados desde la fecha de publicación de los reglamentos respectivos.”.


40. Adecuar la numeración de los artículos y Títulos del proyecto, de conformidad con los cambios especificados precedentemente, tal como se ilustra en el articulado que figura más adelante.


41. Reemplazar las remisiones internas pertinentes, para adecuarlas a los demás acuerdos adoptados, como consta en el texto del proyecto como queda, de ser aprobado el acuerdo de la Comisión Mixta.

- - -


El Presidente ofrece la palabra y hacen uso de ella los Honorables Senadores señores Girardi, Chahuán, García, Rossi, Lagos, Guillier y Espina, señora Von Baer, y señores Larraín y Letelier.


El Presidente, previo anuencia de la Sala, dispone el aplazamiento de la votación para la sesión siguiente.

- - -

Peticiones de Oficios


El Secretario General informa que se han recibido peticiones de oficios de los Honorables Senadores señores Bianchi, Chahuán, De Urresti, García, Navarro y Prokurica, dirigidas, en sus nombres, a diversas autoridades, a las que se dará el curso reglamentario.
- - -


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado
SESIÓN 8ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 12 DE ABRIL DE 2017


Presidencia del titular Honorable Senador señor Andrés Zaldívar; del Vicepresidente Honorable Senador señor Guido Girardi y accidental del Honorable Senador señor Carlos Montes.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Guillier, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio y Walker, don Patricio.


Actúan de Secretario General el titular del Senado, señor Mario Labbé y de Prosecretario el subrogante señor Julio Cámara. 

- - -


Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 37.
- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 5ª y 6ª, ambas ordinarias, de los días 4 y 5 de abril, respectivamente; que no han sido observadas.
- - -

CUENTA

Mensajes


Diecisiete de S.E. la Presidenta de la República


Con el primero, retira la urgencia que hiciera presente para la tramitación del proyecto de ley sobre transparencia del mercado del suelo e incrementos de valor por ampliaciones del límite urbano (Boletín N° 10.163-14).


-- Se tiene presente el retiro y se manda agregar el documento a sus antecedentes.


Con los dieciséis siguientes, retira y hace presente la urgencia calificándola de “simple”, para la tramitación de los siguientes asuntos:


1) Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.132, de Televisión Nacional de Chile (Boletín N° 6.191-19).


2) Proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales, para facilitar el intercambio recíproco de información con otros países (Boletín N° 9.242-10).


3) Proyecto de ley que modifica ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores (Boletín Nº 9.369-03).


4) Proyecto de ley que determina conductas terroristas y su penalidad y modifica los Códigos Penal y Procesal Penal (Boletines N°s 9.692-07 y 9.669-07, refundidos).


5) Proyecto de reforma constitucional que establece que los crímenes y delitos de guerra, lesa humanidad y genocidio no pueden prescribir ni ser amnistiados (Boletín N° 9.748-07).


6) Proyecto de ley que adecua la ley penal en materia de amnistía, indulto y prescripción de la acción penal y la pena a lo que dispone el derecho internacional respecto de los delitos de genocidio, de lesa humanidad o de guerra (Boletín N° 9.773-07).


7) Proyecto de ley que perfecciona la justicia tributaria y aduanera (Boletín N°9.892-07).


8) Proyecto de ley que tipifica el delito de corrupción entre particulares y modifica disposiciones del Código Penal relativas a delitos funcionarios (Boletines N°s 9.956-07 y 10.155-07, refundidos).


9) Proyecto de ley que previene y sanciona los conflictos de intereses, y modifica normas sobre inhabilidades e incompatibilidades en el ejercicio de la función pública (Boletín N° 10.140-07).


10) Proyecto de ley que modifica la Ley de Tránsito, para incorporar disposiciones sobre convivencia de los distintos medios de transporte (Boletín N° 10.217-15).


11) Proyecto de ley que modifica la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y otros cuerpos legales en lo relativo a probidad y transparencia (Boletín Nº 10.264-07).


12) Proyecto de ley que crea el Sistema de Educación Pública y modifica diversos cuerpos legales (Boletín N° 10.368-04).


13) Proyecto de ley que crea la Defensoría de los Derechos de la Niñez (Boletín N° 10.584-07).


14) Proyecto de ley que reforma el Código de Aguas (Boletín N° 7.543-12).


15) Proyecto de ley para regular la circulación de vehículos motorizados por causa de congestión vehicular o contaminación atmosférica (Boletín N° 10.184-15).


16) Proyecto de ley que modifica la ley N°20.357, que tipifica crímenes de lesa humanidad y genocidio y crímenes y delitos de guerra, para incorporar el delito de agresión y extender los crímenes de guerra a conflictos no internacionales (Boletín Nº 10.665-07).


-- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios

Dos de Su Excelencia la Presidenta de la República


Con el primero, solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de dos meses, la permanencia de tropas y medios militares nacionales en Haití (Boletín N° S 1.930-05), respecto de lo cual hace presente la urgencia en los términos del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental. 


-- Pasa a las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas.


Con el segundo, remite instructivo presidencial para la elaboración de informes de productividad respecto de las iniciativas legales que puedan tener impacto en esa materia.


-- Por acuerdo de los Comités, queda a disposición de Sus Señorías.

De la señora Ministra de Salud


Contesta solicitud, expresada en nombre de la Honorable Senadora señora Goic, para informar acerca de la situación de salud de la persona individualizada, domiciliada en la ciudad de Punta Arenas.


Atiende las siguientes materias consultadas en nombre del Honorable Senador señor De Urresti:


- Multa cursada por la autoridad sanitaria de la Región de Los Ríos a la empresa Celulosa Arauco, por ocasionar malos olores y problemas de salud en los habitantes de zonas rurales de San José de La Mariquina.


- Situación de persona domiciliada en la comuna de Valdivia, para atender su problema de salud.

Del señor Subsecretario de Telecomunicaciones


Atiende preocupación, manifestada en nombre del Honorable Senador señor Matta, acerca de la factibilidad técnica de instalar una antena de telefonía celular que pueda dar cobertura a los sectores de Batuco, La Gloria y Rari, de la comuna de Chanco.

Del señor Director Nacional del Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura


Contesta petición de información, manifestada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, sobre el primer encuentro binacional chileno-peruano del Plan de Conservación y Manejo de la población de ballena franca austral, en el marco de las actividades de la Comisión Ballenera Internacional.

Del señor Director Nacional del Instituto
de Desarrollo Agropecuario (INDAP)


Da respuesta a petición, expresada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, para informar si los antecedentes que originaron el sumario administrativo por la adulteración del reloj control de la Agencia de Área de San José de la Mariquina, y las medidas administrativas adoptadas, fueron puestas a disposición del Ministerio Público.


-- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaídos en los siguientes asuntos:


- Oficio de S. E. la Presidenta de la República por el que pide el acuerdo del Senado para nombrar como miembros del Consejo Directivo del Servicio Electoral, a los señores Alfredo Roberto Joignant Rondón y Carlos Andrés Melchor Tagle Domínguez, por los períodos que indica (Boletín N° S 1.920-05) (con la urgencia prevista en el inciso segundo del N°5 del artículo 53 de la Carta Fundamental).


- Proyecto de reforma constitucional que modifica la Carta Fundamental en lo que respecta a la fecha en que el Presidente de la República rinde cuenta al país del estado administrativo y político de la Nación ante el Congreso Pleno (Boletines N°s 9.741-07, 10.728-07 y 10.951-07, refundidos) (con urgencia calificada de “suma”).


-- Quedan para Tabla. 

Moción


De los Honorables Senadores señores Matta, De Urresti y García, con la que inician un proyecto de ley que concede, por especial gracia, la nacionalidad chilena al señor Adolf Christian Boesch (Boletín Nº 11.183-17).


-- Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

Proyecto de acuerdo


De los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, García, Girardi, Letelier, Montes, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Tuma; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar, por medio del cual solicitan a S.E. la Presidenta de la República que, si lo tiene a bien, se sirva expresar su protesta al Estado de Israel por la prohibición de ingreso aplicada al ciudadano chileno, señor Anuar Majluf, y llamar a informar sobre esta situación al embajador chileno en ese país (Boletín N° S 1.931 -12).


-- Queda para ser votado en su oportunidad.

Comunicación


De la Comisión de Minería y Energía con la que informa que ha elegido como su Presidente al Honorable Senador señor Alejandro García-Huidobro Sanfuentes.


-- Se toma conocimiento.

Solicitud de permiso constitucional


Del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, para ausentarse del país a contar del día 15 de este mes.


-- Se accede a lo solicitado.

- - -


Terminada la Cuenta llegan a la Mesa una solicitud de permiso constitucional:

Del Honorable Senador señor García Huidobro, para ausentarse del país a contar del día de hoy.


-- Se accede a lo solicitado.

- - -


El Secretario General hace presente que la Comisión de Obras Públicas solicita que el proyecto de ley que crea la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas y modifica las normas que señala (Boletín N° 10.126-15), sea discutido en general y en particular durante el primer informe. Así lo acuerda la Sala.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -
ORDEN DEL DÍA

Informe de la Comisión Mixta, constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley sobre tenencia responsable de mascotas y animales de compañía.

(Boletín N° 6.499-11)


El Presidente pone en votación el informe de la Comisión Mixta.

El Secretario General señala que el Ejecutivo hizo presente la urgencia para su despacho calificándola de “suma”.

Agrega que la Comisión Mixta consigna tres normas que son de rango orgánico constitucional, que son el inciso segundo del artículo 6°, el inciso segundo del artículo 30 y el artículo 33, que necesitan 21 votos favorables.

El Presidente pone en votación la proposición de la Comisión Mixta.


El resultado es de 29 votos a favor.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Girardi, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.

Fundan su voto favorable los Honorables Senadores señores Horvath, Larraín, Chahuán, Navarro y Girardi, señora Pérez San Martín y señor Lagos.

- - -

Terminada la votación manifiesta su intención de voto favorable el Honorable Senador señor Guillier.

- - -

El Presidente declara aprobada la proposición de la Comisión Mixta.

- - -

Se deja constancia de haber alcanzado el quórum exigido por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de las normas de rango orgánico constitucional, sobre un universo de 37 senadores en ejercicio.

- - -

Queda terminada la tramitación de este asunto.


El texto despachado por el Senado es del siguiente tenor:

“TÍTULO I
Objeto y Definiciones


Artículo 1°.- Esta ley tiene por objeto establecer normas destinadas a:


1) Determinar las obligaciones y derechos de los responsables de animales de compañía.


2) Proteger la salud y el bienestar animal mediante la tenencia responsable.


3) Proteger la salud pública, la seguridad de las personas, el medio ambiente y las áreas naturales protegidas, aplicando medidas para el control de la población de mascotas o animales de compañía.


4) Regular la responsabilidad por los daños a las personas y a la propiedad que sean consecuencia de la acción de mascotas o animales de compañía.


Artículo 2°.- Para efectos de esta ley, se entenderá por:


1) Mascotas o animales de compañía: aquellos animales domésticos, cualquiera sea su especie, que sean mantenidos por las personas para fines de compañía o seguridad. Se excluyen aquellos animales cuya tenencia se encuentre regulada por leyes especiales. 


2) Animal abandonado: toda mascota o animal de compañía que se encuentre sin la vigilancia de la persona responsable de él o que deambule suelto por la vía pública. También se considerará animal abandonado, todo animal que hubiese sido dejado en situación de desamparo en una propiedad privada, sin cumplir las obligaciones referidas a una adecuada tenencia responsable.


3) Perro callejero: aquel cuyo dueño no hace una tenencia responsable y es mantenido en el espacio público durante todo el día o gran parte de él sin control directo.


4) Perro comunitario: perro que no tiene un dueño en particular pero que sin embargo la comunidad alimenta y le entrega cuidados básicos.


5) Animal perdido: animal de compañía o mascota que se encuentra extraviado, que puede o no contar con elementos de identificación.


6) Animal potencialmente peligroso: toda mascota o animal de compañía que ha sido calificado como tal por la autoridad sanitaria, de acuerdo a la información científica disponible, la opinión de expertos y los parámetros mencionados en el artículo 6º, de conformidad con el procedimiento que fije el reglamento.

7) Tenencia responsable de mascotas o animales de compañía: conjunto de obligaciones que contrae una persona cuando decide aceptar y mantener una mascota o animal de compañía, y que consiste, entre otras, en registrarlo ante la autoridad competente cuando corresponda, proporcionarle alimento, albergue y buen trato, brindarle los cuidados veterinarios indispensables para su bienestar y no someterlo a sufrimientos a lo largo de su vida.


La tenencia responsable comprende también el respeto a las normas de salud y seguridad pública que sean aplicables, así como a las reglas sobre responsabilidad a que están sujetas las personas que incurran en infracción de ellas, y la obligación de adoptar todas las medidas necesarias para evitar que la mascota o animal de compañía cause daños a la persona o propiedad de otro.


8) Centros de mantención temporal de las mascotas o animales de compañía: son aquellos lugares en los que, a cualquier título, se mantienen animales de manera no permanente, ya sea para tratamiento, hospedaje, adiestramiento, comercialización, exhibición o custodia, tales como criaderos de animales de compañía, hoteles para animales, hospitales, clínicas y consultas veterinarias, establecimientos destinados a la investigación y docencia sobre animales, centros de adiestramiento, centros de exposición, centros de venta de animales, albergues y centros de rescate.


9) Criador: Es el propietario de la hembra al momento del parto de ésta. El criador deberá prestar los cuidados y atención médico veterinaria necesaria a la madre y su camada hasta el momento en que los cachorros sean entregados a sus nuevos propietarios. La edad mínima de entrega de estos cachorros no será antes de los dos meses de edad. Corresponderá al criador entregar una pauta de cuidados y tenencia responsable a los nuevos dueños del animal.


10) Criadero: Corresponde al domicilio particular o lugar con la infraestructura adecuada para criar, donde el criador posee tres o más hembras con fines reproductivos. La infraestructura requerida dependerá de la cantidad y tipo de animales destinados a la reproducción.

TÍTULO II
De las atribuciones de los órganos de la Administración del Estado para el fomento de la tenencia responsable de las mascotas o animales de compañía


Artículo 3°.- Los órganos de la Administración del Estado y, en especial, los Ministerios del Interior y Seguridad Pública, de Salud y de Educación, dentro de sus respectivas competencias, con la colaboración de las respectivas Municipalidades, promoverán la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía, a fin de asegurar su bienestar y la salud de las personas y el medio ambiente.


Para esto, el Ministerio de Educación podrá entregar orientaciones a los establecimientos educacionales de todos los niveles sobre temas relacionados con el cuidado de los animales de compañía, el compromiso de las personas con ellos, con el medio ambiente, con la higiene y con la salud tanto de las personas como de los animales, pudiendo además desarrollar programas de promoción relativos a estos temas, en cooperación con otras instituciones públicas y privadas.


Asimismo, el Ministerio de Educación, en cumplimiento de sus funciones, podrá crear instancias de coordinación entre las universidades que impartan la carrera de medicina veterinaria y las comunidades locales o regionales en que se encuentren insertas, a fin de facilitar la realización de acciones conjuntas que promuevan la tenencia responsable de mascotas, tales como campañas de información a la comunidad, esterilización gratuita de caninos y felinos, entre otras.

TÍTULO III
Del reglamento y la ordenanza municipal


Artículo 4°.- Mediante un reglamento dictado a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, suscrito además por el Ministro de Salud, se establecerá la forma y condiciones en que se aplicarán las normas sobre tenencia responsable de mascotas y animales de compañía. Además, dicho reglamento determinará las normas que permitirán calificar a ciertos especímenes caninos como potencialmente peligrosos.


Artículo 5°.- Con el fin de controlar y proteger a la población animal, el reglamento deberá establecer lo siguiente:


1) Requisitos de las campañas de educación en tenencia responsable de animales para toda la comunidad.


2) Condiciones para el desarrollo de programas para prevenir el abandono de animales e incentivar la reubicación y cuidado responsable de estos.


3) Condiciones para el desarrollo de programas de esterilización masiva y obligatoria de animales, con el objeto de promover su bienestar y salud, y evitar consecuencias dañinas para la salud y seguridad de las personas y del medio ambiente.


4) Sistemas de registro e identificación de animales.


5) Sistemas para desincentivar la crianza y reproducción indiscriminada de animales.”.


Artículo 6°.- Asimismo, el reglamento deberá calificar a ciertos especímenes caninos como potencialmente peligrosos en base a las siguientes características:


a) Pertenencia a ciertas razas y sus cruces o híbridos. 


b) Características físicas tales como el tamaño o la potencia de la mandíbula, las cuales puedan causar lesiones a personas o daños de consideración a otros animales de su misma especie. 


Quedarán exceptuados de la calificación de caninos potencialmente peligrosos, bajo las características establecidas en esta letra, los perros de asistencia para personas con discapacidad.


c) Existencia de conducta agresiva o de episodios anteriores de agresión.


El juez competente podrá calificar como potencialmente peligroso a aquel ejemplar de la especie canina que haya causado, al menos, lesiones leves a una persona o daños de consideración a otro ejemplar de su misma especie.


El responsable de un animal calificado como potencialmente peligroso, conforme a lo dispuesto en este artículo, deberá adoptar las medidas especiales de seguridad y protección que determine el reglamento respecto del ejemplar, tales como circulación de éste con bozal o arnés, esterilización del mismo, restricción de la circulación del animal en lugares de libre acceso al público o en bienes nacionales de uso público, prohibición de dejarlo al cuidado de menores de 18 años de edad, según corresponda.


El reglamento fijará condiciones de tenencia especiales respecto de estos animales, tales como la prohibición de adiestramiento para la agresión, obligación de mantener a los animales en un espacio dotado de cerco seguro y adecuado a sus características fisiológicas y etológicas, contratación de un seguro de responsabilidad civil, esterilización obligatoria, y, en caso de ser necesario, evaluaciones sicológicas de los dueños de dichos animales, con el fin de determinar si la tenencia pudiera representar un riesgo para la seguridad de las personas o el bienestar de los animales. 


El animal que sea calificado como potencialmente peligroso será considerado un animal fiero para todos los efectos legales.


Los dueños o tenedores de los especímenes caninos potencialmente peligrosos tendrán la obligación de someterlos a adiestramiento de obediencia.


Artículo 7°.- Las municipalidades deberán dictar una ordenanza sobre la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía en el territorio comunal, la que deberá ajustarse a la normativa legal que regula la materia y al reglamento mencionado en el artículo 4°, estableciendo como contenidos mínimos los determinados en el artículo 5° de esta ley.


Sin perjuicio de lo anterior, las ordenanzas municipales no podrán permitir la utilización de métodos que admitan el sacrificio de animales como sistema de control de la población animal. Esta prohibición se extiende a todos los servicios públicos, así como también a todas las organizaciones de protección animal.

TÍTULO IV
Estrategia de protección y control de población animal


Artículo 8°.- El Ministerio del Interior y Seguridad Pública podrá priorizar la educación para la tenencia responsable de animales, a fin de controlar especialmente la población canina y felina, procurando, además, que para este efecto se apliquen otras medidas integrales de prevención, como el control sistemático de fertilidad de los mismos y de factores ambientales relacionados, y el registro e identificación de estos animales domésticos.


Artículo 9°.- Para los fines indicados en el artículo anterior, las municipalidades podrán establecer, en el marco de su disponibilidad presupuestaria, fondos concursables a los cuales podrán postular las personas jurídicas sin fines de lucro, entre cuyos objetivos esté la protección de los animales y la promoción de la tenencia responsable.

TÍTULO V
De la responsabilidad en la tenencia de mascotas o animales de compañía


Artículo 10.- Será responsable de las mascotas o animales de compañía su dueño o poseedor. Sin perjuicio de lo anterior, quien tenga un animal bajo su cuidado responderá como fiador de los daños producidos por éste, en los términos establecidos en el Título XXXVI del Libro Cuarto del Código Civil. 


El responsable de una mascota o animal de compañía estará obligado a la adecuada identificación del mismo y de su dueño y a su inscripción en el registro respectivo; como, asimismo, a su alimentación, manejo sanitario, especialmente a la recolección y eliminación de heces, y al cumplimiento de toda otra obligación dispuesta en esta ley y sus normas complementarias.


En el caso de perros y gatos, la identificación deberá hacerse a través de un sistema único, utilizando un dispositivo permanente e indeleble, de modo que permita relacionarlos con el responsable de tales mascotas o animales de compañía.


Corresponderá a las municipalidades velar por el cumplimiento de lo señalado en los incisos segundo y tercero precedentes. Para tales efectos, el Ministerio del Interior y Seguridad Pública deberá proporcionarles una plataforma informática de registro e identificación de mascotas y animales de compañía, a la que accederán las municipalidades.


Será obligación del responsable de una mascota o animal de compañía mantenerlo en su domicilio, residencia o en el lugar que destine para su cuidado, el que deberá cumplir en todo momento con las condiciones de higiene y seguridad que fije un reglamento dictado a través del Ministerio de Salud, que deberá sujetarse a las disposiciones pertinentes del Código Sanitario.


Artículo 11.- Se prohíbe a los responsables de mascotas o animales de compañía el adiestramiento dirigido a acrecentar y reforzar su agresividad. Lo dispuesto en este inciso no será aplicable en el caso de perros pertenecientes a las Fuerzas Armadas, a las de Orden y Seguridad Pública y a Gendarmería de Chile.


La infracción a lo dispuesto en el inciso anterior será sancionada con la multa a que se refiere el artículo 30 y con la pena accesoria de inhabilidad absoluta perpetua para la tenencia de animales.


Asimismo, se prohíbe toda pelea de animales a los que se refiere esta ley, organizada como espectáculo. Quienes las organicen serán castigados con las penas establecidas en el artículo 291 bis del Código Penal. Quienes las promuevan o difundan serán castigados con multa de dos a veinte unidades tributarias mensuales.


Artículo 12.- Se prohíbe el abandono de animales. El abandono de animales será considerado maltrato y crueldad animal y será sancionado de acuerdo a lo establecido en el artículo 291 bis del Código Penal.


Las municipalidades estarán facultadas para rescatar a todo animal que no tenga identificación, encontrado en bienes nacionales de uso público, parques, plazas y sitios eriazos o baldíos, pudiendo entregarlo a una de las entidades sin fines de lucro inscritas en los Registros a que se refieren los ordinales 3° y 6° del artículo 15, para sanitizarlo, esterilizarlo y reubicarlo al cuidado de alguna persona u organización que asuma su tenencia responsable. Para esto, la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública podrá proveer los recursos necesarios para que las municipalidades puedan realizar estas acciones por sí mismas, o encomendar su ejecución a terceros, mediante la celebración de contratos.


Artículo 13.- Todo responsable de un animal regulado en esta ley satisfará siempre civilmente los daños que se causen por acción del animal, sin perjuicio de la responsabilidad penal que le corresponda.


No se aplicará lo dispuesto en el inciso anterior en el caso de que un ejemplar canino causare lesiones graves o diere muerte al que se encontrare en la situación descrita y sancionada por el artículo 144 del Código Penal, así como al que se introdujere en un domicilio, residencia o morada sin autorización de los moradores ni justificación alguna o con el propósito de cometer delito.


Artículo 14.- Se prohíbe todo acto o convención que tenga por objeto la transferencia o la entrega a cualquier título de un animal perteneciente a una especie protegida o en peligro de extinción. Asimismo, se prohíbe la venta ambulante de toda clase de animales.


Lo anterior, sin perjuicio de lo establecido en la ley de caza.

TÍTULO VI
De los Registros


Artículo 15.- Corresponderá al Ministerio del Interior y Seguridad Pública mantener y administrar:


1º. Un registro nacional de mascotas o animales de compañía.


2°. Un registro nacional de animales potencialmente peligrosos de la especie canina.


3°. Un registro de personas jurídicas sin fines de lucro promotoras de la tenencia responsable de mascotas y animales de compañía.


4º. Un registro de criadores y vendedores de mascotas o animales de compañía.


5°. Un registro de criadores y vendedores de animales potencialmente peligrosos de la especie canina.


6°. Un registro de centros de mantención temporal de mascotas o animales de compañía.


Para estos efectos, el Ministerio del Interior y Seguridad Pública podrá contratar con terceros la provisión de los sistemas informáticos para la elaboración, administración y mantención de dichos registros.

§ 1. Del Registro Nacional de Mascotas o Animales de Compañía y de Animales Potencialmente Peligrosos de la Especie Canina


Artículo 16.- Los dueños de mascotas o animales de compañía o de animales potencialmente peligrosos de la especie canina deberán inscribirlos en el respectivo Registro, en la forma y plazos que fije el reglamento establecido en el artículo 4°.


Artículo 17.- Los registros contendrán, a lo menos, las siguientes menciones y datos:


1. El nombre completo, cédula de identidad y domicilio del dueño del animal. 


2. El nombre del animal, género, especie, color y raza animal, si la tuviere.


3. El número que se asigna al animal para su debida identificación.


El Registro contemplará un sistema de identificación único, estandarizado e incorporado al animal de manera inseparable. Dicho sistema podrá incluir el uso de dispositivos externos, la implantación o aplicación de un microchip o mecanismo interno y otras medidas que permitan la identificación del animal.

§ 2. Del Registro Nacional de Personas Jurídicas sin Fines de Lucro Promotoras de la Tenencia Responsable de Mascotas o Animales de Compañía


Artículo 18.- El Ministerio del Interior y Seguridad Pública podrá establecer, en el marco de su disponibilidad presupuestaria, fondos concursables para fines de seguridad, orden público, bienestar animal y prevención de transmisión de enfermedades zoonóticas, a los cuales podrán postular personas jurídicas sin fines de lucro, cuyo objetivo principal sea la protección de animales y la promoción de la tenencia responsable de mascotas.


Para estos efectos, las instituciones señaladas en el inciso precedente deberán inscribirse en el Registro Nacional de Personas Jurídicas sin Fines de Lucro Promotoras de la Tenencia Responsable de Mascotas o Animales de Compañía, en la forma y plazo que determine el reglamento respectivo.


El Registro señalado en el inciso anterior contendrá, a lo menos, las siguientes menciones:


1. Nombre completo, rol único tributario y domicilio de la entidad.


2. Nombre completo, cédula de identidad y domicilio de su representante legal.


3. Indicación de la o las actividades específicas que desarrolla la entidad en promoción de la tenencia responsable y control reproductivo, tales como:

a) Educación y cultura en tenencia responsable.


b) Esterilizaciones caninas y felinas y atención veterinaria primaria. 


c) Rescate, recuperación y reubicación. 


d) Cuidado de mascotas en centros o lugares destinados a su mantención, señalándose la ubicación y capacidad de cada uno de ellos. 


e) Adiestramiento, rehabilitación y comportamiento animal. 


f) Asesorías jurídicas, juicios, consultorías, desarrollo institucional, articulación y proposición de normas legales.


4. Las demás que determine el reglamento respectivo.


Artículo 19.- En el caso de que se modificare cualquiera de las menciones señaladas en el artículo precedente, corresponderá al representante legal de la organización informar el nuevo antecedente a la entidad encargada del Registro Nacional de Personas Jurídicas sin Fines de Lucro Promotoras de la Tenencia Responsable de Mascotas o Animales de Compañía, en un plazo no superior a noventa días.

§3. De los Registros Nacionales de Criadores y Vendedores de Mascotas o Animales de Compañía y de Criadores y Vendedores de Animales Potencialmente Peligrosos de la Especie Canina


Artículo 20.- Los dueños, administradores o gestores de criaderos y los vendedores de animales de los que trata esta ley deberán inscribirse en el registro respectivo, en la forma y plazo que determine el reglamento a que se refiere el artículo 4°.


Además, corresponderá a los dueños de criaderos y a los vendedores de mascotas o animales de compañía de la especie canina calificados como potencialmente peligrosos, según lo establece esta ley y el respectivo reglamento, esterilizarlos antes de su transferencia o entrega a cualquier título, a menos que el adquirente o receptor sea otro criadero que se encuentre debidamente inscrito en el Registro Nacional, el que podrá destinarlos a la reproducción.


Artículo 21.- Estos registros contendrán, a lo menos, las siguientes menciones:


1. El nombre completo, cédula de identidad y domicilio del dueño del criadero o del representante legal de la persona jurídica propietaria del establecimiento. En este último caso, además, se deberá indicar el nombre o razón social, rol único tributario y domicilio de la entidad propietaria, y proporcionar un certificado de vigencia de la misma.


2. La indicación de las razas de canes, o los cruces o híbridos derivados de las mismas, que el criadero reproduzca.


3. La indicación del número total de ejemplares caninos considerados como potencialmente peligrosos, señalando sexo y edad. Además, deberá informar sobre la cantidad de crías producidas por año y su sexo.


4. La indicación del número total de mascotas y animales de compañía, señalando sexo y edad. Además, deberá informar sobre la cantidad de crías producidas por año y su sexo.


5. Las demás que determine el reglamento.

§4. Del Registro Nacional de Centros de Mantención Temporal de Mascotas o Animales de Compañía


Artículo 22.- Los dueños o administradores de los centros de mantención temporal de mascotas o animales de compañía deberán inscribirse en el registro respectivo, en la forma y plazo que determine el reglamento a que se refiere el artículo 4°.


Este registro contendrá, a lo menos, las siguientes menciones:


1. Nombre del centro de mantención temporal de mascotas o animales de compañía.


2. El nombre completo, cédula de identidad y domicilio del dueño del centro de mantención temporal o del representante legal de la persona jurídica propietaria del establecimiento. En este último caso, además, se deberá indicar el nombre o razón social, rol único tributario y domicilio de la entidad propietaria, y proporcionar un certificado de vigencia de la misma.


3. Dirección en donde está ubicado el centro de mantención temporal.


4. Número de cupos totales disponibles por especie.

TÍTULO VII
De los centros de mantención temporal de mascotas o animales de compañía


Artículo 23.- Todo centro de mantención temporal de mascotas o animales de compañía deberá llevar un registro con los datos de cada uno de los animales que ingresen en el recinto y egresen de él, y estará obligado a mantener condiciones de bienestar animal, higiénicas y sanitarias adecuadas al tipo y cantidad de animales que albergue, para asegurar la salud pública, el bienestar de la comunidad, de los animales y la sanidad del ambiente. Para ello deberá contar con el apoyo profesional adecuado.


Un reglamento dictado a través de los ministerios del Interior y Seguridad Pública y de Salud establecerá las normas para dar cumplimiento a lo dispuesto en el inciso primero de este artículo.


Respecto de las condiciones de bienestar de los animales y de seguridad de las personas, estos recintos deberán, entre otras obligaciones, contar con espacios suficientes para cubrir las necesidades fisiológicas y etológicas de los animales y proveerles alimento y agua en cantidades necesarias. 


Asimismo, deberán contar con un número suficiente de caniles, jaulas y corrales, según sea el caso. Éstos deberán tener una superficie que permita el movimiento de los animales y evite su sufrimiento.


Las especificaciones establecidas en los incisos tercero y cuarto se incorporarán en los reglamentos respectivos de la ley N° 20.380.


La contravención a lo establecido en dichos incisos se sancionará de acuerdo a lo establecido en el Título IX.


Artículo 24.- En caso de cierre o abandono de un centro de mantención temporal de mascotas o animales de compañía, su dueño o representante legal deberá notificar el cierre al registro respectivo. Asimismo, sus responsables estarán obligados a entregar la tenencia responsable de los animales que alberguen a quien la asuma o, en su defecto, a trasladarlos a otro centro. En cualquier caso, junto con los animales deberán entregar todos sus antecedentes sanitarios.

TÍTULO VIII
De la venta, crianza y exposición de mascotas o animales de compañía


Artículo 25.- Los locales de venta y crianza de mascotas o animales de compañía estarán a cargo de un médico veterinario.


Estos locales tendrán la obligación de llevar un registro en que consten los datos que determine un reglamento del Ministerio de Salud, así como los controles periódicos a que deban someterse los animales.

Los dueños de criaderos y los vendedores de mascotas o animales de compañía de la especie canina que sean considerados como potencialmente peligrosos, deberán inscribirse en el Registro Nacional de Criadores y Vendedores de Animales Potencialmente Peligrosos a que se refiere el artículo 15.


Corresponderá al médico veterinario a cargo de estos locales asegurar que los animales que salgan del establecimiento cuenten con las vacunas y tratamientos antiparasitarios correspondientes a la edad y especie de que se trate.


Los dueños de criaderos y los vendedores de mascotas o animales de compañía, de la especie canina y felina, deberán esterilizarlos antes de su entrega a cualquier título, a menos que el adquiriente sea otro criadero debidamente establecido e inscrito en el registro pertinente.


Se deberá entregar por escrito al comprador completa información sobre la tenencia responsable del animal, el manejo sanitario y la alimentación requerida por la especie, así como de las disposiciones de esta ley.


Artículo 26.- Los establecimientos que mantengan mascotas o animales de compañía deberán contar con sistemas de extracción de aire o cualquier otro que impida que las personas que concurren a ellos, y las que residen en predios colindantes, sean afectadas por malos olores o secreciones de cualquier tipo generadas por los animales.


Artículo 27.- El organizador de espectáculos o exhibición de animales y, en subsidio, el propietario del recinto donde se desarrollen tales actividades, deberá tomar las medidas necesarias para acopiar y eliminar sanitariamente las excretas y desechos de los animales. Deberá adoptar también las previsiones suficientes para evitar accidentes provocados por los animales, así como disponer de las instalaciones necesarias para un adecuado manejo de los mismos, cumpliendo las condiciones de bienestar animal necesarias, evitando entre otras las condiciones que puedan generar maltrato o sufrimiento para los animales o el deterioro de la salud animal. 


Además, será responsable de los daños que causen dichos animales a las personas, a la propiedad o al medio ambiente, conforme a las reglas señaladas en el artículo 13.


El incumplimiento de las condiciones de bienestar de los animales y seguridad de las personas mencionadas en este título será sancionado de acuerdo a lo establecido en el artículo 13 de la ley N° 20.380. Además de ello, se podrá imponer la clausura temporal, hasta por tres meses, o la clausura definitiva del establecimiento.

TÍTULO IX
De las infracciones y sanciones


Artículo 28.- La fiscalización del cumplimiento de las disposiciones de esta ley y sus reglamentos corresponderá a las municipalidades, en las materias de su competencia, y a la autoridad sanitaria, que las ejercerá de conformidad a lo establecido en el Código Sanitario, especialmente en lo estipulado en su Libro X. Esto sin perjuicio de las facultades y atribuciones del Ministerio Público y de Carabineros de Chile.


Las infracciones a los reglamentos del Ministerio de Salud, mencionados en esta ley, serán sancionadas de acuerdo a lo establecido en el artículo 174 del Código Sanitario.


Artículo 29.- En el caso del delito de maltrato o crueldad animal podrán querellarse las organizaciones promotoras de la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía, cualquiera sea su domicilio dentro del país.


Artículo 30.- Toda otra contravención a las disposiciones de esta ley se sancionará con multa de una a treinta unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de la aplicación de lo dispuesto en el Código Penal sobre maltrato animal y en otras normas relacionadas.


En caso de reincidencia, podrá imponerse hasta el doble de la multa, quedando además el juez de policía local facultado para disponer el comiso del animal y su ingreso a un refugio de animales o a un centro de mantención temporal o su entrega a la persona que designe para tal efecto y que acepte el encargo, por el plazo que determine. Serán de cargo del infractor los gastos por los cuidados, alimentación y tratamientos médico veterinarios, si los hubiere.


Las multas que se recauden por la aplicación de esta ley ingresarán íntegramente al patrimonio de la municipalidad respectiva, según corresponda, y deberán ser destinadas exclusivamente a fines que permitan cumplir las disposiciones de esta ley.


Artículo 31.- En los casos en que las infracciones se cometan por centros de mantención temporal o en los lugares de venta, crianza y exposición de mascotas o animales de compañía, se podrán aplicar multas de hasta cincuenta unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia la multa se elevará al doble. Además de ello, se podrá imponer la clausura temporal, hasta por tres meses, o la clausura definitiva del establecimiento.

TÍTULO X
Disposiciones Generales


Artículo 32.- Los órganos públicos competentes y las municipalidades podrán celebrar convenios entre sí, o suscribir contratos con personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, que realicen actividades de protección animal, sean de carácter académico, gremial, científico u otras, con el fin de encomendar la ejecución de las acciones establecidas en esta ley.


Artículo 33.- Los jueces de policía local serán competentes para conocer de las infracciones de que trata esta ley, de conformidad con las normas de la ley N° 18.287, quedando facultados para disponer todas las medidas que estimen pertinentes, de acuerdo a sus atribuciones, a fin de asegurar el bienestar de las personas y del animal.


Artículo 34.- Las disposiciones contenidas en esta ley se aplicarán supletoriamente, en especial respecto de lo dispuesto en la ley N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura; la ley N° 18.755, sobre el Servicio Agrícola y Ganadero; la ley N° 19.473, sobre Caza; la ley N° 19.162 que establece sistema obligatorio de clasificación de ganado, tipificación y nomenclatura de sus carnes y regula funcionamiento de mataderos; el decreto con fuerza de ley R.R.A. N° 16, del Ministerio de Hacienda, de 1963, sobre sanidad y protección animal; el Código Sanitario y sus normas complementarias; la ley N° 20.380, sobre protección de animales, y otras leyes especiales.


Artículo 35.- Todo producto alimenticio para mascotas o animales de compañía que se comercialice en el país deberá contener en su envase un espacio en el que se informará al público lo que se entiende por tenencia responsable de los mismos de conformidad con lo dispuesto en el artículo 2°.


Artículo 36.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:


1) Agrégase en el artículo 21, en la ESCALA GENERAL, Penas de simples delitos, al final del listado, la siguiente pena: “Inhabilidad absoluta perpetua para la tenencia de animales.”.


2) Intercálase, en el número 5° del artículo 90, entre el vocablo “edad” y la coma que le sigue, la expresión “o para la tenencia de animales”.


3) Agrégase al artículo 291 bis, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:


“Si como resultado de una acción u omisión se causare al animal daño, la pena será presidio menor en sus grados mínimo a medio y multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, además de la accesoria de inhabilidad absoluta perpetua para la tenencia de cualquier tipo de animales.


Si como resultado de las referidas acción u omisión se causaren lesiones que menoscaben gravemente la integridad física o provocaren la muerte del animal se impondrá la pena de presidio menor en su grado medio y multa de veinte a treinta unidades tributarias mensuales, además de la accesoria de inhabilidad absoluta perpetua para la tenencia de animales.


4) Intercálase el siguiente artículo 291 ter:


“Artículo 291 ter.- Para los efectos del artículo anterior se entenderá por acto de maltrato o crueldad con animales toda acción u omisión, ocasional o reiterada, que injustificadamente causare daño, dolor o sufrimiento al animal.”.


5) Agrégase, en el número 18 del artículo 494, el siguiente párrafo segundo:


“Para estos efectos, se comprenderán como feroces los animales potencialmente peligrosos.”.


Artículo 37.- Intercálase, en el artículo 13 de la ley N° 20.380, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:


“Sin perjuicio de lo anterior, en las infracciones de los artículos 5º y 11 podrá imponerse la clausura temporal, hasta por tres meses, o la clausura definitiva del establecimiento, aplicándose el procedimiento señalado en el inciso anterior.”.


Artículo 38.- La Oficina Nacional de Emergencia del Ministerio del Interior y Seguridad Pública incorporará en sus protocolos de rescate instrucciones dirigidas a rescatar mascotas o animales de compañía, y realizará campañas preventivas para educar a la población en el manejo de mascotas o animales de compañía en situaciones de catástrofe.

Disposiciones transitorias


Artículo primero.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley durante el primer año presupuestario de su vigencia se financiará con cargo a la Partida 05 Ministerio del Interior y Seguridad Pública y, en lo que faltase, con cargo a la Partida Presupuestaria Tesoro Público. En los años siguientes, se financiará con cargo a los recursos que se establezcan en las respectivas leyes de presupuestos del sector público.


Artículo segundo.- Los reglamentos contemplados en la presente ley deberán ser dictados dentro del plazo de ciento ochenta días, contado desde su publicación.


No obstante el plazo para la dictación de los reglamentos señalados en el inciso anterior, la obligación que establece el artículo 35 de esta ley entrará en vigencia en el plazo de un año desde su publicación.


Artículo tercero.- Los registros señalados en el artículo 15 deberán estar disponibles para su utilización por los usuarios en el plazo de noventa días, contados desde la fecha de publicación de los reglamentos respectivos.


Las personas naturales y jurídicas que deban inscribirse en ellos deberán hacerlo en el plazo de ciento ochenta días, contado desde la fecha en que los registros se encuentren disponibles para su utilización.


Artículo cuarto.- Las municipalidades, dentro del plazo máximo de siete meses contado desde la publicación de esta ley, deberán dictar la ordenanza contemplada en el artículo 7°.


Aquellas municipalidades que a la fecha de publicación de esta ley ya hubieren dictado ordenanzas referidas a esta materia deberán adaptarlas a ésta, dentro del mismo plazo contemplado en el inciso anterior.”.
- - -
Proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, García, Girardi, Letelier, Montes, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Tuma, Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar, por medio del cual solicitan a S.E. la Presidenta de la República que, si lo tiene a bien, se sirva expresar su protesta al Estado de Israel por la prohibición de ingreso aplicada al ciudadano chileno, señor Anuar Majluf, y llamar a informar sobre esta situación al embajador chileno en ese país.
(Boletín N° S 1.931 -12)


El Presidente pone en votación el asunto de la referencia.

El Secretario General da lectura al proyecto de acuerdo.


El resultado de la votación es de 25 votos a favor.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, De Urresti, García, Girardi, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Montes, Navarro, Pérez Varela, Prokurica, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.

El Presidente declara aprobado el proyecto de acuerdo.

- - -

Queda terminada la tramitación de este asunto.


El texto despachado por el Senado es el que sigue:


“Solicitar a S.E. la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet Jeria, exprese su protesta frente al Estado de Israel por la prohibición de ingreso aplicada al ciudadano chileno Anuar Majluf y llamar a informar al Embajador de Chile en Israel sobre esta situación.”.

- - -
Oficio de S.E. la Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar como miembros del Consejo Directivo del Servicio Electoral a los señores Alfredo Roberto Joignant Rondón y Carlos Andrés Melchor Tagle Domínguez, por los períodos que indica.

(Boletín Nº S 1.920-05)

El Presidente pone en discusión el oficio de la referencia.


El Secretario General señala que el Ejecutivo hizo presente la urgencia para este asunto en los términos del párrafo segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.

Agrega que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento deja constancia, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina y Larraín, de que en la designación se ha dado cumplimiento a los requisitos y formalidades previstos por el ordenamiento jurídico.

Hace presente que el acuerdo para nombrar a los consejeros requiere el voto favorable de dos tercios de los señores Senadores en ejercicio, esto es, 25 votos.

El Presidente pone en votación la proposición del Ejecutivo.


El resultado es de 30 votos a favor y 3 abstenciones.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.

Se abstienen los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Matta y Navarro.

Fundan su voto a favor los Honorables Senadores señores Espina, Quinteros y Pérez Varela, señora Von Baer y señores Girardi y Bianchi.


Fundan su abstención los Honorables Senadores señor Navarro y señora Pérez San Martín.

- - -

El Presidente declara aprobada la proposición formulada por S. E. la Presidenta de la República.

- - -

Se deja constancia de haber reunido el quórum exigido por el artículo 94 bis de la Constitución Política de la República, sobre un universo de 37 senadores en ejercicio.

- - -

Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto despachado por el Senado a S. E. la Presidenta de la República es el siguiente:


“Tengo a honra comunicar a Vuestra Excelencia que el Senado, en sesión del día de hoy, ha dado su acuerdo a vuestra proposición de designar a las siguientes personas, hasta la fecha que en cada caso se indica, como miembros del Consejo Directivo del Servicio Electoral:


1) Al señor Alfredo Roberto Joignant Rondón, hasta el 18 de febrero de 2023.


2) Al señor Carlos Andrés Melchor Tagle Domínguez, hasta el 18 de febrero de 2025.”.
- - -

Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite constitucional, que modifica la Constitución Política de la República en lo que respecta a la fecha en que el Presidente de la República rinde cuenta al país del estado administrativo y político de la Nación ante el Congreso Pleno.

(Boletines 9.741-07; 10.728-07 y 10.951-07, refundidos)


El Presidente pone en discusión el proyecto de reforma constitucional.


El Secretario General señala que el Ejecutivo hizo presente la urgencia en su despacho, calificándola de “suma”.

Agrega que su objetivo es cambiar al 1° de junio de cada año la fecha en que S. E. el Presidente de la República debe dar cuenta al país del estado administrativo y político de la Nación ante el Congreso Pleno.

Añade que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió la iniciativa en general y en particular por tratarse de un proyecto de artículo único y la aprobó, en los mismos términos en que fue despachada por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, Espina y Larraín.

Hace presente que este proyecto de reforma constitucional requiere para su aprobación tres quintos de los Senadores en ejercicio, esto es 22 votos favorables.

Por último, informa también que a este proyecto se ha presentado una indicación del Honorable Senador señor Lagos, de la que se dará cuenta en su momento.

El Presidente ofrece la palabra al Honorable Senador señor Araya, quien hace uso de ella y da cuenta del informe de la Comisión.


Enseguida pone en votación general el proyecto.


El resultado es de 28 votos favorables.


Votan a favor los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Horvath, Lagos, Larraín, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Tuma; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.


Fundan su voto aprobatorio los Honorables Senadores señores Lagos, Chahuán y Prokurica, señora Pérez San Martín, señores Navarro, Larraín y Moreira, señora Von Baer y señores Allamand, Pérez Varela, De Urresti, Espina y Letelier.

- - -


Se deja constancia que el Honorable Senador señor Lagos formula una indicación al proyecto despachado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento; que finalmente retira. Su indicación proponía reemplazar la fecha “1 de junio” que establece el proyecto de la Comisión por la expresión “primer miércoles de junio”.

- - -


El Presidente declara aprobada en general la iniciativa y, asimismo, en particular por no haberse solicitado plazo para formular indicaciones ni existir alguna que requiera pronunciamiento.

- - -


Se deja constancia de haber alcanzado el quórum requerido por el inciso segundo del artículo 127 de la Constitución Política de la República, sobre un universo de 37 senadores en ejercicio.

- - -


Durante la votación asume como Presidente accidental, con la anuencia de la Sala, el Honorable Senador señor Montes.
- - -

Queda terminada la tramitación de este asunto.


El texto despachado por el Senado es el siguiente:


“Artículo único: Sustitúyese en el inciso tercero del artículo 24 de la Constitución Política de la República la expresión “21 de mayo” por “1 de junio.”
- - -

El Presidente señala que ha concluido el Orden del Día.

- - -
Peticiones de oficios


Enseguida, el señor Secretario General anuncia que se han recibido peticiones de oficios de los Honorables Senadores señores Araya, Bianchi y De Urresti, dirigidas, en sus nombres, a diversas autoridades, a las que se dará el curso reglamentario. 

Incidentes


Hace uso de la palabra, el Honorable Senador señor Navarro, en el tiempo  del Comité Independientes y Partido Amplitud; y, en el tiempo cedido por el Comité Partido Por la Democracia, quién se pronuncia -o solicita el envío de oficios- en relación con las materias que se consignan, detalladamente, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por el mencionado Senador, en conformidad con el Reglamento del Senado. 


Se deja constancia que no hacen uso de su tiempo los restantes Comités parlamentarios.

- - -



Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

DOCUMENTOS

1

SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN ESPECIAL ENCARGADA DE TRAMITAR PROYECTOS RELACIONADOS CON LOS NIÑOS Y NIÑAS Y ADOLESCENTES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA LA DEFENSORÍA DE LOS DERECHOS DE LA NIÑEZ 

(10.584-07)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión Especial encargada de tramitar proyectos de ley relacionados con los niños, niñas y adolescentes, tiene el honor de informaros, en trámite de segundo informe, el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República.
- - - - - - - - - 

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

El inciso segundo del artículo 8° del proyecto reviste el carácter de ley de quórum calificado, en tanto asume los criterios establecidos en el inciso segundo del artículo 8° de la Constitución Política de la República para fijar la reserva o secreto de los actos y resoluciones de la Defensoría de los Derechos de la Niñez, así como sus fundamentos y procedimientos. Tales criterios son el debido cumplimiento de las funciones del órgano, los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional.

Por su parte, el inciso primero del artículo 13, reviste el carácter de orgánico constitucional, en tanto atribuir a la Excelentísima Corte Suprema el conocimiento del procedimiento de remoción del Defensor de la Niñez. Ello, en coherencia con lo dispuesto en el inciso primero del artículo 77 de la Constitución Política de la República.


Por último, los incisos segundo y tercero del artículo 19 de la iniciativa tienen el carácter de orgánicos constitucionales, en tanto se relacionan directamente con las funciones y atribuciones de la Contraloría General de la República, en los términos del inciso primero del artículo 98 y del inciso final del artículo 99 del texto constitucional. 


Lo anterior, en virtud de que el referido inciso segundo explicita que el órgano contralor fiscalizará a la Defensoría en lo que concierne a su personal y al examen y juzgamiento de sus cuentas, mientras que el aludido inciso tercero, a su turno, excluye del trámite de toma de razón a las resoluciones del Defensor de la Niñez. Ello, además, en concordancia con lo resuelto por el Tribunal Constitucional en sus sentencias roles Nos 45 (considerandos 5° y 6°), 63 (considerando 4°), 384 (considerando 11°), 2.619 (considerando 26°) y 2.672 (considerando 7°), entre otras.
ARTÍCULOS QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA


Los incisos primero, segundo y quinto del artículo 18, que fijan el régimen laboral del personal de la Defensoría, el modo de ingreso a esta última por parte de quienes desempeñen funciones directivas y la remuneración bruta mensual del Defensor de la Niñez, respectivamente; el inciso primero del artículo 19, que dispone la sujeción de la Defensoría de los Derechos de la Niñez a las normas del Decreto Ley N° 1.236, de 1975, del Ministerio de Hacienda, sobre Administración Financiera del Estado; el artículo 20, que fija la composición del patrimonio de la Defensoría; el inciso segundo del artículo primero transitorio, que dispone que hasta antes del inicio de las actividades de la Defensoría la remuneración del Defensor se financie con cargo a la Asignación presupuestaria 50-01-03-24-03-133 y el artículo segundo transitorio, que establece que el mayor gasto fiscal que represente la aplicación del proyecto de ley en referencia durante el primer año presupuestario sea financiado mediante transferencias de la Partida del Tesoro Público de la Ley de Presupuestos respectiva, deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda, ya que inciden en materias financieras del Estado, en virtud de lo dispuesto en el artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y en el artículo 27 del Reglamento del Senado.
- - - - - - - 

OPINIÓN DE LA EXCMA. CORTE SUPREMA

Se hace presente que la Sala de la Comisión, mediante oficio Nº 72/ENA/16, de 6 de septiembre de 2016, solicitó el parecer de la Excelentísima Corte Suprema, respecto del artículo 13 del texto del proyecto de ley en estudio, por ser una disposición que dice relación con la organización y atribuciones de los Tribunales de Justicia, en cumplimiento con lo preceptuado en los incisos segundo y tercero del artículo 77 de la Constitución Política de la República y el artículo 16 de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

El máximo Tribunal emitió su opinión mediante Oficio Nº 147-2016 de 11 de octubre de 2016.

- - - - - - - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: artículos 6°, 8°, 19, 20, 21 y segundo transitorio.

II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: Nos 10, 12 bis, 18, 19, 19 bis, 22, 23, 24, 25 bis, 26, 27, 27 bis, 29 bis, 38 bis, 51 bis, 54, 56, 59, 62 quinquies, 70 ter, 70 quáter, 75 y 81 bis.


III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: Nos 4, 25, 28, 46 bis, 52 bis, 57, 58, 58 bis, 60, 61, 70 bis y 81 ter.


IV.- Indicaciones rechazadas: Nos 1, 5, 6, 11, 12, 15, 29, 34, 47, 47 bis, 47 ter, 47 quáter, 48, 51, 53, 62 bis, 62 ter, 62 sexies, 63, 70, 71, 72, 73 y 80.

V.- Indicaciones retiradas: 7, 14, 49, 50, 52, 52 ter, 55, 58 ter, 62, 62 quáter, 74 y 81.


VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: Nos 2, 3, 8, 9, 13, 16, 17, 20, 21, 30, 31, 32, 33, 35, 36, 37, 38, 39, 40, 41, 42, 43, 44, 45, 46, 58 quáter, 64, 65, 66, 67, 68, 69, 76, 77, 78, 79, 79 bis, 79 ter.
- - - - - - - - - 


Dejamos constancia que a la sesión de fecha 22 de noviembre de 2016, en que vuestra Comisión encargada de tramitar proyectos de ley relacionados con los niños, niñas y adolescentes analizó esta iniciativa legal, asistió, además de sus miembros, Honorables Senadores señores Patricio Walker Prieto (Presidente), Juan Pablo Letelier Morel, Manuel José Ossandón Irarrázabal, Jaime Quintana Leal y Jacqueline Van Rysselberghe Herrera, el Honorable Senador señor Alejandro Navarro Brain.


Durante el análisis de este proyecto de ley, vuestra Comisión Especial contó, además, con la participación del Subsecretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente; de la Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional de la Infancia, señora María Estela Ortiz; del Jefe de Gabinete del Consejo Nacional de la Infancia, señor Cristián Rodríguez; del Jefe de la División Jurídica del Consejo Nacional de la Infancia, señor Juan Carlos Valdivia; de la Abogada Asesora del Consejo Nacional de la Infancia, señora Ana María Moure; de los Asesores del Ministro Secretario General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola y señor Carlos Arrue; de los Asesores del Consejo Nacional de la Infancia, señoras Paula Bustamante, Daniela González y Lavinia Francesconi y señores Hermes Ortega, Ignacio Irane y Camilo Brauchy ; de la Asesora de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señora Marcela Aedo y de los Abogados de dicho Ministerio, señora Macarena Cortés y señor Sebastián Cabezas.


Asimismo concurrieron especialmente invitados a exponer sus puntos de vista, las siguientes entidades:


- De UNICEF Chile, el Asesor Representante Especial del Secretario General sobre violencia contra los niños en las Naciones Unidas, señor Nicolás Espejo y el Oficial de Protección, señor Anuar Quesille.


- Del Bloque por la Infancia, el Secretario Adjunto, señor Jorge Martínez y la Abogada y vocera, señora Alejandra Riveros.

Excusó su asistencia el Presidente de la Fundación Para la Confianza, señor José Andrés Murillo.


Asistieron como oyentes autorizados por el Presidente de la Comisión las siguientes personas:


- De la Corporación Opción, la Asesora, señora Francisca González y la Abogada, señora Camila de la Maza.

- Del Bloque por la Infancia, el señor Jorge Martínez.


- De la Organización Familia es Familia, la Activista, señora Claudia Amigo.



Además, asistieron los Asesores del Honorable Senador señor Letelier, señores José Fuentes y Cristián Durney; del Honorable Senador señor Ossandón, señora Simona Canepa y señor Alberto Jara; del Honorable Senador señor Quintana, señora Fabiola Cadenasso y señor Jaime Mondría; de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, señor Pablo Urquízar; del Comité Demócrata Cristiano, señor Luis Espinoza; del Comité del Partido Socialista, señor Rodrigo Márquez; de la Fundación Jaime Guzmán, señoras María Teresa Urrutia y María Luisa Ilahrreborde; del Centro de Estudios Legislativos Parlamentarios, señora Camila Cancino y de Segpres, señora Lizzy Seaman y señor Giovanni Semería y el Periodista del Honorable Senador señor Patricio Walker, señor Nicolás Gutiérrez.

- - - - - - - 


Se hace presente que la Comisión, antes de iniciar el estudio de las indicaciones, escuchó los planteamientos de los siguientes invitados:


- Del Bloque por la Infancia, el Secretario Adjunto, señor Jorge Martínez y la Abogada y vocera, señora Alejandra Riveros.

- De UNICEF, el Asesor del Representante Especial del Secretario General sobre violencia contra los niños en las Naciones Unidas, señor Nicolás Espejo y el Oficial de Protección, señor Anuar Quesille.


De ese modo, a continuación se transcriben las exposiciones de estos últimos, junto con las consultas y observaciones efectuadas al respecto por parte de los Honorables señores Senadores.

Exposición del Bloque por la Infancia

El Secretario Adjunto del Bloque por la Infancia, señor Jorge Martínez, inició su presentación indicando que la entidad que representa es una coalición amplia y transversal de Organizaciones No Gubernamentales, que nació en abril del año 2012, en torno a las Mesas Temáticas efectuadas por la Presidencia del Senado.

Posteriormente, señaló que el Defensor de la Niñez es una iniciativa que tiene una larga historia, explicando que a la fecha existen cuatro proyectos de ley sobre el punto en actual tramitación (presentadas en los años 2004, 2012 y 2013), suscritos por 9 Diputados y 5 Senadores.

En esa línea, valoró la presentación, desde el Ejecutivo, de la iniciativa en estudio, señalando que para hacer realidad una institución como la mencionada, se necesita el concurso del conjunto del Estado y, asimismo, muy particularmente, de la sociedad civil organizada.

I. ¿Por qué un Defensor de la Niñez en Chile?

En este punto, señaló que un principio básico en nuestras sociedades es el de garantizar los derechos humanos, lo que implica que los derechos esenciales de las personas deben ofrecer a sus titulares la posibilidad de ser resguardados. De no efectuarse tal protección, agregó, el derecho pierde efectividad y se deslegitima.

De ese modo, afirmó que en el caso de la situación de la niñez, se hace necesaria la creación de la figura del Defensor por las siguientes razones:

- El estado de desarrollo que viven niños, niñas y adolescentes los hace particularmente vulnerables a las violaciones de sus derechos.

- En el mundo adulto rara vez se tiene en cuenta su opinión.

- Son personas sin derecho a voto. 

- Presentan serias dificultades para asumir un rol propio en el proceso político y más aún, para incidir en él.

- Se enfrentan a grandes complejidades para acceder al sistema judicial y, en caso de que lo hagan, diversas características de dicho sistema, configuran situaciones que pueden llevar a lo que se conoce como “victimización secundaria”.

- El acceso a organizaciones que defiendan sus derechos es siempre limitado (y frecuentemente está mediado por adultos).

De ese modo, explicó que frente al amplio abanico de problemáticas sociales que los asisten, los derechos del niño carecen del protagonismo requerido, tendiendo a ser relegados. Lo anterior, resaltó, es agravado en nuestro país al no existir un sistema de protección integral, con todo lo que ello implica.

II. ¿Qué es el Defensor de la Niñez para el Bloque por la Infancia?

A este respecto, indicó que, desde la perspectiva de la organización que representa, el Defensor de la Niñez es una autoridad unipersonal (lo que no niega la existencia de equipos colectivos en su conformación), que ejerce una magistratura de opinión y de persuasión, en pos de garantizar, proteger, promover y restituir los derechos de niños y niñas, ejerciendo una vigilancia independiente  sobre la acción de la administración del Estado y de las entidades que cumplen una función pública.

Es por tanto, añadió, un órgano de garantía de los derechos de niños, niñas y adolescentes, que debiese contar con rango constitucional e independencia de todo poder, con autonomía funcional, patrimonio y personalidad jurídica propia. 

Finalizó señalando que en el cumplimiento de su misión, el Defensor debe asumir un rol de colaborador, a fin de resolver de manera ágil los conflictos sociales que involucran a la niñez y sus derechos, humanizando de ese modo a tales problemáticas.

La Abogada y Vocera del Bloque por la Infancia, señora Alejandra Riveros, en lo referente al proyecto de ley en estudio, hizo presente dos observaciones sustantivas al respecto.

a. En primer lugar, señaló que el hecho de que no se contemple con rango constitucional al Defensor de la Niñez, hace que su impacto sea mucho más acotado en la sociedad, especialmente tratándose de un tema que requiere transformaciones culturales profundas.

En esa línea, expreso que la presente Comisión Especial está en condiciones de asumir una consideración en tal sentido, en tanto la Moción de Reforma Constitucional sobre Derechos del Niño y creación de Defensoría, presentada el año 2013 (Boletín Nº 9.153-07), por los Senadores señores Letelier, Pizarro y Walker, don Patricio, la ex Senadora señora Alvear y el ex Senador señor Escalona, fue trasladada desde la Comisión de Constitución del Senado a la presente instancia, por decisión de la Sala, por lo que, afirmó, se puede asumir un debate de esta naturaleza.

En su oportunidad, añadió dicha Moción fue trabajada en conjunto y acordada en todas sus partes entre el Bloque por la Infancia y los equipos asesores de los Honorables señores Senadores.

b. Posteriormente, indicó que la creación de la figura de un Defensor de la Niñez, en el marco dado por el actual proyecto de ley de Sistema de Garantías de Derechos de la Niñez, iniciativa que, en su opinión, presenta deficiencias en los mecanismos de protección integral que enuncia, implicará un contexto legal e institucional que no favorecerá su labor, con el riesgo de ver desvirtuado su rol en nuestra sociedad.

Sin perjuicio de lo anterior, expresó que el esquema institucional contemplado en la iniciativa para la magistratura en examen presenta, en opinión del Bloque por la Infancia, algunos aspectos deficitarios, a saber:

- No se contempla un posible despliegue geográfico del Defensor, tal como lo propone la Observación General Nº 2 del Comité de Derechos del Niño, lo que limitará mucho su acción y, sobretodo, le dificultará el acceso a poblaciones de lugares apartados.

- El sistema de nombramiento, en los hechos, no posibilita una participación real de la sociedad civil organizada en el levantamiento de propuestas para candidatos a Defensor (siendo que, todo Defensor es por definición un recurso de la ciudadanía). Por ello, debe existir la posibilidad de contar con varias candidaturas sobre las que pueda decidir el Senado.

- El Consejo Consultivo de la Sociedad Civil propuesto, es muy débil. En efecto, debe explicitarse que dicho Consejo contará con un financiamiento provisto por la Defensoría para su funcionamiento y sus iniciativas. Además, debe fijarse un funcionamiento y organización básica para dicho organismo, lo que no puede dejarse exclusivamente a los Estatutos de la Defensoría.

- Sin perjuicio de valorar el carácter autónomo que se da al Defensor, en el segundo inciso del artículo 3° de la iniciativa se establece que “la Defensoría ejercerá sus funciones y atribuciones de manera coordinada con otros órganos del Estado vinculados a la promoción y protección de los derechos humanos, tales como, el Instituto Nacional de los Derechos Humanos…”, lo que deja entrever una cierta ambigüedad sobre su real autonomía. Además, no se establece la relación con el sistema de garantías de derechos de la niñez, del cual es su vigilante independiente, por definición.

- Las funciones del Defensor están enunciadas de una manera generalista respecto de los enunciados aceptados a nivel internacional. A modo de ejemplo:


* La función de Monitoreo y supervisión se enuncia como “Observar y hacer seguimiento…”.


* La función de investigar y fiscalizar, se enuncia como “Requerir antecedentes…”.


* La función de solicitar o, aplicar sanciones, se enuncia como “Denunciar vulneraciones…”.

- No considera posible la interposición de acciones de representación judicial individual o colectiva (sólo admite un caso excepcionalísimo).

- De estas funciones, se desprende también que no tiene forma de hacer efectivo el cumplimiento de un requerimiento (solicitud, derivación, etc.) ante un organismo público o privado.

- En sus funciones se debe reforzar su capacidad de investigar, como señala la Observación General Nº 2 del Comité de Derechos del Niño de la ONU. Se debe incluir, explícitamente, la recepción de quejas directas o de oficio. Se debe también reforzar su capacidad de criticar, levantar proposiciones y de representar. Todo esto, con el fin de fortalecer la efectividad de su rol mayor de órgano de persuasión.

- No se establecen funciones y atribuciones explícitas para dirigirse directamente al Comité de Derechos del Niño de NU o, a las instancias respectivas de la OEA u otras a nivel internacional. 

Por último, señaló que la Defensoría de los Derechos de la Niñez, debe tener un rol de presentación ante los organismos internacionales que están directamente asociados a los Derechos del Niño, sin estar mediado por ninguna otra instancia.
Exposición del señor Nicolás Espejo


El Asesor del Representante Especial del Secretario General sobre violencia contra los niños en las Naciones Unidas de UNICEF, señor Nicolás Espejo, inició su presentación señalando que la iniciativa en análisis se enmarca debidamente en el proceso de reformas integrales para la infancia y la adolescencia en Chile.

En efecto, agregó, el Defensor de la Niñez es un componente esencial del proceso de reformas vinculado a la supervisión y defensa autónoma de los derechos de los niños, incluida la erradicación de toda forma de violencia contra los niños.

En el marco de las distintas reformas en curso, afirmó, avanzar en aprobar esta ley es prioritario. Lo anterior, explicó, en tanto la figura del Defensor puede dinamizar e impulsar los distintos procesos de modificación legal e institucional pendientes, los que excederán los plazos del actual Gobierno. 

Así, señaló que dicha magistratura se puede entender como la contracara institucional (de carácter autónomo) de la Subsecretaria de Infancia (que debe generar, coordinar y monitorear el sistema de protección integral, generar leyes, sistemas especiales y dispositivos, etc.)

I. Aspectos destacables del proyecto

A este respecto, señaló que la iniciativa en examen presenta una técnica legislativa simple, con una estructura clara, que permite hacer mejoras sin necesidad de modificar ninguna de sus ideas matrices.

Asimismo, expresó que el proyecto incorpora en gran medida los estándares internacionales sobre la materia, en particular los desarrollados por el Comité de Derechos del Niño en su Observación General N. 2, en base a lo dispuesto por la Convención de Naciones Unidas Sobre los Derechos del Niño.

De igual modo, resaltó algunos elementos de la iniciativa que, en su opinión, son particularmente destacables, mencionando los siguientes:

a. Cobertura de protección de los derechos de todos los niños que se encuentran en el territorio de la República (no solo los nacionales) (Artículo 2°).

b. El listado de competencias no es exhaustivo, sino sólo enunciativo (Artículo 4°, inciso primero).

c. Se establece una función de intermediación y mediación como parte de un sistema de resolución de conflictos entre el niño y las instituciones (Artículo 4°, letra c)).

d. Se habilita al Defensor para actuar en calidad de amicus curiae ante los tribunales de justicia, pudiendo realizar presentaciones por escrito que contengan su opinión con comentarios, observaciones o sugerencias en los casos y las materias relativas a su competencia (Artículo 4°, letra h)).

e. Se faculta al Defensor para visitar los centros de privación de libertad, centros residenciales de protección y cualquier lugar en que un niño permanezca privado de libertad, reciban o no recursos por parte del Estado, sin perjuicio de las facultades de los demás organismos públicos competentes en la materia, con los que deberá actuar coordinadamente (Artículo 4°, letra k)). Esta última atribución, afirmó, es una función esencial para la prevención y respuesta frente a toda forma de violencia, especialmente de tortura, tratos crueles, inhumanos y degradantes. 

f. Se establece la necesidad de recoger, facilitar y difundir la opinión de los niños y niñas, promoviendo su respeto y consideración (Artículo 4°, letra l)).

g. La designación del Defensor se realiza por acuerdo del Senado, adoptado por mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, otorgando la debida importancia a la institución (Artículo 10).

h. El Defensor deberá presentar anualmente un informe ante el Presidente de la República, el Congreso Nacional y el Presidente de la Corte Suprema, lo que permite generar un diálogo constructivo con las principales autoridades de los tres poderes del Estado (Artículo 15).

i. Se concede la posibilidad que el Defensor pueda, en causas que produzcan alarma pública y exijan pronta solución por su gravedad y relevancia para los derechos de los niños y niñas, deducir querellas, siempre que se trate de aquellos delitos tipificados en el artículo 142 y en los párrafos 5° y 6° del Título VII, y 1°, 2° y 3° del Título VIII, todos del Libro Segundo del Código Penal (Artículo 16). Lo anterior, añadió, en tanto se trata de delitos particularmente graves en el marco de la sanción de toda forma de violencia contra los niños.

j. Se reconoce la participación de niños en el Consejo Consultivo del Defensor (Artículo 17), lo que se condice con el derecho a la participación de los niños en materias que les afectan directamente.

k. Los actos que requieren dictación de decretos, se expiden a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, lo que refuerza el carácter de institución de Estado del Defensor, y supera la mirada sectorial (Artículo 21). 

II. Aspectos a ser mejorados vía indicaciones

i. Obligación legal de cooperar, dentro de plazo, con  las solicitudes formuladas por el Defensor

En este punto, expresó como necesario fijar la obligación legal de cooperar de las entidades con las que se relaciona el Defensor, debiéndose fijar un plazo o algún parámetro temporal para ello.

En efecto, explicó que el Comité de Derechos del Niño ha indicado que “se deben conferir a las instituciones nacionales las facultades necesarias para que puedan desempeñar su mandato con eficacia, en particular la facultad de oír a toda persona y obtener cualquier información y documento necesario para valorar las situaciones que sean de su competencia.” (Observación General N. 2, Párrafo 9).

Así, señaló que la iniciativa en debate es  particularmente débil en esta materia, en tanto sólo reconoce la facultad o potestad del Defensor para “requerir antecedentes o informes a los órganos de la Administración del Estado o aquellas personas jurídicas de derecho privado que tengan por objeto principal la promoción o protección de los derechos de los niños y niñas, cuando, dentro del ámbito de sus competencias, tome conocimiento, de oficio o a petición de parte, de posibles vulneraciones a los derechos de niños y niñas por actos u omisiones de las entidades” (Artículo 2°, letra e)). 

En esa línea, indicó que la facultad del Defensor para solicitar antecedentes o informes no equivale a reconocer la obligación legal de entregarlos, por lo que la formulación presente en el proyecto de ley es ambigua y puede generar falta de cooperación con los requerimientos de dicha magistratura
.

Asimismo, expresó que en el Derecho Administrativo chileno se ha entendido tradicionalmente que al establecerse la obligación de cumplir con un requerimiento en determinado plazo, ello constituye un deber legal, por lo que es fundamental explicitar la obligación de cooperar con el Defensor y que este último pueda fijar un “plazo razonable” para se cumpla con tal requerimiento. De no observarse este último, agregó, podría establecerse la posibilidad de acudir (en el caso de los órganos de la Administración) ante la Contraloría General de la República.

A su vez, explicó que en Derecho Comparado se utilizan fórmulas legales en un sentido similar al propuesto:

- Australia: se puede obtener información de agencias gubernamentales (Ministerios, autoridades o funcionarios que en ellos se desempeñen) o solicitarles su elaboración, fijándoles un período de tiempo razonable para cumplir el requerimiento. La transferencia de esta información debe velar por respetar los derechos de las personas individuales concernidas.

- Inglaterra y Gales: toda persona ejerciendo funciones bajo la Ley de Infancia debe entregar (must supply) la información relacionada con dichas funciones y que el Comisionado de Infancia considere razonable acceder para el ejercicio de su rol. 

- Noruega: las entidades gubernamentales y las personas públicas y privadas dedicadas a
la infancia deberán, sin perjuicio de sus obligaciones de secreto, dar al Ombudsman la información que éste les requiera para
el ejercicio de sus funciones. Ello incluye grabaciones donde la información se contenga y producción de documentación que ello demande.


- Argentina: toda persona, natural o jurídica, pública o privada, estará obligada a prestar colaboración a los requerimientos del Defensor con carácter preferente y expedito. Todo aquel que desobedezca u obstaculice el ejercicio de sus funciones, incurrirá en el delito previsto en el artículo 239 del Código Penal, estando obligado el Defensor a comunicar el hecho al Ministerio Público. 

ii. Pronunciamientos del Defensor respecto a las acciones u omisiones de los actos de instituciones privadas pertinentes. 


A este respecto, señaló que el Comité de Derechos del Niño ha indicado que las instituciones nacionales de derechos humanos que protegen los derechos de la infancia “han de comprender la promoción y protección de los derechos de todos los niños que estén bajo la jurisdicción del Estado Parte en relación no sólo con el Estado sino también con todas las entidades públicas y privadas pertinentes.” (Observación General N 2, Párrafo 9).

No obstante lo anterior, subrayó que el proyecto de ley en examen establece que “la Defensoría de la Niñez tendrá por objeto la difusión, promoción y protección de los derechos de que son titulares los niños y niñas que se encuentren dentro del territorio de la República, reconocidos en la Constitución Política de la República, en la Convención sobre los Derechos del Niño y en los demás tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes, así como en la legislación nacional, velando por su interés superior, respecto de los órganos del Estado y de aquellas personas jurídicas de derecho privado que tengan por objeto principal la promoción o protección de derechos de los niños y niñas” (Artículo 2°).

En consecuencia, añadió, la formulación dispuesta restringe las funciones del Defensor al pronunciamiento de un número particularmente reducido de instituciones o personas jurídicas de derecho privado, esto es, las que establecen en sus estatutos que su objeto principal es la promoción o protección de derechos de los niños y niñas.

Así, prosiguió, con la formulación escogida por el Ejecutivo, en consecuencia, el Defensor sólo se pronunciaría respecto de órganos de la Administración y las personas jurídicas indicados (principalmente instituciones colaboradoras de acuerdo a la Ley N° 20.032), dejando fuera de su ámbito de acción, el pronunciamiento de la gran mayoría de “entidades privadas pertinentes” (tal y como indica el Comité).

En efecto, indicó que entre las distintas entidades privadas pertinentes se encuentran empresas, fundaciones, corporaciones u otras organizaciones privadas que, sin perjuicio de no tener como objeto principal la promoción o protección de los derechos de los niños y niñas, pueden tener un grave impacto en el respeto y garantía de sus derechos (en el ámbito educacional, de la salud, la alimentación, el entretenimiento, el deporte, etc.).

iii. Necesidad de contar con un sistema de denuncias o quejas para los niños y niñas.

En lo que concierne a este acápite, expresó que uno de los principales aspectos en que las instituciones nacionales de derechos humanos se diferencian de las instituciones específicas de defensa de los derechos de los niños, es precisamente en que las segundas deben contar con un sistema de quejas o denuncias especialmente diseñado para los niños y niñas.

Así, agregó, mientras los Principios de Paris sobre instituciones nacionales de derechos humanos no obligan a contar con un sistema de denuncias o quejas, la Observación General N 2 del Comité sí ha establecido esta función esencial dentro de la estructura básica de las instituciones especiales de infancia.

De ese modo, explicó que el Comité ha señalado que se debe contar con dos de las funciones propias de este tipo de instituciones, a saber: “realizar investigaciones sobre cualquier situación de violación de los derechos del niño, ya sea por denuncia o por propia iniciativa, en el ámbito de su mandato” y “llevar a cabo indagaciones sobre asuntos relativos a los derechos de los niños” (Observación General N 2, letras a y b, Párrafo 19).

Dicha función se condice, subrayó, con el avance en materia de denuncias individuales y colectivas por violaciones a los derechos de los niños, niñas y adolescentes, en conformidad con el IV Protocolo Facultativo o Adicional a la Convención sobre los Derechos del Niño (que crea un mecanismo de denuncias individuales y colectivas por violación a los derechos establecidos en esta Convención).

De esa forma, afirmó que la iniciativa en examen resulta débil e incompleta en esta materia, en tanto el artículo 4° de la misma se limita a indicar que el Defensor podrá “derivar al órgano competente, cuando corresponda, aquellas peticiones que reciba sobre asuntos que se le formulen, dentro del ámbito de sus competencias”, agregando luego que “en el ejercicio de esta atribución, podrá realizar recomendaciones específicas sobre las materias objeto de las peticiones que reciba, de conformidad a lo dispuesto por el literal f) de este artículo.” Para concluir señalando que “la Defensoría de la Niñez no podrá pronunciarse sobre un asunto que se encuentre en trámite ante los Tribunales de Justicia o ante  el órgano de la Administración del Estado competente. Sin embargo, podrá efectuar propuestas sobre aspectos generales y realizar informes o emitir opiniones en relación con la materia de que se trate, de conformidad con las letras f) y h) de este artículo.

Por consiguiente, expresó que el Defensor no puede reducir sus funciones a la mera “derivación” al órgano competente de las peticiones que reciba. Ello reduce indebidamente las facultades establecidas por el Comité, en miras a realizar investigaciones e indagaciones propias, en base a las denuncias que reciba de los propios niños o de alguna persona o institución en su nombre.

En consecuencia, agregó, el establecer la facultad de conocer, tramitar y resolver denuncias de los propios niños y niñas, por violación a sus derechos, es una función fundamental de un Defensor de la Infancia. Ello, precisó, en el marco de procedimientos amigables y especialmente diseñados para los niños, lo que puede ser desarrollado luego por el reglamento y otras regulaciones posteriores.

iv. Designación del Defensor. Rol de la Presidencia de la República y del Senado

En este acápite, señaló que el inciso segundo del artículo 4° del proyecto de ley en referencia establece que “el Defensor será designado por acuerdo del Senado, adoptado por mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, a partir de una propuesta del Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos Humanos, previo concurso público. Durante éste, el Consejo Directivo deberá oír especialmente a las organizaciones de la sociedad civil vinculadas a la difusión, promoción y defensa de los derechos de los niños y niñas. En caso que el candidato propuesto sea rechazado, el Consejo hará una nueva propuesta, sobre la base del mismo concurso.”.

En seguida, indicó que es una práctica recurrente en el Derecho Comparado que la figura del Defensor, o su equivalente, sea designado a través de un proceso que involucra a las más altas autoridades de la Nación, por lo que no se encuentra mediado por otras instituciones de derechos humanos. Lo anterior, añadió, a través de procesos que buscan chequeos y balances, así como una exhaustiva revisión de los antecedentes para acceder al cargo (para algunos ejemplos, los casos de Nueva Zelandia, Suecia, Australia, Noruega o Argentina, cfr., UNICEF, 2015).

Posteriormente, expresó que la práctica en Chile ha sido designar a autoridades que mantienen un control de la Administración mediante un mecanismo que involucra la participación de la Presidencia de la República y el Senado.

Así, señaló que habida cuenta del rol prioritario que en virtud del principio del interés superior que le es concedido a la infancia, y considerando a aquellos casos en los que se busca seleccionar a altas autoridades a través de procesos basados en chequeos y balances, el Defensor debiera ser propuesto por terna elaborada por el Presidente de la República, sometida luego (tal y como indica el proyecto) a votación del Senado.

Para concluir el punto, expresó que el proceso en virtud del cual tanto la Presidencia como el Senado evalúan al mejor candidato a Defensor debiera, a su vez, nutrirse de la opinión de los propios niños y de la sociedad civil.

v. Necesidad de garantizar orgánicamente las funciones esenciales del Defensor en la ley. Estructura interna

A este respecto, indicó que el Comité de Derechos del Niño ha destacado la necesidad de “conferir a las instituciones nacionales las facultades necesarias para que puedan desempeñar su mandato con eficacia […]” (Observación General N° 2, Párrafo 9).

Lo anterior, afirmó, implica no sólo crear un Defensor y establecer sus funciones, sino a la vez garantizar legalmente los recursos financieros, materiales y el personal suficiente para el cumplimiento de su mandato. En efecto, añadió, lo que se quiere evitar es contar con un Defensor a nivel nominal, pero que carezca de las condiciones mínimas y esenciales para avanzar en su cometido.

A la luz de lo anterior, aseveró que el proyecto presenta dudas respecto a cómo el Legislador garantiza un mínimo material para la operativa del Defensor, a lo menos en su etapa inicial.

Asimismo, señaló que la iniciativa no menciona la estructura, unidades, departamentos o siquiera funciones orgánicas esenciales para el futuro Defensor. A su vez, agregó, el proyecto de ley deja a cargo de este último la negociación vinculada al presupuesto básico con el que deberá contar para operar, lo que no considera adecuado.

En seguida, explicó que la experiencia legislativa sugiere que no es aconsejable que el Legislador no regule, siquiera en sus dimensiones mínimas, los aspectos vinculados al presupuesto y condiciones materiales básicas que permitan a una institución recién creada cumplir con sus obligaciones legales. 

A la luz de lo anterior, sugirió avanzar en alguna indicación al proyecto que garantice legalmente las condiciones materiales y financieras mínimas para el cumplimiento de las funciones designadas al Defensor. 

vi. Entrada en vigencia de la ley que crea el Defensor. Sentido de urgencia.


Finalmente, manifestó que existe un acuerdo transversal en Chile (compartido por toda la clase política y por el propio Gobierno), respecto a la necesidad de contar con una reforma estructural para la garantía de los derechos de la infancia y la adolescencia. Este acuerdo se basa, resaltó, en un sentido de urgencia, a la luz de la información que contamos respecto a episodios de violencia, abuso y negligencia respecto de niños y niñas.

A pesar de lo anterior, señaló que, en las disposiciones transitorias de la iniciativa, se establece que la misma entrará en vigencia “diez meses después de publicada en el Diario Oficial”, determinándose, a su vez, que “la primera designación del Defensor de la Niñez se hará a los sesenta días de la entrada en vigencia de la presente ley” (disposiciones transitorias, Artículo primero, incisos primero y segundo).

En otras palabras, explicó que nuestro país contaría con una Defensoría de la Niñez y con un Defensor, no antes de 1 año desde la promulgación y publicación de la ley que lo crea, plazo que, en su opinión, es excesivamente largo. Por lo anterior, finalizó, sugiere reducir los tiempos fijados en la iniciativa para su entrada en vigencia.
Intervención del señor Anuar Quesille

El Oficial de Protección de UNICEF Chile, señor Anuar Quesille, señaló que para que la figura del Defensor de la Niñez presente una configuración consistente y sólida, que permita alcanzar las finalidades que se propone y que revista una especial importancia en la orgánica interna del Estado, es necesario que el mismo se inserte dentro de un esquema institucional que vele integralmente por los derechos de los niños, niñas y adolescentes.


En efecto, agregó, se requiere de la creación y despliegue de una Subsecretaría de la Niñez, una Ley de Garantías de la Infancia (que haga mención al Defensor) y de programas públicos de representación y defensa judicial a niños, niñas y adolescentes, que permitan a estos últimos un acceso efectivo a la justicia, para que la Defensoría de los Derechos de la Niñez desempeñe eficientemente su rol de magistratura de opinión, visibilizando y atendiendo a los diversos problemas que se presenten en este ámbito.


Se hace presente que luego de la intervención antes descrita, el señor Quesille hizo llegar una minuta escrita a la Comisión, la cual presenta el siguiente tenor:

Comentarios al Proyecto de Ley que crea la Defensoría de los Derechos de la Niñez (Boletín 10.584-07)


1. Introducción


La presente intervención tiene por finalidad entregar algunas apreciaciones referentes a la figura del Defensor de la Niñez, institución que por años ha sido una de las mayores aspiraciones para la infancia y la adolescencia en Chile.


Al revisar las reiteradas recomendaciones que el Comité de los Derechos del Niño de las Naciones Unidas (en adelante, “el Comité de los Derechos del Niño” o “el Comité”) ha formulado a Chile los años 2002, 2007 y 2015, puede advertirse que dentro de las obligaciones generales derivadas de la Convención sobre los Derechos del Niño (en adelante, la CDN), el Estado requiere la instalación de una figura independiente que pueda velar de manera efectiva por los derechos de los niños, niñas y adolescentes.


Por ello, la necesidad del país por contar con un órgano especial para la defensa de los derechos de los niños, niñas y adolescentes (en adelante, NNA) se deriva de las obligaciones internacionales específicas que, en esta materia, ha contraído el Estado de Chile. Como ha sostenido el Comité, si bien tanto los adultos como los niños necesitan instituciones nacionales independientes para proteger sus derechos humanos, existen motivos adicionales para velar por que se preste especial atención al ejercicio de los derechos humanos de los NNA. Estos motivos comprenden el hecho de que el estado de desarrollo de los niños los hace particularmente vulnerables a violaciones de los derechos humanos; rara vez se tienen en cuenta sus opiniones; la mayoría de ellos no tiene voto y no puede asumir un papel significativo en el proceso político que determina la respuesta de los gobiernos ante el tema de los derechos humanos; los NNA tropiezan con dificultades considerables para recurrir al sistema judicial a fin de que se protejan sus derechos o pedir reparación por las violaciones de sus derechos; y el acceso de los niños a las organizaciones que pueden proteger sus derechos generalmente es limitado.


Muchas de las cuestiones acá planteadas son parte del análisis que desde UNICEF se entregará respecto de los Boletines que la Comisión Especial de Infancia se encuentra analizando en estos momentos y que, por este solo hecho, ya implica un aspecto positivo y necesario de destacar.


2. La necesidad de un Defensor de la Niñez:


Si se revisa y analiza la situación de los NNA en Chile, no solo en momentos posteriores a la ratificación de la CDN, sino que tomando como parámetro épocas anteriores a su entrada en vigencia, aparecen una serie de factores que justifican indubitadamente la necesidad de la existencia de una institución que guíe y supervise los mecanismos de política pública para la infancia y que esté dotado de herramientas adecuadas para constituirse como un actor cuya incidencia sea concreta e influyente ante todos los órganos del Estado.


En efecto, dentro de las circunstancias que fundamentan lo dicho, desde UNICEF es posible afirmar lo siguiente:


- En Chile, los NNA carecen de una institucionalidad de defensa integral de sus derechos (más allá de la defensa especializada en materia penal (constituida por el trabajo de la Defensoría Penal Pública) y aquella particular forma, vinculada a la adopción de medidas de protección especial (SENAME/CAJ).


- Chile no cuenta con una figura autónoma, independiente e imparcial, institucionalmente diseñada para la promoción y defensa de los derechos de todos los NNA, mediante mecanismos de denuncia y reparación accesibles a los niños.


- Lo anterior genera graves deficiencias para la identificación de violaciones a los derechos de los niños, prácticas institucionales incompatibles con los derechos establecidos en la CDN, determinación de recomendaciones precisas para avanzar en la protección de dichos derechos y creación de un espacio de recepción de denuncias y defensa de los derechos de los niños frente al Estado y los privados, cuando proceda.


- El Comité de Derechos del Niño ha recomendado a Chile que establezca una figura autónoma e independiente, para la defensa de los derechos de los niños.


- En el marco de la discusión de una Ley de Garantía de Derechos de la Niñez, la referencia al Defensor de la Niñez es una oportunidad única para consagrar esta figura independiente.


Por los motivos antes señalados, el hecho que actualmente el Congreso Nacional se encuentre conociendo de iniciativas legales tendientes a consagrar prontamente la figura del Defensor de la Niñez para los NNA de Chile, constituye por sí solo, un aspecto positivo que es necesario felicitar.


Desde la lógica de la Convención y desde el trabajo de UNICEF, creemos que la existencia de un Defensor de la Niñez será una pieza clave para contar con políticas públicas pertinentes, con sistema de denuncias efectivas y con una instancia que pueda atender las necesidades de la infancia en cada uno de los ámbitos en que los derechos de los NNA están presentes. Sea en la elaboración de leyes, el diseño de medidas administrativas, situaciones que se den en el contexto del sistema educacional, de salud, o de cualquier otra vertiente, esta figura jugará un papel trascendental a la hora de verificar que todos estos ámbitos estén fundados en los estándares de la CDN.


En los siguientes párrafos se realizará un análisis particular de la iniciativa legal en cuya discusión está centrada la Comisión.


3. Aspectos generales sobre el Defensor de la Niñez


Durante 2015, UNICEF publicó un estudio titulado: “Los derechos de los niños: una orientación y un límite. N°1 Hacia un Defensor de los derechos de la infancia para Chile”1. En dicha investigación se recogieron modelos de defensorías de la niñez a lo largo del mundo, analizando su naturaleza jurídica, funciones, competencias, restricciones, entre otros aspectos, para luego generar algunas conclusiones dirigidas a consagrar elementos que debiera contener esta institución para el caso de Chile. En líneas generales, algunos de los aspectos de mayor importancia para un Defensor del Niño en Chile son:


a) La instauración de defensorías especializadas en materia de infancia en Chile se inscribe en un movimiento más general de creación de instituciones autónomas de defensa de los derechos humanos, el que data de la década de los noventa. En este contexto, además de la defensoría de la infancia, se cuenta la figura del Ombudsman general y el INDH. Sólo esta última iniciativa ha logrado transformarse en ley. Eso da cuenta de los desafíos y resistencias que plantea un organismo de esta naturaleza, inédito en Chile.


b) Parece adecuado enmarcar la creación del Defensor de la Infancia al interior de la futura ley de garantías a los derechos de los NNA. Dicha ley debiera indicar, con claridad, la naturaleza, funciones y competencias fundamentales de la Defensoría de la Infancia, así como garantizar su financiamiento prioritario (en base al principio del interés superior del niño). Los demás aspectos orgánicos y funcionales del Defensor de la Infancia pueden ser complementados a través de otra norma.


c) Respecto de sus funciones y atribuciones fundamentales, el Defensor de la Infancia debiera tener un mandato amplio en materia de derechos humanos y derechos de la infancia, con competencia para tramitar denuncias individuales y colectivas respecto de órganos públicos e instituciones privadas, formular recomendaciones, elaborar estudios orientados a promover el conocimiento de los derechos de los NNA y de la vulneración de los mismos, participar activamente en los procesos de elaboración de las políticas y la legislación de infancia y promover cambios en esas materias. Estas funciones y atribuciones debieran estar claramente precisadas en la futura ley de garantías a los derechos de los NNA.


d) Para garantizar la autonomía del Defensor de la Infancia, debe prestarse particular atención a: (i) la naturaleza jurídica de la institución; (ii) los mecanismos de nombramiento y remoción del titular del cargo; (iii) la duración del mandato; (iv) los requisitos de elegibilidad del titular; (v) el régimen de incompatibilidades; (vi) la posibilidad de dictar su normativa de funcionamiento interno y (vii) el estatuto de los trabajadores.


e) La autonomía presupuestaria es un elemento muy relevante en la configuración de los organismos autónomos. Sin embargo, es difícil justificar en este caso la alteración de la regla general que rige el sector público, conforme a la cual el legislador presupuestario determina anualmente el presupuesto de cada institución. Para intentar evitar que el presupuesto del Defensor de la Infancia se vea afectado por los ajustes de la economía, se debiera establecer en la futura ley de garantías que crea al Defensor de la Infancia, una regla que dé algún tipo de prioridad al presupuesto de esta institución, de modo de obligar al Gobierno a justificar una eventual reducción respecto del presupuesto del año anterior.


f) Para preservar el carácter de magistratura de persuasión que tradicionalmente se le reconoce a los Ombudsman y evitar conflictos de competencia con otras instituciones del ordenamiento (tribunales de justicia, Contraloría o superintendencias), el Defensor de la Infancia no debiera tener atribuidas potestades ejecutivas (sancionatorias, anulatorias, etc.) y debiera estar dotado de suficientes poderes de influencia (recopilación y difusión de información, recomendación asesoría y opinión).


4. Comentarios al Proyecto de Ley que crea la Defensoría de los Derechos de la Niñez (Boletín 10.584-07)


A continuación se entregan algunos comentarios específicos sobre la iniciativa legal objeto de discusión, los cuales se basan en la revisión de la moción y los aspectos consagrados en la investigación citada anteriormente:


4.1. Aspectos positivos:


a) Su constitución como corporación autónoma, de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propio, responde a los estándares internacionales pues posibilita que el Defensor se integre al ordenamiento jurídico con apropiada independencia, especialmente, sin necesidad de recurrir a la personalidad jurídica o patrimonio del Fisco.


b) En cuanto a la organización interna, la ley integra positivamente la posibilidad que el Defensor pueda aprobar sus estatutos o reglamentos internos. Ello garantiza su autonomía y cumple con las exigencias de los Principios de París y la Observación General N°2 del Comité de los Derechos del Niño de Naciones Unidas.


c) La forma de designación del Defensor, resguarda la debida independencia e imparcialidad para el cumplimiento de sus funciones, toda vez que ésta es realizada por el Senado. Ello también lo dota de la idea de organismo de alto rango, que justamente es lo que persigue esta institución. En efecto, en países donde el Defensor se ha constituido como una figura consolidada, sus mecanismos de nombramiento obedecen a la participación de autoridades de alto nivel (Australia, Nueva Zelanda, Reino Unido, Suecia, Noruega).


d) Al mismo tiempo, resulta satisfactorio el hecho que el Defensor sea nombrado por períodos de cinco o seis años, de modo tal de no coincidir con los períodos de Gobierno específicos; este factor contribuye al logro de la independencia que busca esta institución.


e) El proyecto está en sintonía con la tendencia comparada, toda vez que para ocupar el cargo de Defensor se exige poseer un reconocido prestigio moral y profesional, con experiencia acreditada en el campo de los derechos humanos en general y los derechos de la infancia en particular. Lo anterior refuerza la legitimidad técnica y moral que esta institución requiere.


f) Es importante que la función de supervisión de los órganos públicos, sea incompatible con el cargo de Defensor de la niñez, así como con otros cargos públicos. El proyecto de ley toma en cuenta esta consideración incorporando un régimen de incompatibilidades.


g) Otro aspecto de gran relevancia, es la incorporación de causales de remoción tazadas para el Defensor, lo que refuerza su autonomía. A ello debe agregarse el hecho de que su remoción queda en manos de la Corte Suprema, cuando concurre una inhabilidad sobreviniente o negligencia manifiesta.


h) Respecto a la rendición de cuentas, para los estándares internacionales y modelos comparados, se trata de uno de los mecanismos más eficaces para controlar el adecuado cumplimiento del mandato que tiene una autoridad pública. Por ello, el régimen de rendición de cuentas propuesto en el proyecto de ley es sin duda un avance, señalando que el Defensor de la Niñez debe rendir anualmente cuenta pública de su gestión, ante el Parlamento y el Presidente de la República.


i) Respecto a la intervención excepcional del Defensor en calidad de parte o perito en procedimientos judiciales, establecida en el artículo 17 del proyecto, una consideración fundamental, es el establecimiento de ciertos criterios que delimiten y justifiquen la interposición de acciones judiciales en representación de NNA (casos emblemáticos, de connotación pública o extrema gravedad). De esta manera se evita distorsionar la naturaleza de la institución, estableciéndolo predominantemente como una “magistratura de persuasión”.


En este sentido, el hecho de enmarcar el Defensor en un Sistema de Protección Integral (lo que implica el despliegue de legislación, instituciones y mecanismos de representación judicial especializados), haría innecesario que esta institución asuma roles predominantemente de representación jurídica, reservando su accionar en áreas donde los derechos de los niños se encuentran escasamente representados.


4.2. Aspectos a mejorar


a) El artículo 1 señala que el domicilio de la Defensoría estará en Santiago, sin que se mencione la creación de oficinas a lo largo del país, lo que puede restringir su presencia territorial o comunal.


b) El artículo 2 no hace referencia expresa a las recomendaciones, opiniones o interpretaciones que emitan los órganos internacionales, como aspectos que debe tener en cuenta a la hora de ejecutar su mandato. Dichos pronunciamientos internacionales sirven de referencia para el ajuste y evolución de las normas internas y políticas públicas que el Estado contemple en materias de infancia.


c) Respecto del artículo 3, los mecanismos de colaboración y coordinación entre instituciones encargadas de la aplicación y de dar efectividad a los derechos de los niños, niñas y adolescentes es un factor que ha sido destacado y recomendado por el Comité de Derechos del Niño. Sin perjuicio de ello, sería oportuno que quedase establecido que dicha colaboración no puede implicar la interferencia (obstrucción) de otras instituciones en la defensa de dichos derechos, o en el seguimiento de las actuaciones del Estado, ni la omisión de recomendaciones que tengan por objeto la promoción y protección de la infancia.


d) En el artículo 4 que detalla las funciones y atribuciones del Defensor, sería oportuno analizar la posibilidad de dejar expresamente establecidos algunos de los siguientes aspectos:


d.1) Extender el ámbito de acción del Defensor de la niñez también a todo organismo privado;


d.2) Velar por que los encargados de formular la política económica nacional tengan en cuenta los derechos del niño al establecer y evaluar los planes económicos y de desarrollo;


d.3) Promover y facilitar una participación significativa de los organismos de la sociedad civil que trabajan en el área de infancia y de aquellas integradas por niños, asegurando una incidencia real en la elaboración de las políticas públicas;


d.4) Establecer en forma expresa la obligación de todo organismo e instituciones, en orden a colaborar cuando el Defensor de la Niñez requiera información, u otra acción de cooperación.


e) Sobre el consejo consultivo, para UNICEF es importante que en este Consejo estén representados los diversos actores sociales relevantes, representativos de la sociedad civil en materia de infancia, así como los propios niños, niñas y adolescentes, en concordancia con su derecho a la participación en materias que les afectan directamente.


Puede observarse que en el proyecto se delegan en el estatuto los requisitos, la integración y el régimen de incompatibilidades de los consejeros. La ley deja todas las materias relativas a la elección e integración del Consejo a los estatutos que se dicten por Decreto Supremo, cuestión que no sucede en el caso de organismos análogos, como el INDH.


Al respecto, al omitirse el número de Consejeros que integrarán el Consejo, la exigencia de trayectoria de los mismos, los requisitos para integrar el consejo, y el régimen de incompatibilidades de éstos, podría resultar afectada la participación de la sociedad civil, restringiéndose el necesario control que ésta debe ejercer en las políticas gubernamentales.


f) Sería importante evaluar la posibilidad que el Consejo Consultivo elabore un informe (no vinculante) al Presidente de la República (o al organismo encargado de la propuesta) sobre eventuales candidatos al cargo de Defensor de la Niñez.


g) En relación con el Título III sobre personal y el patrimonio propio, es necesario señalar que la Observación General N°2 del Comité de los Derechos del Niño establece que respecto a las instituciones independientes de protección y promoción de los derechos humanos, en especial, respecto de la infancia, se debe consagrar la progresividad del presupuesto, una infraestructura apropiada para el buen desempeño de sus funciones y créditos a fin de lograr la autonomía respecto del Estado; y la ausencia de controles financieros que limiten la independencia de la institución. Al respecto, estas observaciones se tuvieron solo parcialmente en cuenta, probablemente, debido a la organización presupuestaria del propio Estado.


h) Finalmente, con el objeto de asegurar el cometido del Defensor una vez que la ley sea aprobada y éste sea designado, aparece necesario que el proyecto contemple una estructura básica de la institución. Sin perjuicio de un despliegue institucional amplio y progresivo, el proyecto debería consignar los estratos básicos para un funcionamiento pertinente.


Luego de las presentaciones antes descritas, los Honorables señores Senadores realizaron las siguientes preguntas y comentarios.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señaló que las observaciones efectuadas por los expositores, en lo referente a las atribuciones del Defensor, su sistema de nombramiento, el rol del Consejo Consultivo, la orgánica interna de la Defensoría, entre otros temas, deben ser consensuados entre los miembros de la Comisión y el Ejecutivo, a fin de que tales puntos sean asumidos posteriormente en las indicaciones que se presenten durante la discusión en particular de la iniciativa.


La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, expresó que, en su opinión, por la gran importancia que reviste el proyecto de ley en estudio, se requiere la presencia en las sesiones de la Comisión de los Subsecretarios y Ministros respectivos, en tanto ser necesario adoptar  decisiones políticas sustantivas durante el debate.

El Honorable Senador señor Letelier, preguntó a los representantes del Bloque por la Infancia si cuentan con alguna propuesta concreta en materia de orgánica interna requerida por la Defensoría de los Derechos de la Niñez.

Posteriormente, consultó a aquéllos de qué modo vislumbran la relación de este último organismo con el Instituto Nacional de Derechos Humanos.

La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Alejandra Urrejola, respecto de la observación efectuada por la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, indicó que en las distintas sesiones celebradas por la Comisión siempre han asistido representantes del Ejecutivo, entre ellos los Ministros respectivos, y la Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional de la Infancia, señora Estela Ortiz, la que se ausentó de la presente sesión por razones personales.

La Abogada y Vocera del Bloque por la Infancia, señora Alejandra Riveros, respondiendo la primera pregunta efectuada por el Honorable Senador señor Letelier, indicó que si bien la organización que representa no cuenta con una propuesta concreta de la orgánica de la Defensoría, señaló que sería razonable establecer una unidad por cada una de las funciones que el organismo realice, a fin de evitar complicaciones de gestión al momento de iniciar el despliegue de sus acciones.

El Secretario Adjunto del Bloque por la Infancia, señor Jorge Martínez, por su parte, en lo concerniente a la segunda consulta realizada por el Honorable Senador señor Letelier, indicó que las dudas respecto de la autonomía del Defensor respecto del Instituto de Derechos Humanos se remontan a la discusión pre legislativa de la iniciativa, en donde se consideró, en su oportunidad, la creación de este organismo como un departamento de aquél, posición que no prosperó.

Sin perjuicio de lo anterior, señaló que la preocupación antes notada, en términos de la estructura del proyecto, surge por consagrar en el mismo artículo que contempla la autonomía del Defensor, el deber de coordinación de este último con el mencionado Instituto. Lo anterior, subrayó, en tanto, en su opinión, lo prioritario para la Defensoría debe ser su coordinación con el sistema integral de protección de la niñez, antes que con un organismo en particular.

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


La Comisión se abocó al estudio de las 109 indicaciones presentadas al texto del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, dejando constancia del debate de que fueron objeto, como asimismo de las disposiciones en que ellas inciden y de los acuerdos adoptados sobre las mismas.

El proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado consta de veintiún artículos permanentes y dos transitorios.
ARTÍCULO 1º

Inciso segundo


El inciso segundo del artículo 1º aprobado en general por el Honorable Senado, dispone que el domicilio de la Defensoría de los Derechos de la Niñez sea en la ciudad de Santiago.


A este inciso se presentaron cuatro indicaciones signadas con los Nos 1, 2, 3 y 4.

Indicación Nº 1


1.- De la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, para suprimirlo.


En discusión esta indicación, el Honorable Senador señor Letelier se mostró partidario de rechazarla. Sin perjuicio de lo anterior, señaló que el texto aprobado en general no es del todo preciso al indicar que el domicilio de la Defensoría de los Derechos de la Niñez sea la “ciudad” de Santiago, en tanto dicha idea categoría escapa a los conceptos jurídico-administrativos existentes en el ordenamiento, a saber, la comuna, la provincia o la región. Sin perjuicio de lo anterior, agregó, la alusión a la idea de “ciudad” también genera problemas respecto de la delimitación misma de la urbe, por lo que sugirió abordar el particular con un concepto jurídico existente y reconocido.

A su vez, indicó que la entidad que se propone crear debe contar con un domicilio efectivo, a fin de que en este último se practiquen notificaciones y otras actuaciones de similar naturaleza, relacionadas con la representación legal de la institución.

El Subsecretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente, indicó que, en tanto plantearse en la iniciativa que la Defensoría sea una persona jurídica de derecho público, no puede existir una omisión en lo referente al domicilio de la misma, en tanto ser éste un atributo de la personalidad (tanto de personas naturales como jurídicas).

Además, añadió, el domicilio es fundamental para que se efectúen las distintas gestiones legales de comunicación e información hacia la Defensoría, de parte de los Tribunales de Justicia y de otras instituciones.

En seguida, expresó que la alusión a la “ciudad” de Santiago, dice relación con la comuna del mismo nombre, por lo que debe entenderse tal referencia en dicho sentido.

Por último, no obstante lo anterior, manifestó el respaldo del Ejecutivo para que se establezca en el texto del proyecto la facultad de que la Defensoría pueda contar con más de un domicilio a lo largo del país.

El Honorable Senador señor Letelier, reiteró la idea de utilizar conceptos jurídicos afianzados en el ordenamiento al momento de establecer el domicilio de la Defensoría.

Posteriormente, señaló que la determinación del domicilio reviste su importancia, mayormente, para efectos de la realización de las actuaciones judiciales o administrativas correspondientes, en donde se le emplace o comunique de asuntos de su competencia a la Defensoría, por lo que éste debe ser el aspecto a considerar en el debate, más allá de la posibilidad de que cuente con más oficinas o unidades a lo largo del país.

El Honorable Senador señor Ossandón, expresó que, en su opinión, en la determinación del domicilio de la Defensoría se debe aludir al concepto de “Región Metropolitana” a fin de dotar de suficiente flexibilidad institucional a la entidad que se propone crear, al momento de su constitución.

La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, señaló que la indicación en examen responde a la idea de dejar abierta la posibilidad de que la Defensoría pueda tener domicilio en un lugar distinto de Santiago, como actualmente ocurre con el Instituto Nacional de Derechos Humanos, organismo que cuenta en la actualidad con una unidad en la VIII Región.

El Honorable Senador señor Ossandón, expresó que las referencias a la Región Metropolitana no deben ser interpretadas como un signo de oposición a la descentralización, sino que sólo se debe a que la Administración Central del Estado se ubica en la capital.

De igual modo, indicó que la determinación de un domicilio matriz para la institución en comento no implica que luego no se puedan establecer otros domicilios en unidades regionales que posteriormente se dispongan.

El Honorable Senador señor Letelier, expresó que se debe atender a las características organizacionales de la entidad que se propone crear al momento de adoptar una decisión sobre el domicilio de la misma. Por consiguiente, agregó, se debe determinar si el órgano reviste el carácter de órgano centralizado o descentralizado (y en este caso si su descentralización es funcional o territorial).

El Subsecretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente, expresó que, independientemente de la naturaleza del organismo, aquél debe contar con un domicilio definido, sin perjuicio de los que posteriormente constituya tal entidad en el desarrollo de sus funciones. 

En efecto, respaldó, respecto del particular, un modelo como el que presenta en su estructura el Instituto Nacional de Derechos Humanos (INDH), el que sitúa su domicilio en Santiago pero deja abierta la posibilidad a la constitución de otros domicilios posteriormente, de acuerdo al despliegue de funciones del organismo.


De ese modo, finalizó, se otorga la suficiente flexibilidad institucional a la Defensoría en este respecto, quedando ello plasmado en su ley orgánica.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, expresó que, en su opinión, la postura del Ejecutivo es recogida por la indicación Nº 4, de su autoría, que posteriormente la Comisión se abocará a discutir, en tanto en la misma si bien se determina como domicilio de la Defensoría a Santiago, deja abierta la facultad para que, con posterioridad, y conforme al desarrollo de sus labores y competencias, aquélla pueda establecer otros domicilios en el territorio del país.


Lo anterior, agregó, en el entendido que la expansión territorial del organismo se encuentra vinculada a la disponibilidad presupuestaria con que cuente, por lo que en la medida que sus recursos así lo permitan, una propuesta como la contenida en la indicación Nº 4, permitiría que la Defensoría progresivamente fuera contando con domicilios en las regiones, sin necesidad de efectuar un nuevo cambio legislativo al respecto.


La Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional de la Infancia, señora María Estela Ortiz, en la misma línea descrita por quien le antecedió en el uso de la palabra, expresó que con la idea recogida en la indicación Nº 4, se posibilita que, a fin de efectuar una gestión en regiones, la Defensoría contrate a un abogado u otro profesional que se requiera, para llevar a cabo sus labores, constituyéndose para el sólo efecto de dicha actuación, un domicilio distinto del de Santiago.


Lo anterior, agregó, es mucho más económico que la instalación de una unidad o sede regional de la Defensoría, por lo que manifestó su apoyo a la referida indicación Nº 4.


La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, expresó que, sin perjuicio de los argumentos antes vertidos, no retirará la indicación en discusión (de su autoría), en tanto el proyecto en examen debiese haber contemplado una Defensoría que, al menos, hubiese comenzado a desarrollar sus funciones desde un comienzo en algunas regiones.


Así, añadió, la indicación Nº 4, antes descrita, posibilitaría lo anterior, pero sólo de forma progresiva en el tiempo.


El Honorable Senador señor Quintana, indicó que, más allá de las señales regionalistas que se pretendan entregar, es necesario determinar el domicilio de la Defensoría. De ese modo, si este último recae en Santiago, ello no obsta a que, con posterioridad, y a medida de que dicho organismo desarrolle sus funciones, pueda ir constituyendo otros domicilios a lo largo del país.


Atendido lo anterior, propuso no complejizar en demasía el debate sobre el punto.


En la primera votación de la indicación N° 1, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe votó a favor de la misma; los Honorables Senadores señores Ossandón y Quintana se abstuvieron y los Honorables Senadores señores Walker, don Patricio (Presidente) y Letelier votaron por su rechazo. En consecuencia, al no haberse alcanzado la votación necesaria para la aprobación o rechazo de la presente indicación, y de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 178 del Reglamento del Senado, se procedió a repetir la votación. En esta segunda votación, la Comisión, por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señores Walker, don Patricio (Presidente), Letelier y Quintana, la abstención del Honorable Senador señor Ossandón y el voto a favor de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, la rechazó.
Indicaciones Nos 2 y 3


2.- Del Honorable Senador señor Navarro y 3.- del Honorable Senador señor Quintana, para agregar después de la expresión “de Santiago” la frase “y tendrá filiales en cada una de las regiones del país”.


Estas indicaciones, sin perjuicio de no alterar el domicilio de la Defensoría en Santiago, establecen que esta última cuente con una filial en cada una de las regiones del país.

De ese modo, las aludidas propuestas exceden los márgenes presupuestarios considerados por el Ejecutivo en el Informe Financiero de la DIPRES que acompaña al Mensaje, en tanto no contemplarse en este último el impacto que tendría un despliegue regional de filiales de la Defensoría, vulnerándose, en consecuencia, lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República, en lo referente a la iniciativa exclusiva presidencial, relacionado a materias que inciden en la administración presupuestaria o financiera del Estado.

Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró a las indicaciones Nos 2 y 3 como inadmisibles.
Indicación Nº 4

4.- Del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, para agregar después de la expresión “de Santiago” la frase “, sin perjuicio de los domicilios que pueda establecer en las distintas regiones del país”.


En discusión esta indicación, el Honorable Senador señor Letelier, sugirió, en atención de los argumentos vertidos en el debate de la indicación Nº 1, aprobarla con enmiendas, preservando la frase que la propuesta sugiere, pero, además, reemplazando la expresión “ciudad de Santiago” por “Región Metropolitana”, a fin de que se contemple en este ámbito un concepto jurídico-administrativo reconocido por el ordenamiento.


En votación la indicación N° 4, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, y Honorables Senadores señores Letelier, Ossandón y Quintana, la aprobó con modificaciones, reemplazando, además, la expresión “ciudad de Santiago” por el término “Región Metropolitana”.
ARTÍCULO 2º


El artículo 2º aprobado en general por el Honorable Senado, establece que el objeto de la Defensoría es la difusión, promoción y protección de los derechos (constitucionales, nacionales e internacionales) de los niños y niñas, velando por su interés superior, respecto de los órganos del Estado y de aquéllas personas jurídicas de derecho privado que tengan por objeto principal la promoción o protección de tales derechos.

A este artículo se presentaron cinco indicaciones signadas con los Nos 5, 6, 7, 8 y 9.

Indicaciones Nos 5 y 6

5.- Del Honorable Senador señor Navarro y 6.- del Honorable Senador señor Quintana, para reemplazar el texto que señala: “respecto de los órganos del Estado y de aquellas personas jurídicas de derecho privado que tengan por objeto principal la promoción o protección de derechos de los niños y niñas”, por el siguiente: “respecto de los órganos del Estado y de aquellas personas jurídicas de derecho público o privado que tengan por objeto la promoción o protección de los niños y niñas”.


En discusión estas indicaciones, el Honorable Senador señor Letelier, señaló que, en tanto en el texto aprobado en general vincularse el objeto de la Defensoría al interés superior del niño, considera que no se hace necesario delimitar los destinatarios de las acciones de dicho organismo, sean éstos entidades estatales o privadas, precisamente porque el principio antes aludido se aplica respecto de toda persona o institución, no siendo razonable, en su opinión, circunscribir el ámbito de tales destinatarios.


A su vez, preguntó al Ejecutivo el alcance de la incorporación del principio de interés superior del niño en la configuración institucional del objeto de la Defensoría.


El Subsecretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente, indicó que la idea de la consagración de dicha máxima en el objeto del organismo en comento es explicitar y reiterar que dicho principio debe ser el eje rector de todas las actuaciones de la Defensoría, como asimismo, de todas las personas (de derecho público o privado) contempladas en el artículo 2º.


El Honorable Senador señor Letelier, expresó que la numeración de destinatarios que efectúa el citado artículo 2º resulta inoficiosa y, además, limita el ámbito de sujetos respecto de los cuales el mencionado principio tendría aplicación, en lo que concierne a las actuaciones de la Defensoría. Lo anterior, agregó, ya que dicha máxima debe ser aplicada universalmente respecto de toda situación de protección de los derechos de los niños. Ello, de acuerdo a lo contemplado en los diversos instrumentos internacionales que abordan el particular.


De ese modo, sugirió, en primer lugar, rechazar las presentes indicaciones, así como todas aquellas que efectúen un listado de destinatarios, y en segundo orden, eliminar del texto del artículo 2º aprobado en general la frase “, respecto de los órganos del Estado y de aquéllas personas jurídicas de derecho privado que tengan por objeto principal la promoción o protección de tales derechos”.


La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, expresó que, tal como ha quedado evidenciado en diversas situaciones, tanto el Estado como los privados pueden cometer afectaciones a los derechos de los menores, por lo que respecto de ambas categorías de sujetos se debe establecer una especial protección, en relación con el citado principio de interés superior del niño. En consecuencia, sugirió una fórmula amplia que recoja a los distintos tipos de destinatarios vinculados con niños, niñas y adolescentes.


El Asesor del Consejo Nacional de la Infancia, señor Juan Carlos Valdivia, indicó que el principio antes citado es central en el tránsito desde el sistema tutelar de los menores hacia el sistema de derechos de la niñez, propiamente tal.


Posteriormente, señaló que de acuerdo al Comité de los Derechos del Niño de Naciones Unidas, dicha máxima es, al mismo tiempo, un derecho, un principio interpretativo y un principio procedimental.


Así, agregó, visto desde la primera perspectiva, el interés superior del niño dice relación con la facultad de todo menor para que, en la mayor medida posible, se realice el conjunto de sus derechos en forma simultánea.


A su vez, desde la óptica de máxima interpretativa o procedimental, dicho principio se relaciona con la idea de que tanto los preceptos sustantivos como los adjetivos sean asumidos de la forma en que puedan proteger, de mayor y mejor forma, los distintos intereses que asisten a los menores.


En virtud de lo señalado, añadió, es que se consideró necesario incorporar tal principio como eje rector de las acciones que debe ejecutar la Defensoría, sin perjuicio de que, además, tal máxima es consagrada en el proyecto de ley que crea el sistema de garantías de la niñez, en actual tramitación en la Comisión de Familia de la Cámara de Diputados.


La Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional de la Infancia, señora María Estela Ortiz, por otra parte, sugirió ampliar la cobertura de las acciones de la Defensoría, respecto de todo niño sujeto a la jurisdicción del Estado de Chile (en el proyecto se hace mención a los niños que se encuentren en el territorio de la República). Lo anterior, añadió, en conformidad a lo señalado por la Corte Suprema en su oficio respecto del proyecto de ley en estudio, como asimismo un informe emitido sobre el particular por parte del Ministerio de Relaciones Exteriores.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, se mostró partidario de conservar las referencias al principio de interés superior del niño, en tanto dicha máxima ser el eje rector de las acciones de la Defensoría.


En seguida, indicó que, en su opinión, dichas acciones deben asumir una amplia gama de destinatarios, por lo que cree razonable asumir los criterios consagrados en la indicación Nº 7, de su autoría, la que considera dentro de tal categoría a: i) personas naturales o jurídicas; ii) sean de derecho público o privado; iii) nacionales o extranjeras; iv) que pudieren afectar los derechos de los niños, niñas y adolescentes y v) organizaciones y grupos pertinentes (por ejemplo, familias de acogida, que no cuentan con una estructura jurídica definida).


El Honorable Senador señor Letelier, reiteró la idea de que el establecimiento de un listado de las entidades sujetas a las acciones de la Defensoría limita la aplicación del principio de interés superior del niño incorporado en la iniciativa, en tanto circunscribirlo sólo a tales instituciones, quedando fuera de dicho ámbito organizaciones que no sean contempladas, lo que perfectamente puede suceder si se atiende a una realidad dinámica como lo es la protección de la niñez.


De ese modo, dicha metodología vulnera, en su opinión, la universalidad con la que debe ser aplicada dicha máxima.


El Subsecretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente, concordó con la propuesta efectuada por el Honorable Senador señor Letelier, sugiriendo, tal como hizo este último, conservar el texto del artículo 2º aprobado en general sólo hasta la frase “velando por su interés superior”.


Lo anterior, agregó, en tanto de esa forma se deja un espectro amplio de destinatarios sujetos a las acciones contempladas en el objeto de la Defensoría.


Por último, indicó que los destinatarios en concreto que se contemplen pueden ser analizados en la discusión puntual de cada una de las atribuciones de la Defensoría.


La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, por otra parte, en lo que respecta a la descripción efectuada por el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, de la indicación Nº 7, de autoría de este último, consultó si la referencia a las personas naturales posibilitaría, por ejemplo, que las acciones de la Defensoría puedan ser desplegadas respecto de familias en particular y, eventualmente, abordar los hogares privados de las mismas.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, respondiendo a la pregunta formulada por la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, señaló que dicha alusión responde al hecho de que en muchas ocasiones los Juzgados de Familia, en procedimientos de protección, envían a los menores a casas de acogida u hogares particulares, en los cuales, eventualmente, también pueden ocurrir vulneraciones de los derechos de los niños y niñas, por lo que no cree razonable restringir las competencias de la Defensoría en estos casos.


Asimismo, indicó que ello no quiere decir que en el ejercicio de sus funciones dicho organismo lesione la privacidad del hogar de tales personas, en tanto ello ser garantizado por los respectivos derechos constitucionales, sino que sólo se le permita a la Defensoría visibilizar tales situaciones.


La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, señaló que tal amplitud permite, en su opinión, marcar un precedente no deseado en este ámbito en aspectos complejos en la relación entre los niños y niñas y sus padres.


Ejemplo de ello, agregó, son los casos referentes a la identidad de género del menor, en donde pueden existir discrepancias entre el niño o niña y sus padres, estimando estos últimos que no es necesario comenzar un tratamiento al respecto sino hasta cuando el menor alcance su adolescencia. Frente a dicha hipótesis, agregó, ello podría ser denunciado ante la Defensoría para que la misma despliegue sus acciones,  estimando dicho organismo que existe una vulneración de derechos, lo que no le parece razonable.


El Subsecretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente, indicó que en el artículo 4º del proyecto de ley en estudio, específicamente en la letra g) de dicho precepto, se establece el deber de la Defensoría de denunciar las vulneraciones a los derechos de los menores de que tome conocimiento, ante las autoridades administrativas o judiciales pertinentes. Por consiguiente, resaltó que la labor de dicho organismo es de intermediación, existiendo los resguardos respectivos frente a las situaciones descritas por la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, sugirió, de acuerdo a lo propuesto por el Honorable Senador señor Letelier, rechazar las presentes indicaciones y, además, eliminar la frase “, respecto de los órganos del Estado y de aquéllas personas jurídicas de derecho privado que tengan por objeto principal la promoción o protección de tales derechos”.


En votación las indicaciones Nos 5 y 6, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), Honorable Senadora señora Van Rysselberghe y Honorables Senadores señores Letelier, Ossandón y Quintana, las rechazó.


No obstante lo anterior, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, y por la misma votación, eliminó del texto del artículo 2º aprobado en general la frase “, respecto de los órganos del Estado y de aquellas personas jurídicas de derecho privado que tengan por objeto principal la promoción o protección de derechos de los niños y niñas”.

Indicación Nº 7


7.- Del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, para sustituir el texto que señala: “respecto de los órganos del Estado y de aquellas personas jurídicas de derecho privado que tengan por objeto principal la promoción o protección de derechos de los niños y niñas”, por el siguiente: “respecto de toda persona natural o jurídica, de derecho público o privado, nacional o extranjera, que pudiere afectar los derechos de los niños, niñas y adolescentes, así como de organizaciones y grupos pertinentes”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud del acuerdo antes descrito, y en su calidad de autor de la presente indicación, la retiró.
- - - - - - -

Inciso segundo, nuevo
Indicaciones Nos 8 y 9

8.- Del Honorable Senador señor Navarro y 9.- del Honorable Senador señor Quintana, para consultar un inciso nuevo, del siguiente tenor:


“La Defensoría de la Niñez velará especialmente por proteger, promover y difundir los derechos de los niños y niñas migrantes y de los que pertenecen a los Pueblos Indígenas en el territorio de Chile, para estos efectos deberá elaborar y sugerir medidas especiales para el pleno disfrute de sus derechos.”.


Estas propuestas incorporan un nuevo inciso final al artículo 2° del proyecto en estudio, estableciendo una nueva atribución a la Defensoría, consistente en velar especialmente por la protección, promoción y difusión de los derechos de los niños y niñas migrantes, de aquellos pertenecientes a los pueblos indígenas en el territorio de nuestro país, debiendo dicho organismo elaborar y sugerir medidas especiales para el pleno disfrute de tales derechos.


De ese modo, en tanto las indicaciones en examen otorgan nuevas competencias a la Defensoría, se infringe lo dispuesto en el citado número 2° del inciso cuarto del artículo 65 del texto constitucional, considerándose a las indicaciones como inadmisibles.


Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró a las indicaciones Nos 8 y 9 como inadmisibles.
- - - - - - - -

ARTÍCULO 3º

Inciso segundo


El inciso segundo del artículo 3º aprobado en general por el Honorable Senado, dispone que la Defensoría debe ejercer sus funciones y atribuciones de manera coordinada con otros órganos del Estado vinculados a la promoción y protección de los derechos humanos, tales como el Instituto Nacional de Derechos Humanos (INDH) y demás entidades que se establezcan en el futuro.

A este inciso se presentaron tres indicaciones signadas con los Nos 10, 11 y 12.

Indicación Nº 10.


10.- De la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, para suprimirlo.


En discusión esta indicación, el Honorable Senador señor Letelier, expresó que si bien entiende que el inciso segundo en análisis tiene por finalidad fomentar la actuación coordinada de la Defensoría con los demás organismos sectoriales que abordan materias relacionadas con la niñez, estima que la expresión “deberá ejercer sus funciones de manera coordinada…” está redactada de un modo que atenta con la autonomía consagrada a la Defensoría en el inciso primero del artículo 3º de la iniciativa en debate, por lo que sugirió revisar el punto.


La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, expresó que respecto de todos los órganos del Estado pesa el deber de coordinación en su actuación, por lo que de por sí una referencia en tal sentido de parte del referido inciso segundo sería innecesaria.


Sin perjuicio de lo anterior, y en virtud del modo en que está redactado tal inciso, consideró que ello podría atentar contra la autonomía con la que debe desplegar sus acciones la Defensoría.


El Subsecretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente, manifestó que el Ejecutivo respalda la indicación en comento.


A su vez, indicó que la intención original de la incorporación del aludido inciso segundo fue establecer que, dentro de la autonomía que le asiste a cada uno de los órganos encargados de la protección de los derechos humanos, existieran labores de coordinación.


La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, manifestó que en el ámbito de los órganos sectoriales de derechos humanos no siempre existe una posición uniforme sobre los diversos puntos que abordan (por ejemplo, en la situación del Servicio Nacional de Menores), por lo que establecer un deber de coordinación en su actuar implicaría que los organismos respectivos adoptasen siempre una posición uniforme en las materias que tratan, lo que conllevaría, eventualmente, a una afectación de su respectiva autonomía.


En votación la indicación N° 10, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, y Honorables Senadores señores Ossandón y Quintana, la aprobó sin enmiendas.
Indicaciones Nos 11 y 12

11.- Del Honorable Senador señor Navarro y 12.- del Honorable Senador señor Quintana, para agregar después de la expresión “humanos,”, lo siguiente: “a nivel local, regional o nacional,”.


En discusión estas indicaciones, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud de la aprobación de la indicación Nº 10, sugirió rechazarlas.


En votación las indicaciones Nos 11 y 12, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, y Honorables Senadores señores Ossandón y Quintana, las rechazó.
ARTÍCULO 4º


El artículo 4º aprobado en general por el Honorable Senado, establece un listado de las competencias con las que contará la Defensoría de los Derechos de la Niñez.


A este artículo se presentaron cuarenta y un indicaciones signadas con los Nos 12 bis, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 19 bis, 20, 21, 22, 23, 24, 25, 25 bis, 26, 27, 27 bis, 28, 29, 29 bis, 30, 31, 32, 33, 34, 35, 36, 37, 38, 39 bis, 39, 40, 41, 42, 43, 44, 45, 46 y 46 bis.

Letra a)


La letra a) del precepto en análisis dispone como atribución de la Defensoría el difundir, promover y defender los derechos de los niños y niñas de acuerdo a lo que establece la presente ley.

Indicación Nº 12 bis


12 bis.- De S.E la Presidenta de la República, para sustituir la palabra “defender” por “proteger”.


En discusión esta indicación, la Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, expresó que la misma se basa en una recomendación sobre la materia efectuada en el Oficio de la Corte Suprema.


En votación la indicación N° 12 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), Honorable Senadora señora Van Rysselberghe y Honorable Senador señor Ossandón, la aprobó sin enmiendas.

- - - - - - -

Indicación Nº 13


13.- De la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, para consultar después de la letra a) una nueva letra, del siguiente tenor:


“…) Interponer acciones y deducir querellas, según corresponda, para la protección de los derechos de las niñas, niños y adolescentes en cualquier juicio, instancia o tribunal.”.


A través de esta indicación, se propone incorporar una nueva atribución a la Defensoría, a saber, la interposición de acciones y querellas para la protección de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, en cualquier juicio, instancia o tribunal.


Así, en tanto incorporarse una nueva función al organismo en examen, se considera que la misma es inadmisible, por vulnerar el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 del texto constitucional, en lo concerniente a la iniciativa exclusiva presidencial.


Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró a la indicación No 13 como inadmisible.

- - - - - - -

Letra b)

Párrafo tercero


El párrafo tercero de la letra b) de la disposición en análisis, establece, en primer lugar, la prohibición de la Defensoría de pronunciarse sobre un asunto que se encuentre en tramitación ante los Tribunales de Justicia o ante los órganos del Estado, y en segundo orden, la atribución de dicha entidad para efectuar propuestas sobre aspectos generales y realizar informes o emitir opiniones en relación con la materia de que se trate.
Indicación Nº 14


14.- Del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, para suprimirlo.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en su calidad de autor de la misma, la retiró, bajo el fundamento de estimar que esta propuesta puede generar dificultades constitucionales en lo que respecta a las atribuciones exclusivas de los Tribunales de Justicia, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 76 de la Constitución Política de la República.


Sin perjuicio de lo anterior, el Honorable Senador señor Letelier, expresó que, en su opinión, los pronunciamientos que eventualmente realice la Defensoría de la Niñez sobre asuntos en tramitación en sede judicial o administrativa, no vulneran la separación e independencia de tales poderes públicos. Sin perjuicio de eso, agregó, lo importante es determinar el alcance o las repercusiones que dichos pronunciamientos tendrán.


Asimismo, indicó que no es un buen precedente el que tales inhibiciones sobre las potestades legislativas del Congreso Nacional se efectúen en las discusiones parlamentarias, en tanto ello luego puede ser utilizado por los jueces para efectuar interpretaciones amplias sobre diversos puntos.


En esa línea, señaló que tal como los órganos jurisdiccionales “hablan” a través de sus sentencias judiciales, el Congreso Nacional “se expresa” mediante los proyectos que aprueba y no a través de sus debates parlamentarios, en tanto estos últimos constituir sólo un antecedente que da cuenta del proceso de tramitación de la ley.


Por último, consultó al Ejecutivo cuál es el fundamento de la incorporación del aludido párrafo tercero.


La Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional de la Infancia, señora María Estela Ortiz, indicó que dicho párrafo no inhibe las atribuciones de la Defensoría de pronunciarse, de manera general, sobre asuntos de relevancia en materias relacionadas con vulneraciones o eventuales afectaciones a niños, niñas y adolescentes.


Asimismo, expresó que con tal precepto tampoco se impide la atribución del Defensor de actuar como amicus curiae, en conformidad a lo dispuesto en la letra h) del artículo 4° de la iniciativa en examen.


Es así, agregó, que la idea del mencionado párrafo es evitar que existan pronunciamientos sobre casos concretos y específicos que se encuentren en sede judicial o administrativa.

Letra c)


En la letra c) del artículo 4° del proyecto de ley en referencia, se establece la atribución de la Defensoría de intermediar o servir de facilitadora entre los niños y niñas y los órganos de la Administración del Estado o aquellas personas jurídicas de derecho privado que tengan por objeto principal la promoción o protección de derechos de los niños y niñas, cuando dicho organismo haya tomado conocimiento, de oficio o a petición de parte, de actos u omisiones que pudieren vulnerar los derechos de los niños y niñas.

Indicación Nº 15


15.- De la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, para eliminarla.


En discusión esta indicación, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, señaló que la presentación de la misma obedece a la idea de fondo de entender que sin las atribuciones de representación judicial la Defensoría de los Derechos de la Niñez tiene un limitado impacto en el desarrollo de sus funciones.


En efecto, agregó, no basta que dicho organismo se limite sólo a intermediar entre la institucionalidad y los menores, sino que se requiere que tal entidad asuma un rol verdaderamente activo en la protección de estos últimos.


De ese modo, señaló que la configuración actual que adopta la Defensoría se asimila más que nada a la de una oficina especializada en materias de niñez del Instituto Nacional de Derechos Humanos, y no, como se pretende, a una institución capaz de velar y proteger de por sí a los menores.


La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, señaló que en opinión del Ejecutivo la atribución consagrada en la mencionada letra c) es relevante para el desarrollo de los objetivos encomendados a la Defensoría.


De ese modo, indicó que tanto las funciones de intermediación o facilitación contempladas en la aludida letra c) permiten que la Defensoría despliegue sus roles de persuasión frente a posibles vulneraciones a los derechos de los menores, antes que dichos conflictos asuman una entidad tal que requieran de intervención judicial o administrativa.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señaló que si bien él hubiese sido partidario de configurar un organismo que cuente con atribuciones para representar judicialmente a los menores vulnerados, entiende que ello responde a una decisión del Ejecutivo en vista a los recursos disponibles y a una visión de progresivo robustecimiento en el tiempo de tal institución.


Por tal razón, agregó, se hace más importante todavía conservar las funciones de intermediación otorgadas a la Defensoría, en tanto su eliminación, junto con la carencia de competencias de representación judicial, conllevaría a que tal organismo cuente con una institucionalidad poco vigorosa para llevar a cabo sus labores.


La Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional de la Infancia, señora María Estela Ortiz, indicó que durante las sesiones de la Comisión de Familia de la Cámara de Diputados, en donde se trató el proyecto de ley que crea el sistema de garantías a la niñez, se acordó, de forma unánime, reconocer el derecho de todo niño a contar con la debida representación judicial.


En ese orden de cosas, expresó que la entidad que representa, junto con el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, han comenzado a estudiar el particular y desarrollar acciones a fin de alcanzar dicho propósito de manera progresiva.

En la primera votación de la indicación N° 15, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe y el Honorable Senador señor Ossandón votaron a favor de la misma, mientras que los Honorables Senadores señores Walker, don Patricio (Presidente) y Quintana votaron por su rechazo. En consecuencia, al haberse producido un empate, y de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se procedió a repetir la votación. En esta segunda votación, la Comisión, por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señores Walker, don Patricio (Presidente), Ossandón y Quintana, y el voto a favor de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, la rechazó.

Indicaciones Nos 16 y 17

16.- Del Honorable Senador señor Navarro y 17.- del Honorable Senador señor Quintana, para anteponer a la voz “Intermediar” la expresión “Actuar como representante,”.


Estas propuestas incorporan una nueva acción a la Defensoría, y por consiguiente una nueva atribución a la misma, consistente en la actuación de aquélla como representante entre los niños y niñas y las instituciones nombradas en el examen de la indicación anterior.


De ese modo, las indicaciones en análisis vulneran lo preceptuado en el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución, en lo relativo a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República.


Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró a las indicaciones Nos 16 y 17 como inadmisibles.

Indicaciones Nos 18, 19 y 19 bis

18.- Del Honorable Senador señor Navarro, 19.- del Honorable Senador señor Quintana y 19 bis.- de S.E. la Presidenta de la República, para suprimir la palabra “principal”. 


En discusión estas indicaciones, el Honorable Senador señor Letelier expresó que si bien las mismas se refieren a los destinatarios de las acciones de intermediación de la Defensoría, el acento del debate debe estar puesto en la consideración de que, a menos entidades relacionadas con la infancia queden fueran del ámbito de competencias de dicho organismo, más niños, niñas y adolescentes podrán ser protegidos por este último.


En votación las indicaciones Nos 18, 19 y 19 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, y Honorables Senadores señores Ossandón y Quintana, las aprobó sin modificaciones.

Letra d)


Esta letra fija la atribución de la Defensoría de observar y hacer seguimiento a la actuación de los órganos de la Administración del Estado o aquellas personas jurídicas de derecho privado que tengan por objeto principal la promoción o protección de derechos de los niños o niñas.
Indicaciones Nos 20 y 21

20.- Del Honorable Senador señor Navarro y 21.- del Honorable Senador señor Quintana, para sustituir la locución “Observar y hacer seguimiento a la actuación” por “Observar, hacer seguimiento y evaluar la actuación”.


Las propuestas en examen añaden como atribución de la Defensoría el evaluar la actuación de las entidades antes descritas, incorporando, en consecuencia, una nueva atribución a dicho organismo. Por consiguiente, en virtud de lo anterior, infringen lo dispuesto en el aludido número 2° del inciso cuarto del artículo 65 del texto constitucional, en lo concerniente a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República.


Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró a las indicaciones Nos 20 y 21 como inadmisibles.

Indicación Nº 22


22.- Del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, para reemplazar la expresión “o aquellas” por “, a”


En discusión esta indicación, se hace presente que la misma se encuentra estrechamente vinculada con la N° 25, de autoría, asimismo, del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, por lo que se hace remisión a los argumentos recogidos en el debate de dicha indicación para comprender el alcance de la presente propuesta.


En votación la indicación N° 22, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorable Senadores señores Walker, don Patricio (Presidente), Letelier, Ossandón y Quintana, la aprobó sin enmiendas.

Indicaciones Nos 23 y 24

23.- Del Honorable Senador señor Navarro y 24.- del Honorable Senador señor Quintana, para eliminar el vocablo “principal”.


En votación las indicaciones Nos 23 y 24, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorable Senadores señores Walker, don Patricio (Presidente), Letelier, Ossandón y Quintana, las aprobó sin enmiendas.
Indicación Nº 25


25.- Del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, para agregar después de la expresión “o niñas” la siguiente frase: “y organizaciones de hecho que puedan afectar con sus acciones los derechos de niños, niñas y adolescentes”.


En discusión esta indicación, el Honorable Senador señor Letelier, señaló que en el proyecto de ley en estudio el Ejecutivo ha acotado considerablemente el espectro de funciones a la Defensoría.


Lo anterior, agregó, en consideración al limitado número de instituciones sobre las cuales dicho organismo puede desplegar sus acciones. En efecto, señaló que la redacción actual de la letra d) del artículo 4° en examen (al igual que en las demás disposiciones que abordan el punto) dejaría fuera a un importante número de entidades que se relacionan con menores, por ejemplo, establecimientos educacionales privados, clubes deportivos, juntas de vecinos, partidos políticos, entre otros.


La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, expresó que las instituciones antes descritas pueden ser abordadas por otras atribuciones con las que cuenta la Defensoría, por ejemplo, con las contempladas en las letras f), g) y h) del artículo 4° de la iniciativa en análisis1.


A su vez, indicó que en atención a que no existe un catastro completo con las entidades que, eventualmente, pueden vulnerar los derechos de los menores, se optó por un campo determinado de destinatarios de las acciones de la Defensoría, en tanto existir una responsabilidad activa de parte de esta última en sus funciones de observación y seguimiento respecto de aquéllos.


Sin perjuicio de lo anteriormente descrito, sugirió incorporar luego de la expresión “o niñas”, la frase “y a organizaciones que puedan afectar con sus acciones tales derechos, de acuerdo a un plan que se elabore para estos efectos”.


Agregó que la propuesta antes descrita tiene por finalidad idear un plan anual de acción por parte de la Defensoría, a fin de ir observando y haciendo seguimiento de las distintas entidades que pueden, eventualmente, vulnerar los derechos de los menores. Evitando de esa forma un accionar no programado por parte de dicho organismo en este ámbito.


El Honorable Senador señor Letelier, expresó que independientemente de las responsabilidades activas que deba asumir el Defensor, ello no puede ser un argumento para no dejar cubiertas situaciones en las cuales puedan existir vulneraciones de derechos.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud de los argumentos antes descritos sugirió aprobar la presente indicación, en los términos propuestos por el Ejecutivo.


En votación la indicación N° 25, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Walker, don Patricio (Presidente), Letelier, Ossandón y Quintana, la aprobó con modificaciones, reemplazándola por la frase “y a organizaciones que puedan afectar con sus acciones tales derechos, de acuerdo a un plan que se elabore para estos efectos”.
Letra e)

Indicación Nº 25 bis


25 bis.- De S.E. la Presidenta de la República, para suprimir la frase “de derecho privado”.


En votación la indicación N° 25 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), Honorables Senadoras señoras Muñoz y Van Rysselberghe, y Honorables Senadores señores Letelier y Ossandón, la aprobó sin modificaciones.

Indicaciones Nos 26, 27 y 27 bis

26.- Del Honorable Senador señor Navarro, 27.- del Honorable Senador señor Quintana y 27 bis.- de S.E. la Presidenta de la República, para suprimir la palabra “principal”.


En votación las indicaciones Nos 26, 27 y 27 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Walker, don Patricio (Presidente), Letelier, Ossandón y Quintana, las aprobó sin enmiendas.

Indicación Nº 28


28.- Del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, para agregar la siguiente oración final: “Para tales efectos, el requerimiento deberá establecer un plazo razonable para la entrega de los antecedentes y/o elaboración  de los informes solicitados.”.


En discusión esta indicación, el Honorable Senador señor Letelier señaló que, en su opinión, no existen razones suficientes para circunscribir a los destinatarios de las atribuciones de la Defensoría, contemplados en la presente letra e), sólo a las personas jurídicas de derecho privado, dejando excluidas a las personas jurídicas de derecho público no estatales, como son, por ejemplo, las entidades religiosas y los partidos políticos.


Dichas instituciones, agregó, si bien ejercen una valiosa labor formadora en los menores, también pueden generar espacios o contextos en donde se afecten los derechos de estos últimos, por lo que, en su opinión, aquéllas debiesen ser igualmente consideradas.


En consecuencia, sugirió que, además de aprobar la presente indicación, se elimine la frase “de derecho privado” a que se hace alusión en la letra e) en comento.


Lo anterior, finalizó, en tanto las atribuciones contenidas en el precepto en examen sólo contemplan el requerir antecedentes o informes de los organismos respectivos.


La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, por otra parte, en lo que respecta a la redacción de la presente indicación, sugirió que la misma se centre en establecer un plazo razonable para la entrega de la información solicitada. Lo anterior, en tanto ser un concepto amplio y comprensivo de la diversa documentación que se requiera.


En votación la indicación N° 28, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Walker, don Patricio (Presidente), Letelier, Ossandón y Quintana, la aprobó con enmiendas, sustituyendo la frase “de los antecedentes y/o elaboración de los informes solicitados” por la locución “de la información solicitada”.

Letra f)


Esta letra, establece la competencia de la Defensoría para emitir informes y recomendaciones que tengan por objeto la promoción o protección de derechos de los niños y niñas.

Indicación Nº 29


29.- De la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, para eliminarla.


En votación la indicación N° 29, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Walker, don Patricio (Presidente), Letelier, Ossandón y Quintana, la rechazó.

Letra h)


La letra h) del artículo 4° de la iniciativa examen, dispone como atribución de la Defensoría el poder actuar como amicus curiae ante tribunales, pudiendo efectuar presentaciones por escrito que contengan su opinión, con comentarios, observaciones o sugerencias en los casos y las materias relativas a su competencia. No obstante lo anterior, se establece que la presentación de tales opiniones no conferirá a la Defensoría la calidad de parte ni suspenderá o alterará la tramitación del procedimiento.
Indicación Nº 29 bis


29 bis.- De S.E. la Presidenta de la República, para intercalar, después de la frase “tramitación del procedimiento” y antes del punto aparte, la frase “, pero el tribunal deberá considerarla en la sentencia”.


En discusión esta indicación, la Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, expresó que la misma recoge las observaciones que sobre el punto efectuó la Corte Suprema en su informe, pretendiendo uniformar el proceder de esta figura (amicus curiae) en los mismos términos contemplados en la judicatura ambiental.


La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, expresó que no debiese ser obligación del juez pronunciarse sobre la opinión del Defensor en este ámbito, debiendo seguirse el mismo criterio que para el Instituto Nacional de Derechos Humanos en los casos judiciales en que este último interviene, en los cuales el órgano jurisdiccional no tiene el deber de asumir en su sentencia el parecer de dicha entidad, en tanto entenderse que ello puede vulnerar sus funciones.


El Honorable Senador señor Ossandón, consultó al Ejecutivo si la opinión del Defensor en estos casos sería vinculante.


La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, respondió negativamente a la pregunta formulada por quien le antecedió en el uso de la palabra.


En votación la indicación N° 29 bis, la Comisión, por cuatro votos a favor, del Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), de la Honorable Senadora señora Muñoz, y de los Honorables Senadores señores Letelier y Ossandón, y la abstención de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, la aprobó sin enmiendas.

Letra i)


La letra i) del artículo 4° del proyecto de ley en estudio, establece la atribución de la Defensoría para promover el cumplimiento de la Convención sobre los Derechos del Niño y los demás tratados internacionales relativos a los derechos de los niños y niñas ratificados en Chile y que se encuentren vigentes en la legislación, reglamentos y prácticas nacionales.

Indicaciones Nos 30 y 31

30.- Del Honorable Senador señor Navarro y 31.- del Honorable Senador señor Quintana, para reemplazarla por la que sigue:


“i) Promover el cumplimiento de la Convención sobre los Derechos del Niño y los demás tratados internacionales relativos a los derechos de los niños y niñas ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, velando por su adecuada incorporación, respeto y promoción en la legislación, reglamentos y prácticas nacionales.”.


Tales propuestas sugieren incorporar, como atribución adicional de la Defensoría a este respecto, el velar por la adecuada incorporación, respeto y promoción de los mencionados instrumentos internacionales relativos a los derechos de los menores.


Por consiguiente, al agregar una nueva función al organismo en comento, se considera que las indicaciones en examen vulneran el numeral 2° del inciso cuarto del artículo 65 del texto constitucional, en lo concerniente a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República.


Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró a las indicaciones Nos 30 y 31 como inadmisibles.

Letra j)

Indicaciones Nos 32 y 33

La presente letra dispone la atribución de la Defensoría para promover la adhesión o ratificación de tratados e instrumentos internacionales de derechos humanos de niños y niñas.


32.- Del Honorable Senador señor Navarro y 33.- del Honorable Senador señor Quintana, para sustituirla por la siguiente:


“j) Promover la adhesión o ratificación de tratados e instrumentos internacionales de derechos humanos de niños y niñas, velando por su adecuada incorporación, respeto y promoción.”.


Estas indicaciones, al igual que las anteriores, sugieren incorporar, como nuevas atribuciones de la Defensoría en este contexto, el velar por la adecuada incorporación, respeto y promoción de los mencionados tratados e instrumentos internacionales relativos a los derechos humanos de niños y niñas.


En consecuencia, al agregar una nueva función al órgano en examen, se considera que las indicaciones en examen vulneran el mencionado numeral 2° del inciso cuarto del artículo 65 del texto constitucional, en lo relativo a la iniciativa exclusiva presidencial.


Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró a las indicaciones Nos 32 y 33 como inadmisibles.

Letra k)


Esta letra establece la competencia de la Defensoría para visitar los centros de privación de libertad, centros residenciales de protección y cualquier lugar en que un niño permanezca privado de libertad, reciban o no recursos por parte del Estado, sin perjuicio de las facultades de los demás organismos públicos competentes en la materia, con los cuales dicho organismo deberá actuar coordinadamente.

Indicación Nº 34


34.- De la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, para reemplazarla por la siguiente:


“k) Visitar los centros de privación de libertad y centros residenciales de protección sean de administración directa del Estado o de organismos colaboradores privados, sin perjuicio de las facultades de los demás organismos públicos competentes en la materia.”.


En discusión esta indicación, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, expresó que la misma tiene por objeto precisar la atribución contenida en la letra k) en examen.


En efecto, agregó, en esta propuesta se especifica que las atribuciones de visitas de la Defensoría se extiendan tanto a los centros residenciales de protección administrados directamente por el Estado (sólo 11) como a los gestionados por organismos colaboradores privados (248), en tanto en ambas categorías se pueden suscitar contextos de vulneración de los derechos de los menores.


Asimismo, indicó que en la presente indicación se elimina la expresión “y cualquier lugar en que un niño permanezca privado de libertad”, en tanto ello no ser adecuado dentro del contexto de la letra k) en análisis, toda vez que los centros residenciales de protección no son establecimientos en donde los menores se encuentren privados de libertad, por el contrario, son instituciones a las cuales son enviados por encontrarse en contextos de vulneración de sus derechos, a fin de que los mismos sean resguardados.


En la misma línea, indicó que la redacción amplia de la citada frase pudiese extender las atribuciones de la Defensoría incluso en aquellas hipótesis en las cuales existe una conducta delictual de por medio (por ejemplo, el secuestro de un menor), de ahí que no se considere apropiada su conservación en el texto del articulado.


El Honorable Senador señor Letelier, expresó que, en su opinión, el texto aprobado en general de la letra k), sólo hace referencia a los tres lugares que puede visitar la Defensoría, a saber: centros de privación de libertad, centros residenciales de protección y en donde sea que haya un niño que permanezca privado de su libertad.


De ese modo, sostuvo que la indicación en análisis restringe las funciones de la Defensoría en este ámbito, dejando lugares fuera de la órbita de atribuciones de este organismo.


El Honorable Senador señor Ossandón, indicó que, sin perjuicio de lo anterior, la propuesta en examen elimina el deber de coordinación con los demás organismos públicos competentes en la materia que la Defensoría debe observar en el ejercicio de la atribución en comento.


Dicha supresión, añadió, parece coherente con la eliminación efectuada en el debate de la indicación N° 10, en donde se excluyó del texto el deber de coordinación general que se fijaba a la Defensoría con el Instituto Nacional de Derechos Humanos, en tanto se estimó que ello podría afectar la autonomía con la que se dota a la primera.


El Honorable Senador señor Letelier, indicó que el deber de coordinación presente en la letra k), sólo dice relación con que, al existir otros organismos estatales con competencias en este ámbito (por ejemplo, Gendarmería), la Defensoría deberá ejercer la atribución en comento coordinadamente con estos últimos, lo que no implica bajo ningún respecto una subordinación de aquélla frente a tales entidades.


La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, señaló que el aludido deber se orienta en la dirección fijada en el protocolo facultativo de la Convención contra la tortura (ratificado por Chile), cuyo mecanismo preventivo de dicho delito, en concreto, será prontamente presentado por el Ejecutivo ante el Congreso Nacional. Sin perjuicio de lo anterior, expresó que el objeto principal de dicho mecanismo es, precisamente, las visitas a centros de privación de libertad.


De igual modo, señaló que la coordinación no sólo debe efectuarse con los organismos a cargo de la administración de tales establecimientos, sino que con las demás entidades con competencias en dicho ámbito, como por ejemplo, el Instituto Nacional de Derechos Humanos o el Servicio Nacional de Menores.


La Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional de la Infancia, señora María Estela Ortiz, indicó que la coordinación no debe ser interpretada como una autorización que pida el Defensor, en tanto ello ser un obstáculo considerable en casos en que ocurran vulneraciones graves de los derechos de los menores, por ejemplo, en situaciones en que se presenten tratos degradantes en contra de estos últimos.


El Honorable Senador señor Ossandón, expresó que la forma en que está redactada la última frase de la letra k) en análisis (“con los que deberá actuar coordinadamente”) le resta margen de actuación a la Defensoría, por lo que es partidario de su eliminación.


La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, señaló que, independientemente de la redacción de la presente letra k), el Ejecutivo es de la idea de, al final del estudio de las indicaciones presentadas al artículo 4° del proyecto, agregar un inciso en que se establezca el deber general de coordinación de la Defensoría con los demás organismos nacionales de derechos humanos, en tanto ser ello un estándar internacional ampliamente reconocido en la materia.


En virtud de las propuestas antes descritas, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, sugirió votar la indicación en examen, para luego decidir sobre la eliminación de la frase que establece el deber de coordinación de la Defensoría, ya aludido.


En votación la indicación N° 34, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Walker, don Patricio (Presidente), Letelier, Ossandón y Quintana, la rechazó.


Sin perjuicio de lo anterior, y en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Walker, don Patricio (Presidente), Letelier, Ossandón y Quintana, acordó, en primer lugar, suprimir la frase “, con los que deberá actuar coordinadamente”, del texto de la letra k) del artículo 4° del proyecto de ley en estudio y, en segundo orden, agregar luego de la expresión “niño” la locución “o niña”.
Indicaciones Nos 35 y 36

35.- Del Honorable Senador señor Navarro y 36.- del Honorable Senador señor Quintana, para reemplazar la palabra “Visitar” por “Inspeccionar”.


Estas propuestas reemplazan la función de visita de la Defensoría, por la de inspección, por lo que de acuerdo a lo dispuesto en el numeral 2° del inciso cuarto del artículo 65 del texto constitucional, se afecta el campo de la iniciativa exclusiva presidencial en este ámbito.


Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró a las indicaciones Nos 35 y 36 como inadmisibles.


Sin perjuicio de lo anterior, el Honorable Senador señor Navarro, indicó que si efectivamente se pretende dotar a la Defensoría de atribuciones robustas el verbo rector que debe emplearse es inspeccionar, en tanto la idea de que dicho organismo sólo visite a las entidades antes mencionadas no da cuenta del vigor con que dicha función debe ser ejercida para verificar las eventuales vulneraciones que se cometan en contra de los derechos de los menores.


Asimismo, señaló que la inadmisibilidad de la presente indicación da cuenta, en su opinión, del excesivo margen de atribuciones otorgadas al Presidente de la República en este ámbito.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, indicó que, más allá de la declaración de inadmisibilidad antes efectuada, es razonable que el Ejecutivo considere posteriormente la posibilidad de modificar el verbo rector de la atribución en comento. Lo anterior, en tanto la acción de inspeccionar parece ser más adecuada en este ámbito.


La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, expresó que, sin perjuicio de la reconsideración que se haga al respecto, el verbo visitar es la expresión que se utiliza por parte del protocolo facultativo de la Convención contra la tortura.


El Honorable Senador señor Letelier, expresó que con la utilización del verbo “inspeccionar” se podrían efectuar acciones tales como la revisión de documentos por parte de la Defensoría, por lo que solicitó al Ejecutivo estudiar el punto.

Letra l)


La letra l) del artículo 4º del proyecto de ley en estudio, dispone la atribución de la Defensoría para recoger, facilitar y difundir la opinión de los niños y niñas, promoviendo su respeto y consideración.

Indicación Nº 37


37.- De la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, para sustituirla por la que sigue:


“l) Recoger, facilitar y difundir la opinión de los niños y niñas, promoviendo su respeto y consideración, resguardando el derecho-deber preferente de los padres a educar a sus hijos.”.


La propuesta en análisis dispone y añade que dicha función debe ser ejercida con resguardo del derecho-deber preferente de los padres a educar a sus hijos, con lo que incide directamente en el contenido de la mencionada atribución


De ese modo, en conformidad a lo dispuesto en el numeral 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República, se vulnera el ámbito de la iniciativa exclusiva presidencial en este punto.


Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró a la indicación No 37 como inadmisible.


Sin perjuicio de lo anterior, el Honorable Senador señor Ossandón, expresó que el resguardo que debe tener en consideración la Defensoría, respecto de los derechos de los padres a educar a sus hijos, debe ser contemplado en la configuración de las atribuciones de dicho organismo.


El Honorable Senador señor Letelier, expresó que la atribución en examen dice relación con un destinatario claro, los niños y niñas, por lo que no corresponde situar en ese ámbito el derecho preferente de los padres a educar a sus hijos.

Letra m)


Esta letra establece la función de la Defensoría de colaborar con el Instituto Nacional de Derechos Humanos, en el ámbito de sus competencias, en la elaboración de los informes que deba presentar a los órganos y comités especializados de las Naciones Unidas y de la Organización de Estados Americanos, así como ante otras organizaciones internacionales.

Indicación Nº 38


38.- De la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, para reemplazarla por la siguiente:


“m) Colaborar, en el ámbito de sus atribuciones, con el Ministerio de Relaciones Exteriores y demás servicios públicos relacionados, en la elaboración de los informes que el Estado deba presentar a los órganos y comités especializados de las Naciones Unidas y de la Organización de Estados Americanos, así como de las demás instituciones regionales. El informe final no obligará ni comprometerá al Defensor.”.


La presente indicación sustituye la función de colaboración antes descrita desde el Instituto Nacional de Derechos Humanos al Ministerio de Relaciones Exteriores. Añadiendo que el informe final que emita este último organismo no obligará ni comprometerá al Defensor.


En consecuencia, conforme a lo establecido en el numeral 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución, la propuesta en examen infringe el ámbito de la iniciativa exclusiva presidencial a este respecto.


Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró a la indicación No 38 como inadmisible.

- - - - - - - - -

Letra ñ), nueva

Indicación Nº 38 bis


38 bis.- De S.E. la Presidenta de la República, para intercalar, a continuación de la letra n), una nueva letra ñ) del siguiente tenor, adecuándose la ordenación correlativa de las demás letras:


“ñ) Elaborar y presentar un informe anual de conformidad a lo establecido en el artículo 15.”.


En votación la indicación N° 38 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), Honorables Senadoras señoras Muñoz y Van Rysselberghe, y Honorables Senadores señores Letelier y Ossandón, la aprobó sin modificaciones.

- - - - - - -

Nuevas letras …)

Indicaciones Nos 39 y 40

39.- Del Honorable Senador señor Navarro y 40.- del Honorable Senador señor Quintana, para consultar una nueva letra, del siguiente tenor:


“…) Sugerir legislación.”.


Estas propuestas agregan una nueva atribución a la Defensoría, consistente en la facultad de esta última para sugerir legislación.


Por consiguiente, en conformidad a lo establecido en el numeral 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución, las indicaciones en examen infringen el ámbito de la iniciativa exclusiva presidencial a este respecto.


Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró a las indicaciones Nos 39 y 40 como inadmisibles.

- - - - - - -

Indicaciones Nos 41 y 42

41.- Del Honorable Senador señor Navarro y 42.- del Honorable Senador señor Quintana, para incorporar la siguiente letra, nueva:


“…) Realizar, encargar, promover y difundir estudios, acerca de todos los ámbitos relativos a las funciones y atribuciones de la Defensoría.”.


Estas propuestas, como se advierte, incorporan una nueva función a la Defensoría, por lo que transgreden lo establecido en el numeral 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución, en lo concerniente a la iniciativa exclusiva presidencial en este ámbito.


Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró a las indicaciones Nos 41 y 42 como inadmisibles.

- - - - - - -

Indicaciones Nos 43 y 44

43.- Del Honorable Senador señor Navarro y 44.- del Honorable Senador señor Quintana, para introducir una letra, nueva, del tenor que sigue:


“…) Administrar y delegar la explotación de una concesión de servicios de radiodifusión televisiva digital terrestre de alcance nacional y/o radiodifusión sonora, y que tengan por objeto la difusión y promoción de los derechos del niño y de las actividades propias de la Defensoría.”.


Estas indicaciones, como se aprecia, agregan una nueva atribución a la Defensoría, por lo que vulneran lo dispuesto en el numeral 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución, en lo relativo a la iniciativa exclusiva presidencial en este ámbito.


Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró a las indicaciones Nos 43 y 44 como inadmisibles.
- - - - - - -

Indicación Nº 45


45.- De la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, para incorporar la siguiente letra, nueva:


“…) Cooperar con las Naciones Unidas, las instituciones regionales y las instituciones de otros países que sean competentes, en la promoción y protección de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, informando de ello al Ministerio de Relaciones Exteriores.”.


Esta propuesta, como se advierte, establece una nueva función a la Defensoría, por lo que infringe lo preceptuado en el numeral 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución, en lo referente a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República en este contexto.


Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró a la indicación No 45 como inadmisible.
- - - - - - -

Indicación Nº 46


46.- De la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, para introducir una letra, nueva, del siguiente tenor:


“…) Elaborar un Informe Anual, que deberá presentar al Presidente de la República, al Congreso Nacional y al Presidente de la Corte Suprema sobre sus actividades, sobre la situación nacional en materia de derechos humanos de los niños, niñas y adolescentes y hacer las recomendaciones que estime convenientes para su debido resguardo y respeto, debiendo garantizar su adecuada publicidad.”.


En discusión esta indicación, el Honorable Senador señor Letelier, expresó que la misma debe ser analizada y cotejada conjuntamente con lo dispuesto en el artículo 15 de la presente iniciativa, a fin de determinar cuáles deben ser los contenidos adecuados del Informe Anual al que se hace referencia.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, consideró que la presente indicación, efectivamente, incorpora una nueva atribución a la Defensoría, por lo que se transgrede lo dispuesto en el numeral 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución, siendo, en consecuencia, inadmisible.


De ese modo, por los argumentos antes descritos y en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró a la indicación No 46 como inadmisible.

- - - - - - - - 

Inciso final, nuevo

Indicación Nº 46 bis


46 bis.- De S.E. la Presidenta de la República, para incorporar un inciso final del siguiente tenor:


“La Defensoría ejercerá sus funciones y atribuciones de manera coordinada con otras instituciones nacionales de derechos humanos.”.


En discusión esta indicación, el Honorable Senador señor Letelier, expresó que no cree del todo necesario la incorporación de la normativa que la misma propone.


Lo anterior, en tanto ello pudiese llevar a cuestionar la autonomía con la que la Defensoría se desempeñe en el ejercicio de sus atribuciones, especialmente respecto del Instituto Nacional de Derechos Humanos, y en consideración de que este último participará activamente en el nombramiento del Defensor (a través de su Consejo Directivo).


Por último, señaló que el aludido deber de coordinación ya se encuentra recogido en el artículo 5° de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, de ahí que, en su opinión, no sea necesaria la inclusión del texto propuesto por la indicación en debate.


La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, expresó que la inclusión del deber de coordinación en el artículo 4° del proyecto de ley en estudio, dice relación con el hecho de que respecto de algunas de las atribuciones de la Defensoría, y a fin de evitar duplicidades en este ámbito, se hace necesario el diálogo con el Instituto Nacional de Derechos Humanos.


En esa línea, señaló que el aludido deber de coordinación sólo se aplicaría respecto de las funciones y atribuciones de la Defensoría, sin extenderse a otras áreas y sin menoscabar su autonomía.


Por último, resaltó que el mencionado deber forma parte de las recomendaciones efectuadas por la Organización de las Naciones Unidas sobre el proceder de los distintos organismos que forman parte de la institucionalidad de derechos humanos de un país.


El Honorable Senador señor Ossandón, manifestó que la exclusión del deber de coordinación fue una recomendación realizada por la Corte Suprema en su oficio, en tanto posiblemente ser contradictorio con la autonomía con la que se dota a la Defensoría, por lo que se manifestó contrario a la disposición de este deber.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, manifestó que la redacción, en términos categóricos (“ejercerá sus funciones y atribuciones de manera coordinada”), del aludido deber, dificulta que la Defensoría pueda desarrollar sus competencias con la autonomía que se pretende.


La Honorable Senadora señora Muñoz, señaló que la indicación en análisis se hace cargo de un problema común en nuestra institucionalidad, especialmente en la creación de nuevos órganos, esto es, la falta de diálogo entre las distintas entidades asociadas, lo que responde, en su opinión, a una cultura de compartimientos estancos, cuestión que se debe revertir.


Por las razones antes expresadas, manifestó su respaldo a la presente proposición.


El Honorable Senador señor Letelier, expresó que el verbo rector de la indicación (“ejercerá”) está formulado en términos imperativos, lo que genera las dificultades antes descritas por los Honorables Senadores señores Ossandón y Walker, don Patricio, por lo que sugirió cambiar dicho texto por “podrá ejercer”.


En votación la indicación N° 46 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), Honorables Senadoras señoras Muñoz y Van Rysselberghe, y Honorables Senadores señores Letelier y Ossandón, la aprobó con enmiendas, sustituyendo el término “ejercerá” por la expresión “podrá ejercer”.

- - - - - - -

ARTÍCULO 5º


El artículo 5º aprobado en general por el Honorable Senado, dispone que el interés superior del niño o niña, su derecho a ser oído y la autonomía progresiva, son principios rectores que la Defensoría tendrá siempre en consideración al conocer y pronunciarse respecto de cualquier petición que se le formule.


A este artículo se presentaron cuatro indicaciones signadas con los Nos 47, 47 bis, 47 ter y 47 quáter.

Indicación Nº 47


47.- De la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, para reemplazarlo por el siguiente:


"Artículo 5°. El interés superior del niño o niña, la no discriminación arbitraria y su derecho a ser oído son principios rectores que la Defensoría tendrá siempre en consideración al conocer y pronunciarse respecto de cualquier petición que se le formule.

También deberá tenerse en consideración la autonomía del niño o niña conforme a su edad y madurez, respetando siempre el derecho preferente y el deber de los padres de educar a sus hijos, salvo que sea improcedente.".



En discusión esta indicación, el Presidente Accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, señaló que la misma elimina el principio de autonomía progresiva de los menores y, a su vez, establece la máxima del derecho-deber de los padres a la educación de sus hijos. De ahí, agregó, que la misma reconfigura los principios rectores de la Defensoría en los términos antes señalados.



En votación la indicación N° 47, la Comisión, por tres votos en contra de los Honorables Senadores señores Letelier (Presidente Accidental), Quintana y Walker, don Patricio, y el voto a favor del Honorable Senador señor Ossandón, la rechazó.

Indicación Nº 47 bis


47 bis.- Del Honorable Senador señor Espina, para reemplazar la frase “y la autonomía progresiva” por “la autonomía progresiva y el derecho y deber preferente de los padres de educar a sus hijos”.


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señaló que, si bien rechaza la presente indicación, se reservará el derecho para, eventualmente, cambiar de postura en el debate en Sala de este proyecto, luego de una reflexión meditada al respecto.


Sin perjuicio de lo anterior, se hace presente que la discusión sobre el contenido de la presente propuesta se efectuó en concordancia con el debate de la indicación N° 47 quáter, por lo que los argumentos sobre la indicación en examen se encuentran recogidos en la discusión de aquélla.


En votación la indicación N° 47 bis, la Comisión, por tres votos en contra, del Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), de la Honorable Senadora señora Muñoz y del Honorable Senador señor Letelier, el voto a favor de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe y la abstención del Honorable Senador señor Ossandón, la rechazó.
Indicación Nº 47 ter


47 ter.- Del Honorable Senador señor Espina, para intercalar entre la expresión “formule” y el punto aparte, que pasa  a ser punto seguido, la frase: “y en relación a cualquier acción que realice.”


En discusión esta indicación, el Honorable Senador señor Letelier, expresó que, en su opinión, ésta es innecesaria, en tanto el artículo 5° de la iniciativa establece claramente que los principios de la Defensoría siempre deben considerarse al conocer y pronunciarse sobre los diversos asuntos de su competencia.


De ahí, añadió, que la frase que se propone incorporar resulta redundante.


En votación esta indicación, la Comisión, por tres votos en contra, del Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), de la Honorable Senadora señora Muñoz y del Honorable Senador señor Letelier, el voto a favor de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe y la abstención del Honorable Senador señor Ossandón, la rechazó.
- - - - - - -  -

Inciso segundo, nuevo

Indicación Nº 47 quáter


47 quáter.- Del Honorable Senador señor Ossandón, para agregar un inciso segundo, nuevo, del siguiente tenor:


“En la interpretación de estos principios se velará siempre por una integración armónica con el ejercicio legítimo de cualquier otro derecho fundamental, en especial los que se encuentran consagrados en los numerales 4º, 6º y 10º del artículo 19 de la Constitución Política de la República.”.


En discusión esta indicación, el Honorable Senador señor Ossandón, expresó que la misma sigue una línea similar a lo establecido en la ley N° 20.609, que establece medidas contra la discriminación, en tanto dispone que los principios de la Defensoría (interés superior del niño o niña, su derecho a ser oído y su autonomía progresiva) deben ser interpretados, de manera coherente y armónica, con el ejercicio legítimo de cualquier otro derecho fundamental, especialmente los referentes al respeto y protección de la vida privada, la libertad de culto y el derecho de la educación.


En otras palabras, agregó, se propone un criterio interpretativo por el cual se establece que la lectura de los principios por los cuales se guía el desarrollo de las funciones de la Defensoría debe ser en conformidad con los derechos fundamentales y constitucionales asegurados a todas las personas.


La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, estimó que la indicación en examen no es necesaria, en tanto, en virtud del principio de supremacía constitucional, no se puede vulnerar el texto fundamental a través de la interpretación de la ley.


El Honorable Senador señor Letelier, expresó que el punto en debate es uno de carácter eminentemente ideológico, por lo que existen diferencias ostensibles al respecto. En tal sentido, resaltó que, en su opinión, la introducción del derecho preferente de los padres a educar a sus hijos, en este contexto, sólo pretende restringir los derechos de los propios menores que se pretenden proteger, a fin de legitimar, en algún sentido, las posiciones que puedan tener los padres sobre tales derechos, lo que no considera razonable, en tanto con ello poder legitimar acciones de aquéllos del todo perjudiciales para los menores.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señaló que, si bien rechaza la presente indicación, se reservará el derecho para, eventualmente, cambiar de postura en el debate en Sala de este proyecto, luego de una reflexión meditada al respecto.


En votación la indicación N° 47 quáter, la Comisión, por tres votos en contra, del Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), de la Honorable Senadora señora Muñoz y del Honorable Senador señor Letelier, y dos votos a favor de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe y el Honorable Senador señor Ossandón, la rechazó.

- - - - - - - - -

ARTÍCULO 7º


El artículo 7º aprobado en general por el Honorable Senado, dispone que las derivaciones o recomendaciones que la Defensoría realice, se comunicarán al jefe superior del respectivo servicio del Órgano del Estado o al representante legal de las personas jurídicas de derecho privado, según corresponda, sin perjuicio de que podrán además ser incorporadas en el Informe Anual de la Defensoría.


A este artículo se presentaron dos indicaciones signadas con los Nos 48 y 49.

Indicaciones Nos 48 y 49

48.- Del Honorable Senador señor Navarro y 49.- del Honorable Senador señor Quintana, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 7°.- Las derivaciones o recomendaciones que la Defensoría realice, se publicarán en el sitio electrónico de la Defensoría y  se comunicarán al jefe superior del respectivo servicio del Órgano del Estado o al representante legal de las personas jurídicas de derecho privado señaladas en el artículo 2° de esta ley, según corresponda, sin perjuicio de que deberán ser incorporadas y detalladas en el Informe Anual de la Defensoría.”.



En discusión estas indicaciones, se hace presente que el Honorable Senador señor Quintana, en su calidad de autor de la indicación Nº 49, la retiró, esgrimiendo que, en su opinión, el deber de publicación contenido en la misma ya se contempla en la ley Nº 20.285, sobre acceso a la información pública.



Posteriormente, el Presidente Accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, señaló que si bien entiende que el concepto de “recomendaciones” dice relación con acuerdos formales adoptados sobre un punto particular que se sugiere a un destinatario determinado, no tiene claridad con lo que se alude con la idea de “derivaciones”, por lo que consultó al Ejecutivo al respecto.



La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, respondiendo a la pregunta formulada, expresó que las derivaciones, al igual que las recomendaciones, son actos formales, consistentes en peticiones concretas sobre las cuales la Defensoría no cuenta con las atribuciones pertinentes, por lo que deriva el asunto al órgano competente.



El Presidente Accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, preguntó si las aludidas derivaciones y recomendaciones, de por sí, en virtud del deber de transparencia activa de los órganos del Estado contenido en la Ley Nº 20.285, son publicadas en los sitios webs institucionales.



La Abogada del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Lizzy Seaman, expresó que en el inciso segundo del artículo 8º del proyecto de ley en referencia, se hacen aplicables las normas de la Ley Nº 20.285 a los actos formales de la Defensoría, englobándose en tal categoría las referidas derivaciones y recomendaciones, especialmente, por tener efectos sobre terceros. En consecuencia, afirmó, no sería necesario reiterar tal regla por parte de la presente indicación.



El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, manifestó que, en su opinión, los deberes de difusión y publicación ya se encuentran recogidos en la Ley Nº 20.285, por lo que no se hace necesario el contenido de la indicación.



En votación la indicación N° 48, la Comisión, por tres votos en contra de los Honorables Senadores señores Letelier (Presidente Accidental), Ossandón y Walker, y la abstención del Honorable Senador señor Quintana, la rechazó.


Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Walker, don Patricio (Presidente), Letelier, Ossandón y Quintana, acordó suprimir la frase “señaladas en el artículo 2° de esta ley” del artículo 7° del proyecto de ley en referencia, a fin de dotar de coherencia al articulado de la presente iniciativa. Lo anterior, en conformidad a lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.

ARTÍCULO 9º


El artículo 9º aprobado en general por el Honorable Senado, establece que, en su organización interna, la Defensoría se regirá por las disposiciones de esta iniciativa y lo que señalen sus estatutos, los que establecerán sus normas de funcionamiento. Asimismo, se agrega que tales  estatutos y sus modificaciones serán propuestos por el Defensor de la Niñez al Presidente de la República y su aprobación se dispondrá mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia. Por último, se dispone que dichos estatutos deban ajustarse a los principios internacionales que rigen a las instituciones nacionales de promoción y protección de los derechos humanos.

A este artículo se presentaron tres indicaciones signadas con los Nos 50, 51 y 51 bis.

Indicación Nº 50


50.- Del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 9°. En su organización interna el Defensor debe considerar a lo menos, las siguientes áreas de trabajo: un área de monitoreo, supervisión y fiscalización, un área de recepción de quejas y reclamos: un área de representación administrativa y judicial; un área de incidencia en políticas públicas y de relaciones con los organismos de la sociedad civil y con  organizaciones de niños y niñas; un área de promoción y educación en derechos del niño y un área de generación y gestión de conocimientos.


En la precisión de su organización interna, la Defensoría se regirá por las disposiciones de esta ley y lo que señalen sus estatutos, los que establecerán sus normas específicas de funcionamiento.


Los estatutos y sus modificaciones serán elaborados de manera participativa con el Consejo Consultivo del Defensor y luego propuestos por este al Presidente de la República y su aprobación se dispondrá mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


Con todo, los estatutos deberán ajustarse a los principios internacionales que rigen a las instituciones nacionales de promoción y protección de los derechos humanos.”.



En discusión esta indicación, la Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, expresó que la indicación N° 51 bis, del Ejecutivo, aborda el punto en debate.



En efecto, agregó, tal indicación presidencial pretende introducir un nuevo inciso segundo al artículo 9º del proyecto de ley en examen, del siguiente tenor:



“La organización de la Defensoría considerará, entre otras, las siguientes áreas: área de protección de derechos, área de promoción y difusión de derechos; y área de estudios.”.



El Presidente Accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, preguntó al Ejecutivo qué diferencia existe entre la propuesta antedicha y el texto actual del artículo 9º.



La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, respondiendo la pregunta formulada, indicó que la citada disposición no contempla actualmente una estructura interna, por lo que la referida propuesta le otorga una organización básica y mínima mediante la disposición de las tres áreas citadas, sin perjuicio de la creación de otras que luego se estimen necesarias. Por tal razón, añadió, se optó por una fórmula flexible (“considerará, entre otras”) que permita al Defensor disponer de las áreas que estime pertinentes para desarrollar adecuadamente las labores del organismo. 



El Presidente Accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, consultó las razones de proponer la organización interna mínima de la Defensoría y, asimismo, los motivos para elegir las mencionadas áreas y no otras.



 La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, expresó que tales áreas son las que, en opinión del Ejecutivo, contemplan a las diversas atribuciones de la Defensoría consagradas en el artículo 4º de la iniciativa en análisis.



El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud del contenido de la indicación N° 51 bis y en su calidad de autor de la indicación N° 50, en discusión, la retiró.

Indicación Nº 51


51.- De la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, para agregar después de la expresión “su aprobación” la siguiente: “previo acuerdo del Senado”.


En discusión esta indicación, el Presidente Accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, indicó que la misma pretende que los estatutos de la Defensoría, en los cuales se contendrá la estructura interna de la misma, sean autorizados por el Presidente de la República, con el acuerdo del Senado. Dicha propuesta, en su opinión, implica una innovación institucional considerable.



En la primera votación de la indicación N° 51, los Honorables Senadores señores Letelier (Presidente Accidental) y Quintana votaron en contra de la misma, el Honorable Senador señor Ossandón a favor de aquélla y el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, se abstuvo. En consecuencia, al no obtenerse la mayoría requerida para la aprobación o rechazo de la indicación, y de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 178 del Reglamento del Senado, se procedió a repetir la votación, manifestándose la Comisión en los mismos términos que en la primera votación. Por consiguiente, al ser la postura del rechazo a la indicación la que contó con más votos, y en atención a lo establecido en el inciso segundo de la disposición antes citada, se entiende el rechazo de la presente indicación por parte de la Comisión.
- - - - - - - - 

Inciso final, nuevo

Indicación Nº 51 bis


51 bis.- De S.E la Presidenta de la República, para incorporar un inciso segundo del siguiente tenor:


“La organización de la Defensoría considerará, entre otras, las siguientes áreas: área de protección de derechos; área de promoción y difusión de derechos; y área de estudios.”.


En discusión esta indicación, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, consultó al Ejecutivo en qué área de las referidas por la propuesta se enmarcarían las atribuciones, excepcionales, del Defensor para deducir querellas criminales.


La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, expresó que dichas competencias se enmarcarían dentro del área de protección de derechos.


En votación la indicación N° 51 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), Honorables Senadoras señoras Muñoz y Van Rysselberghe, y Honorables Senadores señores Letelier y Ossandón, la aprobó sin modificaciones.

- - - - - -

ARTÍCULO 10


El artículo 10 aprobado en general por el Honorable Senado, dispone que el Defensor de la Niñez sea el Director y representante legal de la Defensoría y estará encargado de dirigirla y administrarla. Asimismo, le corresponderán todas las atribuciones entregadas a la Defensoría de la Niñez (inciso primero).


Asimismo, se establece que el Defensor sea designado por acuerdo del Senado, adoptado por mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, a partir de una propuesta del Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos Humanos, previo concurso público. Durante éste, el Consejo Directivo deberá oír especialmente a las organizaciones de la sociedad civil vinculadas a la difusión, promoción y defensa de los derechos de los niños y niñas. En caso que el candidato propuesto sea rechazado, el Consejo hará una nueva propuesta, sobre la base del mismo concurso (inciso segundo).


A su vez, se dispone que el nombramiento del Defensor será formalizado mediante Decreto Supremo expedido a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia (inciso tercero).


Luego, se establece que el Defensor durará cinco años en su cargo y no podrá ser designado por un nuevo período (inciso cuarto).


Por último, se dispone que los estatutos de la Defensoría fijarán la forma en que el defensor designará a su subrogante y las normas que rijan dicha subrogancia (inciso quinto).

A este artículo se presentaron siete indicaciones signadas con los Nos 52, 52 bis, 52 ter, 53, 54, 55 y 56.

Inciso segundo

Indicación Nº 52


52.- Del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, para sustituirlo por el que sigue:


“El Defensor será designado por acuerdo del Senado, adoptado por mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, a partir de una propuesta elaborada por el Consejo Consultivo. En caso que el candidato propuesto sea rechazado, el Consejo deberá dentro del plazo más breve posible, realizar una nueva propuesta.”.



En discusión esta indicación, la Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, indicó que este punto es abordado por la indicación N° 52 bis, del Ejecutivo.



Así, señaló que en la respectiva propuesta se reafirma la importancia del Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos Humanos en el proceso de designación del Defensor. Lo anterior, agregó, a fin de que dicho organismo pueda desplegar acciones de coordinación con otras instituciones de derechos humanos, sin perjuicio de que, además, el aludido Consejo Directivo presenta una considerable diversidad en su composición, representando a distintos sectores.



Sin perjuicio de lo anterior, señaló que el Ejecutivo entiende que la indicación en debate pretende, de algún modo, otorgar mayor visibilidad al Consejo Consultivo, en donde concurrirán las diversas organizaciones de la sociedad civil que participan activamente en materia de infancia.



El Presidente Accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, preguntó por la experiencia comparada en este punto, en tanto entiende que el Defensor se estructura a partir de un determinado modelo presente en ciertos Estados de la Comunidad Internacional.



Asimismo, consultó por la razón que asiste al hecho de que sea el Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos Humanos quien directamente proponga el nombramiento, y no intervenga en dicho proceso el Ejecutivo.



Por último, indicó que tales interrogantes surgen del examen institucional sobre este punto, a fin de evitar que exista alguna cooptación o captura de un órgano sobre otro.



La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, manifestó que en la legislación comparada se pueden observar distintos modelos al respecto.



No obstante lo anterior, expresó que la posición del Ejecutivo en este punto es la observancia de las normas y recomendaciones internacionales sobre esta materia, en especial de aquellas emanadas por el organismo encargado del diseño institucional de órganos de derechos humanos en la Organización de Naciones Unidas (ONU).



En tal sentido, añadió, tal normativa sugiere que el órgano en cuestión cuente siempre con la autonomía suficiente respecto de todos los poderes públicos del Estado, tanto del Ejecutivo, del Legislativo y del Judicial. Por tal razón, agregó, es que se optó por la intervención del Instituto Nacional de Derechos Humanos en esta materia, en tanto ser un órgano independiente de aquéllos y, asimismo, no encontrarse dentro del listado de entidades de las que las normas internacionales aconsejan evitar que participen en el nombramiento del Defensor.



La Abogada del Consejo Nacional de la Infancia, señora Daniela González, señaló que se observan distintos modelos en la experiencia internacional.



En tal sentido, indicó que en Argentina el Defensor es propuesto, designado y removido por el Congreso de la Nación, a través de una Comisión Bicameral de cinco miembros.



En Perú, prosiguió, el Congreso designa a una Comisión Especial para conocer del procedimiento de designación, requiriéndose de un cierto quórum para ello.



Asimismo, añadió, en Colombia también participa  el Poder Legislativo en tal proceso, a través de la Cámara de Representantes.



Por otro lado, explicó que sólo en Australia, Suecia, Noruega y Holanda participa el Poder Ejecutivo.



Sin perjuicio de lo anterior, señaló que se trata de evitar que el Ejecutivo sea quien intervenga de modo exclusivo en tal proceso.



El Presidente Accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, preguntó, a la luz de los antecedentes aportados, si la exclusión de la participación del Ejecutivo es una norma internacional, y por consiguiente, los cuatro últimos países se encontrarían incumpliendo dicha normativa, o es sólo una constatación comparativa del análisis de diferentes legislaciones.



La Abogada del Consejo Nacional de la Infancia, señora Daniela González, expresó que tal criterio es recogido por los Principios de París, por lo que es una norma internacional sobre la materia.



Sin perjuicio de lo anterior, señaló que en los cuatros países antes citados se trata de casos de regímenes parlamentarios, por lo que su estructura jurídica, y la del Ejecutivo, presenta una configuración distinta a la de un régimen presidencialista.



El Honorable Senador señor Quintana, señaló que, en atención a la institucionalidad nacional, le hace mayor sentido la participación del Ejecutivo en el nombramiento del Defensor.



Sin perjuicio de lo anterior, consultó acerca de algún caso en la experiencia internacional en donde un Consejo Consultivo (u organismo similar) intervenga directamente en dicho nombramiento.



La Abogada del Consejo Nacional de la Infancia, señora Daniela González, expresó que tal propuesta es sui generis en el ámbito comparado, no existiendo un precedente similar.



El Presidente Accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, indicó que, en su opinión, es también sui generis, en términos comparados, la propuesta que efectúa directamente el Consejo Nacional del Instituto Nacional de Derechos Humanos, por lo que señaló que el punto debe ser reflexionado, especialmente desde la perspectiva de examinar si ello puede implicar un menoscabo a la autonomía del Defensor.



La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, expresó que algunos de los modelos comparados de nombramiento se efectúan dentro de un esquema institucional en donde ya existe un Ombudsman, por lo que el Defensor de la Niñez es sólo una dirección o un órgano especializado o temático al interior de aquél.



Asimismo, indicó que los Principios de París no establecen que la intervención de un organismo nacional de derechos humanos no pueda participar en el proceso de designación de un Defensor de la Niñez, precisamente por la autonomía de la cual se encuentran revestidas dichas entidades.



En esa línea, subrayó que la única observación que presenta el Instituto Nacional de Derechos Humanos por parte de la Organización de Naciones Unidas, respecto de su configuración institucional, es que algunos de sus Directores son nombrados directamente por el Presidente de la República.



La Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional de la Infancia, señora María Estela Ortiz, expresó que la propuesta de inclusión al Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos Humanos responde a la pretensión de dotar a la Defensoría de la Niñez y al Defensor del mayor grado de autonomía respecto de los Poderes Públicas, ya sea del Ejecutivo, del Legislativo y del Judicial.



El Honorable Senador señor Ossandón, señaló que, en su opinión, existen reparos de cierta envergadura acerca de la efectiva autonomía del Instituto Nacional de Derechos Humanos, por lo que sugiere que dicha entidad no sea partícipe del procedimiento de designación del Defensor. En efecto, agregó, el órgano que se pretende crear se orienta en una línea distinta de la de dicho organismo, especializada en materias que atañen exclusivamente a la niñez y adolescencia.



En tal sentido, manifestó que es partidario que la figura del Defensor recaiga en una persona que presente un alto grado de expertise sobre el particular, y que en cuyo procedimiento de designación participe el Ejecutivo, proponiendo el nombre del candidato, y que sea el Senado, por un quórum alto (por ejemplo, dos tercios de los senadores en ejercicio) quien ratifique dicho nombramiento, a fin de que sólo a través de un gran consenso se designe a la persona adecuada para el cargo.



El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, expresó que respecto del nombramiento del Defensor no existe un único modelo, sino que hay varias alternativas al respecto. 



De ese modo, señaló que la fórmula que se adopte en este punto debe observar dos elementos. El primero, impedir que el Defensor de los Derechos de la Niñez sea opacado o menoscabado en su rol por parte de otro organismo. Y el segundo, ligado al anterior, que se respete plenamente su autonomía a la hora de desarrollar sus funciones.



Así, consideró que lo más propicio para ello es que sea el Senado quien designe a la figura del Defensor a partir de la propuesta que efectúe el Consejo Consultivo, a fin de que se logren las dos finalidades antes expresadas.



El Presidente Accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, expresó que, en su opinión, la intervención del Consejo Consultivo no es del todo adecuada para resolver el nombramiento del Defensor, por lo que sugirió reflexionar el particular considerando todos los elementos relevantes para la discusión del punto.



Por otra parte, manifestó que advierte un cierto sesgo cultural respecto de la existencia de reparos sobre el particular, de parte de la comunidad internacional, sólo en las intervenciones de los Ejecutivos insertos en regímenes presidencialistas y no en sistemas parlamentarios, por lo que sugirió abordar tales observaciones de forma crítica.


La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, expresó que, en su opinión, el titular de un órgano a cargo del desarrollo de políticas públicas relevantes, como lo será el Defensor, no puede quedar sujeto a una designación por mayoría, sino que se requiere de un quórum calificado para ello, como lo son los dos tercios de los miembros del Senado en ejercicio. En efecto, agregó, es este último el quórum utilizado en los mecanismos de designación de otras autoridades relevantes, como por ejemplo, el Fiscal Nacional del Ministerio Público.


En esa línea, señaló que la designación del Defensor no puede quedar supeditada a eventuales mayorías circunstanciales.


A su vez, manifestó que el Senado cuenta con una larga tradición de buenas decisiones en los nombramientos que efectúa, los que se han producido como un fruto de un gran acuerdo entre los distintos sectores políticos.


Finalmente, expresó que el alto consenso que se genere al respecto, debe conducir a que el nombramiento del Defensor tenga en vista, como primordial objetivo, resguardar el interés superior del niño, más allá de las pretensiones buscadas por mayorías circunstanciales.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, formuló dos observaciones a la propuesta descrita por el Ejecutivo en la indicación N° 52 bis.


La primera, referente a lo inaudito de establecer que una Comisión permanente del Senado (en concreto la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía) proponga a la Sala de la Corporación una terna, señalando que ello puede generar tensiones entre ambas instancias.


En tal sentido, indicó que si bien es razonable que la aludida Comisión escuche a todos los actores y que elabore un informe al respecto, la Sala debiese ser quien soberanamente decida.



La segunda, concerniente al legítimo debate que puede suscitarse en torno al quórum de la elección del Defensor. En este punto, señaló que si bien el particular está abierto a la discusión, se debe considerar que los Ministros de la Corte Suprema, del Tribunal Constitucional o el Fiscal Nacional son designados por los dos tercios de los Senadores en ejercicio.


La Honorable Senadora señora Muñoz, expresó que no le parece razonable que la propuesta acerca de la designación del cargo de Defensor provenga de una Comisión y no directamente de la Sala del Senado.


A su vez, señaló que la existencia de quórum supramayoritario, como los dos tercios de los Senadores en ejercicio, generan una distorsión, en tanto fomentar con ello un “cuoteo” en la designación de las autoridades, ya que sólo se pueden alcanzar dichas votaciones con el asentimiento de todos los sectores.


El Honorable Senador señor Ossandón, indicó que, de mantenerse el quórum de mayoría, el cuoteo aludido por la Honorable Senadora señora Muñoz sólo se trasladaría a la interna de la coalición con mayor presencia en la Corporación.


Por consiguiente, señaló que la fijación de un quórum de los dos tercios de los Senadores en ejercicio obliga a que los distintos actores lleguen a un acuerdo responsable sobre el punto, destacando que la Corporación presenta una tradición respetable al respecto.


La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, expresó que el quórum reforzado con el que se debe designar el Defensor, además de las razones antes expresadas, se respalda en el hecho de que dicho cargo es temporal y acotado.


La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, reiteró que la posición del Ejecutivo sobre la materia es no consagrar la designación del Defensor por quórums supramayoritarios.


Por otra parte, señaló que la idea de que la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía proponga una terna a la Sala del Senado, se orienta a que aquella instancia efectúe algún tipo de filtro respecto de los nombres más adecuados para el desempeño del cargo en examen.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, subrayó que, a la luz del debate, existe consenso sobre tres puntos: que la designación del Defensor la efectúe el Senado, que la instancia sea la Sala de la Corporación y que la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía recoja las opiniones sobre el particular que tenga el Consejo Consultivo de la Niñez (o las organizaciones de la sociedad civil ligadas a temas de infancia), el Instituto Nacional de Derechos Humanos y los respectivos académicos, plasmando ello a través del correspondiente informe.


De ese modo, agregó, se advierte que el punto en controversia viene dado por el quórum de designación del Defensor.


El Honorable Senador señor Letelier, expresó que la antedicha Comisión, en el procedimiento de designación en análisis, además de recoger la propuesta de los distintos actores antes descritos, debe ser una instancia en donde las distintas personas con las capacidades para ello puedan postular, evitando que se excluyan sujetos con expertise valiosa en este ámbito.


En seguida, sugirió que, en este contexto, una opción puede venir dada por el hecho de que la Comisión en comento efectúe una recomendación a la Sala, siendo esta última la que resuelva, lo que, resaltó, precisamente recoge la indicación N° 52 bis.


Por último, manifestó su rechazo al establecimiento de quórum supramayoritario para la designación del Defensor, en tanto no ser democráticos y forzar al arribo de consensos poco recomendables para elegir al titular de magistraturas relevantes, especialmente en ámbitos sensibles como lo es el particular.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, recogiendo lo expresado por quien le antecedió en el uso de la palabra, señaló que si la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía sólo se limita a recomendar uno o más nombres, de manera no vinculante, y la Sala, consecuentemente, se encuentra en libertad de apoyar a alguna de dichas personas o a otra, el mecanismo se presenta como razonable.


El Honorable Senador señor Letelier, expresó que en el caso en que la Sala rechazare las recomendaciones de la Comisión, esta última debe efectuar una nueva recomendación a la Sala.


La Honorable Senadora señora Muñoz, señaló que no sería pertinente que la Sala rechazara la recomendación de la Comisión y designare directamente una persona distinta, en tanto esta última no habría pasado por el procedimiento antes descrito.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, se manifestó a favor de la propuesta antes descrita, en la cual la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía sólo recomienda, de manera no vinculante, a un número de personas a la Sala para el cargo de Defensor, de no estar de acuerdo esta última instancia con dicha proposición, la mencionada Comisión debe efectuar una nueva propuesta.


La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, respaldó la mencionada proposición.


Sin perjuicio del anterior debate, y en virtud de la posterior aprobación de la indicación N° 52 bis (cuyo debate se describe a continuación), el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en su calidad de autor de la indicación N° 52, la retiró.

Indicación Nº 52 bis


52 bis.- De S.E la Presidenta de la República, para sustituirlo por el siguiente:


“El Defensor será designado por acuerdo del Senado, adoptado por mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, a partir de la recomendación de una terna que deberá presentarle la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía de dicha Corporación. Para estos efectos, la Comisión deberá oír especialmente al Consejo Consultivo de la Defensoría de la Niñez, al Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos Humanos y a académicos de destacada trayectoria vinculada a la difusión, promoción y defensa de los derechos de los niños y niñas. En caso de que el Senado no designe a alguno de los nombres sugeridos por la Comisión en el plazo de 30 días, ésta deberá presentarle una nueva terna como recomendación.”.


En discusión esta indicación, el Honorable Senador señor Ossandón, señaló que el debate de la misma debiese ser contrastado con lo propuesto por la indicación N° 52 ter, de su autoría.


En efecto, agregó, en esta última se incorpora el deber de que la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía escuche a las organizaciones de la sociedad civil durante el proceso de definición de la terna que se propondrá a la Sala. Lo anterior, resaltó sin perjuicio de otras personas que la Comisión estime necesario escuchar.


La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, expresó que en la indicación del Ejecutivo (N° 52 bis) se marca una diferencia con la propuesta del Honorable Senador señor Ossandón, en tanto se estima que las organizaciones de la sociedad civil sean incorporadas al procedimiento de designación del Defensor, a través de su participación en el Consejo Consultivo de la Defensoría de la Niñez, de ahí que se disponga que sea este último organismo el que deba ser oído en tal proceso.


Sin perjuicio de lo anterior, agregó, la indicación del Ejecutivo establece, además, la participación del Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos Humanos y académicos con destacada trayectoria, a fin de que se otorguen opiniones y experiencias, tanto institucionales como profesionales, como elementos de juicio a la Comisión, a fin de que con tales antecedentes esta última pueda resolver.


La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, señaló que, en su opinión, es fundamental que se escuchen los planteamientos de las organizaciones de la sociedad civil del sector, en tanto aportar una mirada y enfoque práctico sobre el punto, respecto de las necesidades reales de muchos menores, especialmente aquellos situados en contextos de vulnerabilidad.


En esa línea, consultó al Ejecutivo acerca de su parecer sobre la materia.


La Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional de la Infancia, señora María Estela Ortiz, expresó que el Ejecutivo no tiene reparos respecto de la participación de tales entidades en el antedicho procedimiento.


Sin perjuicio de lo anterior, se propone que las mismas intervengan en tal proceso a través del Consejo Consultivo, a fin de evitar ciertos conflictos de interés que pueden suscitarse en este contexto, en tanto algunas de tales entidades mantienen contratos directamente con el Estado o alguno de sus organismos.


El Honorable Senador señor Letelier, sin perjuicio de compartir la aprehensión antes descrita por parte de quien le antecedió en el uso de la palabra, se mostró partidario de que sean tales organizaciones y no el Consejo Consultivo quienes sean parte del proceso.


No obstante lo mencionado, añadió, se debe dejar claro que la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía resolverá la terna que propondrá a la Sala de manera soberana, esto es, escuchando los planteamientos de las instituciones que, además de las que se establezcan en el presente proyecto, estime pertinentes, no siéndole vinculante, además, ninguna de las propuestas que tales entidades o académicos sugiera.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, propuso recoger el elemento de participación de las organizaciones de la sociedad civil, fijado en la indicación N° 52 ter, de autoría del Honorable Senador señor Ossandón, agregando que será la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía quien resolverá a qué entidades, en concreto, considere pertinente invitar.


A su vez, solicitó, en virtud de lo dispuesto en el artículo 164 del Reglamento del Senado, dividir la votación de la presente indicación, entre el procedimiento propiamente tal y el quórum, en concreto, de designación del Defensor.


De ese modo, y para tales efectos, sugirió votar, en primer lugar, la propuesta procedimental antes descrita, y en segundo turno, el quórum de designación, entre la opción de mayoría absoluta o los dos tercios de los miembros en ejercicio.


En votación la primera propuesta, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), Honorables Senadoras señoras Muñoz y Van Rysselberghe, y Honorables Senadores señores Letelier y Ossandón, la aprobó.


En seguida, la Comisión, por tres votos en contra, del Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe y del Honorable Senador señor Ossandón, y dos votos a favor, de la Honorable Senadora señora Muñoz y del Honorable Senador señor Letelier, rechazó el quórum de mayoría absoluta de los miembros en ejercicio como la votación requerida para designar al Defensor de la Niñez.


Posteriormente, la Comisión, por tres votos a favor, del Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe y del Honorable Senador señor Ossandón, y dos votos en contra, de la Honorable Senadora señora Muñoz y del Honorable Senador señor Letelier, aprobó el quórum de dos tercios de los miembros en ejercicio como la votación requerida para designar al Defensor de la Niñez.


De ese modo, se hace presente que la indicación N° 52 bis resultó aprobada con modificaciones, en los términos antes descritos, resultando como texto final del inciso segundo del artículo 10 de la iniciativa en examen, el siguiente:

“El Defensor será designado por acuerdo del Senado, adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, a partir de la recomendación de una terna que deberá presentarle la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía de dicha Corporación. Para estos efectos, la Comisión deberá oír especialmente al Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos Humanos y, tanto a académicos de destacada trayectoria, como a organizaciones de la sociedad civil, vinculados a la difusión, promoción y defensa de los derechos de los niños y niñas, que la Comisión estime pertinente. En caso de que el Senado no designe a alguno de los nombres sugeridos por la Comisión en el plazo de 30 días, ésta deberá presentarle una nueva terna como recomendación.”.

Indicación Nº 52 ter


52 ter.- Del Honorable Senador señor Ossandón, para reemplazar el inciso segundo por uno del siguiente tenor:


“El Defensor será designado por acuerdo del Senado, adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio y en sesión especialmente convocada al efecto, a partir de una propuesta en terna que efectúe la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía de esa Corporación. Si la sala del Senado no aprobare alguna de las tres proposiciones formuladas por la Comisión, esta última deberá elaborar una nueva terna en sustitución de la que fuere rechazada, repitiendo el procedimiento hasta que se apruebe un nombramiento. En la elaboración de las ternas, la Comisión deberá oír especialmente a las organizaciones de la sociedad civil vinculadas a la difusión, promoción y defensa de los derechos de los niños y niñas, así como también escuchará los planteamientos que formule cada uno de los aspirantes al cargo de Defensor.”.


El Honorable Senador señor Ossandón, en virtud de haberse recogido en la indicación anterior el elemento de participación de las organizaciones de la sociedad civil en el procedimiento de designación del Defensor, cuestión propuesta por la presente indicación, retiró esta última, en su calidad de autor de la misma.

Indicación Nº 53


53.- Del Honorable Senador señor Chahuán, para reemplazar la frase “por mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio”, por la siguiente: “por las cuatro séptimas partes de sus miembros en ejercicio”.


En votación la indicación N° 53, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, Honorables Senadoras señora Muñoz y Van Rysselberghe, y Honorables Senadores señores Letelier y Ossandón, la rechazó.
Indicación Nº 54


54.- De la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, para sustituir la expresión “mayoría absoluta” por “dos tercios”.


En discusión la indicación N° 54, se hizo presente que la misma considera el mismo quórum de designación del Defensor que el contemplado en el texto ya aprobado por la Comisión, anteriormente transcrito, y que fue sometido a votación separada.


De ese modo, la Comisión, por tres votos a favor, del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe y del Honorable Senador señor Ossandón, y dos votos en contra, de la Honorable Senadora señora Muñoz y del Honorable Senador señor Letelier, la aprobó sin modificaciones.

Indicación Nº 55


55.- De la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, para reemplazar el texto que señala: "a partir de una propuesta del Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos Humanos, previo concurso público. Durante éste, el Consejo Directivo deberá oír especialmente a las organizaciones de la sociedad civil vinculadas a la difusión, promoción y defensa de los derechos de los niños y niñas. En caso que el candidato propuesto sea rechazado, el Consejo hará una nueva propuesta, sobre la base del mismo concurso.", por el siguiente: "a partir de una propuesta de la Corte Suprema, previo concurso público. Durante éste, la Corte Suprema deberá oír especialmente a las organizaciones de la sociedad civil vinculadas a la difusión, promoción y defensa de los derechos de los niños y niñas. En caso que el candidato propuesto sea rechazado, la Corte Suprema hará una nueva propuesta, sobre la base del mismo concurso.”.


La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, en virtud del texto aprobado en la indicación N° 52 bis, y en su calidad de autora de la presente propuesta, la retiró.
Inciso cuarto

Indicación Nº 56


56.- Del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, para reemplazar el término “cinco” por “ocho”.


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, expresó que, tal como otros cargos de magistraturas que ejercen políticas de Estado, como el de Contralor General de la República o el de Fiscal Nacional, se propone que la duración del Defensor sea de ocho años.


En efecto, expresó que dicho lapso contribuirá, además, a un mejor desarrollo del aprendizaje institucional que conllevará la puesta en marcha de dicho organismo.


El Honorable Senador señor Letelier, expresó que la duración en el cargo por cinco años es un plazo razonable, permitiendo al Defensor perdurar por un período que abarque a dos Gobiernos, lo que es adecuado en vista de los importantes intereses por lo que dicha magistratura pretende velar.


Por consiguiente, rechazó la ampliación a ocho años sugerida por la indicación en examen, expresando que los organismos aludidos, que cuentan con un período de tal extensión, son de naturaleza constitucional y no legal, como lo será el Defensor.


Por último, propuso que, como plazo máximo razonable para la duración en el cargo de Defensor, se establezca el lapso de seis años.


La Honorable Senadora señora Muñoz, señaló que el único motivo por el que apoya la extensión propuesta por la indicación en examen es para que el organismo en cuestión no vea disminuida su importancia por contar su titular con un período más breve que otras magistraturas relevantes.


La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, manifestó que respalda la presente propuesta, en tanto ello contribuye a generar una continuidad en las políticas públicas que desarrollará el Defensor.


En votación la indicación N° 56, la Comisión, por cuatro votos a favor, del Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), Honorables Senadoras señoras Muñoz y Van Rysselberghe, y Honorable Senador señor Ossandón, y el voto en contra del Honorable Senador señor Letelier, la aprobó sin enmiendas.

ARTÍCULO 11


El artículo 11 del texto aprobado en general por el Honorable Senado, establece los requisitos para ser nombrado Defensor.



A este artículo se presentaron cinco indicaciones signadas con los Nos 57, 58, 58 bis, 58 ter y 58 quáter.

Letra d)


La letra d) del artículo 11 de la presente iniciativa, establece como requisito para ser designado como Defensor el encontrarse en posesión de un título profesional y tener a lo menos cinco años de experiencia profesional.

Indicaciones Nos 57 y 58

57.- Del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, y 58.- de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, para sustituir la palabra “cinco” por “diez”.


En discusión estas indicaciones, el Presidente Accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, preguntó el sentido del requisito de “experiencia profesional”. Lo anterior, en tanto ser un elemento que debe estar orientado a la expertise del sujeto en el área de los Derechos Humanos y de los Derechos de la Niñez, por dicho período de tiempo.



En tal sentido, consultó de qué modo dicho parámetro se acreditará, en tanto, en su opinión, no cree que tal exigencia quede satisfecha sólo por el ejercicio profesional de la persona, por mucho que dicho desempeño haya abordado aspectos relacionados con la niñez.

El Honorable Senador señor Ossandón, expresó que, en su opinión, la forma en que está redactada esta exigencia permite afirmar que sólo se requiere para satisfacerla la acreditación de contar con el título o licencia profesional por cinco años, lo que se aleja de la idea de contar con una persona idónea e interiorizada en temas de la niñez a cargo de la Defensoría.


La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, señaló que los requisitos contemplados en el artículo 11 del proyecto son copulativos, por lo que ello es una consideración que se debe tener presente.


En tal sentido, aseveró que la letra e) del citado precepto establece como exigencia para ser nombrado Defensor el contar con una reconocida trayectoria en el ámbito de la defensa de los derechos de los niños y niñas, por lo que este requisito se enlaza estrechamente con el antes descrito de la letra d) de la misma disposición.

Sin perjuicio de lo anterior, expresó que, en opinión del Ejecutivo, es importante que, de por sí, el Defensor sea un profesional y cuente con una cierta experiencia en este ámbito.

El Honorable Senador señor Ossandón, señaló que, al tratarse de un organismo nuevo, la figura del Defensor, más que tener que contar con una reconocida experiencia en el ámbito de la defensa de la niñez, debe tener una experiencia profesional considerable y capacidades de gestión institucional que le permitan desempeñar un rol ejecutivo.


En consecuencia, sugirió evaluar la posibilidad de eliminar la aludida letra e) y elevar, de cinco a diez años, la experiencia profesional con la cual debe contar el Defensor, en tanto ser un período considerable en el cual las habilidades profesionales del sujeto son más fáciles de verificar.


El Presidente Accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, señaló que se debe perfeccionar el texto de la mencionada letra e), a fin de dar cuenta de que lo que se pretende exigir a la figura del Defensor es que cuente con una trayectoria personal o institucional sobre el ámbito de la niñez.


Sin perjuicio de lo anterior, expresó que, en su opinión, la ampliación del requisito de la experiencia profesional no es suficiente para establecer parámetros objetivos que permitan, en un grado razonable, garantizar la idoneidad de la persona del Defensor.


La Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional de la Infancia, señora María Estela Ortiz, manifestó que la figura del Defensor requiere tanto de un conocimiento en materias de derechos humanos, como de capacidades de gestión pública, a fin de que sea una persona que tenga la integridad suficiente para impulsar y llevar a cabo los primeros pasos de este nuevo organismo, a fin de que el mismo pueda realizar adecuadamente sus funciones.


El Presidente Accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, indicó que, en su opinión, el conocimiento de materias relacionadas con la defensa de los derechos de la niñez dice relación con que el Defensor maneje, de forma especializada, el ordenamiento jurídico e institucional sobre derechos de los menores en el ámbito nacional e internacional. A lo cual se añade una necesaria expertise de gestión pública con la que debe contar.

Sin perjuicio de lo anterior, sugirió suprimir las letras b) y c) del citado artículo 11, en tanto contemplar inhabilidades que no son necesarias reiterarlas, precisamente por su naturaleza de impedimento para asumir el cargo.

El Honorable Senador señor Ossandón, reiteró que, a su parecer, es mucho más importante que el Defensor cuente con habilidades de liderazgo institucionales antes que un conocimiento especializado en materias de la niñez, en tanto en esto último puede ser asesorado por diversos expertos en el tema.


Por tanto, sugirió enfocar el tema desde el prisma de la experiencia del sujeto, aumentando a diez años el ejercicio profesional con que aquél debe contar.


La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, expresó que la indicación N° 58 bis, de autoría del Ejecutivo, recoge algunos de los elementos planteados en el presente debate.

El Honorable Senador señor Ossandón, señaló que, en su opinión, el incluir como requisito el poseer una trayectoria reconocida en materias de derechos humanos y de protección de los derechos de los menores, constituye una exigencia que limita considerablemente el número de personas que podrían optar al cargo de Defensor.

En esa línea, expresó que para el ejercicio adecuado de dicho cargo se necesita mayormente capacidades de gestión pública, a fin de que se puedan lograr, en términos concretos, los objetivos encomendados a esta magistratura.

De ese modo, resaltó que pudiese ocurrir que sea nombrado alguien con mucha expertise técnica en la materia, pero sin las competencias de gestión necesarias para desarrollar adecuadamente los fines que se pretenden alcanzar con la creación de la Defensoría.

Sin perjuicio de lo anterior, estimó que el aumento de cinco a diez años de la experiencia profesional con la que deba contar el Defensor, apunta en la línea correcta, en tanto ello ser una garantía de que la persona en cuestión tiene un bagaje práctico necesario para desempeñar dicho cargo.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, indicó que, en su opinión, el Defensor sí debe estar interiorizado con las materias de la infancia, en tanto ser un ámbito que requiere de cierta especialización y expertise para entenderlo y abordarlo en su integralidad.

Sin perjuicio de eso, concordó con el Honorable Senador señor Ossandón en lo referente a la exclusión, como requisito para dicho cargo, de la exigencia de contar con una trayectoria reconocida en el ámbito de los derechos humanos, en tanto la Defensoría aborda puntualmente en contexto de la infancia, no siendo necesario que el titular de dicho organismo sea un experto en aquéllos.

El Honorable Senador señor Ossandón, manifestó que con las exigencias propuestas, y atendida la experiencia insatisfactoria presente en Chile en lo referente a la defensa de los derechos de los menores, el establecimiento de tales requisitos complejiza aún más el particular, limitando excesivamente el número de personas que serían aptas para tal cargo.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señaló que a partir de la experiencia ocurrida en Televisión Nacional de Chile, en donde la ley, inicialmente, no contemplaba mayores requisitos de expertise sobre el tema para ser nombrado como Director de dicha entidad, se han efectuado diversas recomendaciones de organismos tendientes a establecer ciertas exigencias de idoneidad en la normativa respectiva al momento de establecer los requisitos que una persona debe reunir para optar a una determinada magistratura.

Por tal razón, agregó, se hace necesario contemplar ciertas exigencias de conocimiento en materias de infancia.

La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, concordó con el Honorable Senador señor Ossandón en lo referente a las capacidades de gestión con las que debe contar el Defensor.

Sin perjuicio de lo anterior, expresó que la propuesta aborda el tema de la interiorización con temas de la infancia, como requisito para ser nombrado como Defensor, en términos muy rigurosos, por lo que sugirió formular una redacción más flexible.


En votación las indicaciones Nos 57 y 58, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Walker, don Patricio (Presidente), Honorable Senadora señora Van Rysselberghe y Honorable Senador señor Ossandón, las aprobó con modificaciones, pasando el texto de la misma a ser letra e) del presente artículo 11, producto de que, con posterioridad, la Comisión aprobó el texto de las indicaciones Nos 60 y 61 como letra d) del citado precepto.


Sin perjuicio de lo anterior, y en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Walker, don Patricio (Presidente), Letelier, Ossandón y Quintana, aprobó agregar, en el texto de la letra c) del artículo 11 de la presente iniciativa, luego de la expresión “niños” la locución “y niñas”.
Letra e)

Indicación Nº 58 bis


58 bis.- De S.E. la Presidenta de la República, para reemplazarla por la siguiente:


“e) Poseer una reconocida trayectoria en el ámbito de los derechos humanos o en la defensa de los derechos de los niños y niñas.”.


En discusión esta indicación, el Honorable Senador señor Ossandón, señaló que, tal como se contemplan en la indicación 58 ter, se debiesen incorporar en el requisito contenido en esta letra competencias relativas a gestión y liderazgo, a fin de dotar de eficacia y eficiencia a las labores que desarrolle el Defensor.


El Honorable Senador señor Letelier, expresó que, para los efectos de los requisitos de nombramiento del Defensor, no considera apropiado incorporar los criterios expresados por quien lo antecedió en el uso de la palabra, en tanto seguir una línea distinta a la expertise que el Defensor debe contar en materias relativas a la niñez y adolescencia.


En votación la indicación N° 58 bis, la Comisión, por cuatro votos a favor, del Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), de las Honorables Senadoras señoras Muñoz y Van Rysselberghe, y del Honorable Senador señor Letelier, y la abstención del Honorable Senador señor Ossandón, la aprobó con modificaciones, pasando el texto de la misma a ser letra f) del presente artículo 11, producto de que, como se señaló, la Comisión, posteriormente, aprobó el texto de las indicaciones Nos 60 y 61 como letra d) del citado precepto, pasando las actuales letras d) y e) a ser e) y f), respectivamente.

Indicación Nº 58 ter


58 ter.- Del Honorable Senador señor Ossandón, para reemplazarla por la siguiente:


“e) Poseer una reconocida capacidad de gestión y liderazgo que le permita afrontar con eficacia la defensa de los derechos de los niños y niñas.”.


En virtud de la aprobación de la indicación anterior, el Honorable Senador señor Ossandón, en su calidad de autor de la presente propuesta, la retiró.

- - - - - - - -

Inciso final, nuevo

Indicación Nº 58 quáter


58 quáter.- Del Honorable Senador señor Espina, para incorporar un nuevo inciso final del siguiente tenor:


“El Defensor deberá concurrir trimestralmente, en forma alternativa, a las Comisiones permanentes especializadas en la materia de cada una de las Cámaras del Congreso Nacional a brindar los informes que se le requieran, o en cualquier momento cuando la comisión así lo requiera.”.


La presente indicación contempla una nueva función al Defensor, por lo que la misma vulnera lo dispuesto en el numeral 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.


Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró a la indicación N° 58 quáter como inadmisible.

- - - - - - - -

ARTÍCULO 12


El artículo 12 aprobado en general por el Honorable Senado, en primer lugar, dispone que no podrán ser Defensor los diputados, los senadores, los alcaldes, los concejales, los consejeros regionales, los jueces, los fiscales del Ministerio Público, los funcionarios de la Administración del Estado, ni los miembros de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública (inciso primero).


Posteriormente, establece que el cargo de Defensor será de dedicación exclusiva, siendo el ejercicio de cualquier actividad profesional, comercial o laboral incompatible con dicho cargo, con la excepción de los cargos docentes según lo dispuesto en la letra a) del artículo 87 del decreto con fuerza de ley N° 29 de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, Sobre Estatuto Administrativo; el ejercicio de los derechos que le atañen personalmente; la percepción de los beneficios de seguridad social de carácter irrenunciable, y los emolumentos que provengan de la administración de su patrimonio (inciso segundo).


Luego, se dispone que el Defensor no pueda tomar, en las elecciones populares o en los actos que las preceden, más parte que la de emitir su voto personal; ni participar en reuniones, manifestaciones u otros actos de carácter político, o efectuar cualquiera actividad de la misma índole dentro de la Defensoría (inciso tercero).


Por último, se establece que el Defensor deberá cesar en cualquiera de las actividades incompatibles, de conformidad a los incisos anteriores, antes de asumir el cargo, por lo que de incurrir en incompatibilidad, cesará en el cargo por el solo ministerio de la ley (inciso cuarto).

A este artículo se presentaron seis indicaciones signadas con los Nos 59, 60, 61, 62, 62 bis y 62 ter.

Inciso primero

Indicación Nº 59


59.- Del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, para suprimirlo.


En discusión esta indicación, el Presidente Accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, expresó que, en su opinión, en tanto contemplarse en el artículo 12 que la labor de Defensor de la Niñez es un cargo de dedicación exclusiva, las menciones que se efectúan en el inciso primero están de más, precisamente por ser incompatibles con dicha exclusividad.


Asimismo, consultó al Ejecutivo si las labores docentes se contemplan como excepción en este ámbito.


La Abogada del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, Lizzy Seaman, expresó que la norma fue recogida desde la ley orgánica del Instituto Nacional de Derechos Humanos, a fin de armonizar a ambas entidades.


Sin perjuicio de lo anterior, señaló que, efectivamente, la dedicación exclusiva requerida al Defensor en el inciso segundo del artículo 12 haría innecesario lo dispuesto en el inciso primero del mismo precepto.

De igual modo, señaló que la excepción para el ejercicio de labores docentes se recoge, asimismo, en el aludido inciso segundo.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, expresó que la indicación en examen pretende otorgar claridad respecto de la diferencia entre la postulación al cargo de Defensor y la investidura en el mismo. En efecto, explicó, sólo respecto de lo segundo existen las incompatibilidades contempladas en el inciso primero del artículo 12 de la iniciativa, lo que resulta innecesario de explicitar, toda vez que el inciso segundo de dicho precepto establece que el cargo de Defensor es de dedicación exclusiva.

En votación la indicación N° 59, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), Honorable Senadora señora Van Rysselberghe y Honorable Senador señor Ossandón, la aprobó sin modificaciones.
- - - - - - - -

Nuevo inciso segundo

Indicaciones Nos 60 y 61

60.- Del Honorable Senador señor Navarro y 61.- del Honorable Senador señor Quintana, para incorporar a continuación del inciso primero el siguiente, nuevo:


“Asimismo, no podrá ser Defensor quien haya sido condenado por delitos que infrinjan la ley N° 20.609 sobre discriminación o por delitos de la ley N° 20.066, sobre violencia intrafamiliar.”.


En discusión estas indicaciones, la Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, sugirió que las mismas se incorporen como una nueva letra del artículo 11 del proyecto de ley en estudio.

De ese modo, se propuso que el texto de las mismas se incorpore como nueva letra d) del referido artículo 11, pasando las actuales d) y e) a ser e) y f), respectivamente.

En votación las indicaciones Nos 60 y 61, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), Honorable Senadora señora Van Rysselberghe y Honorables Senadores señores Ossandón y Quintana, las aprobó con modificaciones, incorporando el texto de las mismas como nueva letra d) del artículo 11 del proyecto de ley en estudio, con el tenor que a continuación se transcribe, pasando las actuales d) y e) a ser e) y f), respectivamente:


“d) No haber sido condenado por delitos que infrinjan la Ley N° 20.609, que establece medidas contra la discriminación, o por delitos contemplados en la Ley N° 20.066, sobre violencia intrafamiliar.”.
- - - - - - - - 

Inciso segundo

Indicación Nº 62


62.- Del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, para intercalar a continuación del vocablo “laboral” la expresión “, sea pública o privada,”.



En discusión esta indicación, el Presidente Accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, consultó al Ejecutivo su parecer al respecto.



La Abogada del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, Lizzy Seaman, expresó que la misma sólo precisa que la incompatibilidad del cargo de Defensor con cualquier actividad profesional, comercial o laboral, se entiende efectuada tanto al ámbito público o privado, por lo que suscita el apoyo del Ejecutivo.


Sin perjuicio de lo anterior, el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en su calidad de autor de la misma, la retiró, en tanto entender que la misma sería innecesaria.
Inciso tercero

Indicaciones Nos 62 bis y 62 ter


62 bis.- Del Honorable Senador señor Navarro y 62 ter.- del Honorable Senador señor Quintana, para reemplazarlo por el siguiente:


“El Defensor no podrá, en las elecciones populares o en los actos que las preceden, participar en reuniones, manifestaciones u otros actos de carácter político, o efectuar cualquiera actividad de la misma índole dentro de la Defensoría.”


En votación las indicaciones Nos 62 bis y 62 ter, la Comisión, por cuatro votos en contra, del Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), de las Honorables Senadoras señoras Muñoz y Van Rysselberghe, y del Honorable Senador señor Letelier, y el voto a favor del Honorable Senador señor Ossandón, las rechazó.

ARTÍCULO 13


El artículo 13 aprobado en general por el Honorable Senado, dispone que el Defensor podrá ser removido por la Corte Suprema, por inhabilidad sobreviniente en virtud de la concurrencia de alguna de las causales contenidas en los números 1°, 5°, 6°, 7° u 8° del artículo 256 del Código Orgánico de Tribunales, o por negligencia manifiesta e inexcusable en el ejercicio de sus funciones, a requerimiento del Senado mediante acuerdo adoptado por mayoría de sus miembros en ejercicio. La Corte conocerá del asunto en pleno especialmente convocado al efecto y para acordar la remoción deberá reunir el voto conforme de la mayoría de sus miembros en ejercicio (inciso primero).


Luego, se establece que, ante la remoción del Defensor, se deberá proceder en el plazo más breve posible al nombramiento de uno nuevo, de conformidad con lo establecido en el artículo 10 precedente (inciso segundo).


Asimismo, se dispone que el Defensor cesará en su cargo al cumplir setenta y cinco años de edad (inciso tercero).


Posteriormente, se establece que, una vez cesado en el cargo en virtud de cualquier causal, el Defensor no podrá optar a cargos de elección popular sino después de transcurridos dos años desde la cesación del mismo (inciso cuarto). 


Finalmente, se dispone que en, los casos de muerte o renuncia del Defensor, el Senado declarará la vacancia en cuanto tome conocimiento de la circunstancia que la motiva, y a contar de la fecha en que haya ocurrido. Declarada la vacancia regirá lo establecido en el inciso anterior (inciso quinto).


A este artículo se presentaron cuatro indicaciones signadas con los Nos 62 quáter, 62 quinquies, 62 sexies y 63.

Inciso primero

Indicación Nº 62 quáter


62 quáter.- Del Honorable Senador señor Ossandón, para reemplazar, en el inciso primero, la expresión “mayoría de sus miembros en ejercicio”, en las dos oportunidades en que aparece, por la frase “los dos tercios de sus miembros en ejercicio”.


El Honorable Senador señor Ossandón, en su calidad de autor de la presente indicación, la retiró.

Sin perjuicio de lo anterior, el Honorable Senador señor Letelier, expresó que, en su opinión, existe cierta incongruencia en disponer que el nombramiento del Defensor sea por los dos tercios de los Senadores en ejercicio, pero que se establezca que la remoción del mismo sea por la mayoría absoluta de aquéllos.

Indicación Nº 62 quinquies


62 quinquies.- De S.E. la Presidenta de la República, para intercalar, a continuación de la expresión “miembros en ejercicio” y antes del punto y aparte, la locución “, habiendo oído previamente al Defensor”.


En votación la indicación N° 62 quinquies, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), Honorables Senadoras señoras Muñoz y Van Rysselberghe, y Honorables Senadores señores Letelier y Ossandón, la aprobó sin modificaciones.

- - - - - -

Incisos segundo, tercero, cuarto y quinto, nuevos

Indicación Nº 62 sexies


62 sexies.- Del Honorable Senador señor Ossandón, para intercalar nuevos incisos segundo, tercero, cuarto y quinto, del siguiente tenor:


“La solicitud de remoción formulada por el Senado señalará con claridad y precisión los hechos que configuraren la causal invocada y a ella se acompañarán o se ofrecerán, si fuera el caso, los medios de prueba en que se fundare. Si la solicitud de remoción no cumpliere estos requisitos, el pleno de la Corte, especialmente convocado al efecto, la declarará inadmisible en cuenta, sin más trámite.


Admitida a tramitación la solicitud, el Presidente de la Corte Suprema dará traslado de ella al Defensor inculpado, el que deberá ser evacuado dentro de los ocho días hábiles siguientes a la fecha de recepción del oficio respectivo, que le será remitido junto con sus antecedentes por la vía que se estimare más expedita.


Evacuado el traslado o transcurrido el plazo previsto en el inciso precedente, el Presidente de la Corte citará a una audiencia en que se recibirá la prueba que se hubiere ofrecido y designará el Ministro ante el cual deberá rendirse; efectuadas las diligencias o vencidos los plazos sin que se hubieren evacuado, ordenará traer los autos en relación ante el pleno de la Corte Suprema, especialmente convocado al efecto. La Corte Suprema sólo podrá decretar medidas para mejor resolver una vez terminada la vista de la causa. 


Para acordar la remoción, deberá reunirse el voto conforme de los dos tercios de los miembros de la Corte en ejercicio. Cualquiera de las partes podrá comparecer ante la Corte Suprema hasta antes de la vista de la causa, en especial para hacer valer las garantías del debido proceso en el procedimiento de remoción.”.


En discusión esta indicación, el Honorable Senador señor Ossandón, señaló que la misma responde a la recomendación que la Corte Suprema hizo en su oficio respecto de esta materia. De ahí, agregó, que se haya seguido el procedimiento que se considera para la remoción del Fiscal Nacional, en tanto la iniciativa en examen no contempla ningún proceso concreto.


La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, expresó que la referida recomendación de la Corte Suprema giraba en torno a las garantías del debido proceso que se deben otorgar al Defensor en su procedimiento de remoción, cuestión que, en opinión del Ejecutivo, se logra con la incorporación del deber de oír a aquél, cuestión contenida en la indicación N° 62 quinquies.


En votación la indicación N° 62 sexies, la Comisión, por tres votos en contra, del Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), de la Honorable Senadora señora Muñoz, y del Honorable Senador señor Letelier, el voto a favor del Honorable Senador señor Ossandón y la abstención de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, la rechazó.

- - - -  -

Inciso cuarto

Indicación Nº 63


63.- De la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, para sustituirlo por el que sigue:


"Una vez cesado en el cargo en virtud de cualquier causal, el Defensor no podrá optar a cargos de elección popular ni a cargos en los órganos de la administración del Estado sino después de transcurridos dos años desde la cesación del mismo.".


En discusión esta indicación, el Presidente Accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, consultó al Ejecutivo las razones que asisten al hecho de que se prohíba, por dos años luego de haber cesado en el cargo, al Defensor para acceder a un cargo de elección popular, afectando de esa forma, ilegítimamente en su opinión, su derecho constitucional de sufragio pasivo. De ese modo, cuestionó la constitucionalidad de este precepto.



En efecto, indicó que una cosa es regular eventuales conflictos de interés en el tránsito de una función pública a labores privadas, pero otra distinta es establecer inhabilidades que no se condicen con dicha lógica en el contexto de cargos de elecciones populares, en donde existe un pronunciamiento de la ciudadanía.



La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, expresó que en este punto se siguió la misma regla contemplada en la ley orgánica del Instituto Nacional de Derechos Humanos, a fin de dotar coherencia a la configuración institucional de ambas entidades.


La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, expresó que el fundamento de la presente indicación reside en el hecho de que el Defensor, en el ejercicio de su cargo, debe fiscalizar a los distintos organismos del Estado en lo referente a materias de la infancia, por lo que, en su opinión, no es razonable que una vez éste haya cesado en su cargo pase inmediatamente a entidades que antes controlaba, siendo necesario fijar al menos un plazo para que pueda optar al ingreso a ellas.

El Honorable Senador señor Letelier, señaló que, en su opinión, el Defensor no ejerce labores propiamente de fiscalización o control, sino que en su calidad de magistratura de persuasión vela porque los principios y valores, en lo referente a materias de infancia, estén presentes en el proceder institucional de los diversos organismos.

Por tal razón, no considera apropiado privar por dos años los derechos civiles y políticos respectivos a la persona que cesa en el cargo de Defensor.

En la misma línea, expresó que no se configura en esta hipótesis un conflicto de intereses, en tanto no existir de por medio razones económicas que recomienden fijar un tiempo de “enfriamiento” entre la salida del cargo y el ingreso a otro, por lo que de establecer algún impedimento al respecto se estaría privando de las capacidades que sobre este ámbito haya recogido el Defensor durante el ejercicio de su cargo, lo que no le parece razonable.

La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, señaló que la indicación en examen se orienta a evitar, en concreto, que el ejercicio del cargo de Defensor sea orientado en pos de un interés particular para acceder, luego de su cesación, a otro puesto de relevancia pública.

La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, por su parte, expresó que la finalidad del inciso cuarto del artículo 13 de la iniciativa en examen es evitar que, en virtud de la visibilidad que pueda revistar a la figura del Defensor, dicha función sea utilizada como plataforma para acceder a otro puesto de poder, desarrollando sus labores con un interés privado más que público.

Sin perjuicio de lo anterior, manifestó la disposición del Ejecutivo de reducir dicho plazo.

El Honorable Senador señor Ossandón, expresó su desacuerdo a inhabilitar, por dos años, a quien cesa en el cargo de Defensor para acceder a otros puestos en la Administración del Estado, en tanto ello afectar gravemente sus posibilidades profesionales de trabajo.

Sin perjuicio de eso, señaló que, en su opinión, y a fin de evitar las eventuales malas prácticas descritas por quien le antecedió en el uso de la palabra, considera que es apropiado que se establezca el plazo de un año, siguiendo la regla general al respecto, para que el ex Defensor pueda optar a cargos de elección popular.

El Honorable Senador señor Quintana, señaló que el criterio a emplear para tratar estas hipótesis, en su opinión, debe ser uno similar al que se sigue en el caso de los fiscales. Siguiendo, a su vez, un parámetro equivalente respecto al utilizado con autoridades como Subsecretarios y Ministros de Estado.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, expresó que, por una parte, es razonable establecer un plazo, de uno o dos años, en el cual quien deja de ser Defensor no pueda optar a cargos de elección pública, a fin de evitar que el ejercicio de dicha magistratura pueda ser utilizado como plataforma de intereses electorales.

Sin perjuicio de eso, estimó que no es razonable que al ex Defensor se le prive, por el mismo plazo, el ingreso a la Administración del Estado, en tanto su expertise y experiencia en la materia puede ser utilizado por los diversos organismos encargados de tratar materias de infancia.

El Honorable Senador señor Letelier, manifestó que, en su opinión, el control respecto del mal ejercicio que el Defensor pueda realizar de su cargo debe estar contemplado en las causales de remoción del mismo, más que en el establecimiento de inhabilidades políticas luego de su cesación.

En efecto, indicó que, tal como sucede en el modelo de Estados Unidos, se debe permitir que las autoridades expresen libremente sus convicciones políticas, en tanto fijar un espacio institucionalizado para el libre debate de las ideas, cuestión que no se debe coartar. Por consiguiente, se mostró partidario de respaldar medidas de control público del ejercicio del cargo, mientras el Defensor se desempeñe en su calidad de tal, a fin de evitar malas prácticas.

Por último, reiteró que en tanto no existir un conflicto de intereses de carácter económico, no le parece razonable impedirle al saliente Defensor optar por un cargo de elección popular.

El Honorable Senador señor Quintana, expresó que, tal como lo señaló quien le antecedió en el uso de la palabra, no obstante no configurarse una hipótesis de conflicto de intereses de naturaleza económica, es necesario velar por que el desempeño del cargo del Defensor no sea orientado por intereses personales de este último, incluidos los electorales, en tanto tratarse de una materia especialmente sensible, como lo es la infancia, y estar de por medio recursos públicos para ello. 

De ese modo, se manifestó a favor de establecer el plazo de un año, entre la cesación en su cargo y la posibilidad de optar a cargos de elección popular, al cual el Defensor saliente debe someterse.

Por último, no consideró razonable disponer del mismo plazo para que este último se incorpore a la Administración del Estado, en tanto considerar que su experiencia en el particular puede ser una contribución en el ejercicio de las competencias de órganos públicos.  

En votación la indicación N° 63, la Comisión, por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señores Walker, don Patricio (Presidente), Letelier y Quintana, la abstención del Honorable Senador señor Ossandón y el voto a favor de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, la rechazó.

Sin perjuicio de lo anterior, y en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), Honorable Senadora señora Van Rysselberghe y Honorables Senadores señores Letelier, Ossandón y Quintana, aprobó modificar, en el inciso cuarto del artículo 13 de la iniciativa en examen, la locución “transcurridos dos años” por la frase “transcurrido un año”.
ARTÍCULO 14


El artículo 14 aprobado en general por el Honorable Senado, dispone que corresponderá especialmente al Defensor: 


a) Dirigir, organizar y administrar la Defensoría, y velar por el cumplimiento de sus objetivos.


b) Ejercer las funciones que le sean entregadas a la Defensoría.


c) Representar judicial y extrajudicialmente a la Defensoría.


d) Delegar sus atribuciones y facultades dentro de la institución. Esta delegación deberá ser parcial y en materias específicas.


e) Las demás funciones y atribuciones que la ley le otorgue.

A este artículo se presentaron seis indicaciones signadas con los Nos 64, 65, 66, 67, 68 y 69.

- - - - - -

Nuevas letras

Indicaciones Nos 64 y 65

64.- Del Honorable Senador señor Navarro y 65.- del Honorable Senador señor Quintana, para consultar una nueva letra, del siguiente tenor:


“…) Responder a la contingencia relacionada con los sujetos de protección.”.


Las presentes indicaciones, en tanto incorporar una nueva función al organismo en examen, se consideran inadmisibles, por vulnerar el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 del texto constitucional, en lo concerniente a la iniciativa exclusiva presidencial.
Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró a las indicaciones Nos 64 y 65 como inadmisibles.


Sin perjuicio de lo anterior, el Honorable Senador señor Letelier, expresó que es necesario contemplar algún dispositivo institucional con el que cuente el Defensor en caso de enfrentarse a una contingencia de considerable entidad en temas de su competencia, más allá de competencias ligadas al ámbito judicial.

El Honorable Senador señor Ossandón, expresó que el relacionar las atribuciones del Defensor con cuestiones relativas a la contingencia, no puede implicar que este último efectúe una vocería de los casos que lleguen a su conocimiento.

La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, indicó que en el artículo 4º del proyecto de ley en estudio se contemplan distintos mecanismos para que el Defensor, frente a una situación contingente, de eventual vulneración de derechos de los menores, pueda actuar.

Lo anterior, agregó, en tanto se consideran atribuciones para que este último pueda efectuar denuncias, hacer presente situaciones de tales características ante los tres poderes públicos, realizar recomendaciones, actuar como facilitador entre las partes y confeccionar informes sobre el particular.

El Honorable Senador señor Quintana, señaló que, en su opinión, dentro del listado contenido en el aludido artículo 4º, no se contemplan funciones que le permitan al Defensor disponer de algún mecanismo para hacerse cargo de situaciones de contingencia vinculados a la protección de los menores.

El Honorable Senador señor Letelier, indicó que, sin perjuicio del listado contemplado en el referido artículo 4º, sería adecuado estudiar algún mecanismo que permitiera al Defensor hacerse cargo de las situaciones de contingencia antes aludidas, por lo que sugirió al Ejecutivo analizar el punto.
El Honorable Senador señor Quintana, expresó que las indicaciones Nos 64 y 65 surgieron como respuesta frente al texto aprobado del párrafo tercero de la letra b) del mencionado artículo 4º, la cual impide al Defensor pronunciarse sobre asuntos que se encuentran en tramitación ante los Tribunales de Justicia o los órganos de la Administración del Estado. 

En esa línea, agregó, aquellas pretendían evitar que el Defensor adoptara un rol pasivo frente a casos de tal naturaleza.

La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, señaló que en casos que se encuentren en sede judicial o administrativa el Defensor cuenta con atribuciones para hacer presente su opinión.

En efecto, añadió, respecto a causas ante órganos jurisdiccionales, el Defensor puede actuar como amicus curiae, mientras que en procedimientos administrativos, aquél cuenta con atribuciones para hacer presente su posición a los respectivos órganos públicos.
- - - - - -  -

Indicaciones Nos 66 y 67

66.- Del Honorable Senador señor Navarro y 67.- del Honorable Senador señor Quintana, para incorporar la siguiente letra, nueva:


“…) Establecer un sistema de denuncias individuales y colectivas para los niños.”.

Las indicaciones en análisis, al incorporar una nueva atribución al Defensor, se consideran como inadmisibles, por vulnerar el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución, en lo relativo a la iniciativa exclusiva presidencial.
Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró a las indicaciones Nos 66 y 67 como inadmisibles.

- - - - - - -

Indicaciones Nos 68 y 69

68.- Del Honorable Senador señor Navarro y 69.- del Honorable Senador señor Quintana, para introducir una letra, nueva, del tenor que sigue:


“…) Promover activamente la discusión de los Derechos del Niño en la agenda pública.”.


Las presentes indicaciones incorporan una nueva función al Defensor, considerándose a las mismas como inadmisibles, por infringir el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 del texto constitucional, en lo referente a la iniciativa exclusiva presidencial.


Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró a las indicaciones Nos 68 y 69 como inadmisibles.

ARTÍCULO 15


El artículo 15 del proyecto de ley en estudio dispone que el Defensor debe presentar un Informe ante el Presidente de la República, el Congreso Nacional y el Presidente de la Corte Suprema, el cual debe tener ciertos contenidos básicos2.


A este artículo se presentaron cuatro indicaciones signadas con los Nos 70, 70 bis, 70 ter y 70 quáter.

Las letras b), c) y f) del artículo 15 aprobadas en general por el Honorable Senado, son del siguiente tenor:

Letra b)


La letra b) del precepto en examen dispone, como contenido del referido informe, información referente a la situación nacional en materia de derechos de los niños y niñas.

Indicación Nº 70


70.- De la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, para sustituirla por la siguiente:


"b) La situación nacional en materia de derechos de los niños y niñas, el derecho preferente y el deber de los padres de educar a sus hijos.".

En discusión esta indicación, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, manifestó que la intención de la misma es vincular, en el contexto del informe emitido por el Defensor, los derechos de los menores con el derecho y deber preferente de sus padres de educarlos. En tanto ser dicha vinculación, agregó, la natural que se da al interior de las familias, en la mayoría de los casos en que no existen disfuncionalidades.

El Honorable Senador señor Letelier, expresó que no se debe perder de vista que las atribuciones del Defensor dicen relación con el estado en que se encuentra la protección de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, sin entrar a abordar otras temáticas como el estado de las familias, por lo que considera que la introducción en este ámbito del derecho preferente de los padres a educar a sus hijos no es pertinente.
En efecto, expresó que el aludido derecho no se encuentra en cuestionamiento en este contexto, siendo evidente que el Estado no puede interferir en el ejercicio de dicha facultad.
Sin perjuicio de lo anterior, expresó que otra discusión ideológica es la referente a la definición sobre la protección de los individuos respecto de sus familias, por lo que no se deben entremezclar ambos puntos.
El Honorable Senador señor Quintana, indicó que no se debe perder de vista que se están examinando los contenidos del informe anual que debe emitir el Defensor, el cual debe referirse a cuestiones relativas a materias de infancia, en tanto ser los menores los sujetos que dicha institución pretende proteger. En consecuencia, añadió, no considera razonable la inclusión en este contexto del aludido derecho preferente.
La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, señaló que dentro de la gama de derechos que asisten a los menores, y respecto de los cuales el Defensor debe velar por su protección, se encuentra el derecho de que aquéllos sean educados preferentemente por sus padres, de ahí, destacó, la importancia de su inclusión dentro del listado de contenidos que debe contemplar el informe anual de la Defensoría.
Así, señaló que, de no mediar alguna disfuncionalidad familiar que implique vulneración a los derechos de los menores, dicho derecho preferente se debe resguardar plenamente, en tanto formar parte de las facultades que le asisten tanto a los padres como a los niños y niñas en este contexto.
El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, indicó que, en su opinión, al existir una variedad significativa de casos en donde el derecho preferente de los padres a educar a sus hijos se ve en entredicho, especialmente en procedimientos judiciales de protección ante los Juzgados de Familia, es recomendable contemplar una postura amplia en esta materia, que priorice especialmente los derechos de los menores por sobre cualquier otra consideración.
Sin perjuicio de eso, resaltó que dicho derecho preferente es una facultad que le asiste a los padres y que merece una adecuada protección cuando ello sea adecuado.
El Honorable Senador señor Ossandón, expresó que, no obstante apoyar lo referente a la inclusión del aludido derecho preferente, no cree razonable incorporarlo como un contenido del informe anual que debe emitir el Defensor, en tanto no ser pertinente a la finalidad de dicha atribución.
En votación la indicación N° 70, la Comisión, por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señores Walker, don Patricio (Presidente), Letelier y Quintana, la abstención del Honorable Senador señor Ossandón y el voto a favor de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, la rechazó.
Indicación Nº 70 bis


70 bis.- Del Honorable Senador señor Espina, para intercalar entre las palabras “nacional” y “en”, la expresión “y regional”.


En discusión esta indicación, el Honorable Senador señor Letelier expresó que, del modo en que la misma se encuentra redactada, conllevaría a que el referido informe anual contenga un capítulo dedicado a cada una de las regiones del país, lo que no considera razonable.


Por tal razón, propuso reemplazar el texto de la indicación por el siguiente “, tomando en cuenta la realidad de las regiones”.


En votación la indicación N° 70 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, Honorables Senadoras señoras Muñoz y Van Rysselberghe, y Honorables Senadores señores Letelier y Ossandón, la aprobó con modificaciones, sustituyendo su texto por la frase “, tomando en cuenta la realidad de las regiones”, intercalando a esta última luego de la expresión “niñas” y antes del punto aparte.

Letra c)


La letra c) del artículo 15 del presente proyecto de ley dispone, como contenido del informe anual que debe confeccionar el Defensor, información referente al cumplimiento efectivo de las obligaciones relativas a los derechos de los niños y niñas, incluyendo una opinión fundada de la conducta de los organismos públicos y privados frente a sus requerimientos.

Indicación Nº 70 ter


70 ter.- De S.E. la Presidenta de la República, para eliminar la expresión “por parte de los sujetos señalados en el artículo 2° de la presente ley”.


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, expresó que la misma sólo dota de coherencia formal al articulado, por lo que sugirió aprobarla.


En votación la indicación N° 70 ter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, Honorables Senadoras señoras Muñoz y Van Rysselberghe, y Honorables Senadores señores Letelier y Ossandón, la aprobó sin modificaciones.

Letra f)


La letra f) del artículo 15 de la iniciativa en examen establece, como contenido del informe anual que debe desarrollar el Defensor, información referente a las recomendaciones generales que este último estime conveniente para el resguardo de los derechos de los niños y niñas.

Indicación Nº 70 quáter


70 quáter.- De S.E. la Presidenta de la República, para intercalar, a continuación de la palabra “niñas” y antes del punto aparte, la frase “, incluyendo aquellas relativas a las adecuaciones necesarias de la legislación y reglamentos para el cumplimiento de lo dispuesto en la Convención sobre los Derechos del Niño”.


En votación esta indicación, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), Honorables Senadoras señoras Muñoz y Van Rysselberghe, y Honorables Senadores señores Letelier y Ossandón, la aprobó sin enmiendas.

ARTÍCULO 16

Inciso cuarto


El inciso cuarto del artículo 16 aprobado en general por el Honorable Senado, dispone que, excepcionalmente, el Defensor podrá, en causas que produzcan alarma pública y exijan pronta solución por su gravedad y relevancia para los derechos de los niños y niñas, deducir querellas, siempre que se trate de aquellos delitos tipificados en el artículo 142 y en los párrafos 5° y 6° del Título VII, y 1°, 2° y 3° del Título VIII, todos del Libro Segundo del Código Penal3.


A este inciso se presentaron cuatro indicaciones signadas con los Nos 71, 72, 73 y 74.

Indicaciones Nos 71, 72 y 73

71.- Del Honorable Senador señor Navarro, 72.- del Honorable Senador señor Quintana, y 73.- de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, para suprimirlo.

En discusión estas indicaciones, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, expresó que con la supresión que se propone, se pretende que el Defensor no sólo de forma excepcional pueda deducir querellas penales, sino que siempre que considere que ello es oportuno para la protección de los derechos de los menores.

El Honorable Senador señor Letelier, señaló que con la eliminación del inciso en comento el Defensor simplemente no podría deducir querellas criminales en ningún caso, por lo que considera razonable que, más que proponer su supresión, se analicen las posibilidades de legitimación activa en sede jurisdiccional con las que puede contar el organismo en análisis, coherente con el modelo de magistratura de persuasión que se ha adoptado.
La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, precisó que la presente propuesta adquiría coherencia en virtud de lo dispuesto en la indicación Nº 13, de su autoría (la cual fue declarada inadmisible), que disponía la facultad del Defensor para interponer acciones y deducir querellas, de manera general, para la protección de los derechos de los menores.
La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, expresó que de acuerdo al modelo de magistratura de promoción y persuasión por el que se optó, la Defensoría sólo debe contar con atribuciones acotadas en materias judiciales, precisamente por no ser las funciones principales de dicho organismo bajo esa visión.
Posteriormente, señaló que al haberse declarado inadmisible la indicación Nº 13, la eliminación del inciso en análisis deja sin ninguna atribución, en materia de deducción de querellas penales, al Defensor.
Por último, indicó que la configuración actual del referido inciso, obedece a recomendaciones efectuadas por la Corte Suprema en su respectivo informe, estableciendo el parámetro de “alarma pública” (tal como lo sucede en lo concerniente a la designación de Ministros en visita) como criterio de actuación al momento de la deducción de querellas respecto de los delitos contemplados para tal efecto.
La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, manifestó que el modelo argentino de defensoría, sin perjuicio de contemplar funciones referentes a la persuasión y promoción de los derechos de la infancia, consagra, además, atribuciones judiciales, legitimando activamente al Defensor para presentar acciones y deducir querellas a fin de proteger los derechos de los menores vulnerados.
El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señaló que de suprimirse el inciso en examen, efectivamente, el Defensor no podría deducir querellas criminales bajo ningún respecto, de lo que no se mostró partidario.
Sin perjuicio de lo mencionado, indicó que el criterio de “alarma pública” no siempre es coincidente con el interés de protección de los derechos de los menores, por lo que sugirió cambiar tal concepto por el de “interés social relevante para niños, niñas y adolescentes”.
El Honorable Senador señor Letelier, expresó que se debe fijar en este ámbito una atribución flexible, a fin de que el Defensor pueda, discrecionalmente, ejercer dicha función en un marco de excepcionalidad, por lo que sugirió analizar fórmulas que permitan reducir subjetividad, sin restar flexibilidad.

La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, expresó que, a su parecer, es razonable que el Defensor cuente con la atribución de deducir querellas en términos generales, más allá de las hipótesis de alarma pública establecidas en el inciso final del artículo 16 de la iniciativa en examen, y sin perjuicio de los recursos que se le otorguen a la Defensoría para ello.


La Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional de la Infancia, señora María Estela Ortiz, expresó que la decisión sobre el particular no reside en cuestiones presupuestarias, sino en el modelo de Defensoría de los Derechos de la Niñez que se adoptó.


En efecto, agregó, en tanto se siguió la visión de una magistratura de persuasión, no es razonable que dicho organismo cuente, de manera general, con la competencia para deducir querellas, precisamente por no condecirse con la naturaleza organizacional de tal entidad. De ahí, añadió, que se disponga que sólo excepcionalmente (en casos de alarma pública) y sólo respecto de determinados delitos, el Defensor pueda deducir querellas penales.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, indicó que, en su opinión, el parámetro de “alarma pública” no es lo suficientemente preciso para especificar los casos en que el Defensor quedará habilitado para ejercer la antedicha atribución.


Asimismo, añadió, dicho concepto, a su parecer, ha sido empleado, en muchas ocasiones, para generar utilidades de verdaderos abusos comunicacionales en este ámbito, ocasionando incluso más daño en los menores que se ven situados en tales contextos.


De ese modo, añadió, es que en la indicación N° 74, de su autoría, propone asumir el criterio de “interés social relevante” en vez del de “alarma pública”, en tanto orientarse a una significación distinta, que pone el acento en el sujeto afectado.


La Asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola, expresó que la utilización del concepto de alarma pública se extrajo del Código de Procedimiento Penal4, a fin de dotar de un parámetro jurídico objetivo (y con cierto desarrollo institucional) al Defensor para actuar en este contexto. 


En seguida, señaló que el criterio de “interés social relevante”, en opinión del Ejecutivo, presenta una laxitud tal que no precisa adecuadamente la atribución que en este ámbito posee el Defensor.


El Honorable Senador señor Letelier, expresó que la idea de la propuesta en examen, tal como se encuentra configurado el articulado del proyecto, es suprimir la facultad excepcional del Defensor de deducir querellas criminales en ciertas hipótesis, por lo que manifestó su rechazo a las presentes indicaciones.


Sin perjuicio de lo anterior, sugirió efectuar un cambio de redacción del inciso cuarto del artículo 16 del proyecto en examen, a fin de recoger alguna de las ideas planteadas por el Honorable Senador señor Walker, don Patricio en la indicación N° 74.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, atendidas las observaciones efectuadas sobre el punto, sugirió rechazar las indicaciones en examen y, asimismo, cambiar la redacción del aludido inciso cuarto por el siguiente:


“Excepcionalmente el Defensor podrá, en causas que involucren un interés social relevante y exijan pronta solución por su gravedad e importancia para los derechos de los niños y niñas, deducir querellas, siempre que se trate de aquellos delitos tipificados en el artículo 142 y en los párrafos 5° y 6° del Título VII, y 1°, 2° y 3° del Título VIII, todos del Libro Segundo del Código Penal.”.


En votación las indicaciones Nos 71, 72 y 73, la Comisión, por cuatro votos en contra, del Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), de la Honorable Senadora señora Muñoz y de los Honorables Senadores señores Letelier y Ossandón, y el voto a favor de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, las rechazó.


Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), Honorables Senadoras señoras Muñoz y Van Rysselberghe, y Honorables Senadores señores Letelier y Ossandón, aprobó, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, sustituir el inciso cuarto del artículo 16 del proyecto, por el siguiente:


“Excepcionalmente el Defensor podrá, en causas que involucren un interés social relevante y exijan pronta solución por su gravedad e importancia para los derechos de los niños y niñas, deducir querellas, siempre que se trate de aquellos delitos tipificados en el artículo 142 y en los párrafos 5° y 6° del Título VII, y 1°, 2° y 3° del Título VIII, todos del Libro Segundo del Código Penal.”.


El Honorable Senador señor Letelier, en este punto, solicitó dejar constancia, como precedente parlamentario, que la modificación antes descrita no genera irregularidad alguna. Lo anterior, agregó, en tanto ser cuestiones distintas la interpretación y calificación de la admisibilidad o inadmisibilidad de una indicación, por una parte, de las facultades de modificación que asisten a los Senadores otorgadas por el Reglamento de la Corporación, por otra.

Indicación Nº 74


74.- Del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, para sustituirlo por el que sigue:


“El defensor podrá en causas que involucren un interés social relevante para niños, niñas o adolescentes o afecten sus derechos colectivos, ejercer la acción penal prevista en el artículo 111 del Código Procesal Penal.”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud de la modificación efectuada al inciso cuarto del artículo 16 de la presente iniciativa, antes descrita, en donde se recogió el elemento de “interés social relevante” incorporado en la indicación en examen, y en su calidad de autor de esta última, la retiró.
ARTÍCULO 17

Inciso tercero


El inciso tercero del artículo 17, aprobado en general por el Honorable Senado, dispone que los estatutos de la Defensoría establecerán los mecanismos y formas en que el Consejo Consultivo prestará su asesoría al Defensor, fijando, además, que los consejeros serán ad-honorem.

A este artículo se presentaron tres indicaciones signadas con los Nos 75, 76 y 77.

Indicación Nº 75


75.- Del Honorable Senador señor Chahuán, para sustituir la oración final “Los consejeros serán ad-honorem.”, por la siguiente: “Los cargos de consejeros serán ejercidos ad-honorem.”.


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, propuso aprobarla, en tanto tratarse de una modificación de carácter formal.


En votación la indicación N° 75, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), Honorables Senadoras señoras Muñoz y Van Rysselberghe y Honorable Senador señor Ossandón, la aprobó sin enmiendas.

- - - - - -

Indicaciones Nos 76 y 77

76.- Del Honorable Senador señor Navarro y 77.- del Honorable Senador señor Quintana, para agregar el siguiente inciso final:


“Será facultad del Consejo revisar las políticas públicas y sugerir legislación nueva.”.


Estas indicaciones sugieren incorporar un nuevo inciso final, en donde se contemple la facultad del Consejo para revisar las políticas públicas y sugerir legislación.


De este modo, tales propuestas, en tanto agregar nuevas atribuciones al Consejo, vulneran lo dispuesto en el numeral 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución, en lo concerniente a la iniciativa exclusiva presidencial.


Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró a las indicaciones Nos 76 y 77 como inadmisibles.

- - - - - - - -

ARTÍCULO 18


El artículo 18, aprobado en general por el Honorable Senado, dispone que las personas que presten servicios para la Defensoría se regirán por el Código del Trabajo. Con todo, serán aplicables a este personal las normas de probidad contenidas en la ley N° 20.880 sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses y las disposiciones del Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, debiendo dejarse constancia en los contratos respectivos de una cláusula que así lo disponga (inciso primero).


Luego, establece que quienes desempeñen funciones directivas en la Defensoría serán seleccionados mediante concurso público efectuado por el Servicio Civil, de conformidad con las normas que regulan los procesos de selección de la Alta Dirección Pública establecidos en el Título VI de la ley N° 19.882 que Regula Nueva Política de Personal a los Funcionarios Públicos que Indica. Su nombramiento será realizado por el Defensor (inciso segundo).


Posteriormente, dispone que al personal se le aplicará lo dispuesto en la letra k) del artículo 61  del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo (inciso tercero).


A su vez, se establece que el Defensor será sujeto pasivo de la ley Nº 20.730 que Regula el Lobby y las Gestiones que Representen Intereses Particulares ante las Autoridades y Funcionarios, y deberá realizar declaración de patrimonio e intereses conforme a lo dispuesto en la ley N° 20.880, ya referida (inciso cuarto).


Finalmente, dispone que el Defensor percibirá una remuneración bruta mensualizada equivalente a la de un Subsecretario de Estado (inciso quinto).


A este artículo se presentaron cinco indicaciones signadas con los Nos 78, 79, 79 bis, 79 ter y 80.

Inciso primero

Indicación Nº 78


78.- Del Honorable Senador señor Chahuán, para reemplazar la locución “se regirán por el Código del Trabajo” por el siguiente texto: “se regirán por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo”.


Esta indicación dispone que el personal de la Defensoría se rija por el Estatuto Administrativo, en vez del Código del Trabajo.


De ese modo, la aludida propuesta excede los márgenes presupuestarios considerados por el Ejecutivo en el Informe Financiero de la DIPRES que acompaña al Mensaje, en tanto no contemplarse en este último el impacto que tendría considerar que el referido personal se rija por el Estatuto Administrativo, vulnerándose, de ese modo, lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 del texto constitucional.


Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró a la indicación No 78 como inadmisible.

Inciso segundo

Indicación Nº 79


79.- De la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, para eliminar la voz “directivas”.


La presente indicación amplía la exigencia de ingreso por concurso público, a través del Servicio Civil, respecto de todas las personas quienes desempeñan funciones en la Defensoría.


De ese modo, esta propuesta irroga mayores gastos fiscales al mencionado organismo, no comprendidos en el informe financiero que acompaña el Mensaje presidencial, por lo que se vulnera lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 del texto constitucional.


Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró a la indicación No 79 como inadmisible.


Sin perjuicio de lo anterior, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, expresó que la referida indicación pretende someter a los funcionarios de planta con los que cuente la Defensoría, especialmente a los profesionales, a un concurso público efectuado por el Servicio Civil previo a su ingreso.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señaló que, a su parecer, es razonable establecer tal exigencia sólo a aquellos funcionarios que ejercen funciones directivas, sin perjuicio de que al resto, como es la regla en la Administración Pública, ingresen a través del respectivo concurso público.

Indicación Nº 79 bis


79 bis.- Del Honorable Senador señor Ossandón, para agregar, a continuación de la palabra “directivas” la expresión “y profesionales”.


La indicación en examen amplía la exigencia de ingreso por concurso público, a través del Servicio Civil, respecto de todas las personas que desempeñan funciones directivas o profesionales en la Defensoría.


De ese modo, esta propuesta irroga mayores gastos fiscales al mencionado organismo, no comprendidos en el informe financiero que acompaña el Mensaje presidencial, por lo que se vulnera lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República.


Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró a la indicación No 79 bis como inadmisible.

Indicación Nº 79 ter


79 ter.- Del Honorable Senador señor Ossandón, para agregar, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración:


“Con todo, los estatutos podrán otorgar a determinadas funciones directivas y profesionales la calidad de cargos de exclusiva confianza del Defensor, en virtud de lo cual aquellos funcionarios que los desempeñen podrán ser nombrados y removidos libremente por éste.”.


Esta indicación, al incidir en materias relativas a las funciones de la Defensoría, se entiende que infringe lo dispuesto en el numeral 2° del inciso cuarto del artículo 65 del texto constitucional.


Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró a la indicación No 79 ter como inadmisible.

Inciso tercero

Indicación Nº 80


80.- Del Honorable Senador señor Chahuán, para suprimirlo.


En votación la indicación N° 80, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), Honorables Senadoras señoras Muñoz y Van Rysselberghe y Honorable Senador señor Ossandón, la rechazó.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero


El artículo primero aprobado en general por el Honorable Senado, dispone que la presente ley entrará en vigencia diez meses después de publicada en el Diario Oficial (inciso primero).


Luego, se establece que la primera designación del Defensor de la Niñez se hará a los sesenta días de la entrada en vigencia de la presente ley (inciso segundo).


Posteriormente, se dispone que la Defensoría de la Niñez se entenderá legalmente constituida una vez que el primer Defensor haya sido designado (inciso tercero).


Por último, se establece que el Consejo Consultivo al que se refiere el artículo 18 se constituirá de conformidad con lo que establezcan los estatutos de la Defensoría (inciso cuarto).


A este artículo se presentaron tres indicaciones signadas con los Nos 81, 81 bis y 81 ter.

Indicación Nº 81


81.- Del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia dentro de los sesenta días después de publicada en el Diario Oficial.


La primera designación del Defensor de la Niñez la efectuara directamente el Senado, dentro de los sesenta días desde la entrada en vigencia de la presente ley.


El Consejo Consultivo se constituirá de conformidad  con lo que establezcan los estatutos de la Defensoría.”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en su calidad de autor de la misma, la retiró. Lo anterior, fundado en el hecho de que las indicaciones Nos 81 bis y 81 ter, de autoría del Ejecutivo, acortan los plazos de entrada en vigencia de la presente iniciativa.

Inciso primero

Indicación Nº 81 bis


81 bis.- De S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar la expresión “diez meses” por “cinco meses”.


En votación la indicación N° 81 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), Honorables Senadoras señoras Muñoz y Van Rysselberghe, y Honorables Senadores señores Letelier y Ossandón, la aprobó sin enmiendas.
Incisos segundo y tercero

Indicación Nº 81 ter


81 ter.- De S.E. la Presidenta de la República, para reemplazarlos por los siguientes:


“La primera designación del Defensor de la Niñez se hará dentro de los sesenta días de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 10 de la presente ley, para efectos de la instalación de la Defensoría de los Derechos de la Niñez. Mientras no se encuentre constituido el Consejo Consultivo a que hace referencia el párrafo tercero del título II de esta ley, la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía del Senado deberá oír, en su lugar, a representantes de las organizaciones de la sociedad civil vinculadas a la difusión, promoción y defensa de los derechos de los niños y niñas. En tanto no inicie sus actividades dicha Defensoría, la remuneración del Defensor de la Niñez se financiará con cargo a la Asignación 50-01-03-24-03-133.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, la Defensoría de la Niñez se entenderá legalmente constituida una vez que la presente ley haya entrado en vigencia.”.


En discusión esta indicación, el Honorable Senador señor Letelier, señaló que la segunda parte del inciso primero propuesto se debe suprimir, a fin de hacer coherente este texto con el del inciso segundo del artículo 10 del presente proyecto, en lo referente al procedimiento de nombramiento del Defensor, en el cual se reemplazó al Consejo Consultivo de la Defensoría por las organizaciones de la sociedad civil del sector como partícipes en dicho proceso.


Por último, consultó al Ejecutivo sobre la necesidad de lo fijado en el nuevo inciso tercero propuesto por la presente indicación.


La Abogada del Ministerio Secretaría de la Presidencia, señora Lizzy Seaman, señaló que el referido inciso tercero propuesto define, por su parte, el comienzo de la constitución legal de la Defensoría, siendo tal momento el de la publicación del presente proyecto de ley.


Dicho inciso, a su vez, agregó, debe ser relacionado con el inciso primero, en donde se establece el período de vacancia legal de la ley (cinco meses, producto de la aprobación de la indicación N° 81 bis) y el inciso segundo propuesto, en donde se dispone el plazo en que debe ser nombrado el primer Defensor.


En votación la indicación N° 81 ter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), Honorables Senadoras señoras Muñoz y Van Rysselberghe, y Honorables Senadores señores Letelier y Ossandón, la aprobó con modificaciones, suprimiendo la oración “Mientras no se encuentre constituido el Consejo Consultivo a que hace referencia el párrafo tercero del título II de esta ley, la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía del Senado deberá oír, en su lugar, a representantes de las organizaciones de la sociedad civil vinculadas a la difusión, promoción y defensa de los derechos de los niños y niñas.”.

Asimismo, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorable Senador señor Walker, don Patricio (Presidente), Honorables Senadoras señoras Muñoz y Van Rysselberghe, y Honorables Senadores señores Letelier y Ossandón, aprobó reemplazar, en el inciso cuarto del artículo primero transitorio el término “18” por “17”, a fin de otorgar coherencia a las remisiones normativas del articulado. Lo anterior, en conformidad a lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.
- - - - - - - - 

MODIFICACIONES


En mérito de las consideraciones anteriormente expuestas, vuestra Comisión Especial encargada de tramitar proyectos de ley relacionados con los niños, niñas y adolescentes, tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley, aprobado en general por el Honorable Senado, que consta en nuestro Primer Informe: 

ARTÍCULO 1º

Inciso segundo


- Reemplazar la expresión “ciudad de Santiago” por “Región Metropolitana” y agregar, después de aquélla, la frase “, sin perjuicio de los domicilios que pueda establecer en las distintas regiones del país”.

(Indicación N° 4, aprobada con modificaciones 5x0).

ARTÍCULO 2º


- Suprimir la frase “, respecto de los órganos del Estado y de aquellas personas jurídicas de derecho privado que tengan por objeto principal la promoción o protección de derechos de los niños y niñas”.

(Inciso final artículo 121 del Reglamento del Senado)

ARTÍCULO 3º

Inciso segundo


- Suprimirlo.

(Indicación N° 10, aprobada 4x0).

ARTÍCULO 4º

Letra a)


- Sustituir la palabra “defender” por “proteger”.

(Indicación N° 12 bis, aprobada 3x0).

Letra c)


- Suprimir la palabra “principal”.

(Indicaciones Nos 18, 19 y 19 bis, aprobadas 4x0).

Letra d)


- Reemplazar la expresión “o aquellas” por “, a”.

(Indicación N° 22, aprobada 4x0).


- Eliminar el vocablo “principal”.

(Indicaciones Nos 23 y 24, aprobadas 4x0).


- Agregar, después de la expresión “o niñas”, la siguiente frase: “y a organizaciones que puedan afectar con sus acciones tales derechos, de acuerdo a un plan que se elabore para estos efectos.

(Indicación N° 25, aprobada con modificaciones 4x0).

Letra e)


- Suprimir la frase “de derecho privado”.

(Indicación N° 25 bis, aprobada 5x0).


- Suprimir la palabra “principal”.

(Indicaciones Nos 26, 27 y 27 bis aprobadas 4x0).


- Agregar la siguiente oración final: “Para tales efectos, el requerimiento deberá establecer un plazo razonable para la entrega de la información solicitada.”.

(Indicación N° 28, aprobada con modificaciones 4x0).

Letra h)


- Intercalar, después de la expresión “tramitación del procedimiento” y antes del punto aparte, la frase “, pero el tribunal deberá considerarla en la sentencia”.

(Indicación N° 29 bis, aprobada 4x1 abstención).

Letra k)


- Suprimir la frase “, con los que deberá actuar coordinadamente” y agregar, luego de la expresión “niño”, la locución “o niña”.

(Inciso final artículo 121 del Reglamento del Senado).

- - - - - - 

Letra ñ), nueva


- Intercalar una nueva letra ñ), del siguiente tenor:


“ñ) Elaborar y presentar un informe anual de conformidad a lo establecido en el artículo 15.”.

(Indicación N° 38 bis, aprobada 5x0).

Inciso final, nuevo


- Incorporar un inciso final, nuevo, del siguiente tenor:


“La Defensoría podrá ejercer sus funciones y atribuciones de manera coordinada con otras instituciones nacionales de derechos humanos.”.

(Indicación N° 46 bis, aprobada con modificaciones 5x0).

- - - - - - -

ARTÍCULO 7º


- Suprimir la frase “señaladas en el artículo 2° de esta ley”.

(Inciso final artículo 121 del Reglamento del Senado).

ARTÍCULO 9º

- - - - - - - - 

Inciso final, nuevo


- Incorporar un inciso final, nuevo, del siguiente tenor:


“La organización de la Defensoría considerará, entre otras, las siguientes áreas: área de protección de derechos; área de promoción y difusión de derechos; y área de estudios.”.

(Indicación N° 51 bis, aprobada 5x0).

- - - - - 

ARTÍCULO 10

Inciso segundo


- Sustituirlo por el siguiente:


“El Defensor será designado por acuerdo del Senado, adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, a partir de la recomendación de una terna que deberá presentarle la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía de dicha Corporación. Para estos efectos, la Comisión deberá oír especialmente al Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos Humanos y, tanto a académicos de destacada trayectoria, como a organizaciones de la sociedad civil, vinculados a la difusión, promoción y defensa de los derechos de los niños y niñas, que la Comisión estime pertinente. En caso de que el Senado no designe a alguno de los nombres sugeridos por la Comisión en el plazo de 30 días, ésta deberá presentarle una nueva terna como recomendación.”.

(Indicación No 52 bis, aprobada con modificaciones, 5x0, procedimiento de designación del Defensor, e indicación N° 54 aprobada 3x2 en contra, quórum de designación).

Inciso cuarto


- Reemplazar el término “cinco” por “ocho”.

(Indicación N° 56, aprobada 4x1 en contra).
ARTÍCULO 11

Letra c)


- Agregar luego de la expresión “niños” la locución “y niñas”.

(Inciso final artículo 121 del Reglamento del Senado).

- - - - - - -

Letra d), nueva


- Incorporar como nueva letra d) el siguiente texto:


“d) No haber sido condenado por delitos que infrinjan la Ley N° 20.609, que establece medidas contra la discriminación, o por los delitos contemplados en la Ley N° 20.066, sobre Violencia Intrafamiliar.”.

(Indicaciones Nos 60 y 61, aprobadas con modificaciones 4x0).

Letra d)


- Pasó a ser letra e), sustituyéndose en su texto la palabra “cinco” por “diez”.

(Indicaciones Nos 57 y 58, aprobadas con modificaciones 3x0).

Letra e)


- Pasó a ser letra f), reemplazándose su texto por el siguiente:


“f) Poseer una reconocida trayectoria en el ámbito de los derechos humanos o en la defensa de los derechos de los niños y niñas.

(Indicación N° 58 bis, aprobada con modificaciones 4x1 abstención).

ARTÍCULO 12

Inciso primero


- Suprimirlo.

(Indicación N° 59, aprobada 3x0).

Incisos segundo, tercero y cuarto


- Pasaron a ser incisos primero, segundo y tercero, respectivamente, sin enmiendas.

ARTÍCULO 13

Inciso primero


- Intercalar, a continuación de la expresión “miembros en ejercicio” y antes del punto aparte, la locución “, habiendo oído previamente al Defensor”.

(Indicación N° 62 quinquies, aprobada 5x0).

Inciso cuarto


- Modificar la locución “transcurridos dos años” por la frase “transcurrido un año”.

(Inciso final artículo 121 del Reglamento del Senado).
ARTÍCULO 15

Letra b)

- Intercalar, luego de la expresión “niñas” y antes del punto aparte, la frase “, tomando en cuenta la realidad de las regiones”.

(Indicación N° 70 bis, aprobada con modificaciones 5x0).

Letra c)


- Eliminar la expresión “por parte de los sujetos señalados en el artículo 2° de la presente ley”.

(Indicación N° 70 ter, aprobada 5x0).
Letra f)


- Intercalar, a continuación de la palabra “niñas” y antes del punto aparte, la frase “, incluyendo aquellas relativas a las adecuaciones necesarias de la legislación y reglamentos para el cumplimiento de lo dispuesto en la Convención sobre los Derechos del Niño”.

(Indicación N° 70 quáter, aprobada 5x0).

ARTÍCULO 16

Inciso cuarto


- Sustituirlo por el siguiente:


“Excepcionalmente el Defensor podrá, en causas que involucren un interés social relevante y exijan pronta solución por su gravedad e importancia para los derechos de los niños y niñas, deducir querellas, siempre que se trate de aquellos delitos tipificados en el artículo 142 y en los párrafos 5° y 6° del Título VII, y 1°, 2° y 3° del Título VIII, todos del Libro Segundo del Código Penal.”.

(Inciso final artículo 121 del Reglamento del Senado).

ARTÍCULO 17

Inciso tercero


- Sustituir la oración final “Los consejeros serán ad-honorem.”, por la siguiente: “Los cargos de consejeros serán ejercidos ad-honorem.”.

(Indicación N° 75, aprobada 4x0).

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero

Inciso primero


- Reemplazar la expresión “diez meses” por “cinco meses”.

(Indicación N° 81 bis, aprobada 5x0).

Incisos segundo y tercero


- Reemplazarlos por los siguientes:


“La primera designación del Defensor de la Niñez se hará dentro de los sesenta días de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 10 de la presente ley, para efectos de la instalación de la Defensoría de los Derechos de la Niñez. En tanto no inicie sus actividades dicha Defensoría, la remuneración del Defensor de la Niñez se financiará con cargo a la Asignación 50-01-03-24-03-133.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, la Defensoría de la Niñez se entenderá legalmente constituida una vez que la presente ley haya entrado en vigencia.”.

(Indicación N° 81 ter, aprobada con modificaciones 5x0).

Inciso cuarto


- Reemplazar el término “18” por “17”.

(Inciso final artículo 121 del Reglamento del Senado).
- - - - - - - - 


Como consecuencia de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley que os propone aprobar vuestra Comisión Especial encargada de tramitar proyectos de ley relacionados con los niños, niñas y adolescentes, queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“TITULO I

Objeto y funciones

Párrafo 1° Disposiciones Generales


Artículo 1º. Créase la “Defensoría de los Derechos de la Niñez”, en adelante también “la Defensoría” como una corporación autónoma de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propio.


Su domicilio será la Región Metropolitana, sin perjuicio de los domicilios que pueda establecer en las distintas regiones del país.

Artículo 2º. La Defensoría de la Niñez tendrá por objeto la difusión, promoción y protección de los derechos de que son titulares los niños y niñas que se encuentren dentro del territorio de la República, reconocidos en la Constitución Política de la República, en la Convención sobre los Derechos del Niño y en los demás tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes, así como en la legislación nacional, velando por su interés superior.


Artículo 3º. La Defensoría desempeñará sus funciones con autonomía de las instituciones públicas.

Párrafo 2° Funciones y atribuciones


Artículo 4º. Corresponderá especialmente a la Defensoría de la Niñez:


a) Difundir, promover y proteger los derechos de los niños y niñas de acuerdo a lo que establece la presente ley.

b) Derivar al órgano competente, cuando corresponda, aquellas peticiones que reciba sobre asuntos que se le formulen, dentro del ámbito de sus competencias.

En el ejercicio de esta atribución, podrá realizar recomendaciones específicas sobre las materias objeto de las peticiones que reciba, de conformidad a lo dispuesto por el literal f) de este artículo.

La Defensoría de la Niñez no podrá pronunciarse sobre un asunto que se encuentre en trámite ante los Tribunales de Justicia o ante el órgano de la Administración del Estado competente. Sin embargo, podrá efectuar propuestas sobre aspectos generales y realizar informes o emitir opiniones en relación con la materia de que se trate, de conformidad con las letras f) y h) de este artículo.

c) Intermediar o servir de facilitador entre los niños y niñas y los órganos de la Administración del Estado o aquellas personas jurídicas de derecho privado que tengan por objeto la promoción o protección de derechos de los niños y niñas, cuando haya tomado conocimiento, de oficio o a petición de parte de actos u omisiones que pudieren vulnerar los derechos de los niños y niñas.

d) Observar y hacer seguimiento a la actuación de los órganos de la administración del Estado, a personas jurídicas de derecho privado que tengan por objeto la promoción o protección de derechos de los niños o niñas y a organizaciones que puedan afectar con sus acciones tales derechos, de acuerdo a un plan que se elabore para estos efectos.
e) Requerir antecedentes o informes a los órganos de la Administración del Estado o aquellas personas jurídicas que tengan por objeto la promoción o protección de los derechos de los niños y niñas, cuando, dentro del ámbito de sus competencias, tome conocimiento, de oficio o a petición de parte, de posibles vulneraciones a los derechos de niños y niñas por actos u omisiones de las entidades. Para tales efectos, el requerimiento deberá establecer un plazo razonable para la entrega de la información solicitada.
f) Emitir informes y recomendaciones que tengan por objeto la promoción o protección de derechos de los niños y niñas.

g) Denunciar vulneraciones a los derechos de los niños y niñas ante el órgano administrativo o judicial competente, según corresponda, remitiendo los antecedentes que funden dicha denuncia.

h) Actuar como amicus curiae ante los tribunales de justicia, pudiendo realizar presentaciones por escrito que contengan su opinión con comentarios, observaciones o sugerencias en los casos y las materias relativas a su competencia. La presentación de la opinión escrita no conferirá a la Defensoría la calidad de parte ni suspenderá o alterará la tramitación del procedimiento, pero el tribunal deberá considerarla en la sentencia.

i) Promover el cumplimiento de la Convención sobre los Derechos del Niño y los demás tratados internacionales relativos a los derechos de los niños y niñas ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, en la legislación, reglamentos y prácticas nacionales.

j) Promover la adhesión o ratificación de tratados e instrumentos internacionales de derechos humanos de niños y niñas.

k) Visitar los centros de privación de libertad, centros residenciales de protección y cualquier lugar en que un niño o niña permanezca privado de libertad, reciban o no recursos por parte del Estado, sin perjuicio de las facultades de los demás organismos públicos competentes en la materia.

l) Recoger, facilitar y difundir la opinión de los niños y niñas, promoviendo su respeto y consideración. 

m) Colaborar con el Instituto Nacional de Derechos Humanos, en el ámbito de sus competencias, en la elaboración de los informes que deba presentar a los órganos y comités especializados de las Naciones Unidas y de la Organización de Estados Americanos, así como ante otras organizaciones internacionales.

n) Celebrar convenios de colaboración y cooperación con organismos públicos y privados nacionales o internacionales.

ñ) Elaborar y presentar un informe anual de conformidad a lo establecido en el artículo 15.

o) Las demás funciones y atribuciones que la ley le otorgue.

La Defensoría podrá ejercer sus funciones y atribuciones de manera coordinada con otras instituciones nacionales de derechos humanos.


Artículo 5°. El interés superior del niño o niña, su derecho a ser oído y la autonomía progresiva, son principios rectores que la Defensoría tendrá siempre en consideración al conocer y pronunciarse respecto de cualquier petición que se le formule.


Artículo 6°. La presentación de las peticiones a que se refiere la letra b) del artículo 4° de la presente ley, no obstará el ejercicio de las acciones legales contempladas por el ordenamiento jurídico, ni suspenderá o interrumpirá sus términos de prescripción o caducidad.


Artículo 7°. Las derivaciones o recomendaciones que la Defensoría realice, se comunicarán al jefe superior del respectivo servicio del Órgano del Estado o al representante legal de las personas jurídicas de derecho privado, según corresponda, sin perjuicio de que podrán además ser incorporadas en el Informe Anual de la Defensoría.


Artículo 8°. La información y antecedentes recibidos por la Defensoría no podrán ser empleados para fines ajenos al ámbito de sus competencias. Su tratamiento deberá siempre respetar los derechos y las garantías constitucionales y legales, especialmente lo dispuesto en la ley N° 19.628 sobre Protección de la Vida Privada.


Todos los actos y resoluciones de la Defensoría, así como sus fundamentos y los procedimientos que se utilicen, serán públicos, exceptuando aquella información que, en virtud del artículo 8º de la Constitución Política de la República, tenga el carácter de reservado o secreto. En lo demás, la Defensoría estará sujeta a las normas de la ley N° 20.285 sobre Acceso a la Información Pública.

TÍTULO II ORGANIZACIÓN

Párrafo 1° Organización interna


Artículo 9°. En su organización interna, la Defensoría se regirá por las disposiciones de esta ley y lo que señalen sus estatutos, los que establecerán sus normas de funcionamiento. Los estatutos y sus modificaciones serán propuestos por el Defensor de la Niñez al Presidente de la República y su aprobación se dispondrá mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia. Con todo, los estatutos deberán ajustarse a los principios internacionales que rigen a las instituciones nacionales de promoción y protección de los derechos humanos.


La organización de la Defensoría considerará, entre otras, las siguientes áreas: área de protección de derechos; área de promoción y difusión de derechos; y área de estudios.

Párrafo 2° Del Defensor


Artículo 10. El Defensor de la Niñez, en adelante “el Defensor”, será el Director y representante legal de la Defensoría y estará encargado de dirigirla y administrarla. Asimismo, le corresponderán todas las atribuciones entregadas a la Defensoría de la Niñez.


El Defensor será designado por acuerdo del Senado, adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, a partir de la recomendación de una terna que deberá presentarle la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía de dicha Corporación. Para estos efectos, la Comisión deberá oír especialmente al Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos Humanos y, tanto a académicos de destacada trayectoria, como a organizaciones de la sociedad civil, vinculados a la difusión, promoción y defensa de los derechos de los niños y niñas, que la Comisión estime pertinente. En caso de que el Senado no designe a alguno de los nombres sugeridos por la Comisión en el plazo de 30 días, ésta deberá presentarle una nueva terna como recomendación.


El nombramiento del Defensor será formalizado mediante Decreto Supremo expedido a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


El Defensor durará ocho años en su cargo y no podrá ser designado por un nuevo período.


Los estatutos de la Defensoría fijarán la forma en que el defensor designará a su subrogante y las normas que rijan dicha subrogancia.

Artículo 11. Para ser nombrado Defensor se requiere:


a) Ser ciudadano con derecho a sufragio.


b) No encontrarse sujeto a alguna de las inhabilidades para ingresar a la Administración del Estado.


c) No encontrarse inhabilitado para trabajar con niños y niñas ni figurar en el registro de inhabilitaciones para ejercer funciones en ámbitos educacionales o con menores de edad, que lleva el Servicio de Registro Civil e Identificación, en conformidad a la ley N° 20.594 que crea inhabilidades para condenados por delitos sexuales contra menores y establece registro de dichas inhabilidades.


d) No haber sido condenado por delitos que infrinjan la Ley N° 20.609, que establece medidas contra la discriminación, o por los delitos contemplados en la Ley N° 20.066, sobre Violencia Intrafamiliar.

e) Encontrarse en posesión de un título profesional y tener a lo menos diez años de experiencia profesional.


f) Poseer una reconocida trayectoria en el ámbito de los derechos humanos o en la defensa de los derechos de los niños y niñas.


Artículo 12. El cargo de Defensor será de dedicación exclusiva. El ejercicio de cualquier actividad profesional, comercial o laboral será incompatible con el cargo de Defensor, con la excepción de los cargos docentes según lo dispuesto en la letra a) del artículo 87 del decreto con fuerza de ley N° 29 de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, Sobre Estatuto Administrativo; el ejercicio de los derechos que le atañen personalmente; la percepción de los beneficios de seguridad social de carácter irrenunciable y los emolumentos que provengan de la administración de su patrimonio.


El Defensor no podrá tomar, en las elecciones populares o en los actos que las preceden, más parte que la de emitir su voto personal; ni participar en reuniones, manifestaciones u otros actos de carácter político, o efectuar cualquiera actividad de la misma índole dentro de la Defensoría.


El Defensor deberá cesar en cualquiera de las actividades incompatibles, de conformidad a los incisos anteriores, antes de asumir el cargo. Si incurre en incompatibilidad, cesará en el cargo por el solo ministerio de la ley.


Artículo 13. El Defensor podrá ser removido por la Corte Suprema, por inhabilidad sobreviniente en virtud de la concurrencia de alguna de las causales contenidas en los números 1°, 5°, 6°, 7° u 8° del artículo 256 del Código Orgánico de Tribunales, o por negligencia manifiesta e inexcusable en el ejercicio de sus funciones, a requerimiento del Senado mediante acuerdo adoptado por mayoría de sus miembros en ejercicio. La Corte conocerá del asunto en pleno especialmente convocado al efecto y para acordar la remoción deberá reunir el voto conforme de la mayoría de sus miembros en ejercicio, habiendo oído previamente al Defensor.


Removido el Defensor, se deberá proceder en el plazo más breve posible al nombramiento del nuevo Defensor, de conformidad con lo establecido en el artículo 10 precedente.


Asimismo, el Defensor cesará en su cargo al cumplir setenta y cinco años de edad.


Una vez cesado en el cargo en virtud de cualquier causal, el Defensor no podrá optar a cargos de elección popular sino después de transcurrido un año desde la cesación del mismo. 


En los casos de muerte o renuncia del Defensor, el Senado declarará la vacancia en cuanto tome conocimiento de la circunstancia que la motiva, y a contar de la fecha en que haya ocurrido. Declarada la vacancia regirá lo establecido en el inciso anterior.


Artículo 14. Corresponderá especialmente al Defensor: 


a) Dirigir, organizar y administrar la Defensoría, y velar por el cumplimiento de sus objetivos.


b) Ejercer las funciones que le sean entregadas a la Defensoría.


c) Representar judicial y extrajudicialmente a la Defensoría.


d) Delegar sus atribuciones y facultades dentro de la institución. Esta delegación deberá ser parcial y en materias específicas.


e) Las demás funciones y atribuciones que la ley le otorgue.


Artículo 15. El Defensor deberá presentar anualmente un Informe ante el Presidente de la República, el Congreso Nacional y el Presidente de la Corte Suprema, el que deberá contener, a lo menos, lo siguiente:


a) Las actividades desarrolladas, relacionadas al cumplimiento de su mandato legal.


b) La situación nacional en materia de derechos de los niños y niñas, tomando en cuenta la realidad de las regiones.

c) El cumplimiento efectivo de las obligaciones relativas a los derechos de los niños y niñas, incluyendo una opinión fundada de la conducta de los organismos públicos y privados frente a sus requerimientos.


d) El estado de cumplimiento de las solicitudes que se realicen conforme a lo dispuesto en la letra e) del artículo 4° de la presente ley; especialmente su omisión o retardo.


e) La situación de los niños y niñas que se encuentran en centros de privación de libertad y centros residenciales de protección, sea que reciban o no recursos por parte del Estado.


f) Las recomendaciones generales que estime convenientes para el resguardo de los derechos de los niños y niñas, incluyendo aquellas relativas a las adecuaciones necesarias de la legislación y reglamentos para el cumplimiento de lo dispuesto en la Convención sobre los Derechos del Niño.

El informe será público y deberá difundirse a través de mecanismos idóneos que permitan su conocimiento por la ciudadanía y, en especial, por parte de los niños y niñas.


Artículo 16. En el ejercicio de sus funciones, el Defensor no podrá intervenir en calidad de parte o perito en procedimientos judiciales o administrativos, sin perjuicio de lo dispuesto en la letra h) del artículo 4° de la presente ley. 


En caso que, en el ejercicio de sus funciones, conozca cualquier crimen o simple delito cometido contra niños o niñas, deberá denunciarlo ante el órgano competente.


En el caso de hechos que revisten carácter de crímenes de genocidio, de lesa humanidad o de guerra, tortura, desaparición forzada de personas, tráfico ilícito de migrantes o trata de personas, el Defensor deberá, además, poner los antecedentes a disposición del Instituto Nacional de Derechos Humanos, para los fines previstos en el artículo 3°, número 5, de la ley N° 20.405.


Excepcionalmente el Defensor podrá, en causas que involucren un interés social relevante y exijan pronta solución por su gravedad e importancia para los derechos de los niños y niñas, deducir querellas, siempre que se trate de aquellos delitos tipificados en el artículo 142 y en los párrafos 5° y 6° del Título VII, y 1°, 2° y 3° del Título VIII, todos del Libro Segundo del Código Penal.

Párrafo 3°

Del Consejo Consultivo

Artículo 17. El Consejo Consultivo, en adelante también “el Consejo”, será un órgano colegiado asesor del Defensor que se conformará con representantes de la sociedad civil, de organizaciones de niños y niñas y de las Universidades reconocidas por el Estado y acreditadas. Para estos efectos, la Defensoría deberá llevar un registro de las  organizaciones señaladas. Los estatutos de la Defensoría establecerán los requisitos para la inscripción en el registro, y la manera de proceder a la elección e integración de los representantes del Consejo. 


El Consejo tendrá dentro de sus funciones la de asesorar al Defensor en todas aquellas cuestiones de su competencia que requieran del pronunciamiento de la sociedad civil para su adecuada resolución. Además, recibirá y canalizará las opiniones y las propuestas de la sociedad civil en torno a la Defensoría y su rol, dentro del ámbito de sus competencias.


Los estatutos de la Defensoría establecerán los mecanismos y formas en que el Consejo prestará su asesoría al Defensor. Los cargos de consejeros serán ejercidos ad-honorem.

TÍTULO III

PERSONAL Y PATRIMONIO


Artículo 18. Las personas que presten servicios para la Defensoría se regirán por el Código del Trabajo. Con todo, serán aplicables a este personal las normas de probidad contenidas en la ley N° 20.880 sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses y las disposiciones del Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, debiendo dejarse constancia en los contratos respectivos de una cláusula que así lo disponga.


Quienes desempeñen funciones directivas en la Defensoría serán seleccionados mediante concurso público efectuado por el Servicio Civil, de conformidad con las normas que regulan los procesos de selección de la Alta Dirección Pública establecidos en el Título VI de la ley N° 19.882 que Regula Nueva Política de Personal a los Funcionarios Públicos que Indica. Su nombramiento será realizado por el Defensor.


Al personal se le aplicará lo dispuesto en la letra k) del artículo 61  del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.


El Defensor será sujeto pasivo de la ley Nº 20.730 que Regula el Lobby y las Gestiones que Representen Intereses Particulares ante las Autoridades y Funcionarios, y deberá realizar declaración de patrimonio e intereses conforme a lo dispuesto en la ley N° 20.880, ya referida.


El Defensor percibirá una remuneración bruta mensualizada equivalente a la de un Subsecretario de Estado.


Artículo 19. La Defensoría deberá cumplir con las normas establecidas en el decreto ley Nº 1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado. Adicionalmente, el estado de ingresos y gastos deberá estar disponible en la página web de la Defensoría.


Asimismo, la Defensoría estará sometida a la fiscalización de la Contraloría General de la República, en lo que concierne a su personal y al examen y juzgamiento de sus cuentas.


Las resoluciones del Defensor de la Niñez estarán exentas del trámite de toma de razón por la Contraloría General de la República.


Artículo 20. El patrimonio de la Defensoría estará formado por:


a) Los aportes que anualmente le destine la Ley de Presupuestos del Sector Público.


b) Los bienes muebles e inmuebles que se transfieran a la Defensoría o que ésta adquiera a cualquier título, y los frutos de dichos bienes.


c) Las donaciones, herencias o legados que le hagan, las que estarán exentas del trámite de la insinuación a que se refiere el artículo 1401 del Código Civil y del impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones establecido en la ley N°16.271 sobre Impuesto a la Herencia, Asignaciones y Donaciones.


d) Los aportes de la cooperación internacional que reciba a cualquier título para el cumplimiento de sus objetivos.


Artículo 21. Los actos del Defensor de la Niñez que requieran para su aprobación de decreto supremo se dictarán a través del Ministerio Secretaría  General de la Presidencia.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero. La presente ley entrará en vigencia cinco meses después de publicada en el Diario Oficial.

La primera designación del Defensor de la Niñez se hará dentro de los sesenta días de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 10 de la presente ley, para efectos de la instalación de la Defensoría de los Derechos de la Niñez. En tanto no inicie sus actividades dicha Defensoría, la remuneración del Defensor de la Niñez se financiará con cargo a la Asignación 50-01-03-24-03-133.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, la Defensoría de la Niñez se entenderá legalmente constituida una vez que la presente ley haya entrado en vigencia.

El Consejo Consultivo al que se refiere el artículo 17 se constituirá de conformidad con lo que establezcan los estatutos de la Defensoría.

Artículo segundo. El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de su vigencia, se financiará mediante transferencias del ítem 50-01-03-24-03-104 de la Partida Presupuestaria Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del año respectivo.”.

- - - - - - - 


Acordado en sesiones celebradas los días 6 de septiembre; 15 y 22 de noviembre de 2016, con asistencia de los Honorables Senadores señor Patricio Walker Prieto (Presidente), señora Jacqueline Van Rysselberghe Herrera y señores Juan Pablo Letelier Morel, Manuel José Ossandón Irarrázabal y Jaime Quintana Leal; 13 de diciembre de 2016, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente accidental), Manuel José Ossandón Irarrázabal, Jaime Quintana Leal y Patricio Walker Prieto; 20 de diciembre de 2016, con asistencia de los Honorables Senadores señor Patricio Walker Prieto (Presidente), señora Jacqueline Van Rysselberghe Herrera y señores Juan Pablo Letelier Morel, Manuel José Ossandón Irarrázabal y Jaime Quintana Leal; 10 de enero de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señor Patricio Walker Prieto (Presidente), señoras Adriana Muñoz D’Albora (Jaime Quintana Leal) y Jacqueline Van Rysselberghe Herrera y señores Juan Pablo Letelier Morel y Manuel José Ossandón Irarrázabal y 17 de enero de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señor Patricio Walker Prieto (Presidente), señoras Adriana Muñoz D’Albora (Jaime Quintana Leal) y Jacqueline Van Rysselberghe Herrera y señores Juan Pablo Letelier Morel y Manuel José Ossandón Irarrázabal.


Sala de la Comisión, a 20 de enero de 2017.

(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida, Abogado Secretario de la Comisión

1 Artículo 4º. Corresponderá especialmente a la Defensoría de la Niñez:

f) Emitir informes y recomendaciones que tengan por objeto la promoción o protección de derechos de los niños y niñas.

g) Denunciar vulneraciones a los derechos de los niños y niñas ante el órgano administrativo o judicial competente, según corresponda, remitiendo los antecedentes que funden dicha denuncia.

h) Actuar como amicus curiae ante los tribunales de justicia, pudiendo realizar presentaciones por escrito que contengan su opinión con comentarios, observaciones o sugerencias en los casos y las materias relativas a su competencia. La presentación de la opinión escrita no conferirá a la Defensoría la calidad de parte ni suspenderá o alterará la tramitación del procedimiento.

2 A saber:

a) Las actividades desarrolladas, relacionadas al cumplimiento de su  mandato legal.

b) La situación nacional en materia de derechos de los niños y niñas.

c) El cumplimiento efectivo de las obligaciones relativas a los derechos de los niños y niñas por parte de los sujetos señalados en el artículo 2° de la presente ley, incluyendo una opinión fundada de la conducta de los organismos públicos y privados frente a sus requerimientos.

d) El estado de cumplimiento de las solicitudes que se realicen conforme a lo dispuesto en la letra e) del artículo 4° de la presente ley; especialmente su omisión o retardo.

e) La situación de los niños y niñas que se encuentran en centros de privación de libertad y centros residenciales de protección, sea que reciban o no recursos por parte del Estado.

f) Las recomendaciones generales que estime convenientes para el resguardo de los derechos de los niños y niñas.

3 Los párrafos 5° y 6° del Título VII (“Crímenes y delitos contra el orden de las familias, contra la moralidad pública y contra la integridad sexual), corresponden a los referentes a la violación, y al estupro y otros delitos sexuales, respectivamente. Por su parte, los párrafos 1°, 2° y 3° del Título VIII (“Crímenes y delitos contra las personas”), aluden a los concernientes al homicidio, al infanticidio y a las lesiones corporales, respectivamente.

4 En concreto, del inciso primero de su artículo 66 ter, el que dispone:

“Artículo 66 ter.- Sin perjuicio de lo previsto en los artículos 559 y 560 del Código Orgánico de Tribunales, las Cortes de Apelaciones podrán ordenar que los jueces que ejercen jurisdicción en materia penal en su territorio jurisdiccional se aboquen exclusiva y extraordinariamente a la tramitación de las causas, de competencia de su tribunal, relativas a la investigación y juzgamiento de uno o más delitos en los que se encontrare comprometido un interés social relevante o que produzcan alarma pública.”.

2

INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA LA DEFENSORÍA DE LOS DERECHOS DE LA NIÑEZ 

(10.584-07)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir  su informe acerca del proyecto de ley individualizado en el epígrafe, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “simple”. 

- - -

Cabe hacer presente que, en sesión de 21 de junio de 2016, la Sala del Senado acordó que el proyecto sea informado por la Comisión encargada de tramitar proyectos relacionados con los niños, niñas y adolescentes y no por la de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y que, posteriormente, pase a la de Hacienda, en su caso.

- - -

A una o las sesiones en que la Comisión consideró este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la Asesora del Ministro, señora Antonia Urrejola; la Asesora de la División Jurídica, señora Lizzy Seaman; el Asesor de la DIREPOL, señor Carlos Arrué; la Asesora Legislativa, señora María Jesús Mella, y el Asesor, señor Cristián Rodríguez.

Del Ministerio de Hacienda, la Coordinadora Legislativa, señora Macarena Lobos, y el Asesor, señor Pablo Cañas.

Del Consejo Nacional de la Infancia, la Secretaria Ejecutiva, señora María Estela Ortiz; la Asesora Jurídica, señora Daniela González, y la Asesora de Comunicaciones, Karin Messenger.

De la Dirección de Presupuestos, la Jefa del Sector Defensa Nacional y Justicia, señora Sereli Pardo.
El Asesor del Honorable Senador Chahuán, señor Christian Yunge.

El Asesor del Honorable Senador Coloma, señor César Moyano.

El Asesor del Honorable Senador Espina, señor Pablo Urquiza.

El Asesor del Honorable Senador García, señor Marcelo Estrella.

La Asesora del Honorable Senador Lagos, señora Leslie Sánchez.

De la Oficina del Honorable Senador Ossandón, los Asesores, señores Alberto Jara y Gino Sáez.

Del Comité Democracia Cristiana, el Asesor, señor Sebastián Silva.

De la Oficina del Honorable Senador Pizarro, la Jefa de Gabinete, señora Kareen Herrera, y la Asesora de Prensa, señora Andrea Gómez.

De la Unidad de Asesoría Presupuestaria del Senado, la señora María Soledad Larenas.

De la Fundación Jaime Guzmán, el Asesor, señor Diego Vicuña.

De Corporación Opción, la Asesora de Seguimiento Legislativo, señora Camila de la Maza.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO DE LEY


Crear la Defensoría de los Derechos de la Niñez, como una corporación autónoma de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propio, cuya finalidad sea la difusión, promoción y protección de los derechos de los niños y niñas.

- - -

ANTECEDENTES

En lo relativo a los antecedentes jurídicos y de hecho, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en el informe de la Comisión Especial encargada de tramitar proyectos de ley relacionados con los niños, niñas y adolescentes.

- - -

De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca de los artículos 1°; 10; 18; 19, y 20, permanentes, y los artículos primero y segundo transitorios, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión Especial encargada de tramitar proyectos de ley relacionados con los niños, niñas y adolescentes, como reglamentariamente corresponde de acuerdo al artículo 41 del Reglamento del Senado.

En relación a ellos, la Comisión de Hacienda introdujo modificaciones respecto del artículo 10, lo que hizo en virtud del artículo 121 del Reglamento del Senado.

- - -

DISCUSIÓN 

Previo a la consideración de los asuntos de competencia de la Comisión de Hacienda, la Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional de la Infancia, señora María Estela Ortiz, efectuó una exposición, del siguiente tenor:

En 1990, el Estado de Chile ratificó la Convención sobre los Derechos del Niño, comprometiéndose a adoptar todas las medidas administrativas, legislativas y de cualquier índole necesarias para propender a dar efectividad a los derechos reconocidos en la Convención. 

Desde entonces, el país ha tomado diversas medidas en esta dirección. Entre otras:

- Igualdad de filiación; 

- Obligatoriedad de enseñanza parvularia y secundaria; 

- Subsistema de Protección Integral a la Infancia Chile Crece Contigo;

- Fortalecimiento de la protección a la maternidad; 

- Política Nacional de Niñez (2000 - 2010); 

- Justicia especializada en materias de familia, y

- Ratificación de protocolos facultativos de la Convención, relativos a participación de niños en conflictos armados (2003), y a la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía (2003).

Más recientemente, durante el gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet: 

- Elaboración y aprobación de la Política Nacional de Infancia 2015-2025.

- En 2015, ingresa el proyecto de ley que crea el Sistema de Garantías de Derechos de la Niñez (boletín N° 10.315-18), que: 

Permitirá institucionalizar las funciones necesarias para asegurar el respeto, promoción y protección del desarrollo físico, mental, espiritual, moral, cultural y social de los niños.

Considera al Defensor de los Derechos de la Niñez entre las instituciones participantes del sistema (indicación presentada por Oficio N°1.528-363).

- En el año 2015 también ingresa el proyecto de ley que crea la Subsecretaría de la Niñez (boletín N° 10.314-06).

Incorpora un nuevo objeto –velar por los derechos de los niños, con el fin de promover y proteger su ejercicio- y nuevas funciones al Ministerio de Desarrollo Social. 

Crea la Subsecretaría de la Niñez y dos nuevos órganos de participación social, el Consejo de la Sociedad Civil de la Niñez y el Consejo Nacional de los Niños.

- Este proyecto propone avanzar un paso más con la creación de una institución nacional de derechos humanos autónoma que vele por la difusión, promoción y protección de los derechos de los niños, tanto por parte de los órganos del Estado como de aquellas personas jurídicas de derecho privado vinculadas a estas materias. 

- Se otorga protagonismo y visibilidad a una temática que tiende a diluirse frente a la amplitud de problemáticas que se generan en materia de derechos humanos.

Antecedentes del proyecto

- El Comité de los Derechos del Niño de Naciones Unidas recomendó a Chile –en los años 2002, 2007 y 2015- la creación de un mecanismo independiente y eficaz que vigile la aplicación de la Convención, siguiendo los principios de las instituciones nacionales de promoción y protección de los derechos humanos (Principios de París).

- Desde el año 2007 se han presentado diversas mociones parlamentarias que crean el Defensor de la Niñez. 

- Este proyecto reconoce esos esfuerzos, recoge las recomendaciones de UNICEF y se nutre además del diálogo con la sociedad civil.

- Sobre las instituciones nacionales de Derechos Humanos (marco internacional): 

Son órganos estatales a los que se confiere el mandato constitucional o legislativo de proteger y promover los derechos humanos. 

Son independientes y autónomos; forman parte de la estructura del Estado, pero no están bajo la autoridad directa del Poder Ejecutivo, del Poder Legislativo ni del Poder Judicial.

Los Estados tienen derecho a elegir el marco que les resulte más apropiado, siempre que cumplan las normas mínimas en cuanto a las funciones y responsabilidades establecidas en los Principios de París.

No se impone un modelo único a estas instituciones. Se respeta su diversidad y pluralidad y se reconocen las tradiciones jurídicas específicas en que se insertan.

Los sistemas nacionales de protección de los derechos humanos, actúan como puente entre los gobiernos y la sociedad civil y sirven de enlace entre las normas internacionales de derechos humanos y los ordenamientos internos.

Proyecto de ley

Presentación General

Se adopta un modelo de órgano especializado autónomo.

- Se propone un ente independiente, especializado y autónomo. Algunos países atribuyen la protección y promoción de los derechos de los niños a un órgano especializado que forma parte de un Ombudsperson o Instituto Nacional de Derechos Humanos, INDH, (Ejemplos: Argentina - Colombia); otros, crean una institución especializada y aparte (Ejemplos: Noruega, Australia, Perú y Reino Unido). 

- Se establece la obligación de coordinación tanto con el INDH y otros órganos de protección de derechos humanos (para asegurar la protección y promoción integral de los derechos humanos). 

Se crea corporación autónoma de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propio. 

- El proyecto considera especialmente relevante que el estatuto jurídico del Defensor, su sistema de nombramiento y remoción, la estructura orgánica de la institución y su financiamiento, así como sus funciones y potestades, la doten de la máxima independencia y autonomía.

Se opta por una magistratura de opinión y persuasión. 

- Órgano revestido de “auctoritas” y no de “potestas”, la incidencia y la eficacia de sus recomendaciones derivan de la objetividad e independencia con que desarrolle sus actuaciones. 

- Su actividad es de influencia, carece de competencias de control vinculante, como las de aquellos órganos que ejercen jurisdicción, a excepción de casos muy relevantes de interés social.

Contenidos específicos 

Índice

Título I. Objeto y funciones: - Párrafo 1° Disposiciones generales. - Párrafo 2° Funciones y atribuciones. 

Título II. Organización: - Párrafo 1° Organización interna. - Párrafo 2° Del Defensor. - Párrafo 3° Del Consejo Consultivo.

Título III. Personal y patrimonio

Disposiciones transitorias

Continuó con la exposición, refiriéndose a los objetivos del proyecto de ley, la Asesora del Ministro de la Secretaría General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola:
Contar con un órgano que se encargue de la difusión, promoción y protección de los derechos de que son titulares los niños y niñas que se encuentren dentro del territorio de la República:

- ¿Cuáles derechos? Aquéllos reconocidos en la Constitución Política de la República, la Convención sobre los Derechos del Niño y demás tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes, así como en la legislación nacional. 

- ¿Respecto de quiénes? Respecto de órganos del Estado y personas jurídicas de derecho privado que tengan por objeto la promoción y protección de los derechos de niños y niñas.

- ¿Cuáles principios se deben tener en consideración? El interés superior del niño, el derecho a ser oído y la autonomía progresiva.

Características principales

Siguiendo recomendaciones del Comité de los Derechos del Niño de Naciones Unidas, se opta por un órgano especializado, que se estructure y caracterice conforme a su rol de observador del Sistema de Garantías de los derechos de la niñez: 

- Autónomo, dando estricto cumplimiento a Principios de París y observaciones de Comité de Derechos del Niño.

- Magistratura de influencia o de persuasión (modelo de Noruega, Australia, Suecia y Reino Unido). 

- Componente institucional del Sistema de Garantías de derechos de la niñez. 

- Forma parte del sistema nacional de Derechos Humanos.

Ventaja del modelo: incorpora carácter prioritario del interés superior del niño y da protagonismo y visibilidad a temática de niñez, estableciendo la debida coordinación con el INDH para darle a su vez una mirada integral, pues los derechos humanos son indivisibles.

Principales funciones

Difundir, promover y proteger los derechos de los niños y niñas, respetando siempre su interés superior, su derecho a ser oído y su autonomía progresiva.

- Difusión: recepción, facilitación y difusión de la opinión de niños y niñas. 

- Promoción: elabora informes y recomendaciones; actúa como “amicus curiae” ante tribunales; promueve cumplimiento de Convención sobre los Derechos del Niño y adhesión o ratificación de tratados e instrumentos internacionales en la materia.

- Protección: observa y hace seguimiento a actuación de órganos de la administración del Estado y personas jurídicas de derecho privado que tengan por objeto la promoción o protección de derechos de los niños o niñas; visita centros de privación de libertad o de protección; denuncia vulneraciones a los derechos de los niños. 

- En caso de delitos, debe denunciarlos. Si son delitos de lesa humanidad, además, debe ponerlos en conocimiento del INDH. Excepcionalmente, puede deducir querella en ciertos delitos que causen interés social: sustracción de menores, delitos contra la integridad sexual, homicidio, infanticidio y lesiones corporales. 

- Además, debe colaborar con las instituciones nacionales sobre derechos humanos en el ámbito de sus competencias, en la elaboración de los informes para ser presentados ante organismos internacionales.

Organización

Defensor de los Derechos de la Niñez: 

- Director y representante legal de la Defensoría. 

- Dura 8 años en el cargo, no reelegible.

- Designado por el Senado a propuesta de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía de la misma Corporación.

- Requisitos: entre otros, ser ciudadano con derecho a sufragio, contar con título profesional y reconocida trayectoria en ámbito de derechos de la niñez. 

- Remoción por Corte Suprema, en virtud de ciertas causales, a requerimiento del Senado por mayoría de sus miembros en ejercicio. (Sistemas de nombramiento y remoción, elaborados a partir de los modelos adoptados por otros órganos nacionales con autonomía legal, como el Instituto Nacional de Derechos Humanos y el Consejo para la Transparencia).

Consejo Consultivo 

- Función: asesorar al Defensor en cuestiones de su competencia que requieran del pronunciamiento de la Sociedad Civil.

- Participan: representantes de la sociedad civil, organizaciones de niños y niñas y universidades reconocidas por el Estado y acreditadas.

Informe Anual

Anualmente, el Defensor deberá presentar ante el Presidente de la República, el Congreso Nacional y el Presidente de la Corte Suprema un informe que tendrá como principal objetivo visibilizar el estado de protección de los derechos de los niños.

Contenidos del informe:

- Actividades desarrolladas, vinculadas al cumplimiento de su mandato. 

- Situación nacional en materia de derechos de niñez. 

- Cumplimiento efectivo por parte de órganos del Estado y privados con fines de promoción y protección de derechos de los niños, respecto de derechos de la niñez, incluyendo opinión de la conducta de éstos frente a sus requerimientos. 

- Cumplimiento de los antecedentes e informes que se soliciten por parte del Defensor. 

- Situación de niños y niñas que se encuentren en centros de privación de libertad y centros residenciales de protección.

- Recomendaciones generales para el resguardo de derechos de la niñez.
La Jefa del Sector Defensa Nacional y Justicia de la Dirección de Presupuestos, señora Sereli Pardo, afirmó que, en lo que se refiere propiamente a gastos en personal, gastos permanentes de operación y gastos transitorios: se crean 26 cargos como dotación de la Defensoría, se contemplan $1.738 millones para el primer año –incluyendo los gastos transitorios-, y $1.333 millones para gastos en régimen.

El Honorable Senador señor Pizarro consultó cómo será la conformación del Consejo Consultivo, dado que lo que se establece en el artículo 17 es muy genérico y hace surgir dudas acerca de su integración y de si existirán reclamos en torno a dicha materia. Asimismo, inquirió si el Consejo prestará asesoría a la instancia que debe proponer candidatos para ser Defensor de la Niñez.

El Honorable Senador señor García señaló que la iniciativa legal requiere mayor estudio y debe consultarlo con el resto de los integrantes de su Comité, dado que el diseño de la nueva institución innova en varios aspectos y desconoce si contará con unanimidad. Observó que se trata de una corporación autónoma de derecho público que queda fuera de los poderes del Estado y no se sabe bien cómo se inserta dentro de la orgánica estatal, quedando fuera, incluso, de la fiscalización que puede ejercer la Cámara de Diputados.

Asimismo, la designación del Defensor no surgirá de una propuesta del Presidente de la República, lo que también resulta excepcional.

Además, consultó quién definirá cuándo una materia reviste interés social y se actúa en consonancia. En relación a ello, recordó los cuestionamientos que existen acerca de la labor del Instituto Nacional de Derechos Humanos en relación a la Región de La Araucanía y las víctimas de atentados de diverso tipo.

Concluyó manifestando que no tiene duda alguna acerca de la necesidad de que exista una Defensoría de la Niñez, pero no puede estar seguro de que la forma escogida sea la óptima para ello.

El Honorable Senador señor Lagos expresó apoyar la iniciativa legal, pero le genera dudas el punto específico sobre el nombramiento del Defensor, más aún al plantearse un cambio en el trámite anterior, pasando de una propuesta del Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos Humanos a una recomendación de una terna presentada por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía del Senado, que representa un precedente complejo en relación a las atribuciones de la Cámara Alta.

Por otro lado, consultó cuál ha sido la opinión del Instituto Nacional de Derechos Humanos sobre el proyecto de ley, dado que se ha explicado que en otros países es una entidad como la mencionada la que recoge lo referido a la defensa de la niñez.

El Honorable Senador señor Coloma consultó cómo operará este organismo ante violaciones a los derechos de los niños por parte de Servicios del Estado como, por ejemplo, el SENAME.

El Honorable Senador señor Montes acotó que le parece relevante la creación de la nueva institucionalidad que se preocupe de los niños. Por otra parte, preguntó a los representantes del Ejecutivo su opinión acerca de lo que ocurre con los niños y qué hacer a su respecto, por ejemplo en materia escolar y si someterlos a un modelo estandarizado o fuera de dicho modelo. En su opinión existe una confusión del Estado y de las familias en torno a lo que debe hacerse, en general, con los niños y adolescentes. Asimismo, estimó que el establecimiento educacional es central en lo que concierne al niño pero, al mismo tiempo, ha ido perdiendo relevancia a su respecto. 

La Asesora del Ministro de la Secretaría General de la Presidencia, señora Urrejola, respondió las inquietudes de los señores senadores, del siguiente modo:

- Efectivamente, la norma que se refiere al Consejo Consultivo es bastante genérica y entrega al estatuto la determinación específica de creación y funcionamiento del mismo, siguiendo el modelo que actualmente tiene el Instituto Nacional de Derechos Humanos.

- El Defensor debe denunciar toda vez que en el ejercicio de su cargo tome conocimiento de hechos que revistan carácter de delito, lo que representa una disposición genérica dentro del ámbito público. Una atribución específica es la de querellarse en causas que involucren un interés social relevante y exijan pronta solución por su gravedad e importancia para los derechos de los niños y niñas.

- La Defensoría, al igual que el Instituto Nacional de Derechos Humanos, es un organismo que se crea al alero de la Organización de las Naciones Unidas, formando parte de la estructura del Estado, como entidad pública, pero no integra ninguno de los poderes del Estado, dado que su función es precisamente prevenir y alertar sobre violaciones de los derechos humanos por parte del Estado.

- Nombramiento del Defensor. Originalmente el Ejecutivo planteaba que fuera el Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos Humanos el que propusiera el candidato al Senado, dado que se trata de un órgano colegiado en el que se encuentran representados los distintos ámbitos de la sociedad y del espectro político, con una conformación pluralista. A la Comisión Especial del Senado encargada del estudio de la iniciativa legal no le pareció que el INDH tuviera una intervención por resquemores con la actuación del Director Nacional de la entidad, y acordaron los senadores integrantes de la Comisión que la propuesta fuera a partir de una terna presentada por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

- En cuanto al concepto de interés social, que reemplazó al de alarma pública, a efectos de definir cuándo se podrá querellar el Defensor de la Niñez, se trató de una larga discusión, buscando ampliar los márgenes de la figura y cuándo se está frente a dicho concepto queda entregado al criterio del Defensor mismo.

- Respecto de las violaciones a los derechos humanos, señaló que el Estado puede incurrir en esa figura por acción u omisión, en este último caso cuando se trate de un privado que atenta contra un derecho fundamental y el Estado no hace nada ante una denuncia sobre la materia. Por ello, la Defensoría no es un Servicio Público propiamente tal, dado que fiscaliza la acción del Estado.   
El Honorable Senador señor Coloma consideró complejo que exista una institución pública que pueda fiscalizar o hacer críticas y observaciones sobre proyectos de ley o fallos de la Corte Suprema.

El Honorable Senador señor Lagos acotó que la inacción del Estado que incide en violaciones a los derechos humanos también debe ilustrarse y entenderse con situaciones que se producen, por ejemplo, con una Fiscalía laxa que no persigue con el mismo celo a quienes cometen delitos de determinada especie, lo que genera el reclamo de las víctimas. En ese caso, podría actuar el organismo correspondiente de defensa de los derechos humanos, preguntó.

La Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional de la Infancia, señora Ortiz, señaló que en todos los proyectos de ley presentados, que se refieren a la infancia, existe una mirada que hoy no se encuentra presente en el ordenamiento jurídico, considerando a los niños y adolescentes como sujetos de derechos e ir generando políticas universales a su respecto. Agregó que en el último tiempo han debido enfrentar situaciones de vacíos legales en relación a niños LGBT (lesbianas, gays, bisexuales y transexuales) o transgénero que eran expulsados de establecimientos educacionales y debía buscarse que siguieran estudiando. Asimismo, puede incluir visiones acerca de políticas urbanas que ayuden a no segregar a los niños.

El Honorable Senador señor Montes manifestó que el niño de hoy es muy distinto al de hace 20 ó 30 años, y la sociedad y sus instituciones enfrentan el problema de no saber cómo abordar al niño actual, en que adquieren mayor importancia las redes sociales y los medios de comunicación y pierde relevancia la escuela.

- - -


A continuación se describen o reproducen, según el caso, en el orden del articulado del proyecto, las citadas disposiciones de competencia de vuestra Comisión:

Artículo 1°

Crea la “Defensoría de los Derechos de la Niñez” como una corporación autónoma de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propio. Su domicilio será la Región Metropolitana, sin perjuicio de los domicilios que pueda establecer en las distintas regiones del país.

Puesto el artículo en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Pizarro.
Artículo 10

Dispone, textualmente, lo siguiente respecto del Defensor de la Niñez:

“Artículo 10. El Defensor de la Niñez, en adelante “el Defensor”, será el Director y representante legal de la Defensoría y estará encargado de dirigirla y administrarla. Asimismo, le corresponderán todas las atribuciones entregadas a la Defensoría de la Niñez.


El Defensor será designado por acuerdo del Senado, adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, a partir de la recomendación de una terna que deberá presentarle la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía de dicha Corporación. Para estos efectos, la Comisión deberá oír especialmente al Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos Humanos y, tanto a académicos de destacada trayectoria, como a organizaciones de la sociedad civil, vinculados a la difusión, promoción y defensa de los derechos de los niños y niñas, que la Comisión estime pertinente. En caso de que el Senado no designe a alguno de los nombres sugeridos por la Comisión en el plazo de 30 días, ésta deberá presentarle una nueva terna como recomendación.


El nombramiento del Defensor será formalizado mediante Decreto Supremo expedido a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


El Defensor durará ocho años en su cargo y no podrá ser designado por un nuevo período.


Los estatutos de la Defensoría fijarán la forma en que el defensor designará a su subrogante y las normas que rijan dicha subrogancia.”.

El Honorable Senador señor Lagos planteó que le parece más adecuada la fórmula original propuesta por el Ejecutivo en el proyecto de ley, con el Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos Humanos -previo concurso público- proponiendo un candidato para ser designado por el Senado.

La Asesora del Ministro de la Secretaría General de la Presidencia, señora Urrejola, señaló que se trata de una de las disposiciones más discutidas y analizadas en la citada Comisión Especial, y el texto propuesto responde a un acuerdo logrado entre los integrantes de la Comisión que conciliaba las distintas visiones existentes en la materia, resultando aprobada por la unanimidad de los miembros de la instancia.

El Honorable Senador señor García expresó que, del texto propuesto por la Comisión Especial, comparte que el cargo dure 8 años y que el quórum de aprobación sea por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, y la parte que quisiera que se cambie es que sea una Comisión del Senado la que proponga el candidato o la terna.

El Honorable Senador señor Pizarro recogió los planteamientos anteriores, y agregó que ante las consultas que deberá hacer la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía estarán en presencia de un procedimiento que puede resultar engorroso y muy largo, por lo que propuso que se mantengan los 8 años de duración del cargo y el quórum de dos tercios para la aprobación del candidato, con una propuesta que surja del Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos Humanos, previo concurso público.

El Honorable Senador señor Montes manifestó que las prerrogativas del Congreso Nacional no debieran ir por proponer nombres para cargos, más bien debieran extenderse a poder discutir las políticas y la evaluación de la acción de estas entidades. Agregó compartir las propuestas que se han escuchado anteriormente.

Puesto el artículo en votación, fue aprobado con modificaciones, según se indicará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Pizarro.
Artículo 18

Es del siguiente tenor:

“Artículo 18. Las personas que presten servicios para la Defensoría se regirán por el Código del Trabajo. Con todo, serán aplicables a este personal las normas de probidad contenidas en la ley N° 20.880 sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses y las disposiciones del Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, debiendo dejarse constancia en los contratos respectivos de una cláusula que así lo disponga.

Quienes desempeñen funciones directivas en la Defensoría serán seleccionados mediante concurso público efectuado por el Servicio Civil, de conformidad con las normas que regulan los procesos de selección de la Alta Dirección Pública establecidos en el Título VI de la ley N° 19.882 que Regula Nueva Política de Personal a los Funcionarios Públicos que Indica. Su nombramiento será realizado por el Defensor.

Al personal se le aplicará lo dispuesto en la letra k) del artículo 61  del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

El Defensor será sujeto pasivo de la ley Nº 20.730 que Regula el Lobby y las Gestiones que Representen Intereses Particulares ante las Autoridades y Funcionarios, y deberá realizar declaración de patrimonio e intereses conforme a lo dispuesto en la ley N° 20.880, ya referida.

El Defensor percibirá una remuneración bruta mensualizada equivalente a la de un Subsecretario de Estado.”.

Puesto el artículo en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Pizarro.
Artículo 19

Prescribe lo que sigue:

“Artículo 19. La Defensoría deberá cumplir con las normas establecidas en el decreto ley Nº 1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado. Adicionalmente, el estado de ingresos y gastos deberá estar disponible en la página web de la Defensoría.

Asimismo, la Defensoría estará sometida a la fiscalización de la Contraloría General de la República, en lo que concierne a su personal y al examen y juzgamiento de sus cuentas.

Las resoluciones del Defensor de la Niñez estarán exentas del trámite de toma de razón por la Contraloría General de la República.”.

El Honorable Senador señor García consultó la razón por la que todas las resoluciones del Defensor deban quedar exentas del trámite de toma de razón. Señaló que parte de la fiscalización de la Contraloría General de la República debiera referirse también a resoluciones del Defensor que incidan sobre el personal y las cuentas de la entidad.

La Asesora de la División Jurídica del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Lizzy Seaman, respondió que la fórmula por la que se consulta se estableció en atención a la autonomía del Defensor, por lo que se adoptó idéntica solución que en otros organismos autónomos como el Instituto Nacional de Derechos Humanos y el Consejo para la Transparencia.

La Coordinadora Legislativa del Ministerio de Hacienda, señora Lobos, explicó que la fiscalización de la entidad contralora se restringe a personal y examen de cuentas, por lo que para otorgar la celeridad propia de otras instituciones similares se le exime del trámite de toma de razón.

El Honorable Senador señor Montes observó que la duda surge a partir de si las resoluciones del Defensor que quedan exentas de toma de razón son sólo cualitativas o también las administrativas de todo ámbito.

La señora Lobos indicó que se refiere sólo a aquellas resoluciones de fondo o de mérito, además que la Contraloría General de la República sólo efectúa un análisis referido a la legalidad de las actuaciones y no a su mérito.
Respecto de este artículo, el Honorable Senador señor García efectuó solicitud de votación separada respecto del inciso final del artículo.

En votación el inciso final, fue aprobado por tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y un voto en contra del Honorable Senador señor García.
Puesto en votación el resto del artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Pizarro.
Artículo 20

El patrimonio de la Defensoría estará formado por:

a) Los aportes que anualmente le destine la Ley de Presupuestos del Sector Público.

b) Los bienes muebles e inmuebles que se transfieran a la Defensoría o que ésta adquiera a cualquier título, y los frutos de dichos bienes.

c) Las donaciones, herencias o legados que le hagan, las que estarán exentas del trámite de la insinuación a que se refiere el artículo 1401 del Código Civil y del impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones establecido en la ley N°16.271 sobre Impuesto a la Herencia, Asignaciones y Donaciones.

d) Los aportes de la cooperación internacional que reciba a cualquier título para el cumplimiento de sus objetivos. 

Puesto el artículo en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Pizarro.

Disposiciones transitorias

Artículo primero

Su contenido es el siguiente:

“Artículo primero. La presente ley entrará en vigencia cinco meses después de publicada en el Diario Oficial.

La primera designación del Defensor de la Niñez se hará dentro de los sesenta días de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 10 de la presente ley, para efectos de la instalación de la Defensoría de los Derechos de la Niñez. En tanto no inicie sus actividades dicha Defensoría, la remuneración del Defensor de la Niñez se financiará con cargo a la Asignación 50-01-03-24-03-133.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, la Defensoría de la Niñez se entenderá legalmente constituida una vez que la presente ley haya entrado en vigencia.

El Consejo Consultivo al que se refiere el artículo 17 se constituirá de conformidad con lo que establezcan los estatutos de la Defensoría.”. 

El Honorable Senador señor Pizarro consultó cómo, si la primera designación del Defensor de la Niñez se hará dentro de los sesenta días de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial, se logrará cumplir dicho plazo si se requiere hacer un concurso público y que luego el Senado se pronuncie sobre el candidato.

La Asesora del Ministro de la Secretaría General de la Presidencia, señora Urrejola, señaló que no existe intervención de la Alta Dirección Pública en la elección del candidato a Defensor y que se procede de igual modo que en el caso del Director del Instituto Nacional de Derechos Humanos.

El Honorable Senador señor Lagos reiteró que en el artículo 10, del modo en que lo aprobaron precedentemente, existirá un concurso público previo a la elección del candidato por parte del Consejo Directivo del INDH, por lo que es posible suponer que la primera designación de la que trata el presente artículo tenga un plazo que resulte exiguo, como son 60 días desde la publicación de la ley.

Agregó que, en el texto aprobado en general por el Senado, la entrada en vigencia de la ley se producía 10 meses después de su publicación y la primera designación del Defensor se haría 60 días después de la entrada en vigencia. En cambio ahora, observó, la primera designación es previa a la entrada en vigencia de la ley.

La Asesora, señora Urrejola, expresó que el concurso público permitirá oír a las organizaciones de la sociedad civil vinculadas al área. Sostuvo que, efectivamente, se puede producir un problema por el plazo de 60 días para designar al Defensor, por lo que debiera revisarse.

El Honorable Senador señor Pizarro planteó que el Ejecutivo debiera modificar el referido plazo y también definir un período determinado para que el Senado se pronuncie acerca del candidato propuesto.

Puesto el artículo en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Pizarro.

Artículo segundo

Establece que el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de su vigencia, se financiará mediante transferencias del ítem 50-01-03-24-03-104 de la Partida Presupuestaria Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del año respectivo.

El Honorable Senador señor García observó que se está creando un nuevo organismo que es autónomo y, habitualmente, lo que se hace es facultar al Presidente de la República para estructurar el primer presupuesto de la institución.

La Coordinadora Legislativa del Ministerio de Hacienda, señora Lobos, señaló que el financiamiento que contempla la disposición se entregará una vez que la entidad se encuentre conformada, no obstante, consideró que sería correcto incorporar una norma de estilo como la mencionada, que autoriza al Ejecutivo a conformar el primer presupuesto de la nueva institución. 

El Honorable Senador señor Montes dejó constancia del acuerdo existente con los representantes del Ejecutivo en orden a que se propondrán, en los futuros trámites, modificaciones para ajustar los plazos del artículo primero transitorio y autorizar la conformación del primer presupuesto de la Defensoría.

Puesto el artículo en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Pizarro.
- - -

FINANCIAMIENTO

- El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 22 de marzo de 2016, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Objetivos del proyecto de ley

a. Crear la Defensoría de los Derechos de la Niñez:

- como una corporación autónoma de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propio.

- cuyos objetivos son la difusión, promoción y protección de los derechos de los niños y niñas que se encuentren dentro del territorio de la República.

- su organización interna se regirá por lo que disponga la ley y sus estatutos, los que se aprobarán mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.

b. Crear la figura del Defensor de la Niñez:

- será el Director y Representante Legal de la Defensoría de los Derechos de la Niñez y el encargado de dirigirla y administrarla.

- durará 5 años en el cargo y no podrá ser designado para un nuevo periodo.

c. Crear un Consejo Consultivo:

- órgano colegiado asesor del Defensor de la Niñez.

1. se conformará con representantes de la sociedad civil, de organizaciones de niños y niñas y de las universidades reconocidas por el Estado y acreditadas.

- se elaborará un registro de las organizaciones antes señaladas.

II. Efecto del proyecto sobre el Presupuesto Fiscal

El proyecto de ley irroga gastos por los siguientes conceptos:

a. Gasto en personal, sueldos, horas extras y viáticos producto de la creación de la Defensoría de los Derechos de la Niñez:

	Dotación
	N°

	Defensor de la Niñez
	1

	Directivos
	6

	Profesionales
	11

	Técnicos
	1

	Administrativos
	4

	Auxiliares
	3

	Total
	26


b. Gastos permanentes de operación.

c. Gastos transitorios asociados a la habilitación del inmueble en donde funcionará la Defensoría, mobiliario, equipos y programas informáticos.

El gasto anual y en régimen es el siguiente:
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Supuestos de la gradualidad:

- El gasto en personal y el gasto de operación permanente se consideran por año completo desde el año 1.

- El gasto por una vez se hace en el año 1.

Conforme a lo señalado, el proyecto de ley irroga un mayor gasto fiscal transitorio de $ 405.125 miles y un mayor gasto permanente de $ 1.333.149 miles.

El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de este proyecto de ley durante el primer año presupuestario de su vigencia, se financiará mediante transferencia del ítem 50-01- 03-24-03-104 de la Partida Presupuestaria Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del año respectivo, y en los años siguientes con los recursos que consulten las respectivas leyes de presupuestos.”.

- Posteriormente, se presentó informe financiero complementario elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 18 de enero de 2017, que señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

Las indicaciones tienen por objeto hacer adecuaciones al proyecto de ley en los siguientes aspectos, principalmente:

a. Se modifica la forma en que se designa al Defensor, en el sentido de que éste será designado por acuerdo del Senado a partir de la recomendación de una terna que deberá presentarle la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía de dicha corporación, en vez de una propuesta del Consejo Directivo del Instituto de Derechos Humanos, previo concurso público, como se establecía en el proyecto inicial.

b. Se reduce el plazo de entrada en vigencia de la ley, de 10 a 5 meses.

c. Se modifica lo relativo a la primera designación del Defensor de la Niñez, estableciendo el plazo de 60 días en relación a la publicación de la ley y no a la entrada en vigencia de la misma. Lo anterior, para efectos de la instalación de la Defensoría.

d. Consecuente con lo anterior, se supedita la constitución legal de la Defensoría a la entrada en vigencia de la ley, en vez de al nombramiento del primer defensor, como en el proyecto original.

II. Efectos de la indicación sobre los Gastos Fiscales

La presente indicación no implica un mayor gasto fiscal respecto de lo establecido en el Informe Financiero N° 31 del año 2016.”.
Se deja constancia de los precedentes informes financieros en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

MODIFICACIONES

En conformidad con los acuerdos precedentemente consignados, la Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la siguiente enmienda al proyecto aprobado por la Comisión Especial encargada de tramitar proyectos de ley relacionados con los niños, niñas y adolescentes:

Artículo 10

Inciso segundo

Sustituirlo por el siguiente:

“El Defensor será designado por acuerdo del Senado, adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, a partir de una propuesta del Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos Humanos, previo concurso público. Durante éste, el Consejo Directivo deberá oír especialmente a las organizaciones de la sociedad civil vinculadas a la difusión, promoción y defensa de los derechos de los niños y niñas. En caso que el candidato propuesto sea rechazado, el Consejo hará una nueva propuesta, sobre la base del mismo concurso.”. (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En virtud de la modificación anterior, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY

“TITULO I

Objeto y funciones

Párrafo 1° Disposiciones Generales


Artículo 1º. Créase la “Defensoría de los Derechos de la Niñez”, en adelante también “la Defensoría” como una corporación autónoma de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propio.


Su domicilio será la Región Metropolitana, sin perjuicio de los domicilios que pueda establecer en las distintas regiones del país.

Artículo 2º. La Defensoría de la Niñez tendrá por objeto la difusión, promoción y protección de los derechos de que son titulares los niños y niñas que se encuentren dentro del territorio de la República, reconocidos en la Constitución Política de la República, en la Convención sobre los Derechos del Niño y en los demás tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes, así como en la legislación nacional, velando por su interés superior.


Artículo 3º. La Defensoría desempeñará sus funciones con autonomía de las instituciones públicas.

Párrafo 2° Funciones y atribuciones


Artículo 4º. Corresponderá especialmente a la Defensoría de la Niñez:


a) Difundir, promover y proteger los derechos de los niños y niñas de acuerdo a lo que establece la presente ley.

b) Derivar al órgano competente, cuando corresponda, aquellas peticiones que reciba sobre asuntos que se le formulen, dentro del ámbito de sus competencias.

En el ejercicio de esta atribución, podrá realizar recomendaciones específicas sobre las materias objeto de las peticiones que reciba, de conformidad a lo dispuesto por el literal f) de este artículo.

La Defensoría de la Niñez no podrá pronunciarse sobre un asunto que se encuentre en trámite ante los Tribunales de Justicia o ante el órgano de la Administración del Estado competente. Sin embargo, podrá efectuar propuestas sobre aspectos generales y realizar informes o emitir opiniones en relación con la materia de que se trate, de conformidad con las letras f) y h) de este artículo.

c) Intermediar o servir de facilitador entre los niños y niñas y los órganos de la Administración del Estado o aquellas personas jurídicas de derecho privado que tengan por objeto la promoción o protección de derechos de los niños y niñas, cuando haya tomado conocimiento, de oficio o a petición de parte de actos u omisiones que pudieren vulnerar los derechos de los niños y niñas.

d) Observar y hacer seguimiento a la actuación de los órganos de la administración del Estado, a personas jurídicas de derecho privado que tengan por objeto la promoción o protección de derechos de los niños o niñas y a organizaciones que puedan afectar con sus acciones tales derechos, de acuerdo a un plan que se elabore para estos efectos.
e) Requerir antecedentes o informes a los órganos de la Administración del Estado o aquellas personas jurídicas que tengan por objeto la promoción o protección de los derechos de los niños y niñas, cuando, dentro del ámbito de sus competencias, tome conocimiento, de oficio o a petición de parte, de posibles vulneraciones a los derechos de niños y niñas por actos u omisiones de las entidades. Para tales efectos, el requerimiento deberá establecer un plazo razonable para la entrega de la información solicitada.
f) Emitir informes y recomendaciones que tengan por objeto la promoción o protección de derechos de los niños y niñas.

g) Denunciar vulneraciones a los derechos de los niños y niñas ante el órgano administrativo o judicial competente, según corresponda, remitiendo los antecedentes que funden dicha denuncia.

h) Actuar como amicus curiae ante los tribunales de justicia, pudiendo realizar presentaciones por escrito que contengan su opinión con comentarios, observaciones o sugerencias en los casos y las materias relativas a su competencia. La presentación de la opinión escrita no conferirá a la Defensoría la calidad de parte ni suspenderá o alterará la tramitación del procedimiento, pero el tribunal deberá considerarla en la sentencia.

i) Promover el cumplimiento de la Convención sobre los Derechos del Niño y los demás tratados internacionales relativos a los derechos de los niños y niñas ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, en la legislación, reglamentos y prácticas nacionales.

j) Promover la adhesión o ratificación de tratados e instrumentos internacionales de derechos humanos de niños y niñas.

k) Visitar los centros de privación de libertad, centros residenciales de protección y cualquier lugar en que un niño o niña permanezca privado de libertad, reciban o no recursos por parte del Estado, sin perjuicio de las facultades de los demás organismos públicos competentes en la materia.

l) Recoger, facilitar y difundir la opinión de los niños y niñas, promoviendo su respeto y consideración. 

m) Colaborar con el Instituto Nacional de Derechos Humanos, en el ámbito de sus competencias, en la elaboración de los informes que deba presentar a los órganos y comités especializados de las Naciones Unidas y de la Organización de Estados Americanos, así como ante otras organizaciones internacionales.

n) Celebrar convenios de colaboración y cooperación con organismos públicos y privados nacionales o internacionales.

ñ) Elaborar y presentar un informe anual de conformidad a lo establecido en el artículo 15.

o) Las demás funciones y atribuciones que la ley le otorgue.

La Defensoría podrá ejercer sus funciones y atribuciones de manera coordinada con otras instituciones nacionales de derechos humanos.


Artículo 5°. El interés superior del niño o niña, su derecho a ser oído y la autonomía progresiva, son principios rectores que la Defensoría tendrá siempre en consideración al conocer y pronunciarse respecto de cualquier petición que se le formule.


Artículo 6°. La presentación de las peticiones a que se refiere la letra b) del artículo 4° de la presente ley, no obstará el ejercicio de las acciones legales contempladas por el ordenamiento jurídico, ni suspenderá o interrumpirá sus términos de prescripción o caducidad.


Artículo 7°. Las derivaciones o recomendaciones que la Defensoría realice, se comunicarán al jefe superior del respectivo servicio del Órgano del Estado o al representante legal de las personas jurídicas de derecho privado, según corresponda, sin perjuicio de que podrán además ser incorporadas en el Informe Anual de la Defensoría.


Artículo 8°. La información y antecedentes recibidos por la Defensoría no podrán ser empleados para fines ajenos al ámbito de sus competencias. Su tratamiento deberá siempre respetar los derechos y las garantías constitucionales y legales, especialmente lo dispuesto en la ley N° 19.628 sobre Protección de la Vida Privada.


Todos los actos y resoluciones de la Defensoría, así como sus fundamentos y los procedimientos que se utilicen, serán públicos, exceptuando aquella información que, en virtud del artículo 8º de la Constitución Política de la República, tenga el carácter de reservado o secreto. En lo demás, la Defensoría estará sujeta a las normas de la ley N° 20.285 sobre Acceso a la Información Pública.

TÍTULO II ORGANIZACIÓN

Párrafo 1° Organización interna


Artículo 9°. En su organización interna, la Defensoría se regirá por las disposiciones de esta ley y lo que señalen sus estatutos, los que establecerán sus normas de funcionamiento. Los estatutos y sus modificaciones serán propuestos por el Defensor de la Niñez al Presidente de la República y su aprobación se dispondrá mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia. Con todo, los estatutos deberán ajustarse a los principios internacionales que rigen a las instituciones nacionales de promoción y protección de los derechos humanos.


La organización de la Defensoría considerará, entre otras, las siguientes áreas: área de protección de derechos; área de promoción y difusión de derechos; y área de estudios.

Párrafo 2° Del Defensor


Artículo 10. El Defensor de la Niñez, en adelante “el Defensor”, será el Director y representante legal de la Defensoría y estará encargado de dirigirla y administrarla. Asimismo, le corresponderán todas las atribuciones entregadas a la Defensoría de la Niñez.


El Defensor será designado por acuerdo del Senado, adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, a partir de una propuesta del Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos Humanos, previo concurso público. Durante éste, el Consejo Directivo deberá oír especialmente a las organizaciones de la sociedad civil vinculadas a la difusión, promoción y defensa de los derechos de los niños y niñas. En caso que el candidato propuesto sea rechazado, el Consejo hará una nueva propuesta, sobre la base del mismo concurso.


El nombramiento del Defensor será formalizado mediante Decreto Supremo expedido a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


El Defensor durará ocho años en su cargo y no podrá ser designado por un nuevo período.


Los estatutos de la Defensoría fijarán la forma en que el defensor designará a su subrogante y las normas que rijan dicha subrogancia.

Artículo 11. Para ser nombrado Defensor se requiere:


a) Ser ciudadano con derecho a sufragio.


b) No encontrarse sujeto a alguna de las inhabilidades para ingresar a la Administración del Estado.


c) No encontrarse inhabilitado para trabajar con niños y niñas ni figurar en el registro de inhabilitaciones para ejercer funciones en ámbitos educacionales o con menores de edad, que lleva el Servicio de Registro Civil e Identificación, en conformidad a la ley N° 20.594 que crea inhabilidades para condenados por delitos sexuales contra menores y establece registro de dichas inhabilidades.


d) No haber sido condenado por delitos que infrinjan la Ley N° 20.609, que establece medidas contra la discriminación, o por los delitos contemplados en la Ley N° 20.066, sobre Violencia Intrafamiliar.

e) Encontrarse en posesión de un título profesional y tener a lo menos diez años de experiencia profesional.


f) Poseer una reconocida trayectoria en el ámbito de los derechos humanos o en la defensa de los derechos de los niños y niñas.


Artículo 12. El cargo de Defensor será de dedicación exclusiva. El ejercicio de cualquier actividad profesional, comercial o laboral será incompatible con el cargo de Defensor, con la excepción de los cargos docentes según lo dispuesto en la letra a) del artículo 87 del decreto con fuerza de ley N° 29 de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, Sobre Estatuto Administrativo; el ejercicio de los derechos que le atañen personalmente; la percepción de los beneficios de seguridad social de carácter irrenunciable y los emolumentos que provengan de la administración de su patrimonio.


El Defensor no podrá tomar, en las elecciones populares o en los actos que las preceden, más parte que la de emitir su voto personal; ni participar en reuniones, manifestaciones u otros actos de carácter político, o efectuar cualquiera actividad de la misma índole dentro de la Defensoría.


El Defensor deberá cesar en cualquiera de las actividades incompatibles, de conformidad a los incisos anteriores, antes de asumir el cargo. Si incurre en incompatibilidad, cesará en el cargo por el solo ministerio de la ley.


Artículo 13. El Defensor podrá ser removido por la Corte Suprema, por inhabilidad sobreviniente en virtud de la concurrencia de alguna de las causales contenidas en los números 1°, 5°, 6°, 7° u 8° del artículo 256 del Código Orgánico de Tribunales, o por negligencia manifiesta e inexcusable en el ejercicio de sus funciones, a requerimiento del Senado mediante acuerdo adoptado por mayoría de sus miembros en ejercicio. La Corte conocerá del asunto en pleno especialmente convocado al efecto y para acordar la remoción deberá reunir el voto conforme de la mayoría de sus miembros en ejercicio, habiendo oído previamente al Defensor.


Removido el Defensor, se deberá proceder en el plazo más breve posible al nombramiento del nuevo Defensor, de conformidad con lo establecido en el artículo 10 precedente.


Asimismo, el Defensor cesará en su cargo al cumplir setenta y cinco años de edad.


Una vez cesado en el cargo en virtud de cualquier causal, el Defensor no podrá optar a cargos de elección popular sino después de transcurrido un año desde la cesación del mismo. 


En los casos de muerte o renuncia del Defensor, el Senado declarará la vacancia en cuanto tome conocimiento de la circunstancia que la motiva, y a contar de la fecha en que haya ocurrido. Declarada la vacancia regirá lo establecido en el inciso anterior.


Artículo 14. Corresponderá especialmente al Defensor: 


a) Dirigir, organizar y administrar la Defensoría, y velar por el cumplimiento de sus objetivos.


b) Ejercer las funciones que le sean entregadas a la Defensoría.


c) Representar judicial y extrajudicialmente a la Defensoría.


d) Delegar sus atribuciones y facultades dentro de la institución. Esta delegación deberá ser parcial y en materias específicas.


e) Las demás funciones y atribuciones que la ley le otorgue.


Artículo 15. El Defensor deberá presentar anualmente un Informe ante el Presidente de la República, el Congreso Nacional y el Presidente de la Corte Suprema, el que deberá contener, a lo menos, lo siguiente:


a) Las actividades desarrolladas, relacionadas al cumplimiento de su mandato legal.


b) La situación nacional en materia de derechos de los niños y niñas, tomando en cuenta la realidad de las regiones.

c) El cumplimiento efectivo de las obligaciones relativas a los derechos de los niños y niñas, incluyendo una opinión fundada de la conducta de los organismos públicos y privados frente a sus requerimientos.


d) El estado de cumplimiento de las solicitudes que se realicen conforme a lo dispuesto en la letra e) del artículo 4° de la presente ley; especialmente su omisión o retardo.


e) La situación de los niños y niñas que se encuentran en centros de privación de libertad y centros residenciales de protección, sea que reciban o no recursos por parte del Estado.


f) Las recomendaciones generales que estime convenientes para el resguardo de los derechos de los niños y niñas, incluyendo aquellas relativas a las adecuaciones necesarias de la legislación y reglamentos para el cumplimiento de lo dispuesto en la Convención sobre los Derechos del Niño.

El informe será público y deberá difundirse a través de mecanismos idóneos que permitan su conocimiento por la ciudadanía y, en especial, por parte de los niños y niñas.


Artículo 16. En el ejercicio de sus funciones, el Defensor no podrá intervenir en calidad de parte o perito en procedimientos judiciales o administrativos, sin perjuicio de lo dispuesto en la letra h) del artículo 4° de la presente ley. 


En caso que, en el ejercicio de sus funciones, conozca cualquier crimen o simple delito cometido contra niños o niñas, deberá denunciarlo ante el órgano competente.


En el caso de hechos que revisten carácter de crímenes de genocidio, de lesa humanidad o de guerra, tortura, desaparición forzada de personas, tráfico ilícito de migrantes o trata de personas, el Defensor deberá, además, poner los antecedentes a disposición del Instituto Nacional de Derechos Humanos, para los fines previstos en el artículo 3°, número 5, de la ley N° 20.405.


Excepcionalmente el Defensor podrá, en causas que involucren un interés social relevante y exijan pronta solución por su gravedad e importancia para los derechos de los niños y niñas, deducir querellas, siempre que se trate de aquellos delitos tipificados en el artículo 142 y en los párrafos 5° y 6° del Título VII, y 1°, 2° y 3° del Título VIII, todos del Libro Segundo del Código Penal.

Párrafo 3°

Del Consejo Consultivo

Artículo 17. El Consejo Consultivo, en adelante también “el Consejo”, será un órgano colegiado asesor del Defensor que se conformará con representantes de la sociedad civil, de organizaciones de niños y niñas y de las Universidades reconocidas por el Estado y acreditadas. Para estos efectos, la Defensoría deberá llevar un registro de las  organizaciones señaladas. Los estatutos de la Defensoría establecerán los requisitos para la inscripción en el registro, y la manera de proceder a la elección e integración de los representantes del Consejo. 


El Consejo tendrá dentro de sus funciones la de asesorar al Defensor en todas aquellas cuestiones de su competencia que requieran del pronunciamiento de la sociedad civil para su adecuada resolución. Además, recibirá y canalizará las opiniones y las propuestas de la sociedad civil en torno a la Defensoría y su rol, dentro del ámbito de sus competencias.


Los estatutos de la Defensoría establecerán los mecanismos y formas en que el Consejo prestará su asesoría al Defensor. Los cargos de consejeros serán ejercidos ad-honorem.

TÍTULO III

PERSONAL Y PATRIMONIO


Artículo 18. Las personas que presten servicios para la Defensoría se regirán por el Código del Trabajo. Con todo, serán aplicables a este personal las normas de probidad contenidas en la ley N° 20.880 sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses y las disposiciones del Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, debiendo dejarse constancia en los contratos respectivos de una cláusula que así lo disponga.


Quienes desempeñen funciones directivas en la Defensoría serán seleccionados mediante concurso público efectuado por el Servicio Civil, de conformidad con las normas que regulan los procesos de selección de la Alta Dirección Pública establecidos en el Título VI de la ley N° 19.882 que Regula Nueva Política de Personal a los Funcionarios Públicos que Indica. Su nombramiento será realizado por el Defensor.


Al personal se le aplicará lo dispuesto en la letra k) del artículo 61  del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.


El Defensor será sujeto pasivo de la ley Nº 20.730 que Regula el Lobby y las Gestiones que Representen Intereses Particulares ante las Autoridades y Funcionarios, y deberá realizar declaración de patrimonio e intereses conforme a lo dispuesto en la ley N° 20.880, ya referida.


El Defensor percibirá una remuneración bruta mensualizada equivalente a la de un Subsecretario de Estado.


Artículo 19. La Defensoría deberá cumplir con las normas establecidas en el decreto ley Nº 1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado. Adicionalmente, el estado de ingresos y gastos deberá estar disponible en la página web de la Defensoría.


Asimismo, la Defensoría estará sometida a la fiscalización de la Contraloría General de la República, en lo que concierne a su personal y al examen y juzgamiento de sus cuentas.


Las resoluciones del Defensor de la Niñez estarán exentas del trámite de toma de razón por la Contraloría General de la República.


Artículo 20. El patrimonio de la Defensoría estará formado por:


a) Los aportes que anualmente le destine la Ley de Presupuestos del Sector Público.


b) Los bienes muebles e inmuebles que se transfieran a la Defensoría o que ésta adquiera a cualquier título, y los frutos de dichos bienes.


c) Las donaciones, herencias o legados que le hagan, las que estarán exentas del trámite de la insinuación a que se refiere el artículo 1401 del Código Civil y del impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones establecido en la ley N°16.271 sobre Impuesto a la Herencia, Asignaciones y Donaciones.


d) Los aportes de la cooperación internacional que reciba a cualquier título para el cumplimiento de sus objetivos.


Artículo 21. Los actos del Defensor de la Niñez que requieran para su aprobación de decreto supremo se dictarán a través del Ministerio Secretaría  General de la Presidencia.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero. La presente ley entrará en vigencia cinco meses después de publicada en el Diario Oficial.

La primera designación del Defensor de la Niñez se hará dentro de los sesenta días de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 10 de la presente ley, para efectos de la instalación de la Defensoría de los Derechos de la Niñez. En tanto no inicie sus actividades dicha Defensoría, la remuneración del Defensor de la Niñez se financiará con cargo a la Asignación 50-01-03-24-03-133.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, la Defensoría de la Niñez se entenderá legalmente constituida una vez que la presente ley haya entrado en vigencia.

El Consejo Consultivo al que se refiere el artículo 17 se constituirá de conformidad con lo que establezcan los estatutos de la Defensoría.

Artículo segundo. El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de su vigencia, se financiará mediante transferencias del ítem 50-01-03-24-03-104 de la Partida Presupuestaria Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del año respectivo.”.

---

Acordado en sesiones celebradas los días 11 y 18 de abril de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Montes Cisternas (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot, Ricardo Lagos Weber y Jorge Pizarro Soto.


Sala de la Comisión, a 24 de abril de 2017.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE FORTALECE LA COMPOSICIÓN DE LOS TRIBUNALES QUE INDICA, ASIGNANDO UNA DOTACIÓN ADICIONAL DE 110 JUECES

(10.611-07)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley indicado en la suma, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet, con urgencia calificada de “simple”.


Cabe señalar que esta iniciativa fue discutida en general y en particular durante el trámite de primer informe, en virtud del acuerdo adoptado por la Sala de la Corporación en sesión de fecha 24 de enero de 2017.



En una de las sesiones en que se estudió esta iniciativa estuvo presente, además de los miembros de la Comisión, el Honorable Senador señor Letelier.





A las sesiones en que se trató este proyecto asistió, especialmente invitado, el Presidente de la Excelentísima Corte Suprema, señor Hugo Dolmestch. Por la Corporación Administrativa del Poder Judicial participaron el Director Nacional, señor Ricardo Guzmán; el Jefe del Departamento de Desarrollo Institucional, señor Mario Lara; la Jefa del Área Jurídica de la Dirección de Estudios, señora Valentina Contreras; el Subdirector de la misma Dirección, señor Alejandro Soto; la Jefa del Departamento de Recursos Humanos, señora Andreína Olmo, y el Jefe de Comunicaciones, señor Andrés Arcuch. Igualmente, estuvieron presentes el Edecán, Teniente Coronel de Carabineros de Chile, señor Patricio Escobar; el periodista, señor Arturo León, y el fotógrafo institucional, señor Andrés Herrera.





Por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, concurrieron el Ministro, señor Jaime Campos; el Jefe de la División Jurídica, señor Ignacio Castillo; el Jefe del Departamento de Asesoría y Estudios, señor Milton Espinoza; el Jefe de la División Judicial, señor Álvaro Pavez; el asesor, señor Mario Bustos; la Jefa de Comunicaciones, señora Claudia Sánchez, y la fotógrafa, señora Claudia Basaure.




En representación del Ministerio Público, asistieron el Fiscal Nacional, señor Jorge Abbott, acompañado por la Gerente de la División de Estudios, señora Nelly Salvo; la Directora de la Unidad de Asesoría Jurídica y Anticorrupción, señora Marta Herrera; la abogada, señora Marcela Neira, y la asesora, señora Leslie Trollund.





Por la Asociación Nacional de Magistrados del Poder Judicial participaron el Presidente, señor Álvaro Flores, y el Tesorero, señor Mauricio Olave.




Estuvo presente, asimismo, el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Guillermo Briceño. Igualmente, asistieron la Jefa de la Unidad de Estudios Legislativos de la Contraloría General de la República, señora Pamela Bugueño, y el abogado de la misma Unidad, señor Nelson Salazar.




Asistió el asesor legislativo de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Juan Pablo Cavada.





Concurrieron, además, los asesores legislativos que a continuación se indican: del Comité DC, el señor Robert Angelbeck; del Honorable Senador señor De Urresti, la señora Melissa Mallega; los asesores del Comité PS, señor Juan Peña y señor Hector Valladares; los asesores del Comité PPD, señora Catalina Wildner y señor Sebastián Abarca, y el asesor del Honorable Senador señor Larraín, señor Héctor Mery.
- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


La iniciativa en estudio tiene como propósito favorecer la cobertura jurisdiccional del territorio nacional y mejorar el acceso de la ciudadanía a la justicia, aumentando la dotación de jueces y de otros funcionarios. Concretamente, se crean 110 cargos de juez, los que se desempeñarán en distintos puntos del país, en 82 tribunales, entre los que se cuentan juzgados orales en lo penal, de garantía, laborales, de cobranza laboral y previsional, de familia y de competencia común o mixta. Además, el proyecto refuerza la dotación de apoyo para los mencionados tribunales, aumentando los cargos de consejero técnico, de jefe de unidad y otros.

- - -


Cabe señalar que con fecha 24 de enero de 2017, la Sala autorizó a la Comisión para discutir esta iniciativa en general y en particular durante el primer informe.  Posteriormente, en sesión del 5 de abril del mismo año, acordó que pasara a la Comisión de Hacienda durante el mismo trámite reglamentario de primer informe.

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL



Revisten el carácter de normas orgánicas constitucionales por incidir en materias propias de la organización y atribuciones de los tribunales en los términos del artículo 77 de la Constitución Política, los artículos 1°; 2°; 3°; 4°; el número 1. del artículo 5° sólo en la parte que alude a los cargos de cuatro jueces; el número 2. del mismo artículo 5°; el artículo 7°, sólo en la parte que alude a los cargos de tres jueces, y el artículo 1° transitorio. En consecuencia, para su aprobación requieren del voto favorable de los cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio, según lo dispone el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.

- - - 

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes antecedentes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


Están relacionados con el proyecto de ley en estudio los siguientes cuerpos normativos:


1.- Constitución Política de la República, particularmente su Capítulo VI, relativo al Poder Judicial;

2.- Código Orgánico de Tribunales;


3.- Ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia;


4.- Código del Trabajo;


5.- Ley N° 20.022, que crea Juzgados Laborales y Juzgados de Cobranza Laboral y Previsional en las comunas que indica, y


6.- Ley N° 20.876, que crea juzgados que indica y modifica la composición de diversos tribunales de justicia.
II.- ANTECEDENTES DE HECHO

1.- El Mensaje


El Mensaje que dio inicio a esta tramitación señala que, en las últimas décadas, las categorías dogmáticas que reducían las garantías constitucionales de orden procesal a la satisfacción de las vías tutelares del debido proceso legal han avanzado a un nuevo esquema conceptual, el que propone ampliar el ethos del ejercicio de la jurisdicción a la satisfacción del derecho a la tutela judicial. Ello, agrega, implica un desafío para el Estado, con miras, por una parte, a la actualización del diseño institucional del Poder Judicial y, por otra, a que la organización de tribunales y del sistema de procedimientos judiciales se estructuren bajo condiciones especiales de garantía, que hagan efectivo el derecho de todo ciudadano a una tutela judicial asequible, pronta, efectiva y sin dilaciones indebidas. Este, afirma, ha sido el escenario en que se ha gestado y concretado la modernización de buena parte de nuestro sistema judicial.




A continuación, indica que dentro de las exigencias que debe cumplir el Estado de Derecho, está la necesidad institucional de proveer sistemas de protección de derechos e intereses legítimos, para lo cual la organización judicial debe estructurarse bajo un sistema que garantice el derecho de acceder a una justicia eficaz para todos y cada uno los ciudadanos. Informa que un diseño inadecuado de la organización judicial puede erigirse en causa de exclusión de las vías procesales y, por ende, de discriminación social, así como de impunidad e incertidumbre, constituyendo un factor adicional de inequidad, lo cual genera el subsecuente impacto disolvente de la cohesión social. Por todo lo anterior, sostiene que es deber del Estado disponer la configuración de un sistema de justicia que provea adecuada cobertura jurisdiccional.




Expresa, enseguida, que del análisis realizado por la Corporación Administrativa del Poder Judicial, se ha detectado la necesidad de reforzar varios de nuestros actuales tribunales de justicia, que a través de su actual dotación y estructura organizativa, no están en condiciones de garantizar un acceso adecuado al sistema de justicia.





Hace presente que un primer avance, cuyo objeto era cubrir las necesidades más urgentes y apremiantes de nuestros tribunales, se alcanzó el pasado 6 de noviembre de 2015, con la publicación de la ley N° 20.876, en una muestra reconocible del esfuerzo conjunto entre el Poder Judicial y el Ejecutivo en la gestación y promoción del proyecto de ley, y del Congreso Nacional, a la hora de debatir con seriedad y prontitud su contenido.





Recuerda que el propósito de esa ley consistía en aprovechar, bajo un criterio de eficiencia, los recursos públicos disponibles y mejorar el acceso a la justicia de los habitantes de localidades geográficamente apartadas. Para estos efectos, se suprimió un total de 77 cargos de jueces penales de la Región Metropolitana, que no habían sido provistos conforme al cronograma de la ley N° 19.665. En su lugar, se dispuso utilizar 71 de esas plazas para cubrir la demanda creciente de otros tribunales del país, de diversas regiones y competencias, donde la dotación de jueces se revelaba deficitaria, y asignar las 6 plazas restantes para la creación de tres nuevos tribunales, con asiento en las comunas de Alto Hospicio, Mejillones y Cabo de Hornos, a efectos de garantizar el acceso a la justicia en dichas localidades.




Señala que, de esta forma, se logró satisfacer las situaciones más urgentes y apremiantes de déficit en la dotación de jueces de nuestros tribunales, conforme a criterios de priorización trabajados por el propio Poder Judicial, que mezclaban las necesidades dotacionales y el mínimo costo posible para su implementación. Añade que la elaboración de dicho cuerpo legal fue fruto de una sentida necesidad de aumento cuantitativo de jueces en zonas que, bajo distintos criterios, evidencian sobrecargas de trabajo o fórmulas orgánicas problemáticas para el aseguramiento continuo del servicio judicial.




Prosigue expresando que, sin embargo, la aprobación de la referida ley N° 20.876 no resulta suficiente para cubrir las necesidades generales en materia de dotación de jueces evidenciadas por el propio Poder Judicial. En efecto, según los criterios de carga de trabajo y configuración orgánica apropiados de los tribunales del país concebidos por la Corporación Administrativa de dicho Poder del Estado, en un proceso en el que también fueron oídas las Cortes de Apelaciones del país, se hace necesario implementar un reforzamiento complementario al previsto por la ley ya aludida, que en términos generales alcanza la suma de 110 jueces distribuidos a lo largo de los diferentes juzgados en distintos ámbitos materiales de competencia.





Puntualiza que es por esta razón que, respondiendo al compromiso asumido por este Gobierno de otorgar una mejor justicia para todos, se hace indispensable presentar una iniciativa legal que dé respuesta a las necesidades expuestas que aún se encuentran pendientes.




De este modo, el objetivo perseguido por la presente iniciativa consiste en aumentar la dotación de jueces y funcionarios de un número importante de tribunales del territorio nacional en que se advierten cargas de trabajo y fórmulas orgánicas que ponen en riesgo el buen y continuo servicio judicial. Para ello, se dispone la provisión de 110 jueces en un total de 82 tribunales a lo largo del país, comprensivos de tribunales de juicio oral en lo penal, de garantía, laborales, de cobranza laboral y previsional, de familia y de competencia común, según criterios técnicos definidos por la Corporación Administrativa del Poder Judicial.




Explica, a continuación, que en función de criterios técnicos que definen ciertos estándares de cantidad de causas por cada magistrado o sala de tribunal -diferenciando por el tipo de materia de que se trate- que resultan adecuados para asegurar un buen servicio judicial, la presente iniciativa contempla el aumento de jueces en aquellos tribunales que han superado la carga considerada apropiada para el buen desempeño jurisdiccional. Asimismo, y con el fin de asegurar la continuidad en el ejercicio de la jurisdicción de los tribunales que funcionan en salas, se propone incorporar un juez adicional al total de aquellos necesarios para integrarlas, de modo de garantizar el reemplazo inmediato del juez que por cualquier motivo no pueda desempeñar su función, superando la aplicación de subrogaciones y suplencias, y aumentando las posibilidades de integración.





Hace notar que para efectos de hacer la inclusión de esta dotación de jueces, el proyecto promueve reformar el texto del Código Orgánico de Tribunales, la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia, y el Código del Trabajo. Asimismo, en vista del reforzamiento que se prevé para el reciente tribunal de Alto Hospicio, que pasará de tener tres jueces a cuatro, se propone la modificación de la ley N° 20.876, cuerpo legal que creó dicho órgano jurisdiccional, dispuso su planta y las normas que regulan su organización interna.




Finalmente, se consigna que en lo que se refiere a las normas de entrada en vigencia, la iniciativa legal establece un cronograma de implementación a tres años, considerando necesidades de construcción y remodelación de los espacios existentes y los tiempos asociados a estos trabajos para recibir la nueva carga dotacional asociada.

El Mensaje fue acompañado por un informe financiero del siguiente tenor:
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Informe Financiero
Proyecto de Ley que fortalece la composicion de los tribunales que indica,
asignando una dotacion adicional de 110 jueces

Mensaje N° 1669 - 363

I. Objetivos del proyecto de ley

Aumentar la dotaciéon de jueces y funcionarios de un nimero importante de tribunales del

pais, de manera de asegurar un servicio judicial bueno y continuo.

Para el logro de lo anterior, el proyecto de ley dispone incremento de 110 jueces en un
total de 82 tribunales a lo largo del pais, a saber: 17 tribunales de juicio oral en lo penal,
23 de garantia, 9 laborales, 1 de cobranza laboral y previsional, 5 de familia y 27 de
competencia comun, segun criterios técnicos definidos por la Corporacién Administrativa

del Poder Judicial.

II. Efecto del proyecto sobre el Presupuesto Fiscal
El proyecto de ley irroga gastos por los siguientes conceptos:
a. Creacion de 110 cargos de jueces para fortalecer 82 tribunales, a lo largo del pais.

b. Aumento de la dotacién de apoyo en los tribunales que se fortalecen:

Copse;eros Jefes de unidad Empleados Total
técnicos
7 61 237 305

c. Incremento del gasto operacional de los tribunales que se fortalecen.

d. Gastos transitorios asociados a mobiliario y equipos informdaticos para los nuevos
cargos.

e. Gasto en infraestructura asociado a la construccion de nuevas salas en aquellos
tribunales que no cuentan con espacio para el nuevo personal.
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El fortalecimiento de los tribunales se implementara gradualmente en tres afios, a contar
de la fecha de publicacién de la ley en el Diario Oficial, y tendra los siguientes gastos:

Miles $

Concepto de gasto Afo 1 Afio 2 Afo 3 En Régimen

Gasto en Personal - ST 21 1.800.669 | 5.292.419| 12.325.931 | 12.325.931
110 jueces y 305 funcionarios 1.800.669 5.292.419| 12.325.931| 12.325.931
Bienes y Servicios de Consumo - ST 22 823.991 538.884 647.069 674.069
Gasto operacional tribunales 80.892 237.752 553.719 553.719
Arriendo equipos computaciones 13.630 47.270 120.350 120.350
Remodelaciones 729.469 253.862 0 0
Adquisicion de Activos no Financieros - ST 29 127.551 240.325 589.895 0
Mobiliario y equipos salas de audiencia 127.551 240.325 589.895 0
Iniciativas de Inversion - ST 31 13.246.951 | 13.349.901 | 13.721.610 1]
Proyectos 13.246.951| 13.349.901| 13.721.610 0
Total 15.999.162 | 19.421.529 | 27.311.505 | 13.000.000

Supuestos de la gradualidad:

- A contar de su fecha de publicacién de la ley en el Diario Oficial se consideran los
siguientes tribunales: Los Juzgados de Garantia de San Felipe, Santa Cruz, Talca y
Angol; los Tribunales del Juicio Oral en lo Penal de Iquique, La Serena, San Antonio,
Curicd, Talca, Chillan, Concepcién y el Cuarto Tribunal del Juicio Oral en lo Penal de
Santiago; el Juzgado de Letras del Trabajo de San Bernardo; y el Juzgado de Cobranza
Laboral y Previsional de Santiago.

- Una vez cumplido un afio de la publicacién de la Ley en el Diario Oficial se consideran
los siguientes tribunales: los Juzgados de Garantia de Antofagasta, La Ligua, Rengo,
Temuco; los Tribunales del Juicio Oral en lo Penal de Antofagasta, Ovalle y Valparaiso;
el Juzgado de Letras de Familia, Garantia y del Trabajo de Alto Hospicio; los Juzgado de
Letras de competencia comln de Caldera, Mulchén, Nacimiento, Laja, Collipulli y
Carahue los Juzgados de Letras del Trabajo de Valparaiso, Rancagua y Santiago. No
obstante, en el caso de los Juzgados de Letras del Trabajo de Santiago, uno de los tres
jueces que para cada uno de ellos se contempla, se incorporara desde la publicacién de
la presente ley.

- Los aumentos de dotacién para los restantes tribunales previstos en la presente ley,

entrardn en vigencia una vez transcurridos dos afios desde su publicacién en el Diario
Oficial.
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- Se consideran los gastos en personal, de operaciéon y de arriendos de computadores,
por afio completo acorde al nimero de cargos que se crean por afo.

- A partir del afio 4 los gastos en personal, de operacién y de arriendo de computadores
estardn en régimen.

- Los inmuebles definitivos se construyen en tres afios.
Respecto del financiamiento de estos gastos, cabe sefialar:

= El gasto en remodelaciones y equipamiento se financiard con cargo al presupuesto
vigente de la Corporaciéon Administrativa del Poder Judicial.

# El gasto en infraestructura se financiaréd con cargo a los recursos que se aprueben
cada afio para el programa de inversiones del Poder Judicial.

Conforme a lo sefialado, la presente indicacion irroga un mayor gasto fiscal
permanente de $ 13.000.000 miles.

El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicacion de este proyecto de ley durante el primer
afio presupuestario de su entrada en vigencia se financiard con cargo a la Partida 03
Poder Judicial y, en lo que faltare, con recursos provenientes de la Partida Tesoro Publico.
Para los afios siguientes, los recursos se proveerdan en las respectivas leyes de
presupuestos.

) RANADOS AGUILAR
r de Presupuestos

Visacién Subdireccion de Racionalizacién y Funcién Publica: %
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III. INFORME DE LA EXCMA. CORTE SUPREMA

Cabe hacer presente que al comenzar la tramitación de esta iniciativa, la Cámara de Diputados la puso en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema, en los términos de los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.


La respuesta enviada por el Máximo Tribunal a la señalada Corporación es del tenor que sigue:
“Oficio N° 56 -2016





INFORME PROYECTO DE LEY 15-2016





Antecedente: Boletín N° 10.611-07.





Santiago, 16 de mayo de 2016.





Mediante oficio N° 12.467, el señor Presidente de la Cámara de Diputados solicita informe, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República en relación con el artículo 16 de la ley 18.918, respecto del proyecto de ley, iniciado por Mensaje, que fortalece la composición de los tribunales asignando una dotación adicional de ciento diez jueces.




Impuesto el Tribunal Pleno del proyecto en sesión del día 13 de mayo del actual, presidida por el subrogante señor Milton Juica Arancibia y con la asistencia de los ministros señores Sergio Muñoz Gajardo, Héctor Carreño Seaman, Pedro Pierry Arrau, Carlos Künsemüller Loebenfelder, Haroldo Brito Cruz y Guillermo Silva Gundelach, señoras Rosa María Maggi Ducommun, Rosa Egnem Saldías y María Eugenia Sandoval Gouët, señores Juan Eduardo Fuentes Belmar y Lamberto Cisternas Rocha, señora Gloria Ana Chevesich Ruiz y señores Carlos Aránguiz Zúñiga, Manuel Valderrama Rebolledo y Jorge Dahm Oyarzún, acordó informarlo al tenor de la resolución que se transcribe a continuación:





“Santiago, trece de mayo de dos mil dieciséis.





Visto y teniendo presente:





Primero: Que mediante oficio N° 12.467, el señor Presidente de la Cámara de Diputados solicita informe, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República en relación con el artículo 16 de la ley 18.918, respecto del proyecto de ley, iniciado por Mensaje, que fortalece la composición de los tribunales asignando una dotación adicional de ciento diez jueces (Boletín N° 10.611-07);




Segundo: Que el proyecto indica que el cumplimiento de la garantía del debido proceso importa la satisfacción del derecho de tutela judicial efectiva de todo ciudadano, por lo que es un desafío para el Estado la actualización institucional del Poder Judicial, de la organización de los tribunales y los sistemas procesales. Es por lo anterior que se ha modernizado el sistema judicial.





Ahonda el Mensaje en que el Estado de Derecho debe cumplir con la necesidad de proveer sistemas de protección de derechos e intereses legítimos, mediante la garantía real del derecho a acceder a una justicia asequible, pronta, efectiva, eficaz y sin dilaciones para todos y cada uno de los ciudadanos. La omisión de estas tareas importa exclusión, discriminación social, impunidad, incertidumbre, inequidad y falta de cohesión social. Es por todo lo anterior que el Estado debe disponer de un sistema de justicia con amplia cobertura jurisdiccional, por lo que corresponde atender la necesidad y reforzar varios tribunales de justicia en su actual dotación y estructura orgánica.





La Ley N° 20.876, sobre redistribución de jueces, atendió los requerimientos más urgentes, pero no fue suficiente conforme a criterios de carga de trabajo y configuración orgánica de los tribunales, presentándose este proyecto de ley que da respuesta a las necesidades expuestas.





Tercero: Que la iniciativa legal pretende aumentar la dotación de los jueces y funcionarios de un número importante de tribunales del país, conforme a la carga de trabajo y orgánica, que evitará poner en riesgo el buen y continuo servicio judicial, creándose ciento diez nuevos cargos de jueces en un total de ochenta y dos tribunales a lo largo del territorio nacional, en primera instancia y en todas las jurisdicciones, con excepción de la civil.




Se pretende crear nuevos cargos de jueces y funcionarios en los tribunales en que resulta pertinente, para asegurar el buen servicio judicial, garantizando los reemplazos inmediatos y reducir las suplencias y subrogaciones, reformando diferentes textos legales.





Atendiendo a factores de construcción y remodelación se establece un cronograma de implementación de tres años;





Cuarto: Que se compone el proyecto de siete artículos permanentes y dos artículos transitorios que regulan los aumentos de dotación y la fecha en que se implementarán los cargos que se crean.




Específicamente se aumenta en 110 la planta de jueces en 82 tribunales del país, 7 Consejeros Técnicos, 61 Jefes de Unidad y 237 funcionarios. En concreto se crean los siguientes cargos de jueces: 35 en tribunales orales en lo penal; 27 en juzgados de garantía; 13 en laborales, 1 en cobranza laboral y previsional; 7 en familia y 27 en juzgados de competencia común o mixta. Todo conforme a criterios técnicos definidos por la Corporación Administrativa del Poder Judicial.




La reforma importa un mayor gasto fiscal permanente de  $ 13.000.000.000 (trece mil millones de pesos);





Quinto: Que para respaldar el parecer favorable en torno a la iniciativa legal, que recoge una sentida aspiración del Poder Judicial para afrontar la creciente demanda de acceso a la justicia por parte de la ciudadanía, como para entregar una respuesta en plazos breves y oportunos, acorde a las cargas de trabajo, territorios jurisdiccionales, distancias, materias y proyecciones de carga de trabajo los próximos cinco años, se adjunta Informe Técnico de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, el cual llega a las siguientes conclusiones:




“De acuerdo al modelo para cada competencia, la cantidad de jueces que se requiere para el año 2020, proyectado sólo respecto de los tribunales objetos de este proyecto, es la que se indica a continuación:
	Materia
	Jueces Estimados según modelo
	Jueces propuestos en el proyecto de ley

	Cobranza Laboral
	7
	1

	Familia
	8
	7

	Garantía
	30
	27

	Laboral
	22
	13

	Mixtos
	27
	27

	TOP
	61
	35

	Total general
	155
	110



“Comparando la propuesta inicial efectuada por el Poder Judicial, la que contenía la cifra de 110 jueces requeridos para el año 2020, el proyecto de ley representa solamente el 71 % de la cantidad de jueces necesarios para el normal funcionamiento de los tribunales. Por otra parte, del análisis se advierte que no se ha propuesto ningún incremento para juzgados de competencia exclusivamente civil, por tanto este proyecto no fortalece dicha judicatura.”.


“Resulta necesario informar además que, producto del fortalecimiento de los tribunales en términos del número de jueces necesarios para enfrentar la carga de trabajo, es indispensable se considere al equipo administrativo de apoyo a la labor jurisdiccional. En razón de ello, y teniendo en vista el encuadre dentro de las tipologías establecidas en el Código Orgánico de Tribunales respecto de los tribunales y sus dotaciones, y la asignación de este personal de acuerdo a las cargas de trabajo, es que se propone primeramente absorber el porcentaje de sobrecarga de trabajo que a la fecha se encuentra cubierto en tribunales por la vía de contratas de carácter transitorio y/o permanente.”.


“Del estudio es posible concluir que en términos generales los tribunales definidos en el proyecto presentan una tendencia creciente respecto al ingreso de causas de las diferentes materias. Por lo que su carga de trabajo proyectada será superior a la que los jueces pueden soportar con la cantidad de dotación que cuentan al día de hoy.”.


“Al realizar la proyección de ingresos y medir la carga de trabajo futura para los jueces de los distintos tribunales, se presenta la necesidad de 110 jueces para los tribunales beneficiados en el proyecto de ley.”;


Sexto: Que es por todo lo anterior que se manifiesta expresamente un parecer favorable con la iniciativa legal, concordada entre el Poder Judicial y el Ejecutivo, en que se recogen todos los planteamientos formulados en el Parlamento durante la tramitación de la ley 20.876.



Por estas consideraciones y de conformidad, además, con lo dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 18 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, se acuerda informar favorablemente el proyecto de ley que fortalece la composición de los tribunales asignando una dotación adicional de ciento diez jueces. Ofíciese.


PL 15-2016.”.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

El entonces Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Araya, dio inicio a la discusión en general de la iniciativa en estudio, poniendo de manifiesto la pertinencia de escuchar al señor Ministro de Justicia y Derechos Humanos y al señor Presidente de la Excelentísima Corte Suprema en relación a la materia en análisis.




En consecuencia, a continuación concedió el uso de la palabra al Ministro de Justicia y Derechos Humanos, señor Jaime Campos.





El señor Campos expresó que este proyecto es de la mayor importancia para la Secretaría de Estado que encabeza y para el Gobierno en general, recordando que tuvo su origen en la discusión de la iniciativa que dio lugar a la ley Nº 20.876, que distribuyó a lo largo del país 76 plazas vacantes de jueces con competencia criminal de la Región Metropolitana que nunca fueron designados y creó, además, tres nuevos juzgados. Hizo presente que en aquella ocasión, el Poder Judicial planteó que esa distribución era insuficiente para cubrir las necesidades existentes a lo largo del país.





Manifestó que a partir de aquella demanda, se formó una comisión de trabajo entre el Poder Judicial y el señalado Ministerio, la cual estableció un conjunto de parámetros rigurosamente objetivos, fundados en la carga de trabajo medible que enfrentan los distintos tribunales a lo largo del país. Agregó que de ese trabajo derivó la necesidad de crear 110 nuevos cargos de juez, que se distribuirán entre los distintos tribunales del país, aumentando correlativamente la dotación de personal administrativo para los juzgados que son reforzados.





Señaló que el problema existente abarca las siguientes jurisdicciones: tribunales de garantía, del juicio oral en lo penal, de letras, de competencia común, de familia y de cobranza laboral y previsional. Precisó que el proyecto distribuye el aumento de plazas entre tribunales que ya existen y no crea otros nuevos. A la vez, observó que la iniciativa tampoco abarca los tribunales superiores de justicia, punto que fue discutido en el trámite constitucional anterior de esta iniciativa.





Indicó, enseguida, que la implementación del proyecto considera un componente de gradualidad temporal, porque se requiere habilitar la infraestructura judicial a lo largo de todo el país para poder recibir a los nuevos funcionarios.




En último término, expuso que, desde el punto de vista financiero, el gasto que importará el proyecto al erario nacional será el siguiente:





- Primer año         $ 15.999.162 miles;





- Segundo año      $ 19.421.529 miles;





- Tercer año          $ 27.311.505 miles, y





- A contar del 4° año se incorpora un aumento en régimen de $ 13.000.000 miles.





A continuación, usó de la palabra el señor Hugo Dolmestch, Presidente de la Excelentísima Corte Suprema.





El señor Dolmestch agradeció la invitación de la Comisión a participar en este debate y destacó el interés que ofrece la iniciativa en estudio, la que, según expresó, constituye un asunto legislativo de gran importancia y oportunidad para el Poder Judicial.




Hizo presente que la Excma. Corte Suprema ya había dado a conocer formalmente su parecer respecto a la iniciativa en trámite, el que fue totalmente favorable.





A la vez, adhirió a lo anteriormente señalado por el señor Ministro de Justicia y Derechos Humanos, en cuanto a que el problema de desequilibrio de cargas de trabajo que se observa en los tribunales de justicia a lo largo del país debe ser enfrentado en forma urgente.





Explicó que tales desequilibrios no pueden ser apropiadamente enfrentados con el mecanismo del juez destinado, porque su utilización importa cerrar la posibilidad de una suplencia en el tribunal de donde proviene el juez que es destinado a otra jurisdicción. Sostuvo que este punto es crítico para el caso de los juicios orales prolongados, en los que habitualmente el tribunal se integra por cuatro jueces y no por tres. Al respecto, precisó que una de las condiciones de validez del proceso es que todos los magistrados que concurren al fallo deben haber presenciado la totalidad de las audiencias del juicio, de manera que si está presente el mínimo de tres jueces requerido por la ley, se corre el riesgo de que frente a cualquier percance que provoque que uno de los jueces falle, el juicio entero se anule.





Anunció, a la vez, que durante el curso de este debate, se proporcionarían antecedentes detallados en relación a los criterios que fundamentan las propuestas contenidas en el proyecto.





En último término, dada la urgencia que presenta la iniciativa en trámite, instó a la Comisión a estudiarla y despacharla dentro del más breve plazo posible.





El Honorable Senador señor Espina planteó su respaldo al proyecto, sin perjuicio de reservarse el derecho de hacer las consultas pertinentes a la Corte de Apelaciones competente de la región que representa, a efectos de verificar si sus requerimientos fueron considerados por el Máximo Tribunal. Dijo entender que, dentro del ánimo de homogeneizar criterios, la Corte Suprema puede no haber acogido la totalidad de las solicitudes provenientes de los tribunales de alzada del país, lo que no obsta a cerciorarse de que no se haya perdido información en el proceso.





El Honorable Senador señor Larraín planteó que el oficio remitido por la Excma. Corte Suprema cuando informó sobre el texto despachado en primer trámite constitucional, señala que la posición original consultaba un aumento de 155 cargos de juez adicionales. Consideró que aun cuando es perfectamente atendible que las restricciones presupuestarias hayan limitado esa cantidad inicial a los 110 contemplados por el proyecto, es imprescindible saber qué puestos de los solicitados no quedan cubiertos.





En otro orden de materias, solicitó aclarar la modalidad de contratación que tendrá el personal de apoyo a esos nuevos magistrados.





El Honorable Senador señor De Urresti opinó que antes de despachar este proyecto, sería conveniente escuchar a la Asociación Nacional de Magistrados del Poder Judicial, para conocer -como dato contrafáctico a esta proposición-, cuáles son las necesidades de servicio que se observan en terreno.





Hizo presente que esta iniciativa no reflejaría fielmente criterios esenciales de equidad territorial, observándose que localidades ubicadas en distintas regiones, con cantidades similares de habitantes, obtienen refuerzos jurisdiccionales muy distintos. Expresó que ello perjudica particularmente a la región que le corresponde representar. Instó, en consecuencia, a analizar cuidadosamente este aspecto.




Connotó que una situación similar tiene lugar cuando, también en forma completamente centralizada, se decide la inauguración de nuevas dependencias de Carabineros. Explicó que ello se hace según un supuesto criterio objetivo derivado del número de denuncias por localidad, lo que carece de toda lógica porque evidentemente en los sectores donde no hay instituciones policiales, no se interponen denuncias por la sencilla razón de que no hay donde hacerlo.





El entonces Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Araya, expresó que en este estudio también sería necesario tener en vista la perspectiva de los funcionarios administrativos de los tribunales. Observó que el proyecto en análisis se basa en un modelo óptimo abstracto de cargas de trabajo, en base al cual se determinaron los refuerzos que se darán a cada lugar. Manifestó que ello no tomaría en cuenta necesariamente la evidencia real, puesto que existen zonas donde actualmente hay sobrecarga administrativa, a las cuales el proyecto no destina recursos adicionales para lograr una mejor repartición de la labor acumulada.





El señor Ministro de Justicia y Derechos Humanos señaló que la información base con la que trabajó la Corporación Administrativa del Poder Judicial proviene de los datos recolectados en terreno y remitidos por cada una de las Cortes de Apelaciones del país. Explicó que a partir de ellos, se elaboraron criterios objetivos de sobrecarga de trabajo, los que arrojaron los siguientes parámetros:





- Ingreso óptimo de un juzgado de garantía: 1.800 causas al año. Los tribunales que demostraron una sobrecarga de trabajo inferior al 10% de ese óptimo aumentaron en 1 juez su dotación, y a los que sobrepasaron esa proporción se les asignaron 2 nuevas plazas. Eso dio como resultado que 19 juzgados de garantía tendrán un juez nuevo, en tanto que 4 tendrán dos plazas extra.





- Ingreso óptimo de un juzgado de letras del trabajo: 500 causas al año por juez. Los tribunales con una sobrecarga de ingresos inferior al 25% de esa cifra aumentaron su dotación en 1 juez y si era superior, en 3. Puntualizó que en el primer caso hay 7 tribunales y en el segundo, 2.





- Juzgados de familia: se consideró un ingreso por juez de 1.600 causas al año. En base a ese parámetro, se decidió reforzar 4 juzgados de familia con 1 plaza extra cada uno.





- Juzgados de letras con competencia común: en este ámbito, se consideró que sobre un 10% de la carga óptima ameritaría una nueva plaza de juez, lo que concluyó en un aumento de dotación en 26 tribunales. Indicó que ello importará que muchos juzgados unipersonales adoptarán el modelo de tribunal bicéfalo y que algunos que hoy están en esa condición adoptarán la nueva fórmula de juzgado tricéfalo, como es el caso de Pozo Almonte, Quintero y Colina.





- Finalmente, también se consideraron criterios objetivos de la misma índole para los tribunales de juicio oral en lo penal.





Explicó que el modelo anterior fue respaldado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, siendo, en definitiva, recogido en el presente proyecto de ley.





A continuación, intervino el Director de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, señor Ricardo Guzmán, quien reiteró que el único criterio que se utilizó para la reasignación que acá se propone fueron los estándares objetivos que se definieron para cada una de las jurisdicciones, determinados en base a la medición de los ingresos individuales de cada tribunal del país en el sistema informático del Poder Judicial, entre los años 2011 y 2015.




Recordó que en base a esa información se aplicó un modelo predictivo para determinar las cargas de trabajo esperadas en el quinquenio 2016-2020, añadiendo que el modelo predijo acertadamente la carga esperada correspondiente al año 2016.





Indicó, finalmente, que la dotación adicional de 110 jueces obedece a la estimación de crecimiento de ingresos en primera instancia en todo el país, señalando, además, que esta incorporación de magistrados se acompañará por una contratación adicional de 305 nuevos funcionarios judiciales para apoyar el esfuerzo que plantea la iniciativa.





A continuación, la Comisión escuchó al Fiscal Nacional del Ministerio Público, señor Jorge Abbott.




El señor Abbott agradeció la invitación a participar de la discusión de esta iniciativa e inició su presentación señalando que la institución que encabeza la observa con muy buenos ojos, no obstante que le suscita algunas aprensiones.





Sostuvo que, en nuestro medio, el sistema de persecución penal opera en forma armónica, de manera que la introducción de modificaciones de procedimiento o de índole orgánica, afecta también las distintas interacciones que se dan entre las instituciones involucradas.





Por ello, consideró que enmiendas como las que el proyecto contempla no deberían abordarse en forma institucionalmente aislada, sin tomar en la debida cuenta el efecto que provocarán en el resto de los actores del sistema.





Manifestó que el gran proveedor de antecedentes para que el sistema procesal penal funcione es el Ministerio Público. Indicó que, en ese contexto, debe tenerse presente que un aumento de los tribunales con competencia penal necesariamente redundará en una ampliación del número de requerimientos que se plantean a los fiscales, lo que, a su vez, representará una presión contra la disponibilidad del tiempo que esos funcionarios destinan a las labores investigativas. Este último ámbito de actividad, advirtió, es el que tiene más incidencia en el resultado de la persecución penal y es el que continuamente se sindica para efectos de mejorar el servicio que presta el Ministerio Público.





Expresó que, en materia penal, la incidencia del proyecto se traduce en la creación de 89 nuevas plazas de juez, destinadas a tribunales de garantía, de juicio oral en lo penal y de competencia mixta conjunta con lo criminal. Señaló que ello necesariamente se traducirá en un aumento del número de audiencias en los procesos penales que se ventilen. Observó que ello es gravitante para la institución que encabeza tanto desde un punto de vista global como particularmente cuando se trata del reforzamiento de tribunales con competencia penal que se ubican en lugares donde no hay una fiscalía local.





Recordó que la última ley que se dictó con el objetivo de reforzar el Ministerio Público no estuvo destinada a proveer de nuevos recursos humanos para la atención de audiencias judiciales, sino que, por el contrario, se centró en la mejora de las capacidades investigativas y de análisis de información criminal. Ello, añadió, obedeció a que, en su momento, acertadamente se identificó que esa área era crucial para el resultado de la persecución penal. Sostuvo que el presente proyecto justamente tensiona esa capacidad crucial, porque impone la necesidad de redestinar recursos humanos para afrontar la carga extra de audiencias que sobrevendrá.




Observó que el mismo fenómeno puede advertirse respecto de los recursos que la mencionada ley de fortalecimiento dedicó a la protección de víctimas y testigos y al tratamiento temprano de las causas que ingresan al sistema, áreas que igualmente se verán tensionadas por la sobrecarga de audiencias y requerimientos judiciales que recibirá el Ministerio Público, como resultado directo e inmediato del aumento de jueces previsto por el proyecto en estudio.





Manifestó que, en consecuencia, la forma de superar este inconveniente y no poner en riesgo lo avanzado en materia de fortalecimiento institucional, sería proveyéndola de un aumento proporcional de fiscales.





Pidió, a continuación, a la Jefa de la División de Estudios de la Fiscalía Nacional del Ministerio Público, señora Nelly Salvo, que complementara su exposición poniendo algunos ejemplos de lo expuesto.





La señora Salvo informó que se ha realizado una estimación preliminar del impacto que este proyecto podría tener para el Ministerio Público, fundado en la información que se ha entregado durante la tramitación legislativa del mismo. Este diagnóstico se basa en la cantidad de nuevas audiencias anuales por tribunal oral y de garantía, la que se divide por la cantidad promedio de audiencias a las que asiste un fiscal en igual período en el correspondiente tribunal.





Explicó que lo anterior arroja como resultado que con la incorporación de los nuevos jueces, se produce una brecha respecto de audiencias que no será posible cubrir con los fiscales actualmente disponibles en la institución.





Observó que para los tribunales de juicio oral en lo penal que el proyecto refuerza, se considera un aumento en múltiplos de 3 más 1 juez alterno. Ello, dijo, importa aumentar el número de salas en aquellos tribunales que reciben aumento de dotación, lo que necesariamente redundará en un crecimiento de la cantidad de audiencias que el administrador de ese tribunal agende. Indicó que algo similar se observará tratándose de los jueces de garantía.





A manera de ejemplo, trajo a colación el caso del tribunal de garantía de Rengo, el cual atiende a las comunas de Requínoa, Quinta de Tilcoco, Malloa y Rengo. Informó que ese juzgado está conformado por dos jueces de garantía, que dirigen un total de 5.433 audiencias al año, correspondiendo 2.717 a cada juez. En el mismo año, la fiscalía local de Rengo investiga causas originadas en las mismas comunas antes señaladas. Esa fiscalía está conformada por 4 fiscales adjuntos que, en promedio, asisten a 1.358 audiencias en el mismo período.





Explicó que, en base a esos datos, si se proyecta la incorporación de un nuevo juez para ese tribunal, se agregaría la capacidad para desarrollar 2.717 nuevas audiencias, de lo que resulta que, considerada la labor que desarrollan los actuales fiscales adjuntos que acuden a ese tribunal, habría que añadir 2 nuevos puestos de fiscal para hacer frente a la sobrecarga de audiencias.





Mencionó también el caso del tribunal de juicio oral en lo penal de Iquique, que atiende a las comunas de Huara, Camiña, Colchane, Alto Hospicio, Iquique y Pica y que está conformado por 11 jueces, lo que permite el funcionamiento de 3 salas en paralelo. Precisó que dicho tribunal dirige 2.867 audiencias al año, con un promedio de 956 por sala. Connotó que este proyecto contempla la incorporación de dos nuevos jueces, con lo que dicho tribunal quedaría dotado de una cuarta sala y podría atender 956 audiencias más cada año. Hizo presente que, por su parte, la fiscalía local de Iquique cuenta con 13 fiscales, que atienden un promedio de 221 audiencias de juicio oral al año, por lo que sería necesario incorporar 4 nuevos fiscales para hacer frente a la carga de trabajo que impondrá la nueva sala que se está proyectando.





Complementariamente, recordó que la ley de fortalecimiento del Ministerio Público procuró cerrar el déficit de fiscales que en ese momento existía, reiterando que la iniciativa en estudio provocará una nueva brecha en este ámbito, a menos que se acompañe con la correspondiente creación de nuevas plazas para fiscales.




En último término, puso de manifiesto la disposición de esa institución para colaborar en el estudio y evaluación de los impactos ya aludidos y de las soluciones que sean procedentes.




El Honorable Senador señor Larraín observó que la comparación realizada por la señora Salvo debería contrastarse con lo sucedido cuando tuvo lugar la discusión del referido proyecto de fortalecimiento, que sin duda alguna impactó en la carga de trabajo de los tribunales, sin que en esa oportunidad se añadiera ninguna vacante jurisdiccional nueva.





En la misma línea, el Honorable Senador señor Araya consultó al representante de la Corporación Administrativa del Poder Judicial si el aumento de dotación que postula el proyecto tiene por objetivo primordial absorber las sobrecargas de trabajo actuales o si también consulta la creación de más oferta de servicios jurisdiccionales, lo que redundaría en un mayor número de audiencias.





El Honorable Senador señor De Urresti recordó que, en su momento, se discutió extensamente un plan comprensivo de fortalecimiento para el Ministerio Público. Observó que, a la fecha, esa importante inversión fiscal no se ha traducido en avances sensibles para la ciudadanía. Expresó que lo anterior demuestra que no se trata sólo de hacer calzar los números en las instituciones involucradas en la persecución penal, sino también de mejorar la gestión interna de los recursos con que cuenta cada repartición.





Subrayó que no sólo es relevante la cantidad de audiencias que se llevan a cabo, sino también la calidad de la información investigativa que el persecutor fiscal acompaña en ellas. Añadió que lo anterior impone la necesidad de que el Ministerio Público exponga la forma como están funcionando las unidades de análisis criminal creadas en el proyecto de reforzamiento, de forma tal de tener un parámetro suficiente para apreciar la calidad del trabajo investigativo. Expresó que sólo después de que ese requerimiento sea satisfecho, podrán atenderse las posibles inequidades comparadas en las dotaciones institucionales.





Respondiendo a los planteamientos anteriores, el señor Fiscal Nacional manifestó que las críticas de la ciudadanía a la gestión del Ministerio Público son bien recibidas y debidamente analizadas. Añadió que en el corto tiempo en que han funcionado las unidades de análisis criminal -las que, según la propia ley, se instalarían paulatinamente-, se ha logrado llevar a juicio a una gran cantidad de bandas delictuales.





Connotó que con anterioridad a la creación de esas entidades, el Ministerio Público debía tomar decisiones procesales tempranas con el solo mérito de la información que aportaban las policías, la que en ocasiones era incompleta o fragmentaria. Ello, añadió, importaba que una gran cantidad de causas fuera archivada y que la información recabada se perdiera.





Explicó que las unidades de análisis criminal importan un cambio de paradigma en este sentido, pues su meta principal es tratar esa información de manera agregada, detectar patrones y dirigir la persecución criminal en forma más coherente. Expresó que esa labor supone también un trabajo mucho más intenso de los abogados asistentes con las víctimas, agregando que muchas de las metas de gestión que se miden en la institución para efectos del pago de incentivos, provienen de la medición de estándares respecto de la atención a las víctimas.





Por otra parte, recalcó que no es baladí el incremento numérico de los jueces con competencia criminal que este proyecto plantea, porque la unidad de trabajo básica en el sistema procesal penal chileno es la audiencia judicial, por lo que indefectiblemente un mayor número de jueces supondrá una cantidad superior de audiencias, que el Ministerio Público deberá atender en el cumplimiento de su rol constitucional. Se trata, dijo, de un asunto numérico, de modo que si no se provee de más recursos a la Fiscalía, esa mayor carga de trabajo deberá ser afrontada con cargo al personal disponible para las labores de investigación, que son justamente las que generan la información que se discute ante los estrados.





El Honorable Senador señor De Urresti insistió en que el eje del asunto en discusión no es el equilibrio matemático entre las dotaciones de distintas instituciones, sino el rendimiento del esfuerzo en la persecución penal que lleva a cabo el Ministerio Público. Indicó que la percepción de la ciudadanía es que ese rendimiento no ha mejorado tras el esfuerzo de fortalecimiento que se realizó, lo que redunda en una demanda popular insatisfecha.





Puso de relieve que los recursos públicos son escasos y que deben atender múltiples necesidades, razón por la cual ante cualquier requerimiento institucional siempre es necesario pesquisar previamente si se han adoptado todas las medidas posibles para mejorar la gestión de los medios con los que se cuenta, antes de solicitar recursos adicionales.





La señora Salvo, Jefa de la División de Estudios de la Fiscalía Nacional, recordó que el propósito central de la ley de reforzamiento del Ministerio Público fue mejorar la calidad de la investigación. Explicó que, en parte, ello implicó una reorganización de todo el esquema de tramitación de causas menos complejas, lo que significó que la mayor parte de la jornada laboral de los nuevos abogados asistentes incorporados en ese reforzamiento se dedique a analizar los partes policiales y a entrevistar a las víctimas. Todo ello, añadió, para evitar lo que pasaba antes con los ingresos, que iban a engrosar el archivo provisional casi de inmediato puesto que en general las comunicaciones policiales no acompañaban datos suficientes para una persecución penal con mínimas posibilidades de éxito, además de que toda la información fragmentaria recopilada en esos partes se perdía.





Observó que el modelo anterior, que está recién implementándose, también permite agrupar en fases tempranas las investigaciones vinculadas a delitos de mayor connotación social, como los que afectan a la propiedad, lo que importa que ciertas causas que antes eran perseguidas individualmente a través de procedimientos que permiten imponer sanciones bajas, ahora puedan ser reconducidas a juicios orales en los que es posible obtener condenas con sanciones de mayor envergadura.





Lo expuesto, prosiguió, supone también que la aplicación del plan de fortalecimiento no redunda necesariamente en una mayor cantidad de audiencias judiciales, sino que en un incremento notorio de la calidad de la información que se vuelca en esas audiencias, lo que se trasunta en mejores resultados. Expresó que este esquema también tiene un correlato en la atención a las víctimas, pues el ya mencionado plan de fortalecimiento comprende metas de gestión particularmente rigurosas en este punto, que, por ejemplo, imponen entrevistas presenciales de la víctima y el fiscal a cargo.





Reiteró que este esquema podría verse gravemente trastocado si aumenta la cantidad de audiencias judiciales que debe atender el Ministerio Público, puesto que ese requerimiento sólo podrá cubrirse desviando recursos actualmente destinados a la investigación criminal.





El Honorable Senador señor Espina recordó que las dos líneas principales del proyecto de fortalecimiento del Ministerio Público fueron, por una parte, aumentar la cantidad de abogados asistentes del fiscal y dotarlos de facultades para comparecer en diversas actuaciones judiciales y, por otra, la creación de las unidades de análisis criminal. Explicó que el segundo punto supone un cambio muy considerable en la forma como trabaja el Ministerio Público, porque la idea es que la tarea deje de estructurarse en base a casos individuales y se transforme en una persecución por focos delictivos.





Sostuvo que hay varias presentaciones para que ese cambio de paradigma rinda frutos. En primer término, es imprescindible cierta continuidad de los funcionarios de las policías dedicados a hacer en terreno las pesquisas requeridas por las unidades de análisis. Observó que si al respecto se mantiene la práctica de la rotación periódica de policías, es poco probable que el sistema rinda frutos.





A la vez, indicó que antes de estudiar un aumento de dotación de fiscales -como se ha planteado-, es menester que se explicite el sistema de evaluación de los fiscales que se habrían incorporado en el plan de fortalecimiento y se conozca el resultado que ha arrojado hasta ahora esa medición, sobre todo en lo que dice relación con el contacto con la víctima, pues ese es uno de los puntos más sensibles para la ciudadanía.





Añadió que otro elemento relevante en este ámbito es que la evaluación realmente haga una segregación entre los fiscales con un rendimiento judicial óptimo y los que no están tan interesados en su trabajo, pues para los primeros una virtual igualación de las calificaciones es un elemento muy desmotivador.





Sobre el particular, el señor Fiscal Nacional reconoció que el mecanismo actual tiene una serie de falencias, que, entre otras cosas, se muestran en el hecho de que la gran mayoría de los fiscales, con independencia de la calidad de su trabajo, tienen calificación máxima. Explicó que parte de ello se debe a que en el proyecto de fortalecimiento de la institución se estableció el requisito de buena calificación para optar al ascenso, lo que genera una fuerte presión gremial para que así ocurra. Puntualizó que es indudable que ello le hace daño a la institución.





Adujo que la jefatura nacional del Ministerio Público está plenamente consciente de la situación, añadiendo que tiene una postura autocrítica al respecto y que está tomando las medidas necesarias para que en el próximo proceso de evaluación esto varíe.





En otro orden de materias, subrayó que la institución que encabeza está a favor de esta iniciativa, pues sin duda alguna un aumento del número de jueces redundará en una mejora del servicio judicial que se presta a los ciudadanos.





Precisó que el único punto a observar consiste en identificar el efecto de sobrecarga de trabajo que este aumento de jueces puede acarrear y las consecuencias que esa sobrecarga puede implicar para la persecución penal, que también es un servicio que se presta a los ciudadanos.





Al respecto, consideró que es efectivo que el Ministerio Público tiene cierto control respecto de la demanda del servicio judicial, pero sostuvo que no tiene ninguna injerencia respecto del agendamiento de audiencias judiciales, que siendo un asunto privativo de los tribunales de justicia, tiene un alto impacto en la labor de la Fiscalía.




Explicó que si el Poder Judicial abre más salas en los tribunales de juicio oral en lo penal o habilita más jueces de garantía, necesariamente aumentará el número y frecuencia de las audiencias agendadas, lo que deberá afrontarse con los mismos recursos actuales.




Señaló que este último punto significará, a su vez, contar con una menor capacidad disponible para realizar tareas no judiciales que son vitales para el resultado de la persecución criminal, como son las labores de investigación.





Postuló que el Ministerio de Justicia ha partido en este proyecto desde una idea errónea, que consiste en que la carga de trabajo de un juez con competencia criminal es similar a la de un fiscal.




Explicó que esa concepción estaría profundamente equivocada, porque no considera que el juez conoce en audiencia sólo la tercera parte de la labor total del fiscal.




Explicó que los otros dos tercios están dedicados a la investigación para recabar la información útil que se expondrá en la audiencia.





Expresó que, como contrapartida, la mayor parte del trabajo de los jueces se desarrolla en las audiencias.




A la vez, observó que un aumento de dotación de la fiscalía permitiría mantener el equilibrio entre las labores de investigación y la judicial, lo que importaría asegurar la calidad de la información que el Ministerio Público allegue a ese número extra de audiencias judiciales que tendría lugar con el aumento proyectado de jueces y que, a su vez, termina resultando en un mejor rendimiento de las horas extra de audiencia que según este proyecto tendrán lugar.





Considerado lo anteriormente expuesto, el Honorable Senador señor Araya, entonces Presidente de la Comisión, solicitó al señor Fiscal Nacional del Ministerio Público presentar a la Comisión un estudio más preciso en relación al impacto que esta iniciativa podría causar a esa institución y a los requerimientos de un mayor reforzamiento, según se ha expuesto.





El Jefe de la División Judicial del Ministerio de Justicia, señor Álvaro Pavez, sugirió enmarcar la discusión de este proyecto dentro de las siguientes dos prevenciones:





- Esta iniciativa no es una reforma penal y el incremento de jueces que postula nada tiene que ver con un incremento de la criminalidad, y




- Este proyecto de ley está construido sobre un análisis objetivo de sobrecargas de trabajo actuales y proyectadas, medidas sobre criterios determinados.





Explicó que los criterios previamente consignados impiden vincular esta iniciativa con el ya mencionado proyecto de fortalecimiento del Ministerio Público.




Con todo, señaló que si se quiere forzar un paralelismo entre ambas iniciativas, valdría la pena partir por constatar que dicho fortalecimiento consideró la incorporación de 122 nuevos fiscales, mientras que la iniciativa que ahora se estudia comprende 110 nuevos jueces para todas las competencias de primera instancia y no solamente para la materia penal.





Llamó la atención respecto de que aunque es efectivo que el agendamiento de audiencias es un asunto de competencia del Poder Judicial, esa actividad se desarrolla sobre la base de los requerimientos presentados a la justicia penal, que en su inmensa mayoría corren a cargo del Ministerio Público.





Por tanto, dijo, es esa institución la que en definitiva tiene la llave para determinar el ritmo del trabajo judicial.





Manifestó que la incorporación de las unidades de análisis criminal en la ley de reforzamiento pone una atención especial sobre el control de gestión interna, pues uno de los objetivos de ese mecanismo fue mejorar la persecución criminal, trasladando el esfuerzo desde el procesamiento de casos individuales, muchas veces por delitos de bagatela, al control de los focos delictuales que están detrás de esos hechos aislados, lo que entre muchas otras cosas implica el agendamiento de un menor número de audiencias y la concentración de los esfuerzos de la persecución en el crimen organizado y en los infractores más prolíficos.





Agregó que el gasto del proyecto de fortalecimiento del Ministerio Público para el erario nacional es superior al costo estimado en régimen de toda esta iniciativa, la que abarca -tal como antes se indicara-, todas las jurisdicciones de primera instancia y no solo la penal.





El señor Director de la Corporación Administrativa del Poder Judicial recordó que la iniciativa en análisis tuvo su origen en las necesidades de servicio judicial que se detectaron durante la discusión de un proyecto anterior que relocalizó un grupo de cargos de juez con competencia criminal, pese a lo cual el Poder Judicial no fue consultado durante su tramitación ni tampoco recibió ningún recurso adicional para hacer frente a ese aumento de demanda.





En otro orden de materias, expresó que una parte relevante del aumento de las vacantes de cargos de juez con competencia penal será destinada a reforzar los tribunales de juicio oral en lo penal, pero con el propósito de incorporar la figura del cuarto juez o juez alterno.





Señaló que, tal como ya se explicara, esta fórmula está destinada a evitar que se declaren nulos los juicios orales seguidos ante tribunales constituidos con la cantidad mínima de tres magistrados, en los que cualquiera de sus miembros puede sufrir un percance y no asistir a una audiencia.




Añadió que en solo seis lugares del país (Antofagasta, Valparaíso, Viña del Mar, Santa Cruz y Concepción), se considera una dotación extra suficiente para habilitar una sala adicional.





Planteó, a continuación, que el reforzamiento judicial que la iniciativa postula se orienta principalmente a hacerse cargo del déficit observado y esperado de servicio judicial por los próximos cinco años y que se hizo en base a un modelo que parte con los datos reales levantados en el quinquenio inmediatamente anterior, antes de que el proyecto sobre reforzamiento del Ministerio Público fuese implementado.





Agregó que parte del déficit que se pretende solucionar con el aumento de jueces propuesto velará por las condiciones de cumplimiento y de ejecutoria de las sentencias, que no es una cuestión que le atañe al Ministerio Público.





En último término, coincidió con la apreciación planteada por el Jefe de la División Judicial del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, en el sentido de que la cantidad de audiencias y de resoluciones judiciales en materia penal es en función directa del requerimiento del Ministerio Público.





A continuación, la Comisión escuchó al Presidente de la Asociación Nacional de Magistrados del Poder Judicial, señor Álvaro Flores.





El señor Flores expuso que la entidad gremial que encabeza ha socializado regionalmente las ideas planteadas por el estudio llevado a cabo por la Corporación Administrativa del Poder Judicial.





Añadió que sus bases han validado la necesidad y oportunidad de este proyecto, así como las variables objetivas que se levantaron con el trabajo de campo para construir los estándares objetivos sobre los cuales se hizo la distribución de los cupos adicionales.





Señaló que si se toma el aumento total que considera este proyecto, se distribuye por materia y se compara con las destinaciones territoriales actuales, se observa que el incremento real es residual.




Planteó que para el caso de la justicia laboral de Santiago se considera un aumento de 16 a 19 jueces, que es menor e incluso insuficiente de cara al aumento de litigiosidad que impondrá la puesta en marcha de la reforma del derecho colectivo del trabajo, recientemente aprobada por el Congreso Nacional.




Coincidió plenamente con la apreciación de quienes le antecedieron en el uso de la palabra, en el sentido de que el control de la actividad judicial en materia penal queda entregado de lleno al Ministerio Público, pues es esa la institución que formula la mayor parte de los requerimientos que activan el conocimiento jurisdiccional en dicha área, además de que también tiene en sus manos el ejercicio de las atribuciones vinculadas al archivo provisional, a las salidas alternativas y al uso del principio de oportunidad.





Concluyó su intervención señalando que la Asociación de Magistrados que representa apoya esta iniciativa y espera que sea ley en un breve plazo.





En seguida, volvió a hacer uso de la palabra el señor Director de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, quien observó que este proyecto dejó fuera la situación de los jueces de letras en lo civil, pues tal materia debería abordarse en el contexto del estudio del nuevo Código Procesal Civil, donde se considera un refuerzo especial para esa judicatura.





Manifestó que esta iniciativa también contempla la gradualidad para su entrada en vigencia, pues se requiere hacer las habilitaciones del caso en materia de infraestructura y, sobre todo, dotar a la Academia Judicial de lo necesario para la formación de los postulantes a los cupos extra.





En otro orden de asuntos, se refirió una vez más a los parámetros objetivos construidos para hacer la asignación de los nuevos cupos.





Explicó que sobre la base de los datos de campo, se construyeron algunos parámetros abstractos sobre la cantidad máxima de casos de cada jurisdicción que un juez promedio puede asumir en un año calendario sin comprometer la calidad del servicio judicial.





De allí, dijo, surgieron las siguientes cifras:




- Juez de garantía: 1.800;





- Tribunal de juicio oral en lo penal (sala): 95;





- Juez de familia: 1.600;





- Juez laboral: 500;





- Juez de cobranza laboral y previsional: 10.600, y





- Juzgados mixtos: proporcional a lo anterior.





Indicó que el levantamiento anterior arrojó un requerimiento final de 155 jueces, que fue limitado por razones de restricción presupuestaria a los 110 cupos que el proyecto contempla.





Informó que el criterio de gradualidad para la implementación del proyecto considera lo siguiente:





- Reforzar 14 tribunales una vez promulgada la ley, con la incorporación de 21 nuevos jueces;





- Al final del primer año de vigencia, intervenir 18 tribunales incorporando 31 nuevos jueces, y





- Al final del segundo año de vigencia, reforzar 50 tribunales con 58 nuevos jueces.





Expresó, finalmente, que tras el estudio estadístico que condujo a la decisión contenida en el proyecto hay un aspecto que no es matemático pero que tiene suma importancia para la institución que representa, que consiste en asegurar el acceso de los ciudadanos a una justicia de calidad.





Luego, hizo uso de la palabra el Jefe del Departamento de Desarrollo Institucional de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, señor Mario Lara, quien proporcionó a la Comisión los antecedentes de que se da cuenta enseguida.

“Antecedentes relevantes





Durante el proceso de discusión de la Ley N° 20.876, que redistribuyó 77 jueces penales de la Región Metropolitana y que creó 3 nuevos juzgados en el país, la Corporación Administrativa del Poder Judicial puso en conocimiento del Presidente de la Corte Suprema la necesidad de contar con jueces adicionales, toda vez que se advierte una sobrecarga de trabajo de los mismos.


Con esta información, el señor Presidente de la Excelentísima Corte Suprema, planteó al Ejecutivo la necesidad de aumentar en 110 los jueces de los tribunales de primera instancia del país, distribuidos según carga de trabajo actual y proyectada.


El análisis efectuado, que entrega la distribución de estos 110 jueces, no considera a los tribunales civiles, por la eventualidad de una reforma a la judicatura civil y dado que dichos tribunales tienen sólo un juez en su estructura según el Código Orgánico de Tribunales.


Con fecha 08 de abril de 2016, la Dirección de Presupuestos emitió Informe Financiero Nº 30, Mensaje Nº 1669-363, que da cuenta del proyecto de ley que fortalece la composición de los tribunales que indica, asignando una dotación adicional de 110 jueces.

Es importante destacar que este proyecto de ley no sólo implica la creación de 110 cargos de jueces para fortalecer 82 tribunales del país, sino que también contempla:

1.- Aumento de dotación de funcionarios en 305, de acuerdo a lo establecido en la estructura orgánica de los tribunales según materia y tipología,

2.- Incremento del gasto operacional,

3.- Gastos transitorios asociados a mobiliario y equipos informáticos y

4.- Gastos en infraestructura, asociados a remodelación, habilitación y/o construcción de nuevas salas en aquellos tribunales que no cuentan con espacio para el o los nuevos jueces y funcionarios.

Antecedentes


A partir de lo señalado anteriormente, el documento emitido por la DIPRES establece la siguiente estructura presupuestaria:

[image: image6.png]28 Ingreso a Camara PL 110 jueces. pdf -

ArchivoEdicénVer Vertana Ayuda

dobe Reader:

x

2N A ER= Y= ROICIFIEARON

uwn -] H B @ 2|7

Herramientas

Firmar . Comentario

€506 00

Ministerio de Haclenda
Direccién de Presupuestos
Reg. 150 11 / 08.04.2016
LF. N° 39

El fortalecimiento de los tribunales se implementara gradualmente en tres afios, a contar
de la fecha de publicacién de la ley en el Diario Oficial, y tendrd los siguientes gastos:

Miles $

Concepto de gasto

Afio 1

Afio 2

1.800.669 | 5.292.419

Afo3 | En Régimen
12.325.931 | 12.325.931

ILGish en Personal - ST 21

110 jueces y 305 funcionarios 1.800.669 5.292.419| 12.325.931| 12.325.931
Bienes y Servicios de Consumo - ST 22 823.991 538.884 647.069 674.069
Gasto operacional tribunales 80.892 237.752 553.719 553.719
Arriendo equipos computaciones 13.630 47.270 120.350 120.350
Remodelaciones 729.469 253.862 0 o
Adquisicién de Activos no Financieros - ST 29 127.551 240.325 589.895 [
Mobiliario y equipos salas de audiencia 127.551 589.895 0
Iniciativas de Inversién - ST 31 13.246.951 13.721.610 o
Proyectos 13.246.951| 13.349.901| 13.721.610 0
Total 15.999.162] 19.421.529

ol 8B

27.311.505 ls.noo.-mﬂ

EIR o b o [o1a v






Los costos anteriores corresponden a la escala vigente al año 2015, por lo que deberán ser actualizados al año de implementación de cada etapa del proyecto.
Metodología utilizada


La metodología a emplear para proyectar la carga de trabajo para los 82 tribunales beneficiados con el proyecto de ley de los 110 jueces es la siguiente:

ETAPA 1: La carga de trabajo de los jueces se determina a través de una variable exógena, es decir, que no dependa de factores internos del tribunal, sino sólo de las solicitudes de intervención del aparato judicial que surgen del ingreso de causas.  Esto pretende asegurar una comparación objetiva entre distintas realidades jurisdiccionales y no depende de otros factores internos, como la gestión del tribunal.

Se ha establecido, para cada competencia, un indicador denominado “Estándar de Ingresos Anuales por Juez o Sala” en el caso de los tribunales reformados, y un indicador de “Juez Equivalente” en el caso de los mixtos, que debe interpretarse como el máximo número de causas anuales que un juez puede resolver, manteniendo un servicio judicial adecuado y oportuno.

Esta información se obtiene de los sistemas de tramitación de cada una de las competencias, y comprende los períodos de año móvil 2013-2014 y 2014-2015.  Con el fin de considerar el efecto de la variación de los ingresos en cada período, se aplicó un factor de ponderación del 30% y del 70% respectivamente, atendiendo al hecho de que los períodos más cercanos al punto de análisis ofrecen mayor certidumbre sobre las proyecciones posteriores.


ETAPA 2: En un segundo análisis se estima el ingreso futuro de causas por cada competencia mediante el método de series de tiempo.  Está metodología se utiliza regularmente cuando se observa o recopila información estadística en intervalos de tiempo, la que para este estudio es por períodos anuales.


Su objetivo es predecir una variable de interés, llamada variable dependiente (ingreso de causas), a partir de captar el patrón y observar el comportamiento del ingreso de causas durante determinados períodos de tiempo.  Para el ejercicio de este estudio se analizan los ingresos de causas por materia, desde el año 2011 hasta el año 2015, con lo que se busca predecir o estimar el ingreso de causas para los años 2016, 2017, 2018, 2019 y 2020.

La predicción de los períodos futuros se hace a través de la aplicación de un modelo de regresión lineal (Y = A + Bx), cuyos factores se calculan a partir del registro de ingresos en el período 2011 – 2015.

ETAPA 3: Una vez estimados los ingresos futuros se proyecta la carga de trabajo para los jueces mediante los estándares de ingresos de causas por juez de cada competencia. Los estándares máximos de ingresos anuales por juez/sala para cada competencia son:

	Competencia
	Estandar

	Garantía
	1.800

	Oral en lo Penal
	95

	Familia
	1.600

	Laboral
	500

	Cobranza
	10.600

	Civil
	8.000



En el caso de los Juzgados Mixtos, los estándares se utilizan para calcular la cantidad de jueces que se requieren para abordar las competencias del tribunal, a partir de la sumatoria de las relaciones ingresos de la competencia sobre estándar de la competencia.

En el caso de los Tribunales Orales en lo Penal, se calculan los ingresos por sala considerando el ingreso proyectado anual dividido entre la relación número de jueces por tribunal / 3 (Cada sala TOP requiere 3 jueces en el estrado).

ETAPA 4: Dado que se estiman los ingresos para los años 2016, 2017, 2018, 2019 y 2020, éstos ponderan la carga de trabajo con porcentajes de aplicación de 50%, 25%, 10%, 10% y 5% respectivamente, para estimar la carga de trabajo por juez. Esta ponderación se establece con tales porcentajes porque se asume que la asertividad de la predicción disminuye entre más lejana sea ésta.


Este fenómeno puede ocurrir porque las series de tiempo sólo observan el comportamiento del ingreso de causas en el paso de los años, pero no contempla otro tipo de variables que pudiesen ser relevantes para la predicción, o pudieran pasar sucesos que cambien el comportamiento del ingreso de causas.


En el caso de los tribunales TOP, se aplica esta ponderación respectivamente a cada ingreso proyectado anual futuro. La sumatoria de estos valores se multiplica por 95 (estándar por sala) y se divide entre 3, que corresponde al número de jueces por sala.

Gradualidad de la implementación


Respecto a la gradualidad de la implementación, el proyecto considera aumento de dotación de jueces y funcionarios en:

1.- 14 tribunales una vez promulgada la ley con la incorporación de 21 jueces.

2.- 18 tribunales al cabo de un año, considerando la fecha de promulgación de la ley. No obstante, en el caso de los Juzgados de Letras del Trabajo de Santiago uno de los tres jueces que para cada uno de ellos se contempla se incorporará desde la publicación de esta ley, con la incorporación de 31 jueces.

3.- 50 tribunales una vez transcurridos dos años desde la fecha de publicación en el Diario Oficial, con la incorporación de 58 jueces.
Modelo considerando los datos años 2016

	Competencia
	Suma de Proyección total de ingreso de causas en tribunales contenidos en el PL
	Suma de Ingresos de causas Real 2016 en tribunales contenidos en el PL
	Diferencia

	Cobranza
	148.914
	134.553
	14.361

	Familia
	72.383
	70.019
	2.364

	Garantia
	186.293
	183.170
	3.123

	Laboral
	38.844
	39.248
	-404

	Letras Mixto
	104.526
	94.805
	9.721

	Oral
	6.708
	7.311
	-603

	Total general
	557.668
	529.106
	28.562

	
	
	
	5%



En relación con la validez de la proyección de ingresos futuros a través del modelo de carga de trabajo, cabe señalar que a la fecha, se cuenta con datos reales sobre el período 2016. Estos datos se contrastaron con la proyección para el mismo período, resultando con una variación de 5%, la que se encuentra dentro del error estadístico típico.

Distribución por Jueces por Competencia

Respecto a la distribución de los 110 jueces, según competencia, el proyecto de ley propone lo siguiente:

	Materia
	Jueces por Ley 20.876
	Jueces propuestos en 
PL 110 Jueces

	Cobranza Laboral
	5
	1

	Familia
	-
	7

	Garantía
	15
	27

	Laboral
	11
	13

	Mixtos
	15
	27

	TOP
	25
	35

	Nuevos Tribunales
	6
	-

	Total general
	77
	110



Cabe señalar que la Ley N° 20.876 distribuyó 71 cargos de jueces en todas las competencias, y creó 6 nuevos cargos en 3 nuevos tribunales, Alto Hospicio (3), Mejillones (2) y Cabo de Hornos (1), lo que suma 77 jueces.”.
Distribución de Jueces por Territorio Jurisdiccional


En esta materia, se presentaron los antecedentes que a continuación se consignan:

[image: image7.jpg]ARICA TIOP TIOP ARICA 6 15 4 10 18| 10 18] 11,03%
Garantia Garantia Arica 5 17 5 17| 1 6 19 3,99%
Familia Familia Arica 8 31 8 31 8 31 -2,19%)
Letras del Trabajo Letras del Trabajo Arica 2 15 2 15| 2 15 -42,92%
TOTAL JURISDICCION CORTE 21 4 25 1 2
IQuUIQUE Letras y Garantia Letras y Garantia Alto Hospicio 3 3 18| 1 4 23 35,95%)
TIOP TIOP Iquique 9 17 2 11 18| 2 13 23 67,20%
Garantia Garantia Iquique 5 16 2 7 19| 7 19 -8,99%|
Letras y Garantia Letras y Garantia Pozo Almonte 2 14 2 14] 1 3 17 10,56%
Familia Familia Iquique 8 30 8 30 8 30 -25,06%
Letras del Trabajo Letras del Trabajo lquique 3 17 3 17| 3 17, -6,57%)
TOTAL JURISDICCION CORTE 27 7 34 4 38
ANTOFAGASTA TIOP TIOP Calama 3 9 3 6 15| 1 7 17 45,53%)
TIOP TIOP Antofagasta 9 18 1 10 18| 3 13 23 26,82%|
Garantia Garantia Calama 3 10 1 4 10| 1 5 14 11,78%
Letras del Trabajo Letras del Trabajo Antofagasta 3 16 1 4 16| 1 5 23 11,76%
Letras y Garantia Letras y Garantia Mejillones 2 2 15| 2 15 0%|
Letras y Garantia Letras y Garantia Antofagasta 21 7 21 9 25 19,11%
Letras Letras de Tocopilla 8 1 8 2 13 23,09%|
Familia Familia Antofagasta 11 38 11 38 A9 38 -3,27%)
Familia Familia Calama 6 27 6 27 6 27 -18,30%)
Garantia Garantia Tocopilla 1 7 1 7 1 7 -11,50%
Letras del Trabajo Letras del Trabajo Calama 2 15 2 15| 2 15 -2,37%)
Letras y Garantia Letras y Garantia Taltal 2 15 2 15| 2 15 -40,88%
Letras y Garantia Letras y Garantia Maria Elena ) 3 1 3 1 3 -62,17%)
TOTAL JURISDICCION CORTE 49 30 57 19| 66
COPIAPG Garantia Garantia Copiapd 4 13 4 13| 1 5 17 14,19%
Letras y Garantia Letras y Garantia Caldera 1 10 1 10| 1 2 15 45,50%
Familia Familia Copiapd 6 28 6 28 6 28 -32,68%
Familia Familia Vallenar 2 16 2 16| 2 16 -43,74%)
Garantia Garantia Diego de Almagro 1 7 1 7 ¥ 7 63,59
Garantia Garantia Vallenar 2 9 2 9 2 9 -37,64%
Letras del Trabajo Letras del Trabajo Copiapd 2 15 2 15| 2 15 -11%)
TIOP TIOP Copiaps 9 18 9 18| 9 18 2,07%
Letras y Garantia Letras y Garantia Chafiaral 2 15 2 15| 2 15 -48,93%
Letras y Garantia Letras y Garantia Freirina 1 5 1 5 1 5 0,05%)
Letras Letras Diego de Almagro 1 7 1 7 1 7 -30,92%
Letras 12 Letras Vallenar 1 9 1 9 1 9 -61,34%
Letras 22 Letras Vallenar 1 5 1 5 1 5 -66,82%
TOTAL JURISDICCION CORTE 33 0 33 2 35
LA SERENA| TIOP TIOP Ovalle 3 9 2 5 9 2 7 9 36,36%)
Garantia Garantia La Serena 3 10 3 10| 1 4 10 11,34%
Letras del Trabajo Letras del Trabajo La Serena 3 16 3 16| 1 4 16 16,95%





[image: image8.jpg]TIOP La Serena 9 18| 9 18| 4 10 18| 60,39%)
Letras lllapel 1 10 & 10| 1| 2 10| 32,23%)
Letras Vicufia 1 9 1 9| | 2 9 12,42%|
Familia Coquimbo 3 24, 3 24 3 24| -9,43%|
Familia La Serena 5 26| 5 26 5 26| -6,65%|
Familia Ovalle 4 21 3 21 3 21 -23,11%|
Garantia Garantia Coquimbo 3 10 3 10| 3 10| -0,14%|
Garantia Garantia Vicuiia 1 7 1 7 1 7 -50,19%|
Garantia Garantia Ovalle 2 9 2 9| 2 9 0,74%|
Garantia Garantia lllapel 1 7 1 7| 1 7| -26,13%|
Letrasy Garantia Letras y Garantia Los Vilos 2 16| 2 16| 2 16| -40,22%|
Letrasy Garantia Letras y Garantia Andacollo 1 7 1 7 1 7| -52,76%|
Letrasy Garantia Letras y Garantia Combarbala 1 7| 1 7 1 7 -56,44%|
Letras 12 Letras Ovalle 1 8| 1 8| 1 8| -56%]
Letras 39 Letras Ovalle 1 7 1 7| 1 7| -40,61%|
Letras 22 Letras Ovalle 1 8| 1 8| 1 8| -76,06%|
TOTAL JURISDICCION CORTE a7 2 a9 7] 56
VALPARAISO TioP TIOP Valparaiso 12 22 3 15 22 4 19 22 26,99%)
Letras del Trabajo Letras del Trabajo Valparaiso 3 18| 2 5 18] 1 6 18| 19,59%|
TioP TIOP Vifia del Mar 12 23 1 13 23 3 16 23 4,74%)
Letrasy Garantia Letras y Garantia Quintero 1 10 1 2 10| 1| 3 10| 32,07%)
Cobranza Laboral y Previsional ~ Cobranza Laboral y Previsional Valparaiso 1 8| 1 2 8| 2 8| -28,63%|
Garantia Garantia Vifia del Mar ¥ 21 1 8 21 8 21 -4,75%|
Garantia Garantfa Quilpué 2 9| 1 3 9| 3 9 -11,58%|
TioP TIOP Los Andes 3 9 1 3 9| 3 9| -41,11%|
TioP TIOP San Felipe 3 9| 1 3 9| 3 9 -15,76%|
Garantia Garantia San Antonio 4 13 4 13| 1 5 13 3,72%
Garantia Garantia La Ligua 1 7| 1 7 3 2 7 19,63%|
Garantia Garantia San Felipe 2 9 2 9| g 3 9 29,18%)
Garantia Garantia Limache 1 7 1 7| 1| 2 7 5,32%
Garantia Garantia Los Andes 2 8| 2 8| 1 3 8| 8,20%|
TioP TIOP San Antonio 6 15 6 15, 1 7 15 19,53%|
Familia Familia Casablanca 2 15 2 15 2 15 -23,26%|
Familia Familia La Ligua 2 16| 2 16| 2 16| -24,48%|
Familia Familia Limache 2 16| 2 16| 2 16| -24,76%|
Familia Familia Los Andes 3 20 4 20 3 20| -40,48%|
Familia Familia Quillota 4 24, 4 24 4 24| -8%|
Familia Familia Quilpué 4 21 4 21 4 21 -18,45%|
Familia Familia San Antonio 4 21 3 21 3 21 -28,95%|
Familia Familia San Felipe 3 24 3 24 3 24| -15,14%|
Familia Familia Valparaiso 9 a1 9 41 9 a1 -9,34%|
Familia Familia Villa Alemana 3 20 3 20 3 20 -18,79%|
Familia Familia Vifia del Mar 8 35 8 35 8 35 -1,98%|
Garantia Garantia Valparaiso 9 28| 9 28, 9 28| -23,82%|





[image: image9.jpg]Garantia Garantia Casablanca 1 7 Y 7| 1 7 -56,54%|
Garantia Garantia La Calera 2 9| 2 9| 2 9| -19,05%|
Garantia Garantfa Quillota 2 9 2 9| 2 9 -9,56%|
Garantia Garantia Villa Alemana 2! 9 2 9| 2! 9 -9,58%|
Letras del Trabajo Letras de Trabajo San Felipe 2 15 2 15| 2 15 -48,96%|
TioP TIOP Quillota 6 15 6 15 6 15 0,84%|
Letras Letras Calera 2 15 2 15 2 15 -64,34%|
Letras Letras Villa Alemana 2 15 2 15 2 15 -69,08%|
Letras Letras La Ligua 2 15 2 15 2! 15 -76,52%|
Letrasy Garantia Letras y Garantia Putaendo 1 6| 1 6| 1 6| -15,71%|
Letrasy Garantia Letras y Garantfa Isla de Pascua 1 6| Y 6| 1 6| -44,53%|
Letras 12 Letras Los Andes 1 9| 1 9| 1 9 -18,41%|
Letras Letras Casablanca 1 7| 1 7 1 7 -44,63%|
Letrasy Garantia Letras y Garantia Petorca 1 5 1 5 1 5 -57,46%|
Letras 12 Letras Quillota 1 10 1 10| 1 10| -46,47%|
Letras 12 Letras San Antonio 1 10 1 10| 1 10| -39,86%|
Letras 12 Letras Quilpué 1 13 1 13| 1 13 -31,43%|
Letras 2 Letras de Quilpué 1 9 1 9| 1 9 -33,57%|
Letras 2 Letras Quillota 1 10 1 10| 1 10| -32,79%|
Letras Letras Limache 1 8| 1 8| 1 8| -57,21%|
Letras 22 Letras San Antonio 1 8| 1 8| 1 8| -36,63%|
Letras 22 Letras Los Andes 1 9 1 9| 1 9 -53,13%|
TOTAL JURISDICCION CORTE 149 12| 161 15, 176
SANTIAGO Letras del Trabajo 12 Letras del Trabajo Santiago 13 a2 3 16 49 3 19 55 23,69%)
Letras del Trabajo 22 Letras del Trabajo Santiago 13 43 3 16 46, 3 19 52 28,51%)
Garantia 79 Garantfa Santiago 2 31 2 3 31 2 5 34| 10,40%|
Cobranza Laboral y Previsional ~ Cobranza Laboral y Previsional Santiago 6 24, 2 8 24 1 9 26| 46,18%)
Familia 12 Familia Santiago 13 51 13 51 2 15 58| 6,63%
Familia 22 Familia Santiago 13 50| 13 50 2 15 56| 5,81%
TioP 42 TJOP Santiago 18 29 18 29 2 20 29 17,12%|
Familia 32 Familia Santiago 13 50| 13 50 1 14 51 4,78%|
Letras Letras Colina 2 13 2 13| 1 3 16| 14,31%|
Familia 42 Familia Santiago 13 a9 13 49 13 a9 2,87%
Familia Familia Colina 4 20 3 20 3 20| -21,37%|
Familia Familia Pudahuel 13 52 13 52 13 52 0,40%|
Garantia 12 Garantia Santiago 5 17 5 17| 5 17 -28,89%|
Garantia 29 Garantfa Santiago 1 30| 1 30 1 30| -10,05%|
Garantia 39 Garantfa Santiago 6 21 6 21 21 -21,08%|
Garantia 42 Garantfa Santiago 12 36| 12 36 12 36| -34,35%|
Garantia 59 Garantfa Santiago 5 18| 5 18] 5 18| -39,07%|
Garantia 62 Garantfa Santiago 7 22 7 22 7 22 -23,09%|
Garantia 82 Garantfa Santiago 9 28| 9 28 9 28| -25,44%|
Garantia 99 Garantfa Santiago 9 29 9 29 9 29 -13,19%|
Garantia 139 Garantia Santiago 7 22 7 22 7 22 -21,80%|




[image: image10.jpg]Garantia 149 Garantia Santiago 9 28| 9 28| 9 28| -19,91%|
Garantia Garantia Colina 4 13 3 13| 3 13 -20,01%|
TioP 12 TJOP Santiago 12 19 12 19| 12 19 -22,74%|
TioP 29 TIOP Santiago 21 34 21 34 21 34 -17,61%|
TioP 32 TJOP Santiago 19 33 19 33 19 33 -46,65%|
TioP 52 TIOP Santiago 9 24, 9 24 9 24| -3,37%|
TioP 72 TIOP Santiago 13 19 13 19| 13 19 -9,47%|
TIOP TIOP Colina 6 12 6 12| 6 12 -1,58%}
TOTAL JURISDICCION CORTE 276 10| 286 17, 303
SAN MIGUEL Cobranza Laboral y Previsional ~ Cobranza Laboral y Previsional San Miguel Y 7 1 2 10| 2 10| -16,56%|
Garantia Garantia Puente Alto 8 25 8 25 3 9 26| 5,28%
Letras del Trabajo Letras del Trabajo San Bernardo 2 13 2 13| 1 3 18| 21,29%)
Letras 12 Letras Melipilla 1 9 1 9| 1 2 13 12,30%|
12 Familia San Miguel 13 48 13 48, 13 48 -31,65%|
22 Familia San Miguel 13 a7 13 47, 13 a7 -31,51%|
Familia Buin I3 20 3 20 3 20| -25,45%|
Familia Melipilla 3 21 3 21 4 21 -36,73%|
Familia Pefiaflor 4 20 4 20 3 20| -32,36%|
Familia Puente Alto 1 a1 1 41 1 a1 -6,10%}
Familia San Bernardo 7 31 7 =5l 7 31 -0,82]
Familia Talagante 3 20 3 20 3 20| -8,21%|
Garantia 10° Garantia Santiago 5 17 5 17| 5 17 -44,35%|
Garantia 112 Garantia Santiago 8 26| 8 26 8 26| -24,14%|
Garantia 159 Garantia Santiago 7 25 7 25 7 25 -39,24%|
Garantia Garantia San Bernardo 9 31 9 31 9 31 -21,34%|
Garantia Garantia Melipilla 3 10 3 10| 3 10| -29,65%|
Garantia Garantia Curacavi 2 9 2 9| 2 9 -61,07%|
Garantia Garantia Talagante 6 21 6 21 6 21 -38,93%|
Garantia 129 Garantia Santiago 6 19| 6 19| 6 19 -43,06%|
Letras del Trabajo Letras del Trabajo San Miguel 3 17 3 17| 3 17| -27,79%|
Letras del Trabajo Letras del Trabajo Puente Alto 2 13 2 13| 2 13 -5,33%|
TioP 62 TIOP San Miguel 27 a2 27 42 27 a2 -15,31%|
TioP TIOP Talagante 6 1 6 1 6 1 -20,11%|
TioP TIOP Puente Alto 9 17 9 17| 9 17| -60,56%|
TioP TIOP San Bernardo 9 16| 9 16| 9 16| -42,32%|
TioP TIOP Melipilla 6 14 6 14 6 14| -46,16%|
Letras 12 Letras Talagante 1 1 1 11 1 11 -40,27%|
Letras 12 Letras Buin 1 8| 1 8| 1 8| 25,20%
Letras Letras Pefiaflor 1 7 1 7| 1 7| -18,05%|
Letras 29 Letras Talagante 1 7z & 7 1 i -55,19%|
Letras 22 Letras Buin 1 7 1 7. 1 7 -58,85%|
TOTAL JURISDICCION CORTE 175 1 176 3| 179
RANCAGUA TioP TIOP Santa Cruz 3 9 1 4 9 3 7 15 28,37%)
Garantia Garantia Rancagua 6 19 3| 7 19| 2 9 20| 25,45%)





[image: image11.jpg]Garantia Garantia San Fernando 2 9| 1 3 9| 3 9| -6,58%|
Garantia Garantia Graneros 1 7 1 2 7 2 7 -3,05%|
Garantia Garantia San Vicente de Tagua Tagua i 7| 1 2 7 2 7 -32,19%|
TioP TIOP San Fernando 3 9 1 3 9| 3 9 -37,63%|
Letras Letras San Vicente 1 10 1 2 11 2 10| -8,08%|
Letrasy Garantia 12 Letras y Garantia Peumo 1 7 1 2 8| 2 -20,77%|
Letrasy Garantia Letras y Garantia Peralillo 1 9| 1 2 9| 2 -37,87%|
TioP TIOP Rancagua 12 24, 12 24 4 16 33 27,82%)
Garantia Garantia Santa Cruz 1 7 4 7| 3| 2 8| 18,34%|
Garantia Garantia Rengo 2 9| 2 9| 1 3 10| 20,54%)
Letras del Trabajo Letras del Trabajo Rancagua 3 17| 3 17| 3 3 17 33,13%)
Letrasy Garantfa Letras y Garantfa Pichilemu 1 10 1 10| 1 2 15 11%|
Letras 12 Letras Rengo 1 9 1 9| 1 2 14| 8,37%|
Fami Familia Rancagua 13 a7 13 47, 13 a7 -32,95%|
Familia Familia Rengo ] 20 3 20 3 20| -15,98%|
Familia Familia San Fernando 3 21 3 21 4 21 -15,78%|
Familia Familia Santa Cruz 2 16| 2 16| 2 16| -27,83%|
Letras 12 Letras San Fernando 1 7| 1 7 1 7 -12,60%|
Letrasy Garantia Letras y Garantia Litueche 1 9| 1 9| 1 9| -48,79%|
Letras 29 Letras San Fernando 1 8| 1 8| 1 8| -24,20%|
Letras 12 Letras Santa Cruz 2 9| 1 9| 1 9| -49,11%|
TOTAL JURISDICCION CORTE 65 9] 7 14, 88
TALCA Garantia Garantia Talca 4 13 1 5 13| 1 6 15 18,95%|
TioP TIOP Cauquenes 3 8| 1 3 8| 3 8| -31,32%|
Letras Letras Molina 1 8| 1 2 8| 2 8| -12,23%|
Letras Letras San Javier 1 9| 1 2 10| 2 10| -29,49%|
Garantia Garantia Molina 1 7 1 7 1 2 7 9,42%|
Garantia Garantia San Javier 1 | 1 7 3 2 9 11,52%|
Letras del Trabajo Letras del Trabajo Talca 2 15 2 15 g 3 18| 25,06%)
TioP TIOP Curicé 6 13 6 13| 1| 7 13 24,53%)
TioP TIOP Talca 6 15 6 15 1 7 15 30,95%)
Letras Letras Cauquenes 1 9 1 9| 1 2 14| 7,14%
Familia Familia Constitucién 2 15 2 15 2 15 -37,13%|
Familia Familia Curicé 5 26| 5 26 5 26| -12,31%|
Familia Familia Linares 5 25 5 25 5 25 -42,68%|
Familia Familia Pearral 2 16| 2 16| 2 16| -51,20%|
Familia Familia Talca 1 40 1 40 1 40 -20,73%|
Garantia Garantia Curicé 4 13 3 13| 3 13 3,04%
Garantia Garantia Constitucién 2 9| 2 9| 2 9| -56,66%|
Garantia Garantia Cauquenes 1 7 & 7 1 7 -24,23%|
Garantia Garantia Linares 3 10 3 10| 3 10| -13,46%|
Garantia Garantia Parral 1 7| 1 2z 1 7| -4,88%|
Letras del Trabajo Letras del Trabajo Curicé 2 14 2 14 2 14| -20,48%|
TioP TIOP Linares 6 15 6 15| 6 15 -25,32%|





[image: image12.jpg]Letras Letras Constitucion 2 16 2 16| 2 16| -87,76%)
Letras y Garantia Letras y Garantia Licantén 1 5 1 5 1 5 -19,52%)
Letras y Garantia Letras y Garantia Chanco 1 7 1 7 1 7 -33,85%
Letras 22 Letras Linares 1 9 1 9 1 9 -33,68%
Letras 12 Letras Linares 1 9 1 9 1 9 -36,70%
Letras y Garantia Letras y Garantia Curepto 1 5 1 5 T 5 -74,06%
Letras Letras Parral 1 10 1 10| 1 10 -74,71%
TOTAL JURISDICCION CORTE 68 4 72 7 79
CHILLAN Letras y Garantia Letras y Garantia Bulnes 1 10 1 2 10| 2 10 0,13%)
Garantia Garantia San Carlos 1 7 1 7 1 2 9 13,88%
TIOP TIOP Chillén 6 15 6 15| 1 7 15 23,32%|
Letras Letras Yungay 1 8 1 8 1 2 13 10,56%
Familia Familia Chillan 5 25 5 25 5 25 -7,03%)
Garantia Garantia Chillan 4 13 4 13| 4 13 -7,36%)
Garantia Garantia Yungay 1 7 1 7 1 7 -31,07%)
Letras del Trabajo Letras del Trabajo Chillan 3 8 3 8 3 8 -33,98%
Letras y Garantia Letras y Garantia Quirihue 1 8 1 8 1 8 2,24%
Letras 12 Letras San Carlos 2 16 2 16| 2 16 -15,08%
Letras y Garantia Letras y Garantia Coelemu 1 7 1 7 1 7 -38,12%
TOTAL JURISDICCION CORTE 2 1 27 3 30
CONCEPCION Letras del Trabajo Letras del Trabajo Concepcion 3 16| 2 5 24 1 6 27 15,98%
Cobranza Laboral y Previsional  Cobranza Laboral y Previsional Concepcién 8 1 2 10| 2 10 -11,85%
Letras y Garantia Letras y Garantia Lebu 8 1 2 8 2 8 -2,15%)
Letras y Garantia Letras y Garantia Cabrero 9 1 2 9 2 9 -34,61%
TIOP TIOP Concepcidn 18 34 18 34 1 2 38 28,09%|
Familia Familia Talcahuano 6 30 6 30 1 7 33 4,70%)
Garantia Garantia Concepcion 7 21 7 21 1 8 26 7,27%
Letras y Garantia Letras y Garantia Curanilahue 1 8 1 8 1 2 13 50,46%)
Letras y Garantia Letras y Garantia Mulchén 1 8 1 8 1 2 13 33,18%|
Letras y Garantia Letras y Garantia Laja 1 7 1 7 1 2 12 28,06%|
Letras y Garantia Letras y Garantia Nacimiento 1 5 1 5 1 2 9 31,18%|
Letras Letras Cafiete 1 5 1 5 1 2 11 7,75%
Letras y Garantia Letras y Garantia Santa Brbara 1 10 1 10| 1 2 15 6,60%
Familia Familia Concepcién 13 8 13 48 13 8 12,7
Familia Familia Coronel 5 2 5 2 5 2, -6,31%)
Familia Familia Los Angeles 6 16 6 16| 6 16 -33,09%
Familia Familia Tomé 2 15 2 15| 2 15 -18,12%)
Familia Familia Yumbel 1 13 1 13| 1 13 -46,66%
Garantia Garantia San Pedro de la Paz 3 10 3 10| 3 10 -41,21%)
Garantia Garantia Cafiete 1 7 1 7 1 7 -12,28%)
Garantia Garantia Arauco 1 7 1 7 1 7 -21,68%
Garantia Garantia Coronel 2 9 2 9 2 9 -21,37%)
Garantia Garantia Tomé 1 7 1 7 1 7 -24,04%)
Garantia Garantia Talcahuano 4 13 4 13| 4 13 -4,02%)





[image: image13.jpg]Garantia Garantia Chiguayante 2 9 2 9 2 9 -28,14%)
Garantia Garantia Los Angeles 4 13 4 13| 4 13 -3,48%)
Letras del Trabajo Letras del Trabajo Los Angeles 2 15 2 15| 2 15 -15,69%
TIOP TIOP Los Angeles 6 13 6 13| 6 13 -0,42%)
TIOP TIOP Cafiete 6 13 6 13| 6 13 -17,26%
Letras y Garantia Letras y Garantia Lota 1 5 1 5 T 5 -1,60%|
Letras Letras Arauco 1 7 1 7 1 7 0,21%)
Letras y Garantia Letras y Garantia Yumbel 1 5 1 5 3 5 -53,84%
Letras y Garantia Letras y Garantia Santa Juana 1 5 1 5 1 5 -49,68%
Letras y Garantia Letras y Garantia Florida 1 7 1 7 1 7 -73,35%)
Letras 12 Letras Coronel 1 9 1 9 T 9 -52,93%
Letras 22 Letras Coronel 1 9 1 9 1 9 -64,70%
Letras Letras Tomé 1 5 1 5 1 5 -73,70%
TOTAL JURISDICCION CORTE 110 5 115 13| 128
TEMUCO TIOP TIOP Angol 3 9| 1 4 9 4 9| -17,26%
TIOP TIOP Villarrica 3 9 1 4 9 4 9 -59,56%
Letras y Garantia Letras y Garantia Pucon 1 10 1 2 11] 2 11 -0,24%)
Letras Letras Nueva Imperial 1 8 1 2 9 2 9 -37,35%)
Garantia Garantia Temuco 6 19 6 19| 2 8 27 18,95%
Garantia Garantia Angol 1 7 1 7 1 2 9 36,32%|
TIOP TIOP Temuco 9 18 9 18| 1 10 18 3,93%
Letras y Garantia Letras y Garantia Collipulli 1 9 1 9 1 2 14 58,25%)
Letras Letras Lautaro 1 8 1 8 1 2 13 37,44%)
Letras y Garantia Letras y Garantia Carahue 1 10 1 10| 1 2 15 49,39%|
Letras Letras Pitrufquén 1 8 1 8 1 2 13 4,97%)
Letras y Garantia Letras y Garantia Traiguén ) 8 1 8 1 2 13 13,89%
Familia Familia Angol 2 16 2 16| 2 16 3,11%
Familia Familia Temuco 11 22 11 2 1 22 -18,26%
Garantia Garantia Pitrufquén 2 9 2 9 2 9 -65,83%
Garantia Garantia Villarrica 2 9 2 9 2 9 -45,44%
Garantia Garantia Victoria 1 7 1 7 1 7 -28,61%)
Garantia Garantia Nueva Imperial 1 7 1 7 1 7 3,50%
Garantia Garantia Lautaro 1 7 1 7 1 7 -16,33%
Garantia Garantia Loncoche 1 7 1 7 1 7 -56,15%
Letras del Trabajo Letras del Trabajo Temuco 5 25 5 25 5 25 -15,28%
Letras y Garantia Letras y Garantia Curacautin 1 7 1 7 1 7 -4,74%)
Letras Letras Villarrica 2 16 2 16| 2 16 -24,25%
Letras y Garantia Letras y Garantia Purén 1 9 1 9 1 9 -19,56%
Letras Letras Victoria 1 9 1 9 1 9 -5,71%)
Letras Letras Loncoche 1 8 1 8 1 8 -44,38%
Letras 12 Letras Angol 1 10 1 10| 3 10 -45,44%
Letras y Garantia Letras y Garantia Toltén 1 9 1 9 1 9 -76,42%
TOTAL JURISDICCION CORTE 63 4 67 9 76
VALDIVIA Letras y Garantia Letras y Garantia Rio Bueno 1 9 1 2 11] 2 11 -9,11%)





[image: image14.jpg]Letras y Garantia Letras y Garantia Panguipulli 1 9 1 2 9 2 9 -27,30%)
Garantia Garantia Valdivia 3 10 3 10| ) 4 12 14,24%
TIOP TIOP Valdivia 6 15 6 15| 1 7 15 14,47%
Letras y Garantia Letras y Garantia Paillaco 1 10 1 10| 1 2 15 27,31%|
Letras Letras Los Lagos 1 7 1 7 1 2 12 12,41%
Familia Familia Osorno 5 26 5 26 5 26 -11,13%)
Familia Familia Valdivia 6 28 6 28 6 28 -20,46%
Garantia Garantia Mariquina 1 7 1 7 1 7 -49,51%
Garantia Garantia Los Lagos 1 7 1 7 1 7 -41,41%)
Garantia Garantia Rio Negro 1 7 1 7 1 7 -25,34%)
Garantia Garantia Osormno 4 13 4 13| 4 13 -21,84%)
Letras del Trabajo Letras del Trabajo Valdivia 2 15 2 15| 2 15 -11,58%
Letras del Trabajo Letras del Trabajo Osorno 2 15 2 15| 2 15 -30,53%
TIOP TIOP Osorno 6 15 6 15| 6 15 -18,47%)
Letras y Garantia Letras y Garantia La Union 2 16 2 16| 2 16 -5,60%|
Letras Letras Mariquina 2 16 2 16| 2 16 -41,61%
Letras Letras Rio Negro 1 8 1 8 1 8 -46,75%
TOTAL JURISDICCION CORTE 6 2 8 4 52
PUERTO MONTT Garantia Garantia Puerto Montt 4 13 2 6 15| 6 15 117%
Garantia Garantia Puerto Varas 1 7 1 2 7 2 7 -23,72%)
TIOP TIOP Castro 3 9 1 4 9 4 9 -64,79%)
Letras y Garantia Letras y Garantia Calbuco 1 7 1 2 8 2 8 -28,74%)
Letras y Garantia Letras y Garantia Quell6n 1 9 1 2 10| 2 10 -30,73%)
Famili Familia Puerto Montt 5 27 5 27 1 6 30 6,92%
Familia Familia Ancud 2 16 2 16| 2 16 -31,45%
Familia Familia Castro 2 16 2 16| 2 16 -3,30%)
Familia Familia Puerto Varas 3 16 3 16| 3 16 -39,96%
Garantia Garantia Castro 2 9 2 9 2 9 -23,22%)
Garantia Garantia Ancud 1 7 1 7 1 7 -3,76%)
Letras del Trabajo Letras del Trabajo Puerto Montt 3 18 3 18| 3 18 -14,42%)
Letras del Trabajo Letras del Trabajo Castro 1 11 1 11] 1 11 -44,28%
TIOP TIOP Puerto Montt 6 14 6 14] 6 14 -28,26%
Letras y Garantia Letras y Garantia los Muermos 1 8 1 8 1 8 -45,80%
Letras y Garantia Letras y Garantia Maullin 1 7 1 7 1 7 -56,45%
Letras 12 Letras Puerto Varas 1 10 1 10| | 10 -26,67%)
Letras y Garantia Letras y Garantia Hualaihue 1 8 1 8 1 8 -69,66%
Letras y Garantia Letras y Garantia Achao 1 5 1 5 1 5 -73,67%
Letras y Garantia Letras y Garantia Chaitén 1 5 1 5 1 5 -77,45%
Letras Letras Ancud 1 7 1 7 1 7 -66,16%
TOTAL JURISDICCION CORTE a2 6 a8 1 29
COYHAIQUE TIOP TIOP Coyhaique 3 9 1 4 9| 4 9| -4,79%)
Familia Familia Coyhaique 2 16 2 16| 2 16 0,58%)
Garantia Garantia Coyhaique 2 9 2 9 2 9 -25,46%
Letras del Trabajo Letras del Trabajo Coyhaique 1 10 1 10| 1 10 -57,36%





[image: image15.jpg]Letrasy Garantia Letras y Garantia Puerto Aysén 2 15 2 15| 2 15 -18,57%|
Letrasy Garantia Letras y Garantia Puerto Cisnes 1 9| £ L 9| 1 9| -66,42%|
Letrasy Garantia Letras y Garantfa Chile Chico 1 5 a4 5 1 5 -75,97%|
Letrasy Garantfa Letras y Garantia Cochrane 1 5 1 5 1 5 -82,27%|
TOTAL JURISDICCION CORTE 13 1 14 [ 14
PUNTA ARENAS Letrasy Garantia Letras y Garantia Cabo de Hornos 1 Y 9| 1 9|
Letrasy Garantia Letras y Garantia Puerto Natales 1 6| 1 6| 1 2 10| 25,80%)
Familia Familia Punta Arenas 4 23 3 23 4 23 -19,80%|
Garantia Garantia Punta Arenas 4 13 3 13| 4 13 -31,14%|
Letras del Trabajo Letras del Trabajo Punta Arenas 1 10 1 10| 1 10| -3,36%}
TioP TIOP Punta Arenas 6 14 6 14 6 14| -39%|
Letrasy Garantfa Letras y Garantia Porvenir 1 6| 1 6| 1 6| -57,98%|
TOTAL JURISDICCION CORTE 17 1 18 1 19
TOTAL NACIONAL 1227 77 1304 110 1414






Enseguida, se agregaron las siguientes informaciones:

“Proyección de la carga de trabajo 
Tribunales de Juicio Oral en lo Penal


Para el caso de los tribunales orales en lo penal, se consideró la asignación de jueces en cantidad que permitiera el funcionamiento de sala(s) adicional(es) más un juez alterno (la cantidad final de jueces por tribunal será un múltiplo de 3 más 1).
	TRIBUNAL
	2016
	2017
	2018
	2019
	2020

	Tribunal de Juicio Oral En Lo Penal de Iquique
	487
	513
	538
	564
	590

	Tribunal de Juicio Oral En Lo Penal de Calama
	285
	302
	318
	334
	351

	Tribunal de Juicio Oral En Lo Penal de Antofagasta
	481
	505
	529
	553
	576

	Tribunal de Juicio Oral En Lo Penal de La Serena
	449
	461
	472
	484
	495

	Tribunal de Juicio Oral En Lo Penal de Ovalle
	199
	211
	223
	235
	247

	Tribunal de Juicio Oral En Lo Penal Viña del Mar
	574
	609
	645
	680
	715

	Tribunal de Juicio Oral En Lo Penal de Valparaíso
	650
	684
	718
	752
	786

	Tribunal de Juicio Oral En Lo Penal San Antonio
	239
	258
	278
	297
	317

	Tribunal de Juicio Oral En Lo Penal de Santa Cruz
	150
	165
	180
	195
	210

	Tribunal de Juicio Oral En Lo Penal de Rancagua
	463
	480
	497
	514
	531

	Tribunal de Juicio Oral En Lo Penal de Curicó
	209
	225
	240
	256
	272

	Tribunal de Juicio Oral En Lo Penal de Talca
	237
	237
	237
	237
	238

	Tribunal de Juicio Oral En Lo Penal de Chillán
	312
	329
	347
	364
	381

	Tribunal de Juicio Oral En Lo Penal de Concepción
	793
	829
	866
	903
	940

	Tribunal de Juicio Oral En Lo Penal de Temuco
	294
	306
	318
	331
	343

	Tribunal de Juicio Oral En Lo Penal de Valdivia
	200
	209
	219
	228
	238

	4º Tribunal de Juicio Oral En Lo Penal de Santiago
	686
	747
	807
	867
	927


Propuesta de distribución de jueces
Tribunales de Juicio Oral en lo Penal

Se presenta la cantidad estimada de jueces considerados necesarios, de acuerdo a la carga de trabajo proyectada, y la cantidad de jueces propuestos, de acuerdo a criterios establecidos desde el año 2016 hasta el año 2020.

	Tribunal
	Dotación de Jueces actuales
	Distribución propuesta ley 110 jueces
	Total Jueces
	Ingresos por sala año 2016
	Ingresos por sala año 2017
	Ingresos por sala año 2018
	Ingresos por sala año 2019
	Ingresos por sala año 2020

	Tribunal de Juicio Oral En Lo Penal de Iquique
	11
	2
	13
	133
	140
	147
	154
	154

	Tribunal de Juicio Oral En Lo Penal de Calama
	6
	1
	7
	143
	151
	159
	167
	167

	Tribunal de Juicio Oral En Lo Penal de Antofagasta
	10
	3
	13
	144
	152
	159
	166
	166

	Tribunal de Juicio Oral En Lo Penal de La Serena
	9
	1
	10
	150
	154
	157
	161
	161

	Tribunal de Juicio Oral En Lo Penal de Ovalle
	5
	2
	7
	119
	126
	134
	141
	141

	Tribunal de Juicio Oral En Lo Penal Viña del Mar
	13
	3
	16
	132
	141
	149
	157
	157

	Tribunal de Juicio Oral En Lo Penal de Valparaíso
	15
	4
	19
	130
	137
	144
	150
	150

	Tribunal de Juicio Oral En Lo Penal San Antonio
	6
	1
	7
	119
	129
	139
	149
	149

	Tribunal de Juicio Oral En Lo Penal de Santa Cruz
	4
	3
	7
	112
	124
	135
	146
	146

	Tribunal de Juicio Oral En Lo Penal de Rancagua
	12
	4
	16
	116
	120
	124
	128
	128

	Tribunal de Juicio Oral En Lo Penal de Curicó
	6
	1
	7
	105
	112
	120
	128
	128

	Tribunal de Juicio Oral En Lo Penal de Talca
	6
	1
	7
	118
	118
	119
	119
	119

	Tribunal de Juicio Oral En Lo Penal de Chillán
	6
	1
	7
	156
	165
	173
	182
	182

	Tribunal de Juicio Oral En Lo Penal de Concepción
	18
	4
	22
	132
	138
	144
	150
	150

	Tribunal de Juicio Oral En Lo Penal de Temuco
	9
	1
	10
	98
	102
	106
	110
	110

	Tribunal de Juicio Oral En Lo Penal de Valdivia
	6
	1
	7
	100
	105
	109
	114
	114

	4° Tribunal de Juicio Oral En Lo Penal de Santiago
	18
	2
	20
	114
	124
	134
	145
	145

	Total
	
	35
	
	
	
	
	
	


Proyección de la carga de trabajo

Juzgados de Garantía


En el siguiente cuadro se presentan los ingresos proyectados de causas para los Jugados de Garantía desde el año 2016 hasta el año 2020.

	TRIBUNAL
	2016
	2017
	2018
	2019
	2020

	Juzgado de Garantía de Arica
	9.827
	9.935
	10.043
	10.151
	10.259

	Juzgado de Garantía de Calama
	8.588
	8.938
	9.287
	9.637
	9.986

	Juzgado de Garantía de Antofagasta
	14.932
	14.397
	13.863
	13.329
	12.795

	Juzgado de Garantía de Copiapó
	8.595
	8.695
	8.795
	8.895
	8.995

	Juzgado de Garantía de La Serena
	6.402
	6.596
	6.791
	6.985
	7.179

	Juzgado de Garantía de San Antonio
	7.686
	7.850
	8.015
	8.180
	8.344

	Juzgado de Garantía de La Ligua
	2.237
	2.302
	2.367
	2.432
	2.496

	Juzgado de Garantía de San Felipe
	5.262
	5.417
	5.571
	5.726
	5.880

	Juzgado de Garantía de Limache
	2.180
	2.262
	2.345
	2.427
	2.510

	Juzgado de Garantía de Los Andes
	4.276
	4.528
	4.781
	5.033
	5.286

	Juzgado de Garantía de Santa Cruz
	2.390
	2.397
	2.405
	2.413
	2.420

	Juzgado de Garantía de Rengo
	5.020
	5.424
	5.828
	6.232
	6.636

	Juzgado de Garantía de Rancagua
	16.188
	16.555
	16.923
	17.290
	17.658

	Juzgado de Garantía de Talca
	10.711
	10.666
	10.621
	10.575
	10.530

	Juzgado de Garantía de San Javier
	2.081
	2.099
	2.116
	2.134
	2.152

	Juzgado de Garantía de Molina
	2.077
	2.145
	2.212
	2.279
	2.347

	Juzgado de Garantía San Carlos
	2.292
	2.439
	2.585
	2.731
	2.877

	Juzgado de Garantía de Concepción
	13.498
	13.680
	13.862
	14.043
	14.225

	Juzgado de Garantía de Temuco
	13.411
	13.860
	14.309
	14.758
	15.207

	Juzgado de Garantía de Angol
	2.336
	2.311
	2.286
	2.261
	2.236

	Juzgado de Garantía de Valdivia
	6.093
	6.147
	6.201
	6.254
	6.308

	7° Juzgado de Garantía de Santiago
	25.075
	25.898
	26.721
	27.543
	28.366

	Juzgado de Garantía de Puente Alto
	15.137
	14.939
	14.740
	14.542
	14.344


Propuesta de distribución de jueces

Juzgados de Garantía


Se presenta la cantidad estimada de jueces considerados necesarios, de acuerdo a la carga de trabajo proyectada, y la cantidad de jueces propuestos, de acuerdo a criterios establecidos desde el año 2016 hasta el año 2020.

	Tribunal
	Dotación de Jueces actuales
	Distribución propuesta ley 110 jueces
	Total Jueces
	Ingresos por juez año 2016
	Ingresos por juez año 2017
	Ingresos por juez año 2018
	Ingresos por juez año 2019
	Ingresos por juez año 2020

	Juzgado de Garantía de Arica
	5
	1
	6
	1.965
	1.987
	2.009
	2.030
	2.030

	Juzgado de Garantía de Calama
	4
	1
	5
	2.147
	2.234
	2.322
	2.409
	2.409

	Juzgado de Garantía de Antofagasta
	7
	2
	9
	2.133
	2.057
	1.980
	1.904
	1.904

	Juzgado de Garantía de Copiapó
	4
	1
	5
	2.149
	2.174
	2.199
	2.224
	2.224

	Juzgado de Garantía de La Serena
	3
	1
	4
	2.134
	2.199
	2.264
	2.328
	2.328

	Juzgado de Garantía de San Antonio
	4
	1
	5
	1.921
	1.963
	2.004
	2.045
	2.086

	Juzgado de Garantía de La Ligua
	1
	1
	2
	2.237
	2.302
	2.367
	2.432
	2.432

	Juzgado de Garantía de San Felipe
	2
	1
	3
	2.631
	2.708
	2.786
	2.863
	2.940

	Juzgado de Garantía de Limache
	1
	1
	2
	2.180
	2.262
	2.345
	2.427
	2.510

	Juzgado de Garantía de Los Andes
	2
	1
	3
	2.138
	2.264
	2.390
	2.517
	2.643

	Juzgado de Garantía de Santa Cruz
	1
	1
	2
	2.390
	2.397
	2.405
	2.413
	2.420

	Juzgado de Garantía de Rengo
	2
	1
	3
	2.510
	2.712
	2.914
	3.116
	3.116

	Juzgado de Garantía de Rancagua
	7
	2
	9
	2.313
	2.365
	2.418
	2.470
	2.470

	Juzgado de Garantía de Talca
	5
	1
	6
	2.142
	2.133
	2.124
	2.115
	2.106

	Juzgado de Garantía de San Javier
	1
	1
	2
	2.081
	2.099
	2.116
	2.134
	2.152

	Juzgado de Garantía de Molina
	1
	1
	2
	2.077
	2.145
	2.212
	2.279
	2.347

	Juzgado de Garantía San Carlos
	1
	1
	2
	2.292
	2.439
	2.585
	2.731
	2.731

	Juzgado de Garantía de Concepción
	7
	1
	8
	1.928
	1.954
	1.980
	2.006
	2.032

	Juzgado de Garantía de Temuco
	6
	2
	8
	2.235
	2.310
	2.385
	2.460
	2.460

	Juzgado de Garantía de Angol
	1
	1
	2
	2.336
	2.311
	2.286
	2.261
	2.261

	Juzgado de Garantía de Valdivia
	3
	1
	4
	2.031
	2.049
	2.067
	2.085
	2.085

	7º Juzgado de Garantía de Santiago
	12
	2
	14
	2.090
	2.158
	2.227
	2.295
	2.295

	Juzgado de Garantía de Puente Alto
	8
	1
	9
	1.892
	1.867
	1.843
	1.818
	1.818

	Total
	
	27
	
	
	
	
	
	


Juzgados de Cobranza Laboral y Previsional


En el siguiente cuadro se presentan los ingresos proyectados de causas para el Juzgado de Cobranza Laboral y Previsional de Santiago desde el año 2016 hasta el año 2020.

	TRIBUNAL
	2016
	2017
	2018
	2019
	2020

	Juzgado de Cobranza Laboral y Previsional de Santiago
	148.914
	163.042
	177.171
	191.299
	205.427


Propuesta de distribución de jueces para el Juzgado de Cobranza Laboral y Previsional de Santiago

Se presenta la cantidad de jueces estimados necesarios de acuerdo a la carga de trabajo proyectada desde el año 2016 hasta el año 2020.

	Tribunal
	Dotación de Jueces actuales
	Distribución propuesta ley 110 jueces
	Total Jueces
	Ingresos por juez año 2016
	Ingresos por juez año 2017
	Ingresos por juez año 2018
	Ingresos por juez año 2019
	Ingresos por juez año 2020

	Juzgado de Cobranza Laboral y Previsional de Santiago
	8
	1
	9
	18.614
	20.380
	22.146
	23.912
	25.678

	Total
	
	1
	
	
	
	
	
	


Proyección de la carga de trabajo

Juzgados de Letras del Trabajo


En el siguiente cuadro se presentan los ingresos proyectados de causas para los Juzgados de Letras del Trabajo desde el año 2016 hasta el año 2020.

	TRIBUNAL
	2016
	2017
	2018
	2019
	2020

	Juzgado de Letras del Trabajo de Antofagasta
	2.216
	2.376
	2.537
	2.697
	2.857

	Juzgado de Letras del Trabajo de La Serena
	1.281
	1.352
	1.422
	1.492
	1.563

	Juzgado de Letras del Trabajo de Valparaíso
	3.055
	3.128
	3.202
	3.276
	3.349

	Juzgado de Letras del Trabajo de Rancagua
	1.632
	1.712
	1.793
	1.874
	1.955

	Juzgado de Letras del Trabajo de Talca
	1.067
	1.143
	1.219
	1.294
	1.370

	Juzgado de Letras del Trabajo de Concepción
	3.248
	3.451
	3.653
	3.856
	4.059

	1°Juzgado de Letras del Trabajo de Santiago
	12.663
	13.825
	14.986
	16.148
	17.310

	2°Juzgado de Letras del Trabajo de Santiago
	12.648
	13.808
	14.968
	16.129
	17.289

	Juzgado de Letras del Trabajo de San Bernardo
	1.034
	1.101
	1.167
	1.233
	1.299


Propuesta de distribución de jueces

Juzgados de Letras del Trabajo


Se presenta la cantidad de jueces necesarios, estimados de acuerdo a la carga de trabajo proyectada, y la propuesta desde el año 2016 hasta el año 2020.

	Tribunal
	Dotación de Jueces actuales
	Distribución propuesta ley 110 jueces
	Total Jueces
	Ingresos por juez año 2016
	Ingresos por juez año 2017
	Ingresos por juez año 2018
	Ingresos por juez año 2019
	Ingresos por juez año 2020

	Juzgado de Letras del Trabajo de Antofagasta
	4
	1
	5
	2.216
	2.376
	2.537
	2.697
	2.857

	Juzgado de Letras del Trabajo de La Serena
	3
	1
	4
	1.281
	1.352
	1.422
	1.492
	1.563

	Juzgado de Letras del Trabajo de Valparaíso
	5
	1
	6
	3.055
	3.128
	3.202
	3.276
	3.349

	Juzgado de Letras del Trabajo de Rancagua
	3
	1
	4
	1.632
	1.712
	1.793
	1.874
	1.955

	Juzgado de Letras del Trabajo de Talca
	2
	1
	3
	1.067
	1.143
	1.219
	1.294
	1.370

	Juzgado de Letras del Trabajo de Concepción
	5
	1
	6
	3.248
	3.451
	3.653
	3.856
	4.059

	1° Juzgado de Letras del Trabajo de Santiago
	16
	3
	19
	11.845
	12.716
	13.587
	14.459
	15.330

	2° Juzgado de Letras del Trabajo de Santiago
	16
	3
	19
	11.835
	12.708
	13.580
	14.452
	15.325

	Juzgado de Letras del Trabajo de San Bernardo
	2
	1
	3
	1.034
	1.101
	1.167
	1.233
	1.299

	Total
	
	13
	
	
	
	
	
	


Proyección de la carga de trabajo

Juzgados de Familia


En el siguiente cuadro se presentan los ingresos proyectados de causas para los Juzgados de Familia desde el año 2016 hasta el año 2020.

	TRIBUNAL
	2016
	2017
	2018
	2019
	2020

	Juzgado de Familia Talcahuano
	11.176
	11.822
	12.469
	13.115
	13.762

	Juzgado de Familia Puerto Montt
	8.750
	8.786
	8.823
	8.859
	8.895

	1° Juzgado de Familia Santiago
	17.713
	18.060
	18.406
	18.753
	19.099

	2° Juzgado de Familia Santiago
	17.323
	17.555
	17.786
	18.018
	18.250

	3° Juzgado de Familia Santiago
	17.421
	17.780
	18.140
	18.500
	18.860


Propuesta de distribución de jueces

Juzgados de Familia


En la tabla siguiente se presenta la cantidad de jueces necesarios, estimados de acuerdo a la carga de trabajo proyectada desde el año 2016 hasta el año 2020.

	Tribunal
	Dotación de Jueces actuales
	Distribución propuesta ley 110 jueces
	Total Jueces
	Ingresos por juez año 2016
	Ingresos por juez año 2017
	Ingresos por juez año 2018
	Ingresos por juez año 2019
	Ingresos por juez año 2020

	Juzgado de Familia Talcahuano 
	6
	1
	7
	1.863
	1.970
	2.078
	2.186
	2.294

	Juzgado de Familia Puerto Montt 
	5
	1
	6
	1.750
	1.757
	1.765
	1.772
	1.779

	1° Juzgado de Familia Santiago 
	10
	2
	12
	1.771
	1.806
	1.841
	1.875
	1.910

	2° Juzgado de Familia Santiago 
	10
	2
	12
	1.732
	1.755
	1.779
	1.802
	1.825

	3° Juzgado de Familia Santiago 
	10
	1
	11
	1.742
	1.778
	1.814
	1.850
	1.886

	Total
	
	7
	
	
	
	
	
	


Proyección de la carga de trabajo

Juzgados de Letras Competencia Mixta


En el siguiente cuadro se presentan de manera agregada los ingresos proyectados de causas para los juzgados de competencia mixta desde el año 2016 hasta el año 2020.

	TRIBUNAL
	2016
	2017
	2018
	2019
	2020

	Juzgado de Letras Y Garantía de Pozo Almonte
	7.529
	7.545
	7.561
	7.577
	7.631

	Juzgado de Letras de Alto Hospicio
	6.217
	6.353
	6.489
	6.625
	6.743

	Juzgado de Letras de Tocopilla
	3.002
	3.129
	3.256
	3.384
	3.511

	Juzgado de Letras Y Garantía de Caldera
	3.346
	3.379
	3.413
	3.446
	3.429

	Juzgado de Letras de Vicuña
	4.035
	4.137
	4.239
	4.341
	4.443

	Juzgado de Letras de Illapel
	4.103
	4.080
	4.057
	4.034
	4.010

	Juzgado de Letras Y Garantía de Quintero
	5.435
	5.603
	5.770
	5.938
	6.067

	1º Juzgado de Letras de Rengo
	5.021
	5.309
	5.596
	5.884
	6.171

	Juzgado de Letras Y Garantía de Pichilemu
	2.630
	2.840
	3.050
	3.260
	3.341

	Juzgado de Letras de Cauquenes
	3.022
	3.080
	3.138
	3.197
	3.255

	Juzgado de Letras de Yungay
	2.565
	2.579
	2.593
	2.607
	2.620

	Juzgado de Letras Y Garantía de Mulchen
	3.174
	3.289
	3.404
	3.519
	3.561

	Juzgado de Letras Y Garantía de Nacimiento
	3.150
	3.243
	3.337
	3.430
	3.509

	Juzgado de Letras Y Garantía de Laja
	2.862
	2.991
	3.120
	3.249
	3.385

	Juzgado de Letras Y Garantía de Curanilahue
	3.435
	3.539
	3.642
	3.746
	3.806

	Juzgado de Letras de Cañete
	2.889
	2.994
	3.098
	3.203
	3.308

	Juzgado de Letras Y Garantía de Santa Bárbara
	2.467
	2.565
	2.662
	2.759
	2.789

	Juzgado de Letras Y Garantía de Collipulli
	3.035
	3.134
	3.233
	3.331
	3.359

	Juzgado de Letras Y Garantía de Traiguen
	2.480
	2.582
	2.684
	2.786
	2.888

	Juzgado de Letras de Lautaro
	3.300
	3.419
	3.537
	3.655
	3.774

	Juzgado de Letras Y Garantía de Carahue
	2.889
	2.997
	3.105
	3.212
	3.273

	Juzgado de Letras de Pitrufquen
	2.803
	3.005
	3.207
	3.409
	3.611

	Juzgado de Letras Y Garantía de Paillaco
	2.674
	2.707
	2.741
	2.774
	2.813

	Juzgado de Letras de Los Lagos
	2.871
	3.002
	3.133
	3.264
	3.395

	Juzgado de Letras Y Garantía de Puerto Natales
	2.994
	3.207
	3.420
	3.632
	3.763

	Juzgado de Letras de Colina
	10.005
	10.650
	11.296
	11.941
	12.586

	1º Juzgado de Letras de Melipilla
	6.592
	6.798
	7.003
	7.209
	7.414


Propuesta de distribución de jueces

Juzgados de Letras Competencia Mixta


Se presenta la cantidad de jueces estimados necesarios de acuerdo a la carga de trabajo proyectada y la cantidad de jueces propuestos desde el año 2016 hasta el año 2020.

	Tribunal
	Dotación de Jueces actuales
	Distribución propuesta ley 110 jueces
	Total Jueces
	Ingresos por juez año 2016
	Ingresos por juez año 2017
	Ingresos por juez año 2018
	Ingresos por juez año 2019
	Ingresos por juez año 2020

	Juzgado de Letras Y Garantía de Pozo Almonte
	2
	1
	3
	3.764
	3.772
	3.781
	3.789
	3.816

	Juzgado de Letras de Alto Hospicio
	3
	1
	4
	2.072
	2.118
	2.163
	2.208
	2.248

	Juzgado de Letras de Tocopilla
	1
	1
	2
	3.002
	3.129
	3.256
	3.384
	3.511

	Juzgado de Letras Y Garantía de Caldera
	1
	1
	2
	3.346
	3.379
	3.413
	3.446
	3.429

	Juzgado de Letras de Vicuña
	1
	1
	2
	4.035
	4.137
	4.239
	4.341
	4.443

	Juzgado de Letras de Illapel
	1
	1
	2
	4.103
	4.080
	4.057
	4.034
	4.010

	Juzgado de Letras Y Garantía de Quintero
	2
	1
	3
	2.717
	2.801
	2.885
	2.969
	3.034

	1º Juzgado de Letras de Rengo
	1
	1
	2
	5.021
	5.309
	5.596
	5.884
	6.171

	Juzgado de Letras Y Garantía de Pichilemu
	1
	1
	2
	2.630
	2.840
	3.050
	3.260
	3.341

	Juzgado de Letras de Cauquenes
	1
	1
	2
	3.022
	3.080
	3.138
	3.197
	3.255

	Juzgado de Letras de Yungay
	1
	1
	2
	2.565
	2.579
	2.593
	2.607
	2.620

	Juzgado de Letras Y Garantía de Mulchen
	1
	1
	2
	3.174
	3.289
	3.404
	3.519
	3.561

	Juzgado de Letras Y Garantía de Nacimiento
	1
	1
	2
	3.150
	3.243
	3.337
	3.430
	3.509

	Juzgado de Letras Y Garantía de Laja
	1
	1
	2
	2.862
	2.991
	3.120
	3.249
	3.385

	Juzgado de Letras Y Garantía de Curanilahue
	1
	1
	2
	3.435
	3.539
	3.642
	3.746
	3.806

	Juzgado de Letras de Cañete
	1
	1
	2
	2.889
	2.994
	3.098
	3.203
	3.308

	Juzgado de Letras Y Garantía de Santa Bárbara
	1
	1
	2
	2.467
	2.565
	2.662
	2.759
	2.789

	Juzgado de Letras Y Garantía de Collipulli
	1
	1
	2
	3.035
	3.134
	3.233
	3.331
	3.359

	Juzgado de Letras Y Garantía de Traiguen
	1
	1
	2
	2.480
	2.582
	2.684
	2.786
	2.888

	Juzgado de Letras de Lautaro
	1
	1
	2
	3.300
	3.419
	3.537
	3.655
	3.774

	Juzgado de Letras Y Garantía de Carahue
	1
	1
	2
	2.889
	2.997
	3.105
	3.212
	3.273

	Juzgado de Letras de Pitrufquen
	1
	1
	2
	2.803
	3.005
	3.207
	3.409
	3.611

	Juzgado de Letras Y Garantía de Paillaco
	1
	1
	2
	2.674
	2.707
	2.741
	2.774
	2.813

	Juzgado de Letras de Los Lagos
	1
	1
	2
	2.871
	3.002
	3.133
	3.264
	3.395

	Juzgado de Letras Y Garantía de Puerto Natales
	1
	1
	2
	2.994
	3.207
	3.420
	3.632
	3.763

	Juzgado de Letras de Colina
	2
	1
	3
	5.002
	5.325
	5.648
	5.970
	6.293

	1º Juzgado de Letras de Melipilla
	1
	1
	2
	6.592
	6.798
	7.003
	7.209
	7.414

	Total
	
	27
	
	
	
	
	
	


Análisis de Carga de Trabajo del Juzgado Competencia Mixta de Alto Hospicio


La Ley Nº 20.876 (Redistribución de 77 jueces) dispuso la creación del Juzgado de Letras de Alto Hospicio con una dotación de 3 jueces. Sin embargo, aplicados los mismos criterios de distribución, se advierte la necesidad de aumentar en un juez la dotación inicial propuesta. Para la estimación de este estudio se considera la cantidad de causas ingresadas por personas con residencia en la comuna de Alto Hospicio para la competencia Familia y Penal.
Proyección de ingresos de causas para materia familia y penal desde el año 2016 hasta el año 2020

	Materia
	2016
	2017
	2018
	2019
	2020

	Familia
	2.531
	2.649
	2.767
	2.886
	3.004

	Penal
	3.687
	3.704
	3.722
	3.739
	3.757


Estimación de la cantidad de jueces necesarios para el 

Juzgado de Letras de Alto Hospicio

	Ponderación
	50%
	25%
	10%
	10%
	5%
	

	Materia
	Jueces Necesarios año 2016
	Jueces Necesarios año 2017
	Jueces Necesarios año 2018
	Jueces Necesarios año 2019
	Jueces Necesarios año 2020
	Total Jueces Necesarios

	Familia
	1,58
	1,66
	1,73
	1,80
	1,88
	2

	Penal
	2,05
	2,06
	2,07
	2,08
	2,09
	2

	Total
	3,63
	3,71
	3,80
	3,88
	3,96
	4



Tal y como se observa en la proyección y estimación de carga de trabajo, el Juzgado de Letras de Alto Hospicio necesitaría contar con un total de 4 jueces.

Anexos

Implementación proyecto de ley fortalecimiento de tribunales con 110 jueces

Minuta Financiera del Ministerio de Hacienda
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El fortalecimiento de los tribunales se implementara gradualmente en tres afios, a contar
de la fecha de publicacién de la ley en el Diario Oficial, y tendrd los siguientes gastos:

Miles $

Concepto de gasto

Afio 1

Afio 2

1.800.669 | 5.292.419

Afo3 | En Régimen
12.325.931 | 12.325.931

ILGish en Personal - ST 21

110 jueces y 305 funcionarios 1.800.669 5.292.419| 12.325.931| 12.325.931
Bienes y Servicios de Consumo - ST 22 823.991 538.884 647.069 674.069
Gasto operacional tribunales 80.892 237.752 553.719 553.719
Arriendo equipos computaciones 13.630 47.270 120.350 120.350
Remodelaciones 729.469 253.862 0 o
Adquisicién de Activos no Financieros - ST 29 127.551 240.325 589.895 [
Mobiliario y equipos salas de audiencia 127.551 589.895 0
Iniciativas de Inversién - ST 31 13.246.951 13.721.610 o
Proyectos 13.246.951| 13.349.901| 13.721.610 0
Total 15.999.162] 19.421.529

ol 8B

27.311.505 ls.noo.-mﬂ

EIR o b o [o1a v





Estimación de los costos

Cuadro de costos totales del acumulado por año

	Subtítulo
	2017
	2018
	2019
	Régimen

	21 (remuneraciones)
	1.804.945.412
	5.295.671.622
	12.325.930.682
	12.325.930.682

	22 (equipos)
	13.630.000
	47.270.000
	120.350.000
	120.350.000

	22 (remodelaciones)
	729.469.090
	253.862.420
	0
	

	29 (mobiliario)
	127.550.914
	240.324.956
	589.895.224
	

	31 (Infraestructura)
	13.246.950.955
	13.349.900.935
	13.721.610.000
	

	22 (Costo operacional)
	553.719.318
	553.719.318
	553.719.318
	553.719.318

	Totales
	16.476.265.689
	19.740.749.251
	27.311.505.224
	13.000.000.000


Notas:


1.- Se consideran los gastos en personal, de operación y de arriendos de computadores, por año completo, acorde al número de cargos que se crean por año.

2.- A partir del año 3, los gastos en personal, de operación y de arriendo de computadores estarán en régimen.

3.- Los inmuebles definitivos se construyen en 3 años.


4.- Se ha considerado el costo de operación para el subtítulo 22 en $ 553.719.318, una vez en régimen.

Respecto del financiamiento de estos gastos, cabe señalar:

1.- El gasto en remodelaciones y equipamiento se financiará con cargo al presupuesto vigente de la Corporación Administrativa del Poder Judicial.

2.- El gasto en Infraestructura se financiará con cargo a los recursos que se aprueben cada año para el programa de inversiones del Poder Judicial.


Conforme a lo señalado, la presente indicación irroga un mayor gasto fiscal permanente de $13.000.000 miles (en pesos 2015).


1.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de este proyecto de ley durante el primer año presupuestario de su entrada en vigencia se financiará con cargo a la partida 03 Poder Judicial y, en lo que faltare, con recursos provenientes de la Partida Tesoro Público.

2.- Para los años siguientes, los recursos se proveerán en las respectivas leyes de presupuestos.

El costo de implementación en St 21, distribuido por etapa, materia y cargos se detalla a continuación:

	ETAPA 1
	
	
	
	
	
	
	

	COSTO
	Garantia
	TJOP
	Familia
	Laborales
	Cobranza
	Bicefalos
	TOTAL ANUAL

	Jueces
	18.535.080
	69.830.252
	
	15.080.138
	5.316.733
	
	1.305.146.430

	Consejeros Técnicos
	
	
	
	
	
	
	0

	Administradores y Jefes de Unidad
	6.267.014
	3.475.403
	
	12.294.104
	
	
	264.438.250

	Empleados
	4.324.984
	12.433.047
	
	9.424.896
	2.633.622
	
	345.798.592

	Mensual
	29.127.077
	85.738.702
	
	36.799.138
	7.950.355
	
	159.615.273

	Anual
	349.524.929
	1.028.864.426
	
	441.589.656
	95.404.260
	
	1.915.383.271

	
	
	
	
	
	
	
	

	ETAPA 2
	
	
	
	
	
	
	

	COSTO
	Garantia
	TJOP
	Familia
	Laborales
	Cobranza
	Bicefalos
	TOTAL ANUAL

	Jueces
	31.065.025
	47.657.411
	
	31.900.398
	
	30.365.652
	1.691.861.840

	Consejeros Técnicos
	
	
	
	
	
	
	0

	Administradores y Jefes de Unidad
	10.636.116
	10.179.649
	
	3113276
	
	13.876.132
	453.662.074

	Empleados
	20.881.332
	11.681.107
	
	11.562.095
	
	33.653.434
	933.335.604

	Mensual
	62.582.473
	69.518.167
	
	46.575.769
	
	77.895.217
	256.571.627

	Anual
	750.989.676
	834.218.008
	
	558.909.228
	
	934.742.606
	3.078.859.518

	
	
	
	
	
	
	
	

	ETAPA 3
	
	
	
	
	
	
	

	COSTO
	Garantia
	TJOP
	Familia
	Laborales
	Cobranza
	Bicefalos
	TOTAL ANUAL

	Jueces
	84.394.579
	65.528.582
	37.680.852
	22.070.882
	
	89.075.369
	3.585.003.156

	Consejeros Técnicos
	
	
	15.128.525
	
	
	
	181.542.304

	Administradores y Jefes de Unidad
	25.385.428
	10.439.921
	7.619.862
	9.521.892
	
	35.357.503
	1.059.895.262

	Empleados
	49.198.841
	28.642.171
	20.198.993
	14.645.050
	
	96.085.543
	2.505.247.171

	Mensual
	158.978.847
	104.610.674
	80.628.232
	46.237.823
	
	220.518.416
	610.973.991

	Anual
	1.907.746.168
	1.255.328.084
	967.538.780
	554.853.874
	
	2.646.220.987
	7.331.687.893

	
	
	
	
	
	
	
	



El detalle costo total de la implementación en St 21’ se muestra a continuación:

	COSTO TOTAL
	
	
	
	
	
	
	

	COSTO
	Garantia
	TJOP
	Familia
	Laborales
	Cobranza
	Bicefalos
	TOTAL ANUAL

	Jueces
	133.994.684
	183.016.245
	37.680.852
	69.051.418
	5.316.733
	119.441.021
	6.582.011.426

	Consejeros Técnicos
	0
	0
	15.128.525
	0
	0
	0
	181.542.304

	Administradores y Jefes de Unidad
	42.288.558
	24.094.973
	7.619.862
	24.929.272
	0
	49.233.635
	1.777.995.586

	Empleados
	74.405.156
	52.756.325
	20.198.993
	35.632.041
	2.633.622
	129.738.977
	3.784.381.367

	Mensual
	250.688.398
	259.867.543
	80.628.232
	129.612.730
	7.950.355
	298.413.633
	1.027.160.890

	Anual
	3.008.260.772
	3.118.410.518
	967.538.780
	1.555.352.758
	95.404.260
	3.580.963.594
	12.325.930.682



Para el presente proyecto se requerirán $ 40.318.461.890 en el subtítulo 31, con el objetivo de remodelar, habilitar o construir nuevos espacios en 46 tribunales, cuyo detalle se muestra en las siguientes tablas:

[image: image17.emf]N° Tribunal Infraestructura N° Tribunal Infraestructura

1 Juzgado de Garantia de Arica $ 106.134.000 24 Juzgado de Garantia de Rancagua $ 6.086.633.280

2 Juzgado de Letras Y Garantia de Pozo Almonte $ 30.324.000 25 Tribunal de Juicio Oral En Lo Penal de Rancagua $ 6.094.517.520

3 Tribunal de Juicio Oral En Lo Penal de Iquique $ 75.810.000 26 Juzgado de Letras del Trabajo de Talca $ 1.212.960.000

4 Juzgado de Letras de Alto Hospicio $ 50.540.000 27 Juzgado de Garantia de Molina $ 606.480.000

5 Juzgado de Letras de Tocopilla $ 2.274.300.000 28 Juzgado de Letras de Yungay $ 2.312.205.000

6 Tribunal de Juicio Oral En Lo Penal de Calama $ 21.226.800 29 Juzgado de Letras Y Garantia de Mulchen $ 88.394.460

7 Tribunal de Juicio Oral En Lo Penal de Antofagasta $ 43.666.560 30 Juzgado de Letras Y Garantia de Laja $ 116.292.540

8 Juzgado de Garantia de Calama $ 31.536.960 31 Juzgado de Letras Y Garantia de Curanilahue $ 2.099.937.000

9 Juzgado de Garantia de Antofagasta $ 61.860.960 32 Juzgado de Letras Y Garantia de Santa Barbara $ 356.256.460

10 Juzgado de Letras del Trabajo de Antofagasta $ 21.226.800 33 Juzgado de Letras del Trabajo de Concepcion $ 3.694.979.400

11 Juzgado de Letras Y Garantia de Caldera $ 15.162.000 34 Juzgado de Letras Y Garantia de Collipulli $ 144.039.000

12 Juzgado de Letras de Vicuña $ 227.430.000 35 Juzgado de Letras Y Garantia de Traiguen $ 317.770.250

13 Juzgado de Letras de Illapel $ 227.430.000 36 Juzgado de Letras de Lautaro $ 1.243.284.000

14 Tribunal de Juicio Oral En Lo Penal de Ovalle $ 470.022.000 37 Juzgado de Letras de Pitrufquen $ 77.831.600

15 Juzgado de Garantia de La Serena $ 791.456.400 38 Juzgado de Letras Y Garantia de Paillaco $ 1.622.334.000

16 Juzgado de Letras Y Garantia de Quintero $ 31.587.500 39 Juzgado de Letras de Los Lagos $ 194.073.600

17 Tribunal de Juicio Oral En Lo Penal Viña del Mar $ 197.106.000 40 Juzgado de Garantia de Valdivia $ 151.620.000

18 Juzgado de Garantia de San Antonio $ 12.129.600 41 Juzgado de Familia Puerto Montt                    $ 157.684.800

19 Tribunal de Juicio Oral En Lo Penal de Valparaiso $ 288.078.000 42 Juzgado de Letras Y Garantia de Puerto Natales $ 707.560.000

20 Juzgado de Garantia de Limache $ 10.108.000 43 Juzgado de Letras de Colina $ 62.164.200

21 1° Juzgado de Letras de Rengo $ 2.228.814.000 44 1° Juzgado de Familia Santiago                    $ 134.941.800

22 Juzgado de Letras Y Garantia de Pichilemu $ 2.683.674.000 45 2° Juzgado de Familia Santiago                    $ 134.941.800

23 Tribunal de Juicio Oral En Lo Penal de Santa Cruz $ 2.729.160.000 46 3° Juzgado de Familia Santiago                    $ 72.777.600

Subtotal $ 12.628.783.580 Subtotal $ 27.689.678.310

Total $ 40.318.461.890



Cabe señalar que del total de 82 tribunales beneficiados, 42 requieren proyecto de inversión (St’31).”.





El Honorable Senador señor Letelier observó que, al parecer, no en todos los casos las estadísticas con las que se hizo la distribución de los nuevos cargos captan la totalidad de situaciones prácticas que afligen a una jurisdicción determinada. En vista de lo anterior, consultó la disponibilidad del Ejecutivo para revisar algunos de los datos contenidos en esta propuesta y resolver ciertos problemas puntuales como, por ejemplo, la situación de extrema sobrecarga que soportan los tribunales de letras en lo civil y del trabajo de Rancagua.





Respondiendo a esta inquietud, el Jefe de la División Judicial del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Álvaro Pavez, explicó que la definición de la metodología a utilizar para este tipo de proyectos es, efectivamente, un asunto complejo. Planteó que para este caso concreto, el método elaborado por la Corporación Administrativa del Poder Judicial fue probado en la práctica antes de ser empleado para la asignación que la iniciativa propone.





Con todo, observó que evidentemente puede haber situaciones cualitativas puntuales que no fueron consideradas en ciertos casos, como, por ejemplo, la complejidad especial de una resolución en una causa a cargo de un tribunal de letras o del trabajo de los que se menciona el Honorable Senador señor Letelier.





Explicó que para esos casos existe el mecanismo del juez destinado, que está en manos de las Cortes de Apelaciones y que permite reforzar temporalmente la dotación de un determinado tribunal.




Por su parte, el Honorable Senador señor Araya observó que el señor Director de la Corporación Administrativa del Poder Judicial señaló que este proyecto no contemplaba la judicatura civil, porque, teóricamente, ésta quedaría reforzada en el contexto del proyecto sobre el nuevo Código Procesal Civil.





Connotó que lo anterior ofrece un problema basal, porque según la información oficial, dicho proyecto no es prioridad del actual Gobierno ni tiene previsto un financiamiento por parte del Ministerio de Hacienda. Por tal razón, sugirió realizar un estudio respecto a la necesidad de apoyo de la judicatura civil, sin esperar el proyecto antes señalado.





Respondiendo a lo recién planteado, el Jefe de la División Judicial del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos recordó que el día 18 de diciembre de 2015 se dictó la ley Nº 20.886, que modificó el Código de Procedimiento Civil para establecer la tramitación digital de los procedimientos judiciales. Explicó que esa ley se aplica a los tribunales que aún no habían adoptado un sistema de ese tipo para su funcionamiento interno, que son, básicamente, los de la judicatura civil.  Añadió que, en ese caso, la ley contempló un refuerzo administrativo para hacer frente al cambio de sistema, lo que a la larga redundará en una menor carga de trabajo efectiva. Con todo, indicó que aún es necesario evaluar el efecto de este nuevo esquema de trabajo, para considerar, posteriormente, un reforzamiento extra para la judicatura civil.





En la sesión siguiente y final, la Comisión completó el estudio del proyecto tomando conocimiento, en primer lugar, del oficio FN N° 275/2017, de fecha 4 de abril de 2017, dirigido por el señor Fiscal Nacional del Ministerio Público, don Jorge Abbott, al Honorable Senador señor Harboe, Presidente de la misma, mediante el cual atiende al requerimiento que se le formulara en cuanto a dar a conocer las cargas de trabajo de los fiscales adjuntos y de los abogados asistentes y la forma en que la aprobación de la iniciativa en trámite las afectaría.





Dicho oficio es del siguiente tenor:





“Conforme a la solicitud efectuada a este Fiscal Nacional por parte del Honorable Senador Pedro Araya Guerrero, Presidente de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado a la época de la sesión en que concurrí y en el marco de la discusión del Proyecto de Ley que “Fortalece la composición de los tribunales que indica, asignando una dotación adicional de 110 jueces” (Boletín N° 10.611-07), respecto a informar sobre las cargas de trabajo de los fiscales adjuntos y abogados asistentes y cómo éstas se ven afectadas por el aumento de dotación de jueces en los tribunales que se mencionan en el referido Proyecto de Ley, cumplo con señalar a Ud. lo siguiente:

I.- Consideraciones previas:
a) La interdependencia institucional en el sistema de justicia penal.




Tal como lo expresé en mi intervención, en la sesión del día 13 de marzo pasado de la Comisión que usted preside, el sistema de justicia penal actual posee una importante interrelación entre los actores que lo componen, a fin de cumplir con una de las principales funciones del Estado, esto es, impartir justicia en materia penal.  Es por este motivo que la interacción entre las distintas instituciones cobra tanta relevancia, especialmente la relación y coordinación que se da entre las mismas, a partir de sus roles legalmente definidos.





De lo anterior no cabe sino colegir que cualquier descoordinación entre el funcionamiento de una institución con la de otra, puede acarrear consecuencias que signifiquen un déficit para el sistema, ya que éste solo funciona bien cuando esta interdependencia se da de manera coordinada.




En tal sentido, debemos tener presente que nuestro proceso penal funciona, básicamente, a través de audiencias.  Por lo tanto, una variable fundamental a considerar es que existan suficientes fiscales para enfrentar la cantidad de audiencias programadas o no programadas.  De tal manera que el incremento de la dotación judicial, al significar una mayor disponibilidad de jueces para su realización, lo que, sin duda, es positivo para el sistema, requiere también de los demás intervinientes y, particularmente, del fiscal.

b) Plan de Fortalecimiento del Ministerio Público y su relación con el aumento de dotación en el Poder Judicial.




En relación al Plan de Fortalecimiento del Ministerio Público como antecedente para este Proyecto de Ley, es necesario hacer presente que desde la entrada en vigor de la reforma procesal penal y hasta la publicación de la Ley N° 20.861, el Ministerio Público continuó operando con similar cantidad de recursos tanto de personal como de estructura institucional, sin considerar que los ingresos de denuncias durante el primer periodo de la reforma fueron siendo progresivamente superiores a los proyectados y, además, se han introducido una serie de reformas legales que aumentaron de manera considerable el número de causas que ingresan al sistema. Algunos ejemplos significativos en este sentido son la publicación de la Ley Nº 20.066, de Violencia Intrafamiliar, y la Ley N° 20.477, que Modificó la Competencia de los Tribunales Militares.




En este escenario, el Ministerio Público necesitaba adecuar su funcionamiento para dar una respuesta efectiva a los requerimientos ciudadanos en materia de persecución penal. Lo anterior requería no solo un aumento de dotación, sino que un fortalecimiento integral que repercutiera en los diversos procesos que forman parte de las funciones encomendadas por la Carta Fundamental a esta institución, generándose tres iniciativas que se apoyan con el aumento de dotación:




- Fortalecimiento de la Tramitación de Casos Menos Complejos. A partir de esta iniciativa se busca potenciar y mejorar la calidad de la evaluación inicial de los antecedentes, para identificar mejor aquellas causas en las que es posible una salida de mejor calidad para las víctimas, mejorar la comunicación con las víctimas respecto al término de sus causas y potenciar la atención presencial de víctimas y testigos con fiscales y/o abogados asistentes (es decir, se apunta a la gestión jurídica de mejor calidad y no a la cobertura de audiencias necesariamente).





- Creación del Sistema de Análisis Criminal y Focos Investigativos (SACFI). El eje de este sistema es fortalecer la persecución penal incorporando como función estratégica el análisis criminal, con el propósito de mejorar la dirección de la investigación penal y de maximizar la gestión de información, potenciando las políticas públicas en materia criminal, especialmente en los delitos contra la propiedad y los delitos de mayor connotación social (DMCS). En suma, se trata de dirigir los esfuerzos investigativos a la identificación de infractores frecuentes, grupos delictivos y el esclarecimiento de los fenómenos delictuales.




Las Unidades de Análisis Criminal tienen un rol orientado a desarrollar el análisis de información, herramienta metodológica que permitirá identificar y abordar aquellas dinámicas delictivas que logran formar un mercado de criminalidad. Por su parte, el Equipo Investigativo de Focos presenta un alcance regional y operativo, cuyo objetivo es aplicar el método investigativo propuesto por el Fiscal a cargo de dirigir la investigación penal, en coordinación operativa con las policías, eventualmente con otras unidades de las fiscalías y con colaboración de la comunidad.




En síntesis, el trabajo de las Unidades de Análisis Criminal y Focos Investigativos debiese producir en el mediano plazo dos escenarios posibles, por una parte, incremento de audiencias debido al mejoramiento de estándar de investigación, lo que permitiría judicializar casos que mirados individualmente podrían ser objeto de desestimación pero, por otra parte, podría ocurrir una lógica de concentración de audiencias que se ejecutarían en distintos tribunales, por la acumulación o agrupación de casos (es decir, causas que se podrían ver ante un juez de garantía podrían ser llevadas al agruparse como fenómeno ante un tribunal oral en lo penal). En ambos casos, no se encuentra cuantificado el incremento de audiencias atendida la gradualidad de implementación y operación. Lo importante es que a través de SACFI, se incide principalmente en la calidad de la investigación más que en el simple aumento del número de audiencias.





- Fortalecer la atención de víctimas y testigos: Implementar medidas que promuevan y mejoren la participación de víctimas y testigos en el proceso penal. Por último, en materia de atención de usuarios, el fortalecimiento del Ministerio Público permitió ampliar la cobertura que se desarrollaba anteriormente a tres niveles de atención: atención inmediata a nivel de recepción; atención intermedia para gestionar actividades críticas (denuncias, reclamos, solicitud de medidas de protección), otorgando mejores estándares de calidad en la atención y un tercer nivel para la entrega de servicios especializados a las víctimas y testigos de los delitos más vulnerables (sexuales, menores edad, VIF, Víctimas y Testigos de Juicio Oral).




Del examen de los tres ámbitos señalados resulta claro que las líneas de trabajo definidas en la Ley N° 20.861 -Fortalecimiento de la Tramitación de Casos Menos Complejos, Creación del Sistema de Análisis Criminal y Focos Investigativos y Atención de Usuarios- están enfocadas fundamentalmente a profundizar las tareas investigativas y dar una mayor y mejor atención de usuarios, aumentando, en consecuencia, la calidad de la persecución penal, no habiéndose considerado como variable al momento de la discusión de la ley de fortalecimiento del Ministerio Público un aumento de la frecuencia de las audiencias por mayor dotación de jueces.




Otro aspecto a abordar en relación al Plan de Fortalecimiento se vincula con la modificación introducida al artículo 2 de la Ley N° 19.640, que permite a los abogados asistentes realizar actuaciones procesales ante los tribunales de garantía, con excepción de las audiencias de juicio oral.  Esta facultad ha sido utilizada respecto de audiencias de menor complejidad y para cubrir situaciones en las cuales los fiscales se ven impedidos de asistir personalmente a audiencias en tribunales de garantía. En este punto, a la institución le interesa que los abogados asistentes de fiscal, atendido su perfil jurídico, permanezcan en las fiscalías locales realizando actividades de investigación y atención a víctimas con el fin de mejorar nuestros estándares de tramitación de causas.
II.- Análisis de cargas de trabajo de fiscales adjuntos y abogados asistentes en una fiscalía local estándar:




Con el fin de dar cumplimiento al requerimiento de información solicitada, se realizó un levantamiento a nivel de fiscalías regionales del país, con el objeto de estimar las cargas de trabajo de los fiscales adjuntos y abogados asistentes de las fiscalías locales correspondientes a los Tribunales de Juicio Oral en lo Penal, Garantía y de Competencia Mixta, para proyectar con los datos recogidos desde la operación el impacto que el aumento de dotación de jueces podría acarrear para algunas de nuestras fiscalías locales.




En efecto, se les solicitó a las fiscalías regionales a quienes podría afectar el Proyecto de Ley, informar respecto de las actividades que tanto fiscales adjuntos como abogados asistentes en promedio llevan a cabo, indicando los tiempos que demora su realización y la frecuencia con la cual las ejecutan.




A partir de esta información, se construyó una estimación de la carga de trabajo para una fiscalía local estándar de mayores ingresos y dotación, conformada por 14 fiscales y 11 abogados asistentes, que da cuenta de las horas de trabajo que un fiscal o abogado asistente requiere para realizar las actividades derivadas del ingreso de causas, a saber, lectura de partes, instruir diligencias, análisis del resultado de éstas, entre otras, así como aquellas relacionadas con la tramitación de causas menos complejas y las que llevan fiscales especializados y, por último, las actividades vinculadas a la litigación.





Conforme a los datos recogidos y las estimaciones efectuadas, se han considerado las siguientes variables:




a) Horas de trabajo disponibles que fiscales y abogados asistentes dedican para la realización de sus funciones:

	Horas v/s Cantidad de Funcionarios


	Perfil
	Horas trabajo
	Cantidad de Funcionarios
	HH Disponibles

	Fiscal Adjunto
	162
	14
	2.268

	Abogados Asistentes
	162
	11
	1.782


Dotación corresponde a una fiscalía local estándar, conformada por 14 Fiscales y 11 Abogados Asistentes.





b) Horas mensuales que dedican tanto fiscales como abogados asistentes a las actividades de investigación y litigación:

	HORAS PROMEDIO DE UTILIZACIÓN



	ACTIVIDADES
	FISCAL ADJUNTO
	ABOGADO ASISTENTE

	Ingreso y Asignación
	  152
	  939

	Menos Complejas
	  353
	  290

	Especializadas
	  839
	  421

	Flagrancia
	  325
	     0

	Audiencias
	  522
	  141

	Total Horas Mensual
	2.192
	1.790






c) A partir de las tablas precedentes se ha proyectado un índice de utilización de horas de trabajo de fiscal y abogado asistente, respecto de la fiscalía local estándar ya referida.





En el siguiente cuadro se muestran los resultados:

	TABLA DE UTILIZACIÓN MENSUAL HORAS HOMBRES
FISCAL ADJUNTO-ABOGADO ASISTENTE

	 
	HH Disponibles
	HH Utilizadas
	Índice de Utilización

	Fiscal Adjunto
	2.268
	2.192
	97%

	Abogado Asistente
	1.782
	1.790
	100%






d) Por último, se informa la distribución de horas de trabajo utilizada:
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De todo lo anteriormente expuesto y considerando un modelo estándar, se desprende que actualmente la capacidad de nuestros recursos horas de trabajo de Fiscal y Abogados Asistentes, se encuentra en un alto nivel de utilización, por lo que con la actual dotación la posibilidad de incluir nuevas actividades, de variar la frecuencia de alguna de ellas o de restar actividades de un perfil y traspasarlo a otros, es compleja.




Por otra parte, cabe relevar la necesidad de revisar, en conjunto con el Poder Judicial, la forma en que se organizan los bloques de audiencia, de manera que éstas se agrupen de manera de maximizar el uso de nuestros recursos, ya sea fiscal o abogado asistente, evitando que en el desarrollo de las mismas nos encontremos con tiempos muertos o bloques de audiencias en que, entre una y otras, se mezclen algunas en que puede asistir un fiscal y otras en que pueden asistir abogados asistentes.




En conclusión, del levantamiento de información realizada, queda en evidencia que las cargas actuales de trabajo de fiscales adjuntos y abogados asistentes se encuentran en un nivel máximo de utilización, por lo tanto, al dotar al Poder Judicial de más jueces con el objetivo de disminuir la sobrecarga de trabajo de alguno de sus tribunales, a partir de constituir nuevas salas en tribunales orales en lo penal, más jueces para tribunales de garantía y de competencia mixta, podría generar mayor cantidad de audiencias paralelas, que excederían las horas de trabajo disponibles con las que cuenta la institución.




Por otra parte, para efectuar un correcto cálculo necesitamos que el Poder Judicial nos provea de información que nos indique el tiempo promedio de los bloques de audiencias fijadas, tanto por las actuales como por las nuevas salas proyectadas, a fin de determinar el aumento de horas de fiscal y vincular esta información con nuestra capacidad instalada de fiscales adjuntos y abogados asistentes.




Con el objeto de dimensionar el impacto del presente Proyecto de Ley y, en el evento que se estime pertinente incrementar la dotación de fiscales adjuntos o abogados asistentes, se hace necesario evaluar puntualmente las cargas de trabajo de cada una de las fiscalías locales que interactúan con los 67 tribunales en materia penal que recibirán nuevos jueces, en conjunto con el Poder Judicial, con el fin de determinar la brecha de horas de trabajo de fiscales o de abogados asistentes que se necesitarían para cubrir las audiencias que llevarán a cabo las nuevas salas de tribunales orales en lo penal o de garantía o competencia mixta según, sea el caso.




Sin otro particular, saluda atentamente Ud.,
JORGE ABBOTT CHARME

FISCAL NACIONAL

MINISTERIO PÚBLICO”.




Ofrecida la palabra, el Honorable Senador señor De Urresti manifestó que es muy relevante que el aumento de dotación judicial que el proyecto en estudio contempla considere algún elemento de compatibilización con el plan de fortalecimiento del Ministerio Público, aprobado anteriormente.





Explicó que lo anterior adquirió relevancia con la ya recordada iniciativa que derivó en la dictación de la ley N° 20.876, en el año 2005, que relocalizó 77 jueces de la Región Metropolitana en diversos lugares del país. Recordó que, en esa ocasión, se creó un par de tribunales con competencia penal en lugares donde no hay una fiscalía local, situación en que se registró lo expuesto por el señor Fiscal Nacional. Previno que con este proyecto ese problema podría profundizarse.





A su turno, el Honorable Senador señor Araya, Presidente Accidental, sostuvo que la situación anterior también afecta al Ministerio Público en los lugares donde el proceso de reforzamiento implica crear una sala más en un tribunal de juicio oral en lo penal, como es el caso de Antofagasta.





A continuación, no habiendo más intervenciones, dio por cerrada la discusión en general del proyecto.


-- Cerrado el debate y puesta en votación la idea de legislar, fue aprobada unánimemente por los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti y Moreira.

DISCUSIÓN EN PARTICULAR




Enseguida, al no haber proposiciones de modificación del texto del proyecto, el Presidente Accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Araya, puso en votación en particular la iniciativa.





- Sometida ésta a votación en particular, fue aprobada por la misma unanimidad antes consignada y en iguales términos.





Como fundamento de su voto, el Honorable Senador señor De Urresti indicó que comparte la idea matriz de este proyecto, pues cubre parte de la brecha que quedó pendiente en materia de servicio judicial tras el ya recordado proyecto de relocalización de 77 jueces de la Región Metropolitana. Con todo, hizo presente que tanto la Corporación Administrativa del Poder Judicial como el representante de la Asociación Nacional de Magistrados del Poder Judicial que participó en esta discusión, observaron que no se han superado todos los déficits que ya existían y que han aparecido otros nuevos, que deben solucionarse con futuros reforzamientos.





El señor Ministro de Justicia y Derechos Humanos agradeció a la Comisión por el apoyo dado a este proyecto. En relación con lo planteado por el Honorable Senador señor De Urresti, señaló que un problema que se vislumbra en el servicio judicial para el mediano plazo es la situación de los tribunales de alzada. Indicó que en los últimos años ha habido avances paulatinos para mejorar la cobertura y la calidad del servicio de los tribunales de primera instancia, pero hasta el momento no se ha concluido un estudio respecto de la situación de las Cortes de Apelaciones.





El Honorable Senador señor De Urresti consultó sobre el grado de avance en que se encontraría ese estudio. Inquirió, asimismo, si se han tenido en cuenta asuntos como el impacto de la creación de las nuevas regiones en que no se ha contemplado la instalación de una nueva Corte de Apelaciones.





A la vez, preguntó sobre la función que juegan los fiscales judiciales de los tribunales de alzada luego de que la reforma procesal penal suprimiera gran parte de sus responsabilidades y también acerca de la situación de los abogados privados que integran habitualmente las Cortes.





En respuesta a estas inquietudes, el Director de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, señor Ricardo Guzmán, expresó que la situación de las Cortes de Apelaciones del país es un asunto de gran envergadura, que no abarca únicamente los aspectos orgánicos propios de aquella materia, sino que importa también una revisión completa del rol de la segunda instancia en los procedimientos judiciales. Indicó que la institución que representa ha hecho un estudio sobre la correspondiente carga de trabajo, el que en estos momentos se está utilizando como insumo para la discusión de las posibles soluciones que puedan implementarse.





Adicionalmente, connotó la importancia que reviste la aprobación de la iniciativa en estudio por parte de la Comisión, la que agradeció.





El señor Ministro de Justicia y Derechos Humanos explicó que esos antecedentes son parte del trabajo de una mesa interinstitucional que funciona con la participación de la Excma. Corte Suprema, el Ministerio de Hacienda y la Secretaría de Estado que encabeza, donde se han barajado distintas opciones. Agregó que hasta el momento hay opiniones divididas sobre cuáles serían las mejores alternativas, sin perjuicio de que se avanza hacia una propuesta unitaria.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto despachado por la Honorable Cámara de Diputados, que vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento os propone aprobar en general y en particular:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Orgánico de Tribunales:




1. En el artículo 16:




a) Reemplázase la expresión “Calama, con cuatro jueces” por “Calama, con cinco jueces”.




b) Sustitúyese la expresión “Antofagasta, con siete jueces” por “Antofagasta, con nueve jueces”.




c) Reemplázase la expresión “Copiapó, con cuatro jueces” por “Copiapó, con cinco jueces”.




d) Sustitúyese la expresión “La Serena, con tres jueces” por “La Serena, con cuatro jueces”.




e) Reemplázase la expresión “La Ligua, con un juez” por “La Ligua, con dos jueces”.




f) Sustitúyese la expresión “San Felipe, con dos jueces” por “San Felipe, con tres jueces”.




g) Reemplázase la expresión “Los Andes, con dos jueces” por “Los Andes, con tres jueces”.




h) Sustitúyese la expresión “Limache, con un juez” por “Limache, con dos jueces”.




i) Reemplázase la expresión “San Antonio, con cuatro jueces” por “San Antonio, con cinco jueces”.




j) Sustitúyese la expresión “Rancagua, con siete jueces” por “Rancagua, con nueve jueces”.




k) Reemplázase la expresión “Rengo, con dos jueces” por “Rengo, con tres jueces”.




l) Sustitúyese la expresión “Santa Cruz, con un juez” por “Santa Cruz, con dos jueces”.




m) Reemplázase la expresión “Molina, con un juez” por “Molina, con dos jueces”.




n) Sustitúyese la expresión “Talca, con cinco jueces” por “Talca, con seis jueces”.




o) Reemplázase la expresión “San Javier, con un juez” por “San Javier, con dos jueces”.




p) Sustitúyese la expresión “San Carlos, con un juez” por “San Carlos, con dos jueces”.




q) Reemplázase la expresión “Concepción, con siete jueces” por “Concepción, con ocho jueces”.




r) Sustitúyese la expresión “Angol, con un juez” por “Angol, con dos jueces”.




s) Reemplázase la expresión “Temuco, con seis jueces” por “Temuco, con ocho jueces”.




t) Sustitúyese la expresión “Valdivia, con tres jueces” por “Valdivia, con cuatro jueces”.




u) Reemplázase la expresión “Arica, con cinco jueces” por “Arica, con seis jueces”.




v) Sustitúyese la expresión “Puente Alto, con ocho jueces” por “Puente Alto, con nueve jueces”.




w) Reemplázase la expresión “Séptimo Juzgado de Garantía de Santiago, con doce jueces” por “Séptimo Juzgado de Garantía de Santiago, con catorce jueces”.




2. En el artículo 21:




a) Reemplázase la expresión “Iquique, con once jueces” por “Iquique, con trece jueces”.




b) Sustitúyese la expresión “Calama, con seis jueces” por “Calama, con siete jueces”.




c) Reemplázase la expresión “Antofagasta, con diez jueces” por “Antofagasta, con trece jueces”.




d) Sustitúyese la expresión “La Serena, con nueve jueces” por “La Serena, con diez jueces”.




e) Reemplázase la expresión “Ovalle, con cinco jueces” por “Ovalle, con siete jueces”.




f) Sustitúyese la expresión “Viña del Mar, con trece jueces” por “Viña del Mar, con dieciséis jueces”.




g) Reemplázase la expresión “Valparaíso, con quince jueces” por “Valparaíso, con diecinueve jueces”.




h) Sustitúyese la expresión “San Antonio, con seis jueces” por “San Antonio, con siete jueces”.




i) Reemplázase la expresión “Rancagua, con doce jueces” por “Rancagua, con dieciséis jueces”.




j) Sustitúyese la expresión “Santa Cruz, con cuatro jueces” por “Santa Cruz, con siete jueces”.




k) Reemplázase la expresión “Curicó, con seis jueces” por “Curicó, con siete jueces”.




l) Sustitúyese la expresión “Talca, con seis jueces” por “Talca, con siete jueces”.




m) Reemplázase la expresión “Chillán, con seis jueces” por “Chillán, con siete jueces”.




n) Sustitúyese la expresión “Concepción, con dieciocho jueces” por “Concepción, con veintidós jueces”.




o) Reemplázase la expresión “Temuco, con nueve jueces” por “Temuco, con diez jueces”.




p) Sustitúyese la expresión “Valdivia, con seis jueces” por “Valdivia, con siete jueces”.




q) Reemplázase la expresión “Cuarto Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Santiago, con dieciocho jueces” por “Cuarto Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Santiago, con veinte jueces”.




3. En el artículo 27 bis:




a) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual a ser tercero y los demás a ocupar el lugar que correlativamente les corresponde:




“Los juzgados de letras con competencia común integrados por tres jueces tendrán la siguiente planta de personal: un administrador, un jefe de unidad, dos administrativos jefe, cinco administrativos 1º, tres administrativos 2º, dos administrativos 3º y cuatro auxiliares.”.




b) Reemplázase en el inciso segundo, que ha pasado a ser tercero, la expresión “el inciso anterior” por “los incisos anteriores”.




c) Reemplázase en el inciso cuarto, que ha pasado a ser quinto, la expresión “con dos jueces” por “con dos o tres jueces”.



4. En el inciso primero del artículo 27 ter reemplázase la expresión “con dos jueces” por “con dos o tres jueces”.



5. En el encabezado del artículo 27 quáter sustitúyese la expresión “con dos jueces” por “con dos o tres jueces”.




6. En la letra B del artículo 28 reemplázase la expresión “Pozo Almonte, con dos jueces” por “Pozo Almonte, con tres jueces”.




7. En la letra B del artículo 29 intercálase, después de la expresión “comuna de Tocopilla”, la frase “, con dos jueces”.




8. En la letra B del artículo 30 intercálase, después de la expresión “comuna de Caldera”, la frase “, con dos jueces”.




9. En la letra B del artículo 31:




a) Intercálase, después de la expresión “comuna de Vicuña”, la frase “, con dos jueces”.




b) Intercálase, después de la expresión “comuna de Illapel”, la frase “, con dos jueces”.




10. En la letra B del artículo 32 reemplázase la expresión “Quintero, con dos jueces” por “Quintero, con tres jueces”.




11. En la letra B del artículo 33:




a) Intercálase, después de la expresión “comuna de Rengo”, la frase “, con dos jueces.




b) Intercálase, después de la expresión “comuna de Pichilemu”, la frase “, con dos jueces”.




12. En la letra B del artículo 34 intercálase, después de la expresión “comuna de Cauquenes”, la frase “, con dos jueces”.




13. En la letra B del artículo 35:




a) Intercálase, después de la expresión “comuna de Yungay”, la frase “, con dos jueces”.




b) Intercálase, después de la expresión “comuna de Santa Bárbara”, la frase “, con dos jueces”.




c) Intercálase, después de la expresión “comuna de Mulchén”, la frase “, con dos jueces”.




d) Intercálase, después de la expresión “comuna de Nacimiento”, la frase “, con dos jueces”.




e) Intercálase, después de la expresión “comuna de Laja”, la frase “, con dos jueces”.




f) Intercálase, después de la expresión “comuna de Curanilahue”, la frase “, con dos jueces”.




g) Intercálase, después de la expresión “comuna de Cañete”, la frase “, con dos jueces”.




14. En la letra B del artículo 36:




a) Intercálase, después de la expresión “comuna de Collipulli”, la frase “, con dos jueces”.




b) Intercálase, después de la expresión “comuna de Traiguén”, la frase “, con dos jueces”.




c) Intercálase, después de la expresión “comuna de Pitrufquén”, la frase “, con dos jueces”.




d) Intercálase, después de la expresión “comuna de Lautaro”, la frase “, con dos jueces”.




e) Intercálase, después de la expresión “comuna de Carahue”, la frase “, con dos jueces”.




15. En la letra B del artículo 39, intercálase, después de la expresión “comuna de Natales”, la frase “, con dos jueces”.




16. En el artículo 39 bis:




a) Intercálase, después de la expresión “comuna de Los Lagos”, la frase “, con dos jueces”.




b) Intercálase, después de la expresión “comuna de Paillaco”, la frase “, con dos jueces”.




17. En la letra B del artículo 40:




a) Intercálase, después de la expresión “comuna de Melipilla”, la frase “, con dos jueces”.




b) Reemplázase la expresión “Colina, con dos jueces” por “Colina, con tres jueces”.




18. En el artículo 269:




a) Sustitúyese en el párrafo tercero del inciso primero, relativo a la Tercera Serie, la frase “con dos jueces” por “con dos o más jueces”.




b) Sustitúyese en el inciso sexto, relativo a la Tercera Serie y sus categorías, la frase “con dos jueces” por “con dos o más jueces”, en cada uno de los párrafos en que aparece, con excepción del primero, relativo a la Primera Categoría.




Artículo 2.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia:




1. En el artículo 4:




a) Reemplázase en la letra h) la expresión “Talcahuano, con seis jueces” por “Talcahuano, con siete jueces”.




b) Sustitúyese en la letra j) la expresión “Puerto Montt, con cinco jueces” por “Puerto Montt, con seis jueces”.




c) Suprímese en la letra m), en el párrafo que comienza con la expresión “Cuatro juzgados de familia,”, la frase “todos con trece jueces,”, y agrégase al final de dicho párrafo, tras el punto aparte que pasa a ser punto y seguido, la siguiente oración: “El Primer y Segundo Juzgado de Familia de Santiago contarán con quince jueces, el Tercero con catorce jueces y el Cuarto con trece jueces.”.




2. En el artículo 115 agréganse los siguientes numerales 13 y 14:




“13) Juzgados con catorce jueces: catorce  jueces, un administrador, trece miembros del consejo técnico, cuatro jefes de unidad, cuatro administrativos jefe, un administrativo contable, trece administrativos 1º, siete administrativos 2º, diez administrativos 3º y tres auxiliares.




14) Juzgados con quince jueces: quince jueces, un administrador, catorce miembros del consejo técnico, cuatro jefes de unidad, cuatro administrativos jefe, un administrativo contable, trece administrativos 1º, ocho administrativos 2º, once administrativos 3º y tres auxiliares.”.




Artículo 3.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código del Trabajo:




1. En el artículo 415:




a) Reemplázase en la letra b) la expresión “Antofagasta, con cuatro jueces” por “Antofagasta, con cinco jueces”.




b) Reemplázase en la letra d) la expresión “La Serena, con tres jueces” por “La Serena, con cuatro jueces”.




c) Reemplázase en la letra e) la expresión “Valparaíso, con cinco jueces” por “Valparaíso, con seis jueces”.




d) Reemplázase en la letra f) la expresión “Rancagua, con tres jueces” por “Rancagua, con cuatro jueces”.




e) Reemplázase en la letra g) la expresión “Talca, con dos jueces” por “Talca, con tres jueces”.




f) Reemplázase en la letra h) la expresión “Concepción, con cinco jueces” por “Concepción, con seis jueces”.




g) En la letra m):



i. Reemplázase la expresión “Santiago con treinta y dos jueces, agrupados en dos juzgados, con dieciséis jueces cada uno” por “Santiago con treinta y ocho jueces, agrupados en dos juzgados, con diecinueve jueces cada uno”.




ii. Sustitúyese la expresión “San Bernardo, con dos jueces” por “San Bernardo, con tres jueces”.




2. En la letra d) del artículo 416 reemplázase la expresión “Santiago, con ocho jueces” por “Santiago, con nueve jueces”.




Artículo 4. Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.022, que crea Juzgados Laborales y Juzgados de Cobranza Laboral y Previsional en las comunas que indica: 




1. En el inciso primero del artículo 3:




a) Intercálase el siguiente párrafo sexto, nuevo, pasando el actual sexto a ser párrafo final:




“Juzgados con seis jueces: seis jueces, un administrador, tres jefes de unidad, cuatro administrativos jefe, cinco administrativos 1º, seis administrativos 2º, cuatro  administrativos 3º y cinco auxiliares.”.




b) Sustitúyese el párrafo final por el siguiente:




“Juzgados con diecinueve jueces: diecinueve jueces, un administrador, cuatro jefes de unidad, diez administrativos jefe, once administrativos 1º, doce administrativos 2º, nueve administrativos 3º y ocho auxiliares.”.




2. En el artículo 9:




a) Suprímese el literal a).



b) Reemplázase el literal c) por el siguiente:




“c) Juzgados con nueve jueces: un administrador, tres jefes de unidad, tres administrativos jefe, seis administrativos 1°, nueve administrativos 2°, siete administrativos 3° y dos auxiliares.”.




Artículo 5.- Modifícase el artículo 1 de la ley N° 20.876, que crea juzgados que indica y modifica la composición de diversos tribunales de justicia, en el siguiente sentido:




1. Reemplázase el inciso segundo por el siguiente: 




“Este tribunal tendrá la siguiente planta de personal: cuatro jueces, un administrador, dos jefes de unidad, un consejero técnico, tres administrativos jefe, seis administrativos 1º, cuatro administrativos 2º, tres administrativos 3º y cuatro auxiliares.”.




2. Sustitúyese en el inciso tercero la oración final por la siguiente: 
“En cuanto a los grados de las plantas de personal y la estructura administrativa del tribunal, se estará a lo dispuesto en los artículos 27 bis y 27 quáter del mismo Código.”.




Artículo 6.- Los juzgados de letras del trabajo que en virtud de esta ley aumenten de tres a cuatro su cantidad de jueces, no verán alterada su actual dotación de tres jefes de unidad. 




Artículo 7.- Los juzgados de letras de competencia común que en virtud de la presente ley pasan a contar con tres jueces, tendrán la siguiente planta de personal: tres jueces, un administrador, un jefe de unidad, un consejero técnico, dos administrativos jefe, cinco administrativos 1º, tres administrativos 2º, dos administrativos 3º y cuatro auxiliares.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS




Artículo primero.- Los aumentos de dotación previstos en la presente ley entrarán en vigencia a contar de su fecha de publicación en el Diario Oficial para los siguientes tribunales: los Juzgados de Garantía de San Felipe, Santa Cruz, Talca y Angol; los Tribunales del Juicio Oral en lo Penal de Iquique, La Serena, San Antonio, Curicó, Talca, Chillán, Concepción y el Cuarto Tribunal del Juicio Oral en lo Penal de Santiago; el Juzgado de Letras del Trabajo de San Bernardo, y el Juzgado de Cobranza Laboral y Previsional de Santiago.



Tratándose de los siguientes tribunales, los aumentos de dotación contemplados en la presente ley entrarán en vigencia una vez cumplido un año de su publicación en el Diario Oficial: los Juzgados de Garantía de Antofagasta, La Ligua, Rengo y Temuco; los Tribunales del Juicio Oral en lo Penal de Antofagasta, Ovalle y Valparaíso; el Juzgado de Letras de Familia, Garantía y del Trabajo de Alto Hospicio; los Juzgado de Letras de competencia común de Caldera, Mulchén, Nacimiento, Laja, Collipulli y Carahue, y los Juzgados de Letras del Trabajo de Valparaíso, Rancagua y Santiago. No obstante, en el caso de los Juzgados de Letras del Trabajo de Santiago, uno de los tres jueces que para cada uno de ellos se contempla, se incorporará desde la publicación de esta ley.




Los aumentos dotacionales para los restantes tribunales previstos en la presente ley entrarán en vigencia una vez transcurridos dos años desde su publicación en el Diario Oficial.


Artículo segundo.- El mayor gasto fiscal que demande la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de su entrada en vigencia se financiará con cargo al presupuesto de la Partida Poder Judicial y, en lo que faltare, con recursos provenientes de la Partida Tesoro Público. En los años siguientes se financiará con cargo a los recursos que disponga la respectiva Ley de Presupuestos del Sector Público.”.
- - -




Acordado en sesiones celebradas los días 8 y 13 de marzo y 5 de abril de 2017, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Pedro Araya Guerrero (Presidente Accidental), Alfonso De Urresti Longton e Iván Moreira Barros (Hernán Larraín Fernández).





Sala de la Comisión, a 6 de abril de 2017.

(Fdo.): Nora Villavicencio González, Abogada Secretaria.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE FORTALECE LA COMPOSICIÓN DE LOS TRIBUNALES QUE INDICA, ASIGNANDO UNA DOTACIÓN ADICIONAL DE 110 JUECES

(10.611-07)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe respecto del proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “simple”.



A la sesión en que se trató esta iniciativa legal  asistieron, además de sus miembros, las siguientes personas:

Del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, el Jefe de la División Jurídica, señor Ignacio Castillo; el Jefe de la División Judicial, señor Álvaro Pavez, y el asesor legislativo, señor Mario Bustos.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el asesor, señor Hernán Campos.

De la Corporación Administrativa del Poder Judicial, el Director, señor Ricardo Guzmán; el Jefe del Departamento Institucional, señor Mario Lara, y la Jefa del Departamento de Recursos Humanos, señora Andreina Olmo.

De la Dirección de Estudios de la Corte Suprema, el Subdirector, señor Alejandro Soto.

De la Dirección de Presupuestos, la Jefa de Sector Defensa Nacional y Justicia, señora Sereli Pardo.

El asesor del Honorable Senador Coloma, señor Alvaro Pillado.

El asesor del Honorable Senador García, señor Marcelo Estrella.

El asesor del Honorable Senador Montes, señor Luis Díaz.

La Jefa de Gabinete del Honorable Senador Pizarro, señora Kareen Herrera.

De la Fundación Jaime Guzmán, el asesor, señor Diego Vicuña.

- - -


Cabe señalar que la Sala del Senado, en sesión de 24 de enero de 2017, dispuso que la iniciativa de ley fuera conocida por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y por la de Hacienda, en su caso. En la misma ocasión, autorizó a la primera de dichas Comisiones para discutir el proyecto de ley en general y en particular durante el trámite de primer informe.


En sesión de 5 de abril de 2017, en tanto, la Sala de la Corporación dispuso que la iniciativa fuera analizada, también durante el precitado trámite reglamentario, por la Comisión de Hacienda. 

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL



La Comisión de Hacienda se remite, al efecto, a lo expresado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento en su informe.

- - -

DISCUSIÓN

Previo al conocimiento de los asuntos de competencia de la Comisión, el Jefe de la División Judicial del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Álvaro Pavez, efectuó una reseña del proyecto de ley. Manifestó que este se encuentra estrechamente vinculado con la ley N° 20.876, de 2015, que distribuyó 77 cargos de la reforma procesal penal originalmente vacantes en Santiago, pero respecto de los cuales, al momento en que debían ser proveídos, el Poder Judicial estimó que ya no eran necesarios en esa jurisdicción. Adicionalmente, esa misma ley creó 3 nuevos juzgados, a saber, Alto Hospicio, Mejillones y Cabo de Hornos.

Con posterioridad, agregó, el Poder Judicial hizo saber al Ejecutivo la necesidad de crear 155 nuevos cargos de jueces, en función de la carga de trabajo identificada y de los antecedentes técnicos disponibles. Sin embargo, habida cuenta de las pertinentes consideraciones de carácter presupuestario, el presente proyecto de ley sólo propone la creación de 110 nuevos cargos de jueces. Fue posible arribar a esa cifra, destacó, gracias al trabajo conjunto del Ministerio de Justicia, la Corporación Administrativa del Poder Judicial y la Dirección de Presupuestos.

Puntualizó que tales nuevos cargos no implican la creación de nuevos tribunales. Suponen solamente aumentar la dotación de tribunales ya existentes en primera instancia, sin incluir, en consecuencia, Cortes de Apelaciones ni Corte Suprema. En lo que importa a la segunda instancia, en tanto, dio a conocer que se encuentra en fase de estudio un proyecto que aborda la situación de abogados integrantes, fiscales judiciales, dotación de salas, etc.  


Añadió que a los nuevos cargos de jueces se debe sumar la incorporación de 305 nuevos funcionarios, lo que configura un costo total, en régimen, de alrededor de $13.000 millones. 


A su turno, el Director de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, señor Ricardo Guzmán, subrayó el hecho de que el proyecto de ley apunta al reforzamiento de la primera instancia de la administración de justicia, con arreglo a los estándares mínimos –definidos por el Poder Judicial y su Corporación Administrativa- que cada magistrado debe tener para el cumplimiento de su función. 


Indicó que, con esa finalidad, a partir del año 2015 se inició un análisis de la realidad del Poder Judicial en el período 2011-2016. En él se incluyeron mecanismos objetivos que permitieran realizar una proyección de las necesidades de los diversos tipos de tribunales (de juicio oral en lo penal, garantía, laborales, cobranza laboral y previsional, familia y competencia común) para el período 2016-2020, en razón del número de ingresos de causas. Con base en ese análisis, ha sido posible determinar no sólo el número de jueces que se requiere, sino también la cantidad de funcionarios administrativos que deben estar asociados a los respectivos tribunales. Del mismo modo, se ha establecido la destinación de todos estos nuevos funcionarios y los costos administrativos que de su instalación se van a seguir 


El Honorable Senador señor Pizarro solicitó la información sobre el número de funcionarios administrativos que irá asociado a la destinación de un juez a un determinado tribunal, en función de la naturaleza, competencia, jurisdicción y ubicación territorial de cada uno de estos. 


Asimismo, hizo ver que de acuerdo con el informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos –del que se da cuenta más adelante en el presente informe-, la construcción de los inmuebles definitivos que sean necesarios se realizará a un plazo de tres años y con cargo al programa de inversiones del Poder Judicial. Pidió que se precisara qué se tiene presupuestado construir.


El Honorable Senador señor García solicitó mayores antecedentes acerca del impacto del proyecto de ley en la Región de la Araucanía. En general, reflexionó, en el contexto de violencia que en algunas de sus zonas se vive, existe un reclamo permanente respecto de la sobrecarga de trabajo a que se ven expuestos los tribunales de justicia, sin que, hasta ahora, alguna modificación legal se haya hecho cargo de ella. 

El Honorable Senador señor Montes, por su parte, advirtió que no obstante la consabida sobrecarga de trabajo de la judicatura en la Región Metropolitana, el aumento de su dotación, a la luz del proyecto de ley, no parece significativo.


El señor Guzmán expresó que el Código Orgánico de Tribunales establece categorías de tribunales y el número de funcionarios que ellos deben tener de acuerdo a su tipología, esto es, según se trate de cabezas de provincia, agrupamientos de comunas, etc. El proyecto de ley, como es debido, se ajusta completamente a esa prescripción, de manera tal que las nuevas dotaciones se insertan de manera precisa al funcionamiento de las respectivas categorías y tipologías.  


Hizo hincapié, asimismo, en la importancia que la iniciativa en estudio reviste para el cumplimiento de la obligación del Poder Judicial de proveer justicia de manera oportuna a lo largo de todo el país. 


El Jefe del Departamento Institucional de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, señor Mario Lara, explicó que, para estos efectos, se ha fijado una variable que permite definir la asignación de jueces y funcionarios a un determinado tribunal, en función de la carga de trabajo que en él se registra. Se trata del número de ingresos de causas. De esta forma, para cada competencia judicial, en razón de las distintas complejidades que cada una de ellas supone, se ha arribado a un máximo número de causas que puede atender un juez en el transcurso de un año, con miras a la prestación de un servicio de justicia oportuna y de calidad.



Se refirió, a continuación, a la situación particular de algunas Cortes de Apelaciones del país.


En la de Temuco, en primer lugar, la ley N° 20.876 significó la asignación de un juez adicional en los tribunales de juicio oral en lo penal de Angol y Villarrica, el juzgado de letras y garantía de Pucón y el juzgado de letras de Nueva Imperial.
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Hizo ver que conforme a la última columna del cuadro precedente (sobrecarga de trabajo por juez/sala), una serie de juzgados (los de garantía de Temuco y Angol, de juicio oral en lo penal de Temuco, de letras y garantía de Collipulli, Carahue y Traiguén, y de letras de Lautaro y Pitrufquén), presentan una sobrecarga de trabajo respecto del número de ingresos de causas que reciben y la proyección del ingreso de causas que van a recibir hacia el año 2020, versus el estándar de carga de trabajo definido para cada una de sus competencias. En razón de ese índice, explicó, es que se propone la asignación adicional de jueces y funcionarios contenida en el presente proyecto de ley, con el objetivo de equipararlos a la tipología y categoría correspondientes.


Ante una consulta del Honorable Senador señor Montes, señaló que en otros casos se puede apreciar cierta holgura en relación con la dotación de determinados tribunales. Esto obedece, mayoritariamente, a que se trata de tribunales unipersonales de competencia común en los que el número de ingresos se sitúa por debajo del estándar predefinido.  


En Santiago, en tanto, como dan cuenta los cuadros subsiguientes, cuatro tribunales (dos de letras del trabajo, uno de garantía y el de cobranza laboral y previsional), fueron favorecidos por el aumento de dotación de la ley N° 20.876. De acuerdo con la iniciativa legal en estudio y en virtud de la sobrecarga que sufren por sobre el estándar definido, tres juzgados de familia, uno de juicio oral en lo penal y el de letras de Colina, van a ser objeto de una asignación adicional de jueces y funcionarios.  
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En lo que importa a la Corte de Apelaciones de San Miguel, a su turno, indicó que mientras sólo un tribunal fue aprovechado por la ley N° 20.876 (el de cobranza laboral y previsional), respecto de tres se contempla aumento de dotación en el proyecto de ley en estudio (los de garantía de Puente Alto, de letras del trabajo de San Bernardo y 1° de letras de Melipilla).
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El Honorable Senador señor Montes manifestó que no deja de ser llamativo el nivel de holgura con que cuentan ciertos tribunales. Por ejemplo, el de juicio oral en lo penal de Puente Alto o el 2° juzgado de letras de Ovalle (correspondiente a la Corte de Apelaciones de La Serena, que aparece en el cuadro que a continuación se presenta), con índices de -60,56% y -76,06% de sobrecarga de trabajo, respectivamente. Tales cifras no se condicen con los planteamientos de diversos actores del sistema judicial, sea jueces, fiscales o defensores, respecto de la sostenida sobrecarga laboral a la que se ven expuestos. 
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El Honorable Senador señor García añadió el ejemplo de Toltén en la Región de la Araucanía, cuya holgura llega al -76,42%. Como contrapartida se encuentra el juzgado de letras y garantías de Collipulli, cuya sobrecarga se empina al 58,25%. Consultó si este último caso se explica fundamentalmente por la gran cantidad de causas en cuanto juzgado de garantía, y no tanto por las que ingresan en cuanto juzgado de letras.


El señor Lara expresó que en los casos de tribunales de competencia común, el concepto que se utiliza para medir la carga de trabajo es el de juez equivalente. Explicó que los distintos ingresos de cada una de las competencias se contrastan contra el ponderador preestablecido de cada una de ellas, de modo tal que la sumatoria agregada permite arribar al señalado concepto. 


Efectivamente, afirmó, en Collipulli la carga más alta está asociada al sistema de persecución penal, mientras en otros lugares, como Alto Hospicio, lo está a la competencia de familia. Realidades como esas dan cuenta de la necesidad de generar una suerte de orden interno al interior de los tribunales, con miras a que un juez se encuentre disponible diariamente para las audiencias de materia penal sin afectar el servicio judicial, mientras otro juez se aboca al conocimiento de otras materias.


El Honorable Senador señor Montes preguntó si la tasa de licencias médicas entre los jueces se ajusta a lo que en general ocurre en el resto de la Administración Pública.   


El Director de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, señor Guzmán, señaló que dicho índice varía, en el caso de los jueces, según el tipo de competencia en que ejercen sus funciones. Es esperable que el impacto psicológico en un magistrado de una causa de familia, graficó, sea superior al de otras materias. 


El Jefe de la División Judicial del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Pavez, acotó que el caso de Puente Alto sirve para graficar la dispar distribución de carga de trabajo que a veces se verifica en los tribunales. Mientras el juzgado de garantía tiene una sobrecarga de 5,28%, el del tribunal de juicio oral cuenta con una capacidad disponible de 60,56%. Tal caso, sostuvo, se explica en la lógica del enjuiciamiento criminal, donde sólo la menor cantidad de causas es la que debe llegar al juicio oral, de modo tal que mayoría de los conflictos se resuelve en el juzgado de garantía.


El Honorable Senador señor Montes consultó si, en virtud de los antecedentes que se han expuesto, el Poder Judicial tiene la facultad de redestinar a un juez a un tribunal de una competencia distinta de aquella a la que ha sido originalmente asignado, dentro de la misma comuna.


El señor Guzmán expresó que la figura del juez destinado permite, precisamente, destinar a un magistrado a otro tribunal que sufre sobrecarga de trabajo. 


El señor Lara indicó que dicha figura supone en todo caso del correspondiente curso habilitante. Así, por ejemplo, para ser destinado a un tribunal de familia el juez de garantía debe haber necesariamente cursado la especialización pertinente.


Agregó que de los 29 tribunales que actualmente cuentan con jueces destinados a lo largo del país, 28 se incluyen en el presente proyecto de ley, justamente para subsanar la situación de ausencia de jueces donde se requiere.


Por otra parte, en relación con los gastos en infraestructura que el proyecto va a significar, se remitió al siguiente cuadro –que forma parte del informe financiero del proyecto de ley elaborado por la Dirección de Presupuestos-, que detalla lo presupuestado en materia de iniciativas de inversión (subtítulo 31).
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A continuación, de conformidad con su competencia, la Comisión de Hacienda se pronunció acerca de las siguientes disposiciones del proyecto de ley, en los términos en que fueron aprobadas por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 41 del Reglamento del Senado: del artículo 1°, los números 1, 2, 3, letra a), 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16 y 17; los artículos 2°, 3°, 4°, 5°, 6° y 7°; y los artículos primero y segundo transitorios.


Seguidamente se da cuenta de dichas disposiciones y del acuerdo adoptado a su respecto.

Artículo 1°


Mediante 18 numerales, introduce diversas enmiendas en el Código Orgánico de Tribunales.

Número 1




En el artículo 16, aumenta en sus letras a) a la w) la dotación de jueces en los lugares y forma que a continuación se señala: Calama, de cuatro a cinco; Antofagasta, de siete a nueve; Copiapó, de cuatro a cinco; La Serena, de tres a cuatro; La Ligua, de uno a dos; San Felipe, de dos a tres; Los Andes, de dos a tres; Limache, de uno a dos; San Antonio, de cuatro a cinco; Rancagua, de siete a nueve; Rengo, de dos a tres; Santa Cruz, de uno a dos; Molina, de uno a dos; Talca, de cinco a seis; San Javier, de uno a dos; San Carlos, de uno a dos; Concepción, de siete a ocho; Angol, de uno a dos; Temuco, de seis a ocho; Valdivia, de tres a cuatro; Arica, de cinco a seis; Puente Alto, de ocho a nueve; y Séptimo Juzgado de Garantía de Santiago, de doce a catorce.

Número 2

En el artículo 21, aumenta en sus letras a) a la q) la dotación de jueces en los lugares y forma que a continuación se señala: Iquique, de once a trece; Calama, de seis a siete; Antofagasta, de  diez a trece; La Serena, nueve a diez; Ovalle, cinco a siete; Viña del Mar, trece a dieciséis; Valparaíso, quince a diecinueve; San Antonio, seis a siete; Rancagua, doce a dieciséis; Santa Cruz, cuatro a siete; Curicó, seis a siete; Talca, seis a siete; Chillán, seis a siete; Concepción, dieciocho a veintidós; Temuco, nueve a diez; Valdivia, seis a siete; Cuarto Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Santiago, de dieciocho a veinte.

Número 3




En su letra a), intercala en el artículo 27 bis el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual a ser tercero y los demás a ocupar el lugar que correlativamente les corresponde:




“Los juzgados de letras con competencia común integrados por tres jueces tendrán la siguiente planta de personal: un administrador, un jefe de unidad, dos administrativos jefe, cinco administrativos 1º, tres administrativos 2º, dos administrativos 3º y cuatro auxiliares.”.

Número 6




En la letra B del artículo 28, aumenta de dos a tres los jueces en la comuna de Pozo Almonte.

Número 7




En la letra B del artículo 29, aumenta de uno a dos  los jueces en la comuna de Tocopilla.

Número 8




En la letra B del artículo 30, aumenta de uno a dos los jueces en la comuna de Caldera.

Número 9




Mediante las letras a) y b), aumenta en la letra B del artículo 31 de uno a dos los jueces en las comunas de Vicuña e Illapel.

Número 10

En la letra B del artículo 32, aumenta de dos a tres los jueces en la comuna de Quintero.

Número 11




Mediante las letras a) y b), aumenta en la letra B del artículo 33 de uno a dos los jueces en las comunas de Rengo y Pichilemu.

Número 12




En la letra B del artículo 34, aumenta de uno a dos los jueces en la comuna de Cauquenes.

Número 13




Mediante las letras a) a la f), aumenta en la letra B del artículo 35 de uno a dos los jueces en las comunas de Yungay, Santa Bárbara, Mulchén, Nacimiento, Laja, Curanilahue y Cañete.

Número 14




Mediante las letras a) a la e), aumenta en la letra B del artículo 36 de uno a dos los jueces en las comunas de Collipulli, Traiguén, Pitrufquén, Lautaro y Carahue.

Número 15




En la letra B del artículo 39, aumenta de uno a dos los jueces en la comuna de Natales.

Número 16




Mediante las letras a) y b), aumenta de uno a dos los jueces en las comunas de Los Lagos y Paillaco.

Número 17




Mediante las letras a) y b), en la letra B del artículo 40 aumenta de uno a dos los jueces en la comuna de Melipilla, y de dos a tres los de la comuna de Colina.

Artículo 2°




Introduce, mediante dos numerales, modificaciones en la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia:

Número 1

Mediante las letras a) y b) aumenta, en el artículo 4, de seis a siete y de cinco a seis los jueces en las comunas de Talcahuano y Puerto Montt, respectivamente. La letra c), en tanto, establece en el mismo artículo 4 que el primer y segundo juzgado de familia de Santiago contarán con quince jueces, el tercero con catorce y el cuarto con trece.

Número 2




Agrega los siguientes numerales 13 y 14 en el artículo 115:




“13) Juzgados con catorce jueces: catorce  jueces, un administrador, trece miembros del consejo técnico, cuatro jefes de unidad, cuatro administrativos jefe, un administrativo contable, trece administrativos 1º, siete administrativos 2º, diez administrativos 3º y tres auxiliares.




14) Juzgados con quince jueces: quince jueces, un administrador, catorce miembros del consejo técnico, cuatro jefes de unidad, cuatro administrativos jefe, un administrativo contable, trece administrativos 1º, ocho administrativos 2º, once administrativos 3º y tres auxiliares.”.

Artículo 3°




A través de dos numerales, introduce modificaciones en el Código del Trabajo:

Número 1




Mediante las letras a) a la f), aumenta en el artículo 415 de cuatro a cinco, de tres a cuatro, de cinco a seis, de tres a cuatro, de dos a tres y de cinco a seis los jueces en las comunas de Antofagasta, La Serena, Valparaíso, Rancagua, Talca y Concepción, respectivamente. La letra g), en tanto, establece en el mismo artículo 415 que la comuna de Santiago contará con treinta y ocho jueces, agrupados en dos juzgados, con diecinueve jueces cada uno; y aumenta de dos a tres los jueces en la comuna de San Bernardo.

Número 2




En la letra d) del artículo 416, aumenta de ocho a nueve los jueces de la comuna de Santiago.

Artículo 4°




Por medio de dos numerales, introduce modificaciones en la ley N° 20.022, que crea Juzgados Laborales y Juzgados de Cobranza Laboral y Previsional. 

Número 1




Mediante dos letras introduce enmiendas en el inciso primero del artículo 3, que establece la planta de personal de los juzgados de letras del trabajo en función del número de jueces que los conformen. 

La letra a) intercala el siguiente párrafo sexto, nuevo, pasando el actual sexto a ser párrafo final:




“Juzgados con seis jueces: seis jueces, un administrador, tres jefes de unidad, cuatro administrativos jefe, cinco administrativos 1º, seis administrativos 2º, cuatro  administrativos 3º y cinco auxiliares.”.




La letra b), en tanto, sustituye el párrafo final por el siguiente:




“Juzgados con diecinueve jueces: diecinueve jueces, un administrador, cuatro jefes de unidad, diez administrativos jefe, once administrativos 1º, doce administrativos 2º, nueve administrativos 3º y ocho auxiliares.”.

Número 2




Por medio de dos letras, modifica el artículo 9, que establece la planta de personal  de los juzgados de cobranza laboral y previsional.




Mientras la letra a) suprime el literal a) (relativo a los juzgados con un juez), la letra b) reemplaza el literal c) por el siguiente:




“c) Juzgados con nueve jueces: un administrador, tres jefes de unidad, tres administrativos jefe, seis administrativos 1°, nueve administrativos 2°, siete administrativos 3° y dos auxiliares.”.

Artículo 5°




Mediante dos numerales, modifica el artículo 1 de la ley N° 20.876. Dicho artículo crea los juzgados de letras de familia, garantía y del trabajo de la comuna de Alto Hospicio.

Número 1




Reemplaza el inciso segundo por el siguiente: 




“Este tribunal tendrá la siguiente planta de personal: cuatro jueces, un administrador, dos jefes de unidad, un consejero técnico, tres administrativos jefe, seis administrativos 1º, cuatro administrativos 2º, tres administrativos 3º y cuatro auxiliares.”.

Número 2




Sustituye, en el inciso tercero, la oración final por la siguiente: “En cuanto a los grados de las plantas de personal y la estructura administrativa del tribunal, se estará a lo dispuesto en los artículos 27 bis y 27 quáter del mismo Código.”.

Artículo 6°




Prescribe que los juzgados de letras del trabajo que en virtud de la ley que el presente proyecto propone, aumenten de tres a cuatro su cantidad de jueces, no verán alterada su actual dotación de tres jefes de unidad. 

Artículo 7°




Establece que los juzgados de letras de competencia común que en virtud de la ley que el presente proyecto propone pasen a contar con tres jueces, tendrán la siguiente planta de personal: tres jueces, un administrador, un jefe de unidad, un consejero técnico, dos administrativos jefe, cinco administrativos 1º, tres administrativos 2º, dos administrativos 3º y cuatro auxiliares.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero




Su inciso primero dispone que los aumentos de dotación previstos entrarán en vigencia a contar de la fecha de publicación de la ley que se propone en el Diario Oficial, para los siguientes tribunales: los Juzgados de Garantía de San Felipe, Santa Cruz, Talca y Angol; los Tribunales del Juicio Oral en lo Penal de Iquique, La Serena, San Antonio, Curicó, Talca, Chillán, Concepción y el Cuarto Tribunal del Juicio Oral en lo Penal de Santiago; el Juzgado de Letras del Trabajo de San Bernardo, y el Juzgado de Cobranza Laboral y Previsional de Santiago.




Para los siguientes tribunales, en tanto, los aumentos de dotación entrarán en vigencia una vez cumplido un año desde la publicación en el Diario Oficial de la ley: los Juzgados de Garantía de Antofagasta, La Ligua, Rengo y Temuco; los Tribunales del Juicio Oral en lo Penal de Antofagasta, Ovalle y Valparaíso; el Juzgado de Letras de Familia, Garantía y del Trabajo de Alto Hospicio; los Juzgado de Letras de competencia común de Caldera, Mulchén, Nacimiento, Laja, Collipulli y Carahue, y los Juzgados de Letras del Trabajo de Valparaíso, Rancagua y Santiago. No obstante, en el caso de los Juzgados de Letras del Trabajo de Santiago, uno de los tres jueces que para cada uno de ellos se contempla, se incorporará desde la publicación de esta ley.




Los aumentos dotacionales para los restantes tribunales, finalmente, entrarán en vigencia una vez transcurridos dos años desde la publicación en el Diario Oficial de la ley que el proyecto de ley propone.

Artículo segundo


Prescribe que el mayor gasto fiscal que demande la aplicación de la ley durante el primer año presupuestario de su entrada en vigencia, se financiará con cargo al presupuesto de la Partida Poder Judicial y, en lo que faltare, con recursos provenientes de la Partida Tesoro Público. Agrega que en los años siguientes se financiará con cargo a los recursos que disponga la respectiva Ley de Presupuestos del Sector Público.
La Comisión acordó pronunciarse en una sola votación sobre todos los asuntos de su competencia, que resultaron aprobados por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García, Montes, Lagos y Pizarro.

- - -

INFORME FINANCIERO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 8 de abril de 2016, señala, de modo textual, lo siguiente:

“I. Objetivos del proyecto de ley

Aumentar la dotación de jueces y funcionarios de un número importante de tribunales del país, de manera de asegurar un servicio judicial bueno y continuo.

Para el logro de lo anterior, el proyecto de ley dispone incremento de 110 jueces en un total de 82 tribunales a lo largo del país, a saber: 17 tribunales de juicio oral en lo penal, 23 de garantía, 9 laborales, 1 de cobranza laboral y previsional, 5 de familia y 27 de competencia común, según criterios técnicos definidos por la Corporación Administrativa del Poder Judicial.

II. Efecto del proyecto sobre el Presupuesto Fiscal

El proyecto de ley irroga gastos por los siguientes conceptos:

a. Creación de 110 cargos de jueces para fortalecer 82 tribunales, a lo largo del país.

b. Aumento de la dotación de apoyo en los tribunales que se fortalecen:
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c. Incremento del gasto operacional de los tribunales que se fortalecen.

d. Gastos transitorios asociados a mobiliario y equipos informáticos para los nuevos cargos.

e. Gasto en infraestructura asociado a la construcción de nuevas salas en aquellos tribunales que no cuentan con espacio para el nuevo personal.

El fortalecimiento de los tribunales se implementará gradualmente en tres años, a contar de la fecha de publicación de la ley en el Diario Oficial, y tendrá los siguientes gastos:
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Supuestos de la gradualidad:

- A contar de su fecha de publicación de la ley en el Diario Oficial se consideran los siguientes tribunales: Los Juzgados de Garantía de San Felipe, Santa Cruz, Talca y Angol; los Tribunales del Juicio Oral en lo Penal de Iquique, La Serena, San Antonio, Curicó, Talca, Chillán, Concepción y el Cuarto Tribunal del Juicio Oral en lo Penal de Santiago; el Juzgado de Letras del Trabajo de San Bernardo; y el Juzgado de Cobranza Laboral y Previsional de Santiago.

- Una vez cumplido un año de la publicación de la Ley en el Diario Oficial se consideran los siguientes tribunales: los Juzgados de Garantía de Antofagasta, La Ligua, Rengo, Temuco; los Tribunales del Juicio Oral en lo Penal de Antofagasta, Ovalle y Valparaíso; el Juzgado de Letras de Familia, Garantía y del Trabajo de Alto Hospicio; los Juzgado de Letras de competencia común de Caldera, Mulchén, Nacimiento, Laja, Collipulli y Carahue los Juzgados de Letras del Trabajo de Valparaíso, Rancagua y Santiago. No obstante, en el caso de los Juzgados de Letras del Trabajo de Santiago, uno de los tres jueces que para cada uno de ellos se contempla, se incorporará desde la publicación de la presente ley.

- Los aumentos de dotación para los restantes tribunales previstos en la presente ley, entrarán en vigencia una vez transcurridos dos años desde su publicación en el Diario Oficial.

- Se consideran los gastos en personal, de operación y de arriendos de computadores, por año completo acorde al número de cargos que se crean por año.

- A partir del año 4 los gastos en personal, de operación y de arriendo de computadores estarán en régimen.

- Los inmuebles definitivos se construyen en tres años.

Respecto del financiamiento de estos gastos, cabe señalar:

- El gasto en remodelaciones y equipamiento se financiará con cargo al presupuesto vigente de la Corporación Administrativa del Poder Judicial.

- El gasto en infraestructura se financiará con cargo a los recursos que se aprueben cada año para el programa de inversiones del Poder Judicial.

Conforme a lo señalado, la presente indicación irroga un mayor gasto fiscal permanente de $ 13.000.000 miles.

El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de este proyecto de ley durante el primer año presupuestario de su entrada en vigencia se financiará con cargo a la Partida 03 Poder Judicial y, en lo que faltare, con recursos provenientes de la Partida Tesoro Público. Para los años siguientes, los recursos se proveerán en las respectivas leyes de presupuestos.”.

Se deja constancia de este informe financiero en cumplimiento de lo dispuesto en artículo 17, inciso segundo, de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En consideración al acuerdo adoptado, la Comisión de Hacienda Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto de ley en los mismos términos que lo hiciera la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Orgánico de Tribunales:




1. En el artículo 16:




a) Reemplázase la expresión “Calama, con cuatro jueces” por “Calama, con cinco jueces”.




b) Sustitúyese la expresión “Antofagasta, con siete jueces” por “Antofagasta, con nueve jueces”.




c) Reemplázase la expresión “Copiapó, con cuatro jueces” por “Copiapó, con cinco jueces”.




d) Sustitúyese la expresión “La Serena, con tres jueces” por “La Serena, con cuatro jueces”.




e) Reemplázase la expresión “La Ligua, con un juez” por “La Ligua, con dos jueces”.




f) Sustitúyese la expresión “San Felipe, con dos jueces” por “San Felipe, con tres jueces”.




g) Reemplázase la expresión “Los Andes, con dos jueces” por “Los Andes, con tres jueces”.




h) Sustitúyese la expresión “Limache, con un juez” por “Limache, con dos jueces”.




i) Reemplázase la expresión “San Antonio, con cuatro jueces” por “San Antonio, con cinco jueces”.




j) Sustitúyese la expresión “Rancagua, con siete jueces” por “Rancagua, con nueve jueces”.




k) Reemplázase la expresión “Rengo, con dos jueces” por “Rengo, con tres jueces”.




l) Sustitúyese la expresión “Santa Cruz, con un juez” por “Santa Cruz, con dos jueces”.




m) Reemplázase la expresión “Molina, con un juez” por “Molina, con dos jueces”.




n) Sustitúyese la expresión “Talca, con cinco jueces” por “Talca, con seis jueces”.




o) Reemplázase la expresión “San Javier, con un juez” por “San Javier, con dos jueces”.




p) Sustitúyese la expresión “San Carlos, con un juez” por “San Carlos, con dos jueces”.




q) Reemplázase la expresión “Concepción, con siete jueces” por “Concepción, con ocho jueces”.




r) Sustitúyese la expresión “Angol, con un juez” por “Angol, con dos jueces”.




s) Reemplázase la expresión “Temuco, con seis jueces” por “Temuco, con ocho jueces”.




t) Sustitúyese la expresión “Valdivia, con tres jueces” por “Valdivia, con cuatro jueces”.




u) Reemplázase la expresión “Arica, con cinco jueces” por “Arica, con seis jueces”.




v) Sustitúyese la expresión “Puente Alto, con ocho jueces” por “Puente Alto, con nueve jueces”.

w) Reemplázase la expresión “Séptimo Juzgado de Garantía de Santiago, con doce jueces” por “Séptimo Juzgado de Garantía de Santiago, con catorce jueces”.




2. En el artículo 21:




a) Reemplázase la expresión “Iquique, con once jueces” por “Iquique, con trece jueces”.




b) Sustitúyese la expresión “Calama, con seis jueces” por “Calama, con siete jueces”.




c) Reemplázase la expresión “Antofagasta, con diez jueces” por “Antofagasta, con trece jueces”.




d) Sustitúyese la expresión “La Serena, con nueve jueces” por “La Serena, con diez jueces”.




e) Reemplázase la expresión “Ovalle, con cinco jueces” por “Ovalle, con siete jueces”.




f) Sustitúyese la expresión “Viña del Mar, con trece jueces” por “Viña del Mar, con dieciséis jueces”.




g) Reemplázase la expresión “Valparaíso, con quince jueces” por “Valparaíso, con diecinueve jueces”.




h) Sustitúyese la expresión “San Antonio, con seis jueces” por “San Antonio, con siete jueces”.




i) Reemplázase la expresión “Rancagua, con doce jueces” por “Rancagua, con dieciséis jueces”.




j) Sustitúyese la expresión “Santa Cruz, con cuatro jueces” por “Santa Cruz, con siete jueces”.




k) Reemplázase la expresión “Curicó, con seis jueces” por “Curicó, con siete jueces”.




l) Sustitúyese la expresión “Talca, con seis jueces” por “Talca, con siete jueces”.




m) Reemplázase la expresión “Chillán, con seis jueces” por “Chillán, con siete jueces”.




n) Sustitúyese la expresión “Concepción, con dieciocho jueces” por “Concepción, con veintidós jueces”.




o) Reemplázase la expresión “Temuco, con nueve jueces” por “Temuco, con diez jueces”.




p) Sustitúyese la expresión “Valdivia, con seis jueces” por “Valdivia, con siete jueces”.




q) Reemplázase la expresión “Cuarto Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Santiago, con dieciocho jueces” por “Cuarto Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Santiago, con veinte jueces”.




3. En el artículo 27 bis:




a) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual a ser tercero y los demás a ocupar el lugar que correlativamente les corresponde:




“Los juzgados de letras con competencia común integrados por tres jueces tendrán la siguiente planta de personal: un administrador, un jefe de unidad, dos administrativos jefe, cinco administrativos 1º, tres administrativos 2º, dos administrativos 3º y cuatro auxiliares.”.




b) Reemplázase en el inciso segundo, que ha pasado a ser tercero, la expresión “el inciso anterior” por “los incisos anteriores”.




c) Reemplázase en el inciso cuarto, que ha pasado a ser quinto, la expresión “con dos jueces” por “con dos o tres jueces”.




4. En el inciso primero del artículo 27 ter reemplázase la expresión “con dos jueces” por “con dos o tres jueces”.




5. En el encabezado del artículo 27 quáter sustitúyese la expresión “con dos jueces” por “con dos o tres jueces”.




6. En la letra B del artículo 28 reemplázase la expresión “Pozo Almonte, con dos jueces” por “Pozo Almonte, con tres jueces”.




7. En la letra B del artículo 29 intercálase, después de la expresión “comuna de Tocopilla”, la frase “, con dos jueces”.




8. En la letra B del artículo 30 intercálase, después de la expresión “comuna de Caldera”, la frase “, con dos jueces”.




9. En la letra B del artículo 31:




a) Intercálase, después de la expresión “comuna de Vicuña”, la frase “, con dos jueces”.




b) Intercálase, después de la expresión “comuna de Illapel”, la frase “, con dos jueces”.




10. En la letra B del artículo 32 reemplázase la expresión “Quintero, con dos jueces” por “Quintero, con tres jueces”.




11. En la letra B del artículo 33:




a) Intercálase, después de la expresión “comuna de Rengo”, la frase “, con dos jueces.




b) Intercálase, después de la expresión “comuna de Pichilemu”, la frase “, con dos jueces”.




12. En la letra B del artículo 34 intercálase, después de la expresión “comuna de Cauquenes”, la frase “, con dos jueces”.




13. En la letra B del artículo 35:




a) Intercálase, después de la expresión “comuna de Yungay”, la frase “, con dos jueces”.




b) Intercálase, después de la expresión “comuna de Santa Bárbara”, la frase “, con dos jueces”.




c) Intercálase, después de la expresión “comuna de Mulchén”, la frase “, con dos jueces”.




d) Intercálase, después de la expresión “comuna de Nacimiento”, la frase “, con dos jueces”.




e) Intercálase, después de la expresión “comuna de Laja”, la frase “, con dos jueces”.




f) Intercálase, después de la expresión “comuna de Curanilahue”, la frase “, con dos jueces”.




g) Intercálase, después de la expresión “comuna de Cañete”, la frase “, con dos jueces”.




14. En la letra B del artículo 36:




a) Intercálase, después de la expresión “comuna de Collipulli”, la frase “, con dos jueces”.




b) Intercálase, después de la expresión “comuna de Traiguén”, la frase “, con dos jueces”.




c) Intercálase, después de la expresión “comuna de Pitrufquén”, la frase “, con dos jueces”.




d) Intercálase, después de la expresión “comuna de Lautaro”, la frase “, con dos jueces”.




e) Intercálase, después de la expresión “comuna de Carahue”, la frase “, con dos jueces”.




15. En la letra B del artículo 39, intercálase, después de la expresión “comuna de Natales”, la frase “, con dos jueces”.




16. En el artículo 39 bis:




a) Intercálase, después de la expresión “comuna de Los Lagos”, la frase “, con dos jueces”.




b) Intercálase, después de la expresión “comuna de Paillaco”, la frase “, con dos jueces”.




17. En la letra B del artículo 40:




a) Intercálase, después de la expresión “comuna de Melipilla”, la frase “, con dos jueces”.




b) Reemplázase la expresión “Colina, con dos jueces” por “Colina, con tres jueces”.




18. En el artículo 269:




a) Sustitúyese en el párrafo tercero del inciso primero, relativo a la Tercera Serie, la frase “con dos jueces” por “con dos o más jueces”.




b) Sustitúyese en el inciso sexto, relativo a la Tercera Serie y sus categorías, la frase “con dos jueces” por “con dos o más jueces”, en cada uno de los párrafos en que aparece, con excepción del primero, relativo a la Primera Categoría.




Artículo 2.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia:




1. En el artículo 4:




a) Reemplázase en la letra h) la expresión “Talcahuano, con seis jueces” por “Talcahuano, con siete jueces”.




b) Sustitúyese en la letra j) la expresión “Puerto Montt, con cinco jueces” por “Puerto Montt, con seis jueces”.




c) Suprímese en la letra m), en el párrafo que comienza con la expresión “Cuatro juzgados de familia,”, la frase “todos con trece jueces,”, y agrégase al final de dicho párrafo, tras el punto aparte que pasa a ser punto y seguido, la siguiente oración: “El Primer y Segundo Juzgado de Familia de Santiago contarán con quince jueces, el Tercero con catorce jueces y el Cuarto con trece jueces.”.




2. En el artículo 115 agréganse los siguientes numerales 13 y 14:




“13) Juzgados con catorce jueces: catorce  jueces, un administrador, trece miembros del consejo técnico, cuatro jefes de unidad, cuatro administrativos jefe, un administrativo contable, trece administrativos 1º, siete administrativos 2º, diez administrativos 3º y tres auxiliares.




14) Juzgados con quince jueces: quince jueces, un administrador, catorce miembros del consejo técnico, cuatro jefes de unidad, cuatro administrativos jefe, un administrativo contable, trece administrativos 1º, ocho administrativos 2º, once administrativos 3º y tres auxiliares.”.




Artículo 3.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código del Trabajo:




1. En el artículo 415:




a) Reemplázase en la letra b) la expresión “Antofagasta, con cuatro jueces” por “Antofagasta, con cinco jueces”.




b) Reemplázase en la letra d) la expresión “La Serena, con tres jueces” por “La Serena, con cuatro jueces”.




c) Reemplázase en la letra e) la expresión “Valparaíso, con cinco jueces” por “Valparaíso, con seis jueces”.




d) Reemplázase en la letra f) la expresión “Rancagua, con tres jueces” por “Rancagua, con cuatro jueces”.




e) Reemplázase en la letra g) la expresión “Talca, con dos jueces” por “Talca, con tres jueces”.




f) Reemplázase en la letra h) la expresión “Concepción, con cinco jueces” por “Concepción, con seis jueces”.




g) En la letra m):




i. Reemplázase la expresión “Santiago con treinta y dos jueces, agrupados en dos juzgados, con dieciséis jueces cada uno” por “Santiago con treinta y ocho jueces, agrupados en dos juzgados, con diecinueve jueces cada uno”.




ii. Sustitúyese la expresión “San Bernardo, con dos jueces” por “San Bernardo, con tres jueces”.




2. En la letra d) del artículo 416 reemplázase la expresión “Santiago, con ocho jueces” por “Santiago, con nueve jueces”.




Artículo 4. Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.022, que crea Juzgados Laborales y Juzgados de Cobranza Laboral y Previsional en las comunas que indica: 




1. En el inciso primero del artículo 3:




a) Intercálase el siguiente párrafo sexto, nuevo, pasando el actual sexto a ser párrafo final:




“Juzgados con seis jueces: seis jueces, un administrador, tres jefes de unidad, cuatro administrativos jefe, cinco administrativos 1º, seis administrativos 2º, cuatro  administrativos 3º y cinco auxiliares.”.




b) Sustitúyese el párrafo final por el siguiente:




“Juzgados con diecinueve jueces: diecinueve jueces, un administrador, cuatro jefes de unidad, diez administrativos jefe, once administrativos 1º, doce administrativos 2º, nueve administrativos 3º y ocho auxiliares.”.




2. En el artículo 9:




a) Suprímese el literal a).



b) Reemplázase el literal c) por el siguiente:




“c) Juzgados con nueve jueces: un administrador, tres jefes de unidad, tres administrativos jefe, seis administrativos 1°, nueve administrativos 2°, siete administrativos 3° y dos auxiliares.”.




Artículo 5.- Modifícase el artículo 1 de la ley N° 20.876, que crea juzgados que indica y modifica la composición de diversos tribunales de justicia, en el siguiente sentido:




1. Reemplázase el inciso segundo por el siguiente: 




“Este tribunal tendrá la siguiente planta de personal: cuatro jueces, un administrador, dos jefes de unidad, un consejero técnico, tres administrativos jefe, seis administrativos 1º, cuatro administrativos 2º, tres administrativos 3º y cuatro auxiliares.”.




2. Sustitúyese en el inciso tercero la oración final por la siguiente: “En cuanto a los grados de las plantas de personal y la estructura administrativa del tribunal, se estará a lo dispuesto en los artículos 27 bis y 27 quáter del mismo Código.”.




Artículo 6.- Los juzgados de letras del trabajo que en virtud de esta ley aumenten de tres a cuatro su cantidad de jueces, no verán alterada su actual dotación de tres jefes de unidad. 




Artículo 7.- Los juzgados de letras de competencia común que en virtud de la presente ley pasan a contar con tres jueces, tendrán la siguiente planta de personal: tres jueces, un administrador, un jefe de unidad, un consejero técnico, dos administrativos jefe, cinco administrativos 1º, tres administrativos 2º, dos administrativos 3º y cuatro auxiliares.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS




Artículo primero.- Los aumentos de dotación previstos en la presente ley entrarán en vigencia a contar de su fecha de publicación en el Diario Oficial para los siguientes tribunales: los Juzgados de Garantía de San Felipe, Santa Cruz, Talca y Angol; los Tribunales del Juicio Oral en lo Penal de Iquique, La Serena, San Antonio, Curicó, Talca, Chillán, Concepción y el Cuarto Tribunal del Juicio Oral en lo Penal de Santiago; el Juzgado de Letras del Trabajo de San Bernardo, y el Juzgado de Cobranza Laboral y Previsional de Santiago.




Tratándose de los siguientes tribunales, los aumentos de dotación contemplados en la presente ley entrarán en vigencia una vez cumplido un año de su publicación en el Diario Oficial: los Juzgados de Garantía de Antofagasta, La Ligua, Rengo y Temuco; los Tribunales del Juicio Oral en lo Penal de Antofagasta, Ovalle y Valparaíso; el Juzgado de Letras de Familia, Garantía y del Trabajo de Alto Hospicio; los Juzgado de Letras de competencia común de Caldera, Mulchén, Nacimiento, Laja, Collipulli y Carahue, y los Juzgados de Letras del Trabajo de Valparaíso, Rancagua y Santiago. No obstante, en el caso de los Juzgados de Letras del Trabajo de Santiago, uno de los tres jueces que para cada uno de ellos se contempla, se incorporará desde la publicación de esta ley.




Los aumentos dotacionales para los restantes tribunales previstos en la presente ley entrarán en vigencia una vez transcurridos dos años desde su publicación en el Diario Oficial.


Artículo segundo.- El mayor gasto fiscal que demande la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de su entrada en vigencia se financiará con cargo al presupuesto de la Partida Poder Judicial y, en lo que faltare, con recursos provenientes de la Partida Tesoro Público. En los años siguientes se financiará con cargo a los recursos que disponga la respectiva Ley de Presupuestos del Sector Público.”.
- - -





Acordado en sesión celebrada el día 17 de abril de 2017, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Montes Cisternas (Presidente), José García Ruminot, Ricardo Lagos Weber (Presidente Accidental) y Jorge Pizarro Soto.






Sala de la Comisión, a 24 de abril de 2017.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR CHAHUÁN, SEÑORA VAN RYSSELBERGHE Y SEÑORES ARAYA, LETELIER Y NAVARRO, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE CONCEDE LA NACIONALIDAD POR GRACIA AL CIUDADANO NORTEAMERICANO SEÑOR STEVEN COLON SANTOS

(11.201-17)
Exposición de motivos.

Nuestra Constitución Política, en su artículo 10 N° 4, establece que son chilenos, los que obtuvieren especial gracia de nacionalización por ley, que constituye indudablemente el más alto honor que el Estado chileno puede conferir a un extranjero, en razón de su aporte al país y entrega al servicio de la nación, en determinadas actividades específicas que hayan alcanzado una relevancia nacional.

Mediante esta moción, es nuestra intención que el Estado chileno otorgue la nacionalización por gracia al ciudadano norteamericano Steven Colon Santos, nacido el 27 de Septiembre de 1955 en la ciudad de Nueva York.
En el año 1960, en razón del trabajo de su padre, se traslada a Puerto Rico, donde cursó su enseñanza básica y media, volviendo posteriormente a Estados Unidos, especializándose después en relaciones públicas y administración de empresas, a la vez que trabajó en la administración de restaurantes.

En el año 1983 sufrió un grave accidente automovilístico que cambió su vida, a raíz de lo cual dedicó gran parte de su tiempo a actividades de voluntariado humanitario y desarrollo social.
Después de realizar distintas actividades en diferentes países de Latinoamérica, tanto en desarrollo social y administración de diversas empresas, llega a Chile en el año 1998 junto a su esposa Agueda Martín Fernández y su hijo Iván, actual estudiante de Ingeniería en la Universidad de Chile, radicándose en la comuna de Talagante y crea la iniciativa "Heart in Hands", mediante la cual apoya a fundaciones, comunidades, hospitales y otras entidades que atienden a personas en situación de vulnerabilidad.

A partir de ese momento y hasta el año 2002, desarrolla diversas actividades tales como el apoyo en la comuna de Huechuraba a actividades de clubes deportivos para niños, para prevenir el consumo de drogas en la adolescencia y juventud.
Asimismo, gestionó equipos hospitalarios para centros de salud en diversas regiones del país, por un valor aproximado a los veinticinco millones de dólares, gestionando asimismo equipos especiales para la Fundación Alter Ego, dedicada a la infancia con deficiencia mental.
También gestionó una importante donación para el Programa "Sonrisa de Mujer", impulsada por la ex Primera Dama, Sra. Luisa Durán, y gestionó igualmente la entrega de sillas de ruedas normales y automotoras junto con equipos para la movilidad para la región del Maule, en colaboración con el Rotary Club de la zona y la Dirección Regional de Salud.
En conjunto con la Corporación AMICAM, gestionó la donación de dos ambulancias para Chiloé y Los Ángeles y trajo dos contenedores de equipos e insumos para el Hospital Calvo Mackenna.

Con motivo de las graves consecuencias que dejó el temporal de otoño ocurrido en 2002, gestionó la traída de un avión con 60 toneladas de ayuda humanitaria, cuatro contenedores de ropa de abrigo y la compra y distribución de alimentos para diez mil familias damnificadas con dicho fenómeno climático.

Toda estas acciones requerían de una estructura jurídica y orgánica más permanente, por lo que en el año 2002 crea la Fundación FEDES, siendo una de sus primera obras la instalación de una Escuela de Oficios en el Parque La Perla, donde se ha capacitado a más de tres mil personas, la que se verá aumentada con una nueva escuela de este tipo en la comuna de Lo Espejo, que abarcará su campo al apoyo al emprendimiento.

Entre las acciones más relevantes de la Fundación FEDES, se pueden mencionar, entre otras, las siguientes:

Levantamiento de 56 construcciones de paneles para ser empleadas como sedes comunitarias en las comunas de Lo Espejo, El Bosque y San Bernardo.

Construcción y distribución de 40 viviendas de paneles para familias en situación de pobreza.
Fabricación e instalación de cinco casas de madera para la Corporación COANIL y dos casas para el Centro de Niños Discapacitados de la comuna de Buin.
Gestión de donación de doscientos cincuenta mil frazadas para familias acogidas al

Programa Puente.
Gestión de donación de 600 computadores para el Programa Todo Chile Enter.
Gestión de donación de tres contenedores de camas clínicas y otros equipos ortopédicos para el FOSIS.
Distribución a lo largo de todo el territorio de veintisiete mil sillas de ruedas en conjunto con la Freewhelchair Mission.

Gestión de donación de dos contenedores de insumos médicos para el Hospital Barros Luco.
Donación de insumos médicos para la Municipalidad de Lo Espejo.

Gestión de donación de contenedores de insumos médicos para el Hospital de Curicó.

Gestión de donación de 570 camas clínicas, eléctricas y manuales para Hospitales de

Neurocirugía en la ciudad de Santiago y establecimientos hospitalarios de Iquique, Antofagasta, Yumbel, Curicó, Talca, Linares y Viña del Mar.
Como se puede apreciar, mucha gente que reside en las diversas comunas a lo largo del país, son testigos del profundo compromiso social del Sr. Steven Colon con los más desposeídos y que da cuenta de una intensa vocación de servicio hacia personas vulnerables, de una patria distinta a la suya.
Su ejemplo de desinteresada entrega por los más necesitados de nuestro país, que lo constituye en un extranjero de excepción, amerita en nuestro concepto que se le conceda la nacionalidad por especial gracia.
En mérito a lo expuesto, sometemos a la aprobación del Senado de la República, el siguiente

PROYECTO DE LEY:
Artículo único: "Concédese por especial gracia, la nacionalidad chilena al ciudadano norteamericano Steven Colon Santos."
(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Jacqueline van Rysselberghe Herrera, Senadora.- Pedro Araya Guerrero, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR QUINTEROS, CON LA QUE DA INICIO A UN PROYECTO PARA INTERPRETAR EL ARTÍCULO 4° DE LA LEY N° 20.825, QUE AMPLÍA EL PLAZO DE CIERRE PARA OTORGAR NUEVAS CONCESIONES EN ACUICULTURA, EN LO RELATIVO A LA EXPRESIÓN “ACUICULTURA DE PEQUEÑA ESCALA”

(11.203-21)
En los Antecedentes del mensaje de la Ley N°20.825, que amplía plazo de cierre para otorgar nuevas concesiones de acuicultura, se consigna que "En el año 2010, y como culminación de sendas modificaciones efectuadas a la normativa de acuicultura originadas en la necesidad de hacer frente a la crisis producida por el virus Isa que afectó a los salmones, se dictó la ley N° 20.434. Su objetivo fue completar, con nuevos instrumentos legales, la potestad de la Autoridad en materia sanitaria y ambiental.
Asimismo, esta ley modificó los deberes de los concesionarios, incorporando mejores prácticas ambientales y propiciando el ordenamiento de las concesiones, de modo de permitir un mejor desempeño ambiental y sanitario".

En dicho mensaje se definió como objetivo del proyecto: "Ampliar el plazo de cierre del acceso a nuevas concesiones de acuicultura y la suspensión de trámite de nuevas concesiones que finaliza el 8 de abril de 2015, con el fin de completar el proceso de ordenamiento de la actividad de acuicultura de salmones y la relocalización de las concesiones existentes".(1)
Como se ve, la idea central de la promulgación de la Ley en comento fue tender a solucionar problemas sanitarios de la industria del salmón por la vía de permitirles relocalizar sus cultivos en orden a establecer salvaguardas sanitarias que permitieran solucionar problemas como la infección del ISA, entre otros y en ningún caso inhibir las actividades de "acuicultura de pequeña escala sobre algas". De hecho, la Ley N°20.825, en su artículo 4°, establece: "Suspéndese el ingreso y otorgamiento de solicitudes de concesiones de acuicultura, cualquiera sea la especie o grupo de especies a cultivar, con excepción de la acuicultura de pequeña escala sobre algas, en la Xa Región de Los Lagos, entre la fecha de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial y el 8 de abril de 2020."
En consecuencia, la voluntad expresa del legislador fue exceptuar de esa moratoria a los pequeños cultivos de algas en la región de Los Lagos. Sin embargo, la referencia que hace la ley a la "acuicultura de pequeña escala", al no estar este concepto definido en la propia ley, ha llevado a la Subsecretaría de Pesca a asumir que no se debe tramitar ninguna concesión, no importando el tamaño ni la especie, situación que está ocurriendo en estos momentos con algunas solicitudes presentadas en Maullín y Chiloé, principalmente. 

Frente a esta situación, la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura comprometió presentar un proyecto de ley referida a los mitílidos en la que entre otras cosas se definiera el concepto de "acuicultura de pequeña escala", lo que permitiría salvar y dar curso a las solicitudes de concesiones acuícolas sobre algas de nuestra región; sin embargo, hasta la fecha ello no ha ocurrido, con lo cual se ha postergado la tramitación de solicitudes de concesiones para el cultivo de algas en pequeña escala en la región de Los Lagos.
OBJETIVO DEL PROYECTO.
El objetivo del proyecto es lograr la aplicación efectiva de la norma del artículo 4° de la Ley N°20.825, que exceptúa a la acuicultura de pequeña escala de la suspensión en el ingreso y otorgamiento de solicitudes de concesiones de acuicultura, interpretando que ella se refiere a aquellas que no superen las diez hectáreas de superficie.
PROPUESTA DE MOCIÓN:
Para lograr el objetivo señalado se propone el siguiente,
PROYECTO DE LEY
"ARTÍCULO ÚNICO: Interprétase la disposición contenida en el artículo 4° de la ley N°20.825, que amplía plazo de cierre para otorgar nuevas concesiones de acuicultura, en el sentido de que la acuicultura de pequeña escala sobre algas, se refiere a aquella que no supera las diez hectáreas de superficie.".

(Fdo.): Rabindranath Quinteros Lara, Senador.

1 Boletín N° 9.864-21. Proyecto de Ley, iniciado en mensaje de S.E. la Presidenta de la República, que amplía plazo de cierre para otorgar nuevas concesiones de acuicultura MENSAJE N° 975-362/ e Historia de la Ley N° 20.825 Páginas 7 de 47. 
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR CHAHUÁN, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL CÓDIGO CIVIL, EN LO RELATIVO A LA REVISIÓN JUDICIAL DE CONTRATOS CIVILES Y MERCANTILES, EN LOS CASOS QUE INDICA

(11.204-07)
Exposición de motivos.

La presente moción constituye una reedición de una iniciativa legislativa presentada por diversos Diputados en el año 1991, con el objeto de incorporar a nuestro ordenamiento jurídico la denominada teoría de la imprevisión. No obstante que el proyecto fue aprobado en la Cámara Baja el 3 de octubre de 2001, en esta Corporación se dispuso su archivo el 20 de abril de 2004, sin haber alcanzado a debatirse en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, donde se encontraba radicado.
Estimamos que dada la importancia de esta materia, debe legislarse al respecto, al igual como se ha hecho desde hace bastante tiempo en países de nuestro continente, como Argentina y Perú.
El objetivo que se persigue con esta moción es reconocer en forma expresa en nuestra legislación, los conceptos contenidos en la llamada teoría de la imprevisión, esto es, permitir a las partes de un contrato civil o mercantil, de carácter bilateral conmutativo o unilateral oneroso, de tracto sucesivo o de ejecución diferida, solicitar a los tribunales de justicia, en la medida en que se sientan perjudicadas por las condiciones pactadas en atención a la ocurrencia de hechos o situaciones imprevisibles o que no pudieron preverse al momento de contratar, y que como resultado de lo cual el cumplimiento de sus obligaciones se ha hecho considerablemente más costoso, por lo cual se pueda permitir que se revisen las correspondientes prestaciones a fin de retrotraer las condiciones a una situación de equidad.
De acuerdo con nuestra legislación civil actual, podemos definir a los contratos en dos categorías, a saber: el contrato bilateral, conmutativo, que es aquel en que ambas partes se obligan recíprocamente, mirándose las prestaciones de cada una de ellas como equivalentes. Un ejemplo de este tipo de contrato sería la compraventa. Por su parte, contrato unilateral oneroso es aquel en que sólo una de las partes se obliga en favor de la otra, pero su finalidad es que ambas partes se beneficien. Es el caso del mutuo o préstamo de dinero a interés. 

Cabe agregar que se denomina contrato de tracto sucesivo a aquel en que las obligaciones de las partes o, al menos una de ellas, consisten en prestaciones continuas o repetidas durante cierto espacio de tiempo. 

El artículo 1545 del Código Civil establece que "Todo contrato legalmente celebrado es una ley para las partes contratantes y no puede ser inválido sino por su consentimiento mutuo o por causas legales".
Esta disposición es un fiel reflejo del principio conocido como "pacta sunt servanda", o sea, los contratos y pactos deben cumplirse. 

Sin embargo, la realidad y los cambios que experimentan día a día los negocios, nos revelan muestran que los pactos acordados y las obligaciones convenidas en muchas oportunidades pierden su equivalencia, produciéndose una carga más gravosa para una de las partes.
En tales casos se da la situación que entre la fecha de celebración de un contrato y su cumplimiento pueden acontecer hechos extraordinarios, imprevistos o imprevisibles, independientes de la voluntad de las partes, que quiebran el equilibrio que se tuvo en cuenta al contratar. Si las partes hubieran previsto tales acontecimientos, no habrían contratado. Tales hechos no imposibilitan el cumplimiento, pero sí lo transforman en una convención más gravosa.
Esta situación se conoce en la doctrina jurídica, como el principio "rebus sic stantibus", en virtud del cual los contratos que se celebraron teniendo en cuenta las circunstancias concurrentes al momento de su celebración se deben cumplir, siempre que no cambien en forma sustancial, por atentar contra la equivalencia de las prestaciones establecidas originariamente.
Este principio tiene aplicación en el Derecho Internacional, de acuerdo a lo establecido en el artículo 62 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, de 1969, que prescribe que si se produce un cambio fundamental en las circunstancias preponderantes en el momento de la celebración del tratado y ese cambio conlleva una modificación radical de las obligaciones que en virtud del tratado todavía quedan por cumplir, la parte perjudicada puede alegar dicho cambio para desvincularse del tratado o suspenderlo.
Nuestro Código Civil establece en su artículo 1546 que "Los contratos deben ejecutarse de buena fe, y por consiguiente obligan no sólo a lo que en ellos se expresa, sino a todas las cosas que emanan precisamente de la naturaleza de la obligación, o que por la ley o la costumbre pertenecen a ella."
Sin embargo, como ya hemos consignado, en los contratos de tracto sucesivo pueden producirse acontecimientos extraordinarios e imprevisibles, ajenos a la voluntad de las partes, que conviertan una determinada prestación en excesivamente gravosa. Entre estos casos, se pueden mencionar a los fenómenos de la naturaleza -de tanta frecuencia en nuestro país- insolvencia sobreviniente del deudor u otros, que permitan la revisión del respectivo contrato, pero bajo la intervención de un tribunal, a fin de garantizar el restablecimiento de la equivalencia de las prestaciones al momento en que se celebró el respectivo contrato.
Para dicha finalidad se requiere de una modificación al Título XII del Código Civil, "Del efecto de las obligaciones", y en lo que respecta a la intervención judicial, estimamos que debe establecerse un procedimiento sumario, en conformidad a las normas del Título XI del Libro III del Código de Procedimiento Civil, otorgándole facultades al juez para suspender el cumplimiento de las obligaciones por la parte perjudicada.
En mérito a las consideraciones que anteceden, sometemos a la aprobación del Senado de la República, el siguiente
PROYECTO DE LEY:
Artículo único: Modifíquese el Código Civil, en la forma que a continuación se indica:
a) Incorpórese un artículo 1546 bis nuevo, del siguiente tenor:

"Con todo, los contratos civiles y mercantiles, bilaterales conmutativos y unilaterales onerosos, de tracto sucesivo, podrán ser revisados judicialmente en el caso de que la prestación se hubiere convertido, por acontecimientos extraordinarios, imprevisibles y ajenos a la voluntad de las partes, en excesivamente gravosa de ser cumplida. En tal evento, el tribunal estará facultado para modificar las cláusulas respectivas, restableciendo la equivalencia de las prestaciones existente al momento de celebrarse el contrato. Para tal efecto, se establece una acción de revisión que corresponderá al contratante perjudicado."
b) Incorpórese un artículo 1546 ter nuevo, del siguiente tenor: 

"La parte demandada podrá enervar la acción de revisión respectiva, allanándose en la contestación de la demanda a aumentar su prestación o a que se reduzca la prestación de la contraparte".
c) Incorpórese un artículo 1546 quáter nuevo, del siguiente tenor: 

"Si la acción no fuere enervada o si el desequilibrio no se revirtiere con el aumento o disminución de la prestación, el juez deberá declarar la resolución o terminación del contrato, la cual no operará en caso alguno con efecto retroactivo"
d) Incorpórese un artículo 1546 quinquies nuevo, del siguiente tenor: 
"Para que proceda la acción de revisión contemplada en el artículo 1546 bis, deben concurrir los siguientes requisitos:
1°. Que las obligaciones emanadas del respectivo contrato se encuentren pendientes en todo o parte;
2°. Que el contratante perjudicado no se encuentre en mora; 

3°. Que exista relación de causa a efecto entre el hecho imprevisible y la excesiva onerosidad que se invoque, y
4°. Que se invoque en el plazo de seis meses desde que se produjo la excesiva onerosidad invocada."
e) Incorpórese un artículo 1546 sexies nuevo, del siguiente tenor:
"La acción prevista en el artículo 1546 bis se tramitará conforme al procedimiento sumario establecido en el Título XI del Libro II del Código de Procedimiento Civil, con las modificaciones que a continuación se indican:

1°. No será aplicable lo dispuesto en el artículo 681.
2°. La demanda deberá ser fundada mediante documentos y antecedentes que constituyan presunción grave del derecho que se reclama.
3°. El comparendo será de conciliación, contestación y prueba, pudiendo el tribunal, atendido el mérito de los antecedentes, decretar la suspensión del cumplimiento de las obligaciones de la parte perjudicada. Asimismo, podrá el juez decretar las medidas para mejor resolver que considerare necesarias para la acertada resolución del asunto.
4°. Una vez contestada la demanda, el tribunal, de oficio o a petición de parte y siempre que se trate de obligaciones de dar o entregar, podrá determinar el monto de la obligación sobre el que no hubiere disputa y establecer su forma de pago. La resolución que se dicte al respecto será inapelable.
5°. Si el actor no solucionare la deuda señalada en el número anterior, en su monto y forma ordenados, se le declarará desistido de la demanda y se le condenará en costas, cesando cualquiera medida precautoria decretada.
6°. En estos juicios la prueba se apreciará conforme a las reglas de la sana crítica."
(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR TUMA Y SEÑORA MUÑOZ, CON LA QUE COMIENZAN UN PROYECTO DE LEY SOBRE PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS TRABAJADORES EN LA ERA DIGITAL

(11.208-13)

FUNDAMENTOS.

La "sociedad del conocimiento" está transformando la realidad del trabajo y estas transformaciones tensionan el ejercicio de los derechos laborales en ámbitos esenciales como la jornada laboral legal y la libertad de expresión de los trabajadores a través de las diversas plataformas, lo que demanda revisar las normativas vigentes en específico el Código del Trabajo fin de garantizar los derechos laborales fundamentales de los trabajadores, que es el propósito del presente proyecto de ley.

Junto a la era digital, han aparecido nuevas formas de trabajo-teletrabajo, crowdworking o cotrabajo, Smartwork, etc.- que están amenazando el prototipo clásico del trabajo -trabajo seguro, estable, predeterminado y de calidad-. Esto, por cierto, está impactando los derechos que protegen a los trabajadores y sus organizaciones sindicales, los cuales fueron pensados bajo los esquemas clásicos de  la sociedad del trabajo.

Las funciones de trabajo están transformándose en la dirección de generar una serie de inseguridades y exigencias de movilidad y conectividad para los trabajadores. Así es cómo incluso han aparecido los "Knowmads-workers", esto es, aquellos trabajadores con una máxima movilidad para llevar el trabajo a cualquier lugar y ponerlo al servicio de cualquier empresa, sin ataduras fijas, sin vínculos estables, de forma nómada. Se trata de "Un tipo de profesional que supone la evolución - más sofisticada y completa - de casi todos los otros perfiles laborales, como autónomo, freelance, emprendedor o auto-empleado, al que se le añade unas características (como soft skills, capacidad de aprendizaje...)" (Roca, 2015).

Simultáneamente, las capacidades de control de los empleadores sobre los trabajadores se han expandido, en el sentido que los empleadores pueden recurrir a las comunicaciones de los empleados a través de las plataformas de redes sociales para monitorear su comportamiento y opiniones sobre ellos, la empresa, las condiciones laborales. Esto, sumado a otras formas de vigilancia laboral - video vigilancia, supervisión de correos institucionales y de comunicaciones móviles dentro de la empresa, entre otros - está generando un sistema de control que ha superado los límites físicos de los puestos de trabajo.

Tanto el mismo trabajo, como los sistemas de control sobre los trabajadores han superado los límites tradicionales que imponía el derecho del trabajo para proteger a los trabajadores. La jornada laboral parecía una barrera infranqueable que ahora ha sido superada por la perentoriedad para responder a los mensajes de la empresa fuera de ella. La vigilancia laboral, consubstancial a los mecanismos de control del trabajo propios de la relación laboral, se han desbordado a las esferas de libertad de expresión y opinión de los trabajadores, añadiendo de manera ilegítima más poder a los empleadores sobre sus empleados.

Lo anterior requiere la reformulación de las garantías de los derechos de los trabajadores para confrontar estas amenazas de la era digital para la protección de derechos laborales fundamentales.
EL DERECHO A LA DESCONEXIÓN DE LOS TRABAJADORES EN LA ERA DIGITAL

En nuestra sociedad actual, el número de comunicaciones, e-mails, mensajes electrónicos se ha vuelto astronómico. De esa manera, el trabajo se transformó en una preocupación constante, ininterrumpida, que desborda la esfera laboral e invade la esfera privada de los trabajadores. Incluso cuando los trabajadores - y no sólo en los niveles de los gerentes y ejecutivos - están con sus familias tienen dificultades para concentrarse en la actividad que vive, debido al permanente acoso de las comunicaciones de sus empleadores y jefaturas.

La necesidad de una concentración múltiple y la ausencia de un auténtico descanso impiden una auténtica recuperación de energías y favorecen los problemas de burnout de los trabajadores. A la auto-presión, se suman las exigencias de un entorno laboral cada vez más hostil al descanso, proliferando jefaturas hiperconectadas, que someten a sus subalternos a su propio ritmo, enviando e-mails y mensajes fuera de horarios de trabajo y esperando una respuesta inmediata, sin tener conciencia del impacto que esto puede tener en el destinatario y su entorno. En Alemania, la Oficina Alemana para la Seguridad y Salud en el Trabajo (BAuA) publicó en 2014 una investigación internacional que indica que en la medida que el trabajo contagia la esfera de lo privado, las personas sufren más estrés, agotamiento y disminución de su capacidad para desconectarse.

El Diario La Nación de Argentina sostiene que en Europa, 71% de los ejecutivos mira sus e-mails y otros mensajes electrónicos por la noche o durante los feriados. Y 76% estima que los instrumentos digitales tienen un impacto negativo en sus vidas personales, según la encuesta realizada por Deloitte en abril de 2015. Cerca del 62% de los trabajadores activos en Francia pedían una ley sobre la cuestión, según un estudio publicado en octubre de 2015 por La consultora Eleas, que también reveló que un 37% utiliza sus aparatos profesionales (teléfonos, tabletas, etcétera) fuera de los horarios de trabajo. Y según el sindicato Ugict-CGT, tres de cada diez personas con cargos de responsabilidad en las empresas están conectados en forma permanente1. 

En este contexto fue que se propuso en Francia la ley El Khomri. La Ley 2016/1088, de 8 de agosto de 2016, conocida también como Loi Travail, establece, entre otras medidas, que las empresas deberán implantar sistemas tecnológicos que, de alguna manera, limiten o impidan que los trabajadores accedan al área de trabajo a través de dispositivos electrónicos fuera de su jornada laboral.

De este modo, desde el año 2017 la negociación anual sobre igualdad profesional entre las mujeres y los hombres y la calidad de vida en el trabajo, que se debe realizar de forma obligatoria con los representantes de los trabajadores en las empresas que cuenten con representación sindical, deberá tratar también el asunto de la desconexión digital. La negociación debe establecer "las modalidades del pleno ejercicio por el trabajador de su derecho a la desconexión y la puesta en marcha por la empresa de dispositivos de regulación de la utilización de los dispositivos digitales, a fin de asegurar el respeto del tiempo de descanso y de vacaciones, así como de su vida personal y familia (nuevo apartado 7° del Art. L. 2242-8 del Código de Trabajo Francés)."

En caso de no haber acuerdo, el empleador deberá elaborar una política de actuación que defina las modalidades de ejercicio del derecho a la desconexión. Además, se deberá prever la puesta en marcha de acciones de formación y sensibilización dirigidas al mismo sobre el uso razonable de los dispositivos digitales.

Aunque nos encontramos ante la primera ley que establece este derecho a la desconexión, hay empresas que ya habían implementado medidas de este tipo. Por ejemplo, los trabajadores de la compañía alemana Mercedes Benz, tienen la posibilidad de acogerse al sistema Mail on holiday, un pequeño programa que integrado en Outlook redirecciona los correos dirigidos a los trabajadores que se encuentran de vacaciones, a otros trabajadores que se encuentran en activo. El operador de telecomunicaciones Orange, mediante un acuerdo del pasado 27 de septiembre de 2016 pide a sus empleados que establezcan tiempos de no utilización de su mensajería electrónica, en particular durante las reuniones para facilitar la concentración.

Otra forma es restringir directamente el uso de los teléfonos móviles de empresa. Esto último es lo que ha hecho Volkswagen, que desde 2011 desconecta sus servidores informáticos entre las 18:15 horas y las 7:00 de la mañana. Así también, el fabricante de neumáticos Michelin también ha instaurado «un control de las conexiones a distancia» para sus directivos que trabajan con carácter itinerante entre las 9 de la noche y las 7 de la mañana en los días laborables, y los fines de semana desde las 9 de la noche de los viernes a las 7 de la mañana de los lunes.

En España, el Ministerio de Empleo y Seguridad Social está estudiando la posibilidad de impulsar una nueva normativa que reconozca el derecho de los trabajadores a la 'desconexión digital' una vez finalice su jornada laboral. Ya existe un proyecto en el congreso de los diputados, llevado por En Comú Podem, formación catalana integrada en la coalición parlamentaria de Unidos Podemos. La formación catalana presentó en la Cámara Baja una "proposición no de ley" en la que emplazaba al Gobierno a aprobar una regulación en este sentido, previo acuerdo con los agentes sociales, con el fin de evitar que los trabajadores continúen trabajando tras finalizar su jornada y, además, garantizar la seguridad y su salud en el trabajo y el descanso necesario.

Asimismo, En Comú Podem reclamaba en esta iniciativa un plan de uso de las tecnologías de la comunicación fuera de la jornada laboral, el establecimiento de indicadores de medición de estrés laboral de los trabajadores en los estudios del Instituto Nacional de Estadística y la realización de un estudio que analice si el uso intensivo de las tecnologías de la información y de la comunicación puede llegar a provocar problemas de adicción o dependencia.

Además, el PSOE presentó una proposición de ley instando al Gobierno a "garantizar la protección de la privacidad digital en el ámbito laboral y regular la desconexión de los trabajadores fuera del horario laboral". El PSOE indica que: 

"Por primera vez en la historia, la jornada laboral no termina con la salida del centro de trabajo. Hoy ya son millones los hombres y mujeres trabajadoras que ven restringido su tiempo de ocio y dificultada la conciliación laboral por la obligación de permanecer conectado permanentemente. Esa exigencia de dar pronta respuesta a los requerimientos del trabajo, por medio de dispositivos digitales y al margen de la de la jornada laboral, no está regulada ni retribuida. El salario sigue calculándose, en el mejor de los casos, siguiendo el tradicional criterio de las ocho horas laborales. En algunos países de nuestro entorno, Francia, por ejemplo, ya ha comenzado a legislarse sobre este asunto. En España, el PSOE como primera fuerza política de los trabajadores, tiene ante sí la oportunidad de abrir camino al reconocimiento de un derecho necesario en la actual era digital: el reconocimiento a vivir desconectado del trabajo." (PSOE 2017).

En Uruguay, el Senador conservador Pedro Bordaberry envío un proyecto de ley sobre el derecho del trabajador a desconectarse del trabajo fuera del horario laboral, con fecha 15 de marzo de 2017.

En relación a las horas trabajadas por año de los países OCDE, Chile es el quinto país que más horas trabaja con un total de 1.988 horas por empleado, superando en un 12,57% el promedio OCDE. Los países que lideran en el ranking son: México, con un total de 2.246 horas al año por empleado, seguido de Costa Rica, con 2.230 horas, Corea del Sur con 2.113 y Grecia con 2.042 horas (ver figura 1).

Figura 1. Ranking de horas de trabajo anuales de países del OCDE, 2015
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En relacién al promedio de horas trabajadas semanalmente, Chile se
encuentra en el cuarto lugar con 43,7 horas de trabajo a la semana, supera en 6,9
horas al promedio OCDE. Los paises que lideran en el ranking son: Turquia, con
un promedio de 48,7 horas de trabajo a la semana por empleado, seguido de
México, con 45,1 horas y Costa Rica con 44,6 horas. (Ver figura 2).

Figura 2. Promedio de horas trabajadas en la semana de paises OCDE, 2015
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Sumado a lo anterior, se ha vuelto imprescindible evitar la expansion de la jornada
de trabajo mediante las comunicaciones electronicas, para proteger el descanso
efectivo de los empleaos y trabajadores considerando el nivel de conectividad
movil y digital en Chile. Los indicadores internacionales muestran a Chile en el
puesto 41 de 134 paises y es el segundo pais en América Latina con mejor
conectividad movil y digital, luego de Uruguay (69). Lo anterior con motivo de que




Sumado a lo anterior, se ha vuelto imprescindible evitar la expansión de la jornada de trabajo mediante las comunicaciones electrónicas, para proteger el descanso efectivo de los empleaos y trabajadores considerando el nivel de conectividad móvil y digital en Chile. Los indicadores internacionales muestran a Chile en el puesto 41 de 134 países y es el segundo país en América Latina con mejor conectividad móvil y digital, luego de Uruguay (69). Lo anterior con motivo de que según el indicador, la telefonía móvil ha penetrado en el 74,98% de la población y el 95% de la población cuenta con una cobertura 3g2.

3. EL DERECHO A LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN DE LOS TRABAJADORES EN LA ERA DIGITAL

De acuerdo a Sulmer Ramírez:
"El trabajador, que se encuentra prestando un servicio subordinado con ajenidad, percibiendo una remuneración, es sujeto del ejercicio de todos sus derechos fundamentales, incluyendo la libertad de expresión, que le permite, como ya se señaló, exteriorizar sus ideas, pensamientos y opiniones sin censura, por cualquier vía y medio, sea en forma presencial o con el uso de los medios telemáticos e informáticos, lo que implica la posibilidad de publicar los contenidos que a bien tuviera de su esfera íntima o relacionados con terceros, incluyendo su empleador.
La publicación de contenidos por parte del trabajador responde a su voluntad de elección sobre lo comunicado, en principio es autónomo y absolutamente libre de comunicar bien sea en una plaza pública, en el trabajo, en su casa o en las redes sociales en Internet, por citar algunos ámbitos, sus ideas, pensamientos y opiniones, pero también es libre como ser humano para obligarse a prestar un servicio subordinado, lo que implica facultar a un tercero para que dirija, controle y supervise sus actividades." (Ramírez 2013)

Otra hipótesis de vulneración de los derechos la libertad de expresión de los trabajadores consiste en el uso de comentarios en redes sociales para perjudicarlos o despedirlos, generando situaciones de discriminación arbitraria. Según un estudio para EE.UU. de HubShout en junio de 2016, el 41,2 por ciento de los trabajadores estadounidenses dicen que creen que ser despedido por un posteo de medios sociales es una violación de los derechos de la primera enmienda - libertad de expresión.

Las redes sociales se han convertido en una valiosa herramienta de reclutamiento. De acuerdo con la empresaria de media social Natalie Zaft, un 94% de los reclutadores usaron las redes sociales para reclutar trabajadores en 2015. JobVite informa que el 52 por ciento de los reclutadores dicen que siempre buscan los perfiles en línea de los candidatos durante el proceso de contratación. Por otra parte, el 55 por ciento de los reclutadores han reconsiderado los candidatos sobre la base de sus perfiles sociales, con el 61 por ciento de las reconsideraciones negativas. Sin embargo, el escrutinio de las redes sociales no siempre se detiene una vez que se contrata a un individuo.

En Chile, Parral, en noviembre de 2013, el tribunal laboral acogió una tutela judicial por vulneración de derechos fundamentales de un grupo de profesores contra el colegio Providencia. En el caso, los profesores fueron despedidos por necesidades de la empresa, pero ellos argumentaron que la verdadera razón fueron comentarios en Facebook donde un grupo de profesores apoyó a los directivos del colegio, en tanto ellos fueron investigados y condenados por un tribunal por apropiación indebida respecto de las subvenciones estatales al colegio, dejando éste en mala situación económica. Los apoyos a los directivos del colegio, en el transcurso de la causa penal, de acuerdo a lo que señala el tribunal, conformaron un panorama indiciario que produce la sospecha que los actos y expresiones de apoyo fueron el motivo del despido, vulnerando así su libertad de expresión.

Otra situación mucho más frecuente consiste en las restricciones de la libertad de expresión on-line por considerarse ciertos comentarios difamatorios, afectando la honra de los empleadores, cuando los trabajadores critican las condiciones de trabajo, comportamientos de gerencia o políticas de la empresa. 

En un caso de Talca, se protegió la libertad de expresión on line de los trabajadores, cuando estos habían sido despedidos. En la carta de despido se fundamenta éste en el conocimiento que había tomado el empleador de publicaciones del empleado en Facebook, en el grupo abierto "movimiento amplio San Rafael", donde se acusaba al empleador, la Municipalidad de San Rafael, de irregularidades en el pago de sueldos, en la administración de recursos de la ley de subvención escolar preferencial, falta a los deberes de fiscalización y control, acoso laboral severo, etc., lo que fue considerado injurioso.

El tribunal acogió parcialmente la tutela, sólo en cuanto a la vulneración a la libertad de expresión del trabajador, ponderando la libertad de expresión con la honra del empleador, al considerar que el trabajador podía expresar privada y públicamente su opinión acerca de irregularidades en la institución empleadora y acerca de la existencia de conductas de acoso laboral por parte de la representante de dicha empleadora, sin que sea necesario que aporte pruebas de ello, ya que la libertad de expresión no debe limitarse a priori y queda sujeta a las responsabilidades posteriores por las opiniones vertidas.

En una situación similar más reciente, una profesora básica de matemáticas fue despedida por falta de probidad e incumplimiento grave a las obligaciones que imponía el contrato, basándose en que un comentario suyo en Facebook había sido reñido con la moral y la lealtad debida al empleador, la sostenedora de un colegio en Maipú. El comentario se refería a la administración de un establecimiento educacional como dictatorial. El tribunal laboral, frente a una demanda de despido injustificado, decidió proteger la libertad de expresión pues no se acreditó como se había afectado la honra.

En Europa, se ha entendido que todos los empleados, sean o no sindicalistas o activistas, tienen derecho a la libertad de expresión en el lugar de trabajo, en virtud del artículo 10 de la Convención Europea. Este derecho no es incondicional. El párrafo 2 del artículo 10 establece las circunstancias en que pueden imponerse restricciones a la libertad de expresión, incluso cuando se hace con el fin de proteger la reputación y los derechos de terceros, o para impedir la divulgación de información recibida confidencialmente. Sin embargo, esa restricción debe ser "prescrita por la ley", es decir, debe haber una base jurídica para ello, y debe cumplir la prueba de ser "necesaria en una sociedad democrática". A menudo, las preocupaciones sobre la lealtad de los empleados y la protección de la reputación del empleador bastarán para justificar una acción disciplinaria, siempre que se lleve a cabo de conformidad con el contrato de trabajo. En ocasiones, sin embargo, los derechos de los empleados de comentar sobre la conducta de sus empleadores prevalecerán sobre los derechos de los empleadores a la reputación y la lealtad del personal. La corte europea consideró recientemente un caso (Wojtas-Kaleta contra Polonia) en el que una periodista empleada por una compañía de televisión pública fue reprendida por hacer comentarios públicos en su calidad de presidenta del sindicato, criticó la decisión de la compañía de tomar dos programas de música clásica fuera del aire El tribunal decidió que la injerencia en su libertad de expresión no era "necesaria en una sociedad democrática", dado que era una periodista cuya función era difundir información e ideas, actuaba en su condición de funcionaria sindical y ella Las actividades del empleador eran de interés público.

En Estados Unidos, a medida que las empresas se adaptan a las tecnologías del siglo XXI, el National Labour Relationships Bureau (NLRB) ha buscado proteger a los trabajadores y sus derechos a la libertad de expresión. Sin las importantes protecciones y cumplimiento de la NLRB, los empleadores nunca serían responsables y los trabajadores no tendrían ningún recurso legal para los despidos injustificados sobre los tweets de los trabajadores o los posteos de Facebook.

Cuando T-Mobile USA renovó su política de redes sociales, hizo de los comentarios anónimos en sitios web de redes sociales, una ofensa que podría resultar en la terminación del contrato de trabajo. Fue el último intento de la empresa para silenciar a los trabajadores que habían estado articulando los problemas del lugar de trabajo y discutiendo unirse a los Trabajadores de Comunicaciones de América (CWA) en foros de trabajadores, Facebook y Twitter. CWA presentó una acusación de prácticas laborales injustas, afirmando que esto era una violación de la "actividad concertada protegida" de los empleados bajo la NLRA. Pero antes de que el caso fuera a juicio, T-Mobile USA acordó un acuerdo. La empresa debía informar a todos sus empleados de que podían discutir temas relacionados con el trabajo en Facebook y sitios web similares sin temor a represalias.

Más recientemente, debido a otro cargo de CWA, un juez de NLRB ordenó a DISH Network cambiar su política de medios sociales que impedía a los trabajadores hacer comentarios "despectivos o difamatorios" sobre la compañía. La política infringía los derechos de los empleados, ya que los trabajadores podían "razonablemente interpretare esta norma para que no pudieran criticar las prácticas laborales de su empleador.

En el caso Bettie Page, una tienda de ropa para mujer en San Francisco, un grupo de empleados había presentado una serie de quejas con los dueños de las tiendas sobre el comportamiento poco profesional de su gerente. Frustrado por ser ignorado, los empleados finalmente lo llevaron a Facebook. Thomas, Morris y Johnson fueron despedidos. Un juez de NLRB encontró que perdieron sus trabajos como resultado directo de su actividad de Facebook. Bettie Page había violado claramente los derechos de la "actividad concertada protegida" del trabajador bajo la NLRA, y el juez ordenó que reinstalara a los tres empleados con una compensación por cualquier pérdida de ganancias y beneficios.

En el caso Hispanics United of Buffalo, un proveedor de servicios sociales sin fines de lucro en Nueva York, Mariana Cole-Rivera comenzó un hilo de Facebook, preguntando, "Lydia Cruz, un compañero de trabajo siente que no ayudamos a nuestros clientes lo suficiente en HUB." Sus colegas inmediatamente expresaron su apoyo. Cole-Rivera y cuatro trabajadores sociales que respondieron a ella perdieron sus trabajos. Pero el NLRB encontró que sus puestos eran el tipo de "actividad concertada" de "ayuda mutua" que está expresamente protegida por la NLRA, ya que involucraba una conversación entre compañeros de trabajo acerca de sus términos y condiciones de empleo, incluyendo su desempeño laboral y niveles de personal. El juez ordenó que los trabajadores despedidos fueran reintegrados en su trabajo con salario atrasado.

Proyecto de ley.

ARTÍCULO 1.- Introdúzcase el siguiente nuevo artículo 22 Bis en el Código del

Trabajo: 

"Artículo 22 Bis.- Los trabajadores tendrán el derecho a la desconexión, por el cual no estarán obligados a responder, fuera de la jornada de trabajo, comunicaciones de sus empleadores o jefaturas, proveedores, clientes o consumidores con que se relacione la empresa o establecimiento, obra o faena, cualquiera sea el medio a través del cual éstas se realicen.
El derecho consagrado en el inciso anterior, tendrá lugar también durante el período de descanso de la jornada diaria, semanal o compensatorio; mientras el trabajador este en uso de su feriado anual, utilizando los permisos a los cuales el trabajador accediere o gozando de fuero.

Con todo, los trabajadores a que se refiere el artículo 305 podrán acordar con el empleador responder, de manera excepcional, comunicaciones que estén descritas detalladamente en el respectivo contrato, vayan asociados a beneficios específicos para los trabajadores y no constituyan una renuncia absoluta al derecho o que lo limiten de manera irracional o desproporcionada."

ARTÍCULO 2.- reemplázase el numeral 2° del artículo n° 154 del código del trabajo por el siguiente:

"los descansos y el derecho a desconexión de los trabajadores fuera de la jornada de trabajo lo que implica la implementación de procedimientos, aplicativos y dispositivos que para regular el uso de las herramientas digitales con el fin de garantizar el cumplimiento de los períodos de descanso.

ARTÍCULO 3.- Introdúzcase el siguiente nuevo artículo 155 Bis en el Código del

Trabajo:

"Artículo 155 Bis- Los reglamentos internos no podrán contener disposiciones que limiten de cualquier manera la libertad a emitir opinión de los trabajadores. En efecto, se tendrán por no escritas aquellas disposiciones que restrinjan el derecho de los trabajadores a expresar por cualquier medio su opinión sobre las condiciones de trabajo, remuneraciones y beneficios para los trabajadores, clima laboral interno, prácticas del empleador en relación a las organizaciones de trabajadores y el ejercicio de sus derechos, la forma en que el empleador realiza sus actividades y sus relaciones con los consumidores, y sobre cualquier aspecto relacionado con el trabajo.

Asimismo, serán nulas, las disposiciones que restrinjan el tipo o contenido de  lenguaje usado en las comunicaciones internas o en las conversaciones al interior de la empresa o establecimiento.

ARTÍCULO 4.- Introdúzcase el siguiente nuevo artículo 162 Bis en el Código del

Trabajo:

"Artículo 162 Bis.- Lo favorable u odioso de las expresiones, comentarios u opiniones que los trabajadores, en ejercicio de su derecho a la libertad de opinión emitan, a través de cualquier medio de comunicación o plataforma, respecto de las condiciones de trabajo, salarios, remuneraciones, beneficios, clima laboral interno, prácticas del empleador en relación a las organizaciones de trabajadores, el ejercicio de sus derechos, y cualquier aspecto relacionado con el trabajo, jamás autorizará al empleador para invocar alguna de las causales previstas en el artículo 161.
(Fdo.): Eugenio Tuma Zedan, Senador.- Adriana Muñoz D’Albora, Senadora.

1 Diario La Nación, 5 de enero de 2017. La desconexión digital, un derecho difícil de ejercer para los

franceses. Disponible en: http://www.lanacion.com.ar/1973024-la-desconexion-digital-un-derecho-dificil-de-ejercer-para-los-franceses

2 Mobile Connectivity Index. 2016. Disponible en: http://www.mobileconnectivityindex.com/
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ACUERDO DE LA COMISIÓN BICAMERAL DEL ARTÍCULO 66 A, DE LA LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO NACIONAL, SOBRE DESIGNACIÓN DE LOS INTEGRANTES DEL COMITÉ DE AUDITORÍA PARLAMENTARIA
HONORABLE SENADO,

HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS:



La Comisión Bicameral a que se refiere el artículo 66 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional tiene el honor de formular su proposición de integración del Comité de Auditoría Parlamentaria.


A una o más de las sesiones en que la Comisión consideró este asunto asistieron, además de sus integrantes, la Honorable Senadora señora Adriana Muñoz y el Honorable Senador señor Jaime Quintana, en reemplazo del Honorable Senador señor Girardi. Asimismo, el Honorable Senador señor Iván Moreira sustituyó al Honorable Senador señor Víctor Pérez, y el Honorable Diputado señor Daniel Muñoz al Honorable Diputado señor Lautaro Carmona.


En estas sesiones la Comisión Bicameral recibió en audiencias a los candidatos para ocupar los distintos cargos que constituyen el Comité de Auditoría Parlamentaria. En particular, se escuchó, para el cargo de abogado/a, a las señoras Priscila Marina Jara Fuentes y María Isabel Carril Caballero y al señor Gonzalo Heber Neira Novoa. Para el cargo de contador auditor/a, a los señores Jorge Fernando Sirriya Carapelle, Andrés Eduardo Labarca Solar y Marcelo Alejandro Aguilera Contador, y finalmente, para el cargo de profesional especialista en auditoría, a los señores Leonardo Alberto Olea Cariz, Carlos Alberto Tapia Sagredo y Cristian Enrique Oyanader Cárdenas.



Asimismo, en alguna de las sesiones en que la comisión trató este asunto, estuvieron presentes el jefe de la bancada RN de la Cámara de Diputados, señor Marco Riveros, y los señores Héctor Mery y Robert Angelbeck.
-.-.-


Hacemos presente que la proposición de nombramiento que a continuación se formula, debe ser aprobada por los tres quintos de los señores Senadores y Diputados en ejercicio, de conformidad a lo que establece el inciso tercero del artículo 66 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

Antecedentes

A.- Jurídicos


1.- De acuerdo a lo que dispone el artículo 66 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, se ha creado un Servicio común del Congreso Nacional denominado Comité de Auditoría Parlamentaria, cuya finalidad es controlar el uso de los fondos públicos destinados a financiar el ejercicio de la función parlamentaria y revisar las auditorías que el Senado, la Cámara de Diputados y la Biblioteca del Congreso Nacional efectúen de sus gastos institucionales.



El inciso segundo del mencionado precepto precisa que este Comité estará integrado por tres profesionales. Uno de ellos deberá tener el título de abogado y otro el de contador auditor. Ambos deberán acreditar, a lo menos, diez años de ejercicio profesional. El tercero debe ser un especialista en materias de auditoría, prefiriéndose para ocupar este cargo a quienes se hayan desempeñado por más de cinco años en la Contraloría General de la República o se encuentren registrados, por igual período, en la nómina de auditores de la Superintendencia de Valores y Seguros.


Agrega que estos profesionales serán seleccionados por una Comisión Bicameral, de una nómina de tres personas que, en cada caso, propondrá el Consejo de Alta Dirección Pública. Este organismo debe realizar un concurso público para proponer a los candidatos a los cargos señalados. 



Asimismo, el inciso cuarto del artículo 66 A dispone que los integrantes del Comité de Auditoría Parlamentaria serán nombrados por los tres quintos de los Senadores y Diputados en ejercicio, a propuesta de la mencionada Comisión Bicameral.
B.- De Hecho


1.- El día 9 de noviembre de 2016, el Presidente de la Comisión Bicameral recibió una invitación del


Presidente del Consejo de Alta Dirección Pública para asistir a una reunión dada la próxima apertura del proceso de selección destinado a proveer tres cargos de miembros del Comité de Auditoría Parlamentaria, en conformidad con lo dispuesto por el artículo 66 A de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.



En esa comunicación se indicaba que el Consejo deseaba conocer los lineamientos estratégicos del referido comité y sus características centrales, así como los principales elementos que debiera considerar el perfil de selección asociado a los cargos que se aspira a proveer en base a la propuesta que formule la Comisión Bicameral.



2.- Para dar cumplimiento a este requerimiento y a lo dispuesto en el artículo 66 A de la mencionada Ley Orgánica Constitucional, esta Comisión Bicameral aprobó, en sesión celebrada el día 16 de noviembre de 2016, los perfiles profesionales de los cargos del Comité de Auditoría Parlamentaria y acordó solicitar al Consejo de Alta Dirección Pública que efectuara el referido concurso público, con el fin de iniciar el proceso para proveer los nuevos cargos del Comité de Auditoría Parlamentaria.



3.- El día 17 de noviembre de 2016, el Presidente de la Comisión Bicameral, Honorable Senador señor Pedro Araya, entregó al Consejo de Alta Dirección Pública los perfiles de los cargos indicados, de conformidad a los criterios adoptados por la Comisión Bicameral. En dicha oportunidad, el mencionado Consejo tomó conocimiento de los lineamientos estratégicos del referido Comité y sus características centrales, así como los principales elementos que debía considerar el perfil de selección de los cargos que se buscaba proveer.



En esa ocasión, el Consejo de Alta Dirección Pública precisó que este concurso se regiría por la normativa legal vigente a esa fecha.



4.- El día 20 de noviembre de 2016, el Consejo de Alta Dirección Pública publicó, en diarios de circulación nacional y regional, la convocatoria al concurso público para proveer los cargos que integran el Comité de Auditoría Parlamentaria. 


5.- El día 5 de diciembre de 2016, finalizó el plazo de recepción de antecedentes para los cargos mencionados y se declaró cerrada la convocatoria señalada.


6.- El día 6 de diciembre de 2016, el Consejo de Alta Dirección Pública realizó el examen de admisibilidad de los candidatos que cumplían los requisitos legales para postular, vigentes al 20 de noviembre de 2016.


7.- El día 17 de diciembre de 2016 se publicó la ley N° 20.979, que modificó el inciso tercero del artículo 66 A de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional para establecer que los integrantes del Comité podrían ser reelegidos, por una sola vez, previa participación en el proceso de selección que prevé la ley.


Esta normativa no se aplicó en este proceso por tratarse de una disposición aprobada con posterioridad al llamado a concurso que formuló el Consejo de Alta Dirección Pública. 


8.- El día 5 de enero de 2017, el Consejo de Alta Dirección Pública dio a conocer a la Comisión Bicameral el resultado de la evaluación psicolaboral de los postulantes preseleccionados, etapa previa a la determinación de los candidatos que serían posteriormente entrevistados por el Consejo de Alta Dirección Pública.


9.- El día 6 de enero de 2017, el Consejo de Alta Dirección Pública ofició a la Comisión Bicameral para conocer su opinión acerca del sentido y alcance del inciso tercero del artículo 66 A, vigente al 20 de noviembre de 2016. Esa consulta se efectuó para precisar si la inhabilidad para ser reelegidos que la ley dispone respecto de los integrantes del Comité de Auditoría Parlamentaria debe interpretarse restrictivamente y, por tanto, aplicarse solo en el caso que un actual ocupante postule al mismo cargo que ejerce. 


10.- El día 11 de enero de 2017, la Comisión Bicameral absolvió la consulta formulada y respondió este requerimiento.


11.- El día 8 de marzo del año en curso, el Consejo de Alta Dirección Pública hizo llegar a la Comisión Bicameral los antecedentes que daban cuenta del concurso público que había efectuado y las nóminas de las personas que podrían ocupar cada uno de los cargos profesionales que forman parte del Comité de Auditoría Parlamentaria.



La propuesta de nóminas que entregó el Consejo de Alta Dirección Pública consideró, según el resultado del concurso, a las siguientes personas:


11.1. Para el cargo de abogado/a: a la señora Priscila Marina Jara Fuentes; al señor Gonzalo Heber Neira Novoa, y a la señora María Isabel Carril Caballero.


11.2. Para el cargo de contador auditor/a: al señor Jorge Fernando Sirriya Carapelle; al señor Andrés Eduardo Labarca Solar y al señor Marcelo Alejandro Aguilera Contador. 


11.3. Para el cargo de profesional especialista en auditoría: al señor Leonardo Alberto Olea Cariz; al señor Carlos Alberto Tapia Sagredo, y al señor Cristián Enrique Oyadener Cárdenas.

-.-.-



Teniendo en consideración estos antecedentes, la Comisión Bicameral inició el estudio de esta propuesta.



Al comenzar el tratamiento de este asunto, el Honorable Senador señor Moreira planteó una duda respecto a que si en el proceso de selección de los candidatos del Comité de Auditoría Parlamentaria se aplicaba el inciso sexto del artículo quincuagésimo segundo de la ley N° 19.882, disposición que establecería un término perentorio para que esta Comisión se pronuncie sobre los nombramientos de los integrantes del Comité de Auditoría Parlamentaria.


Luego de un análisis de esta cuestión, se concluyó que esa disposición no es aplicable a este concurso por las razones que se indican a continuación:


1. Este concurso no se rige por el artículo quincuagésimo segundo de la ley N°19.882 porque esta disposición solo se aplica a los procesos de selección del Sistema de Alta Dirección Pública o a aquellos que deban sujetarse a lo dispuesto por la ley N°19.882. 


2. El Comité de Auditoría Parlamentaria no forma parte del Sistema de Alta Dirección Pública (ADP) sino que, por el ministerio del artículo 66 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, sus integrantes deben nombrarse en base a ternas propuestas por el Consejo de Alta Dirección Pública.


3. Existen cargos que se eligen de acuerdo al procedimiento de selección del Sistema de Alta Dirección Pública (ADP) o en cuya provisión participa la institucionalidad del Sistema de ADP y se denominan “cargos no adscritos”. 


4. Los cargos del Comité de Auditoría Parlamentaria son no adscritos, y, en consecuencia no forman parte del Sistema de Alta Dirección Pública. En su selección solo participa el Consejo de Alta Dirección Pública por mandato de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.



5. No se define por la ley cual sea el procedimiento aplicable a este caso, señalándose solo la participación del referido Consejo.



6. A mayor abundamiento se tuvo en cuenta que el Congreso Nacional tiene autonomía constitucional. Su actuación se rige por la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional. 



En lo que interesa a esta materia, el artículo 66 A de la mencionada ley orgánica constitucional establece que los integrantes del Comité de Auditoría Parlamentaria serán nombrados por los tres quintos de los senadores y diputados en ejercicio, a propuesta de la Comisión Bicameral que establece la ley.



Agrega dicha disposición que si se producen vacantes ellas se proveerán, dentro de los noventa días siguientes a la fecha en que se originan, en la misma forma como fue designado quien dejó de servir el cargo. Este es el único plazo que establece la ley orgánica en esta materia.



Resuelta la inquietud precedente, la Comisión Bicameral se abocó al estudio de la propuesta formulada por el Consejo de Alta Dirección Pública e inició la tarea de escoger, dentro de las ternas propuestas, a quienes cumpliendo los requisitos señalados precedentemente, podrían desempeñar estas funciones.



Para realizar este cometido, entrevistó a cada uno de postulantes que figuraban en las ternas elaboradas por el Consejo de Alta Dirección Pública.



En este proceso se dio cumplimiento a lo que dispone el inciso tercero del artículo 5° del Reglamento del Comité de Auditoría Parlamentaria.



Asimismo, se consideró el curriculum profesional de cada uno de los candidatos y los puntajes que obtuvieron en el concurso público.



Concluido el estudio de estos antecedentes y cada una de las entrevistas realizadas, la Comisión acordó, de acuerdo al mérito y atributos de cada postulante, someter a la consideración de ambas Cámaras la designación de las siguientes personas para los cargos que en cada caso se indica:



1.- Para el cargo de abogado/a: a la señora Priscila Marina Jara Fuentes, cédula nacional de identidad número 8.788.441-4.


2.- Para el cargo de contador auditor/a: al señor Jorge Fernando Sirriya Carapelle, cédula nacional de identidad número 10.740.396-5.


3. Para el cargo de especialista en materia de Auditoria: al señor Carlos Alberto Tapia Sagredo, cédula nacional de identidad número 9.804.304-7.



Asimismo, la Comisión Bicameral acordó designar a la señora Priscila Marina Jara Fuentes, como coordinadora del Comité de Auditoría Parlamentaria.


Estos acuerdos fueron adoptados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Bicameral, Honorables Senadores señores Pedro Araya, Antonio Horvath, e Iván Moreira, y Honorables Diputados señores Carlos Jarpa, Daniel Núñez, Jorge Rathgeb y Raúl Saldívar.



Se adjunta al presente acuerdo los antecedentes profesionales de cada una de las personas seleccionadas por la Comisión Bicameral.



En la forma expuesta, se ha dado cumplimiento a los requisitos y formalidades previstos en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional para alcanzar el precedente acuerdo, que se somete a la consideración de ambas Corporaciones.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 10, 11, 12 y 18 de abril de 2017, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Pedro Araya Guerrero (Presidente), Honorable Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora (Guido Girardi); Honorable Senador señor Jaime Quintana Leal (Guido Girardi), Antonio Horvath Kiss e Iván Moreira Barros (Víctor Pérez Varela), y de los Honorables Diputados señores, Lautaro Carmona Soto, Carlos Abel Jarpa Wevar, Daniel Núñez Arancibia (Lautaro Carmona Soto), Jorge Rathgeb Schifferli y Raúl Saldívar Auger.

Sala de la Comisión, a 20 de abril de 2017.
(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias, Secretario de la Comisión. 
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